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1 

INTRODUCCIÓN 

En: la actualidad parecen cobrar nuevos bríos los estudios sobre los pueblos 

indígenas. Razones no faltan para ello: el empuje del movimiento indio duran­
te la década de los años noventa alcanzó a la sociedad nacional y persisten 

condiciones de pobreza y marginación económica y sociocultural entre los gru­
pos indios, que cada vez más cuestionan al Estado y llaman la atención de las 

ciencias sociales y naturales. 

La acción social y la grave situación socioeconómica que atraviesan los 

pueblos indígenas, ocasionada en buena medida, por la prevalencia de un Esta­

do poco interesado en la diversidad cultural de su Nación, representan la pre-

ocupación principal para realizar la presente investigación. . . 

A partir de estas premisas, nos proponemos difundir algunas posibilida­

des de análisis sociológico, como el de la acción social en el período de 1989 -

1997, que trae consigo el reconocimiento de derechos colectivos de los pueblos 

indígenas y en ese sentido, exponemos la urgencia de construir un Estado 

pluricultural y democrático que incluya las capacidades de los pueblos y pro­

mueva el desarrollo de nuevas dinámicas sociales. 

El tema parece ser un asunto de juristas y antropólogos, sin embargo a 

nuestro modo de ver, se involucran análisis donde confluyen diversas discipli­

nas teóricas, debido a la coexistencia entre la diferenciación y la injusticia que 

sufren y son objeto los pueblos indígenas. Por tal razón hasta donde podemos 

apreciar, las disciplinas que más han tocado el problema de los derechos indí­

genas son la antropología, sociología, derecho, biología, lingüística, filosofía. 

Conviene mencionar que el acercamiento al problema que tratamos vie­

ne desde 1993, cuando tuve la oportunidad de establecer relaciones sociales y 
de trabajo con algunas comunidades Pimas, de la región que se ubica a 80 

kilómetros al Este de la Ciudad de Hermosillo, en el norteño estado de Sonora. 

En ese lugar se ubica el pueblo cooperativo "Los Horcones". Durante dos 

años me instalé en aquella comunidad, con el objeto de incorporarme al estu-



dio del comportamiento delas personas, en dinámbs sociaJes de corre coopé~ 
racivo, solidario y sustencable con el entorno ambiermtl, tr~tarido de construir 
alrernat ivas que contrarrestaran los grandes problema~ sociales de la actualidad 
en México: · .. :.\ •;';' 

A esa comunidad llegan personas de todo el mundo, lo que me permitió 
conocer a un misionero mexicano, que trabajó durante 20 años en Angola, 
país africano que lleva más de tres décadas en gue:,ra civil. El misionero, intere­
sado en el estallido d~ la guerra en Chiapas de 1994, me hablaba con frecuen­
cia sobre la dimensión de la pobreza y sus consecuencias. Ello me evidenció 
crudamente la realidad que nos rodea: pueblos indígenas, en éste caso, asenta­
dos en comunidades Pimas abatidas o pueblos Guarijíos en condiciones de 
acasillamiemo de parre de mestizos en extremo depauperados.· 

No obstante, al mismo tiempo que reconoda las condiciones sociales de 
esos pueblos indígenas, me acercaba a sus costumbres; a los usos deidesierco y 
a los conocimientos ancescrales que aun se conservan, lo cuah1os permitió ve'r 
la paradoja de la casi extinción socioeconómica d~·lÓs pueblos y:a la ve~ sus 
procesos de reproducción cultural. . . · .• ,, .. , .. "' ):, ::/;('.:<. . 

Esta paradoja se reforzó con la experiencia de 'e~rar' eri dive'~sos con­
flicios del ámbito de la justicia, que sostenían pueblo~; comunidades, gru­
pos u organizaciones indígenas, generalmente en contra de alguna de las 

• / Lo. Comunidad de Los Horcones, se fundó en 1973 por un grupo de psicólogos. A 
ese lugar. llegaban personas de lodo el mundo que acudían en búsqueda de 
nuevas vivencias: Árabes que sutrfan por las grandes diferencias culturales, gringos 
que andaban tras la pista de Don Juan Matus. el lamoso brujo yaqul que narra la 
literatura del antropólogo Carlos Castaneda, donde revela sobre el uso de plantas 
oluclnógenas, abundantes en el desierto sonorense. Gringos y mexicanos obvia· 
mente también en busca de "viajes de gorra" con peyotes y raíces de toloache. 
Mujeres queriendo emanciparse del yugo machista. Homosexuales. astrólogos, mi· 
sloneros, promotores sociales, lideres de organizaciones. funcionarios públicos, In· 
vestlgadores. académicos. comunicadores, en fin, una larga lista de personajes 
que salían entre el primero y segundo mes de estancia. generalmente enojados 
con la comunidad. por sus letreros, horarios y disciplinas. Por supuesto. llegaba gen­
te valiosa que aportaban grandes Ideas. valores y dinámicas sociales. productivas. 
recreativas. sustentables, aventuras o proyectos de lnvesligación. 



instituciones del gobierno mexicano, aunque 'también conocemos de con­

flictos con particulares. 

Es pertinente expresar que el tratamiento y la gestión de conflictos que esta­

blecen los pueblos indígenas con el Estado, se encuentra íncimam'ente relacionado 

con una coyuntura histórica en el país, que permitiría al Estado impulsar el recono­

cimiento de los derechos indígenas y que la Comisión de Justicia de los Pueblos 

Indios, a través del Instituto Nacional Indigenista promovió. · 
Desde este punto, tuve conocimiento directo de C:onfliétos relacionados 

con el desplazamiento de población, provocado por la construccióri dé obras 

de infraestructura, como las presas hidroeléctricas; además de ccmflicrÓs-;por el 

aprovechamiento de recursos naturales; y por la participación políticaen el 

ámbito municipal y estatal. ... 

Otros conflictos de gran importancia que tendremos oportunidad de ana­

lizar, tienen que ver con los derechos territoriales y ambientales, contemplados 

en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). El 

cual de algún modo, ha permitido recientemente, el análisis de conflictos en 

materia de recursos naturales o asuntos religiosos, más allá de los estudios par­

ticulares o de caso; ahora dichos conflictos son tratamientos de carácter colec­

tivo, que cuestionan el orden legal cuando por ejemplo aluden aspectos territo­

riales de uso y aprovechamiento. 

Desde 1995, en la tarea de promover los derechos indígenas establecidos en el 

Convenio 169 y en los foros de reflexión creados parar ampliar esos derechos, 

pudimos constar que el reclamo de los pueblos indígenas, por ejemplo, por el 

control del territorio, efectivamente afecta intereses particulares generando con ello 

una incensa movilización social, como lo muestran los conflictos permanentes en­

tre los Tarahumaras de Chihualma y los grandes madereros que ahí operan, al igual 

que con los Tepehuanos de Santa María de Ocotán, Durango, los Zaques de los 

Chimalapas, Oaxaca, los Lacandones de Chiapas, por citar sólo algunos ejemplos. 

Podemos señalar también, los conflictos por recursos minerales, que em­

presas canadienses en su mayoría, entablan con los pueblos indios del norte de 

l 



México: los O'odham o Papágos y Pimas de Sonora, lo~Zapotecos o Huaves 
de Santa María Zaniza, Oaxaca 

.De tal manera, en la preseme tesis afirmamos~ueddesal"rÓUoy existen­
cia deJaacción social comprendidaencielos-:lño'sj989)199l;s-sfueconfor­
mando a través de reivindicacione~que vari e~-co~i:~a-'de la·iITlp¡;;ición de un 
orden j urldico excluyente, respecto 1deias --fcirrJas ~e ~~ga-nizad611 _-indígena, 
efectivamente como ocurrió en la colOnia, en el Méxié:o independiente, én el 
Constituyente del 1917 e incluso en el México "democrático" que aparente­
mente nació el 2 de julio del 2000. 

Ello no es casual puesto que, desde 1989 cuando aparecen las reflexiones para 
darle vigencia al Convenio 169 para Pueblos Indígenas y Tribales en Países Inde­
pendientes de la OIT, dicha dinámica social se plantea armonizar entre otras cosas, 
la integración económica de los indígenas y la promoción de su organización so­
cial, cultural y política, además porque desde entonces se articulan diversas organi­
zaciones comunitarias, indígenas, civiles y sociales, trabajando sobre demandas de 
tierras, territorios, recursos naturales y derechos sociales y políticos. De ahí, se con­
formó una movilidad social que ha venido sumando gente, trabajo y acciones 
sociopolíticas, que además confluye junco al esfuerzo del EZLN y la sociedad civil en 
el reclamo de espacios democráticos alternativos. 

Las anteriores consideraciones marcaron miintención por el tema que 

tratamos, convencidos que la solución del asunto indígena, sin temor a exage­
rar; representa-la posibilidad de conformar un nuevo pacto social, que le de 

'viabilidad a nuestro país en el concierto internacional. 
Asíen este trabajo, iniciamos con el planteamiento del problema de in­

vestigación;·denunciando la persistencia de conflictos que enfrentan los pue­
blos-indígenas y, en torno a•ello, reconociendo una intensa efervescencia social, 
que empuja la aparición de nuevas relaciones que obligan al Estado a su refor­
ma radical, con el fin de integrar una nación pluricultural y democrática. 

Los diversos acontecimientos vividos por la sociedad y la Nación Mexica­

na en la década de los años noventa, nos motivaron a tratar el proceso de 



reconocimiento de derechos colectivos y culturales, desde el punto vista de las 

teorías de la acción social y la antropología jurídica, como se describe en el 
marco teórico del presente trabajo. En esta parre, marcamos la importancia del 

estudio de la acción social, por sus aportaciones en la tarea de definir los proce­

sos de la sociedad actual, sobretodo por la claridad que nos ofrece, al apuntar 

las funciones de los nuevos actores sociales, sus formas de pensamiento, de 

ideología y las condiciones de transformación de su realidad social. 

Dichas funciones, ramificadas analíticamente con algunos ejemplos de 

usos y costumbres y conflictos con el Estado, que nos proporciona la Antropo~ 

logía Jurídica, nos llevará a encontrar las diferencias sociales, culturales y regio­

nales que propicia el limitado marco jurídico mexicano, debido a la falta de 

reconocimiento de derechos colectivos de las culturas indias. 

Por tanto, debido a que hablamos de conflictos específicos, entonces con­

sideramos de gran valor dejar asentadas las referencias más notorias que carac­

terizan a los pueblos indígenas, por dos razones: para difundir el conocimiento 

de los procesos étnicos y algunos de sus cambios sociales; y hacer notar la im­

portancia que reviste la falta de solución a los conflictos de los grupos indios. 

Adicionalmente encontraremos una tipología de conflictos, que la Ancro­

pologla Jurídica recupera, para el análisis entre sistemas normativos por usos y 
costumbres y la ley nacional, con lo cual identificamos el problema de los 

derechos indígenas como de orden histórico político. 

· Aunado a lo anterior, en la última parre del presente trabajo, explicamos 

los caminos que recorre la acción social, para la construcción de instituciones 

pluriculturales, puntualizando la importancia y complejidad que implica el 
reconocimiento constitucional de la autonomía indígena. 
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CAPITULO 1 
PROTOCOLO DE INVESTIGACIÓN 

a) Planteamiento del problema 

A parcir de 1995 tuve la oportunidad de participar directamente en el conflicto 

relacionado con el desplazamiento del pueblo Mayo de Huites, ocasionado por 

la construcción de la presa "Luis Donaldo Colosio". En este asunto, la Comi­

sión Nacional del Agua es la responsable de haber contravenido las disposicio­

nes legales, al omitir entre otras cosas, realizar el proceso de consulta que manda ca 

el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, vigente en nues­

tro país desde 1991. Recordemos que el Convenio obliga a los Estados y Go­

. biernos Nacionales a consultar a los pueblos indígenas anees de la construcción 

de obras de infraestructura y desarrollo. 

Igualmente, luego se abrió el espacio para responder a las demandas de Ma­

yos, Seris, Tepehuanos, Huicholes y Mayas en torno al aprovechamiento de recur­

sos naturales; y con los Purépechas en su movilización respecto a su participación 

polícica en el ámbito municipal y escara!, cuando las autoridades tradicionales de la 

región de Párzcuaro, Michoac.-ín, encabezaron diversos procesos comunitarios, con 

objeto de generar mecanismos de representacividad de sus pueblos anee el gobierno 

estatal, a través de la constitución de Consejos Regionales Indígenas. 

La reflexión de éstas y otras experiencias, donde la ley delimita el espacio 

particular e implica la especialización del derecho, del territorio y de la acción 

pública, nos provocaba el análisis acerca de dos factores de la acción social 

mexicana: la reforma del Esrado y del proceso de reconocimiento de derechos 

indígenas. 

Llamaba nuestra atención, cómo son las nuevas relaciones de poder deri­

vadas de la aparición de nuevas circunscripciones indígenas, como los munici­

pios autónomos, las áreas naturales protegidas, las unidades de manejo y apro­

vechamiento, las reservas ecológicas campesinas, etc., al igual que cuáles ~erían 



las representaciones culturales_ y simb6licas ante la transformadó~A~l ter_rit()~ _ 
rio o las interacciones que se dan entre una gran pluralidad de";i,ci:Óres y relacio-
nes sociales. - , 

No obstante la reforma constitucional de 19Q2, doride se adiciona_ un 
primer párrafo al Artículo 4°, que permitiría reconocer el carácter pluriculmral 
de la Nación Mexicana, en la atención de conflictos pudimos constar que el 
problema de los derechos indígenas no está resuelto. De hecho, viene siendo ya 
un largo proceso y hay quienes discuten al respecto, que el debate se inicia 
desde 1789 cuando se proclama la Declaración de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano de la Revolución Francesa. 1 

Nos preguntábamos, por qué causaba tanto furor el proceso de definición 
de los derechos indígenas iniciado en 1989 y cuales son los factores relevantes, 
que llevaron por ejemplo, al desarrollo de 4 iniciativas de reforma consrirucio~ 
nal en 1997 inspiradas en el texto de Los Acuerdos de San Andrés Larráinzar, 
que cabe adelantar modificó las perspectivas del reconocimiento de derechos 
indígenas. Precisamente por lo anterior, se establece ese período de, tiempo 
para delimitar el análisis de ésta tesis. 

Veíamos que curiosamente en la conjunción de hei:hos históricos, como 
el del cumplimiento de los 500 años de la invenciónde A.ínérica,,la-intensa 
efervescencia social de los años 90's y el lento proceso dé _iransfürrnación_-del 
régimen, aparecían reivindicaciones de. los puebl~\ indfgc;~a~,-d~o-mpañadas 
de reclamos de diversos grupos sociales y p~Jí~~¿~~ /)~¿.:;;.'.j~~Si .. ~L/¿~~;:~~·>l<· ·J~ 

También notábamos con preocupació~,-la~re~p~¿st~s irii}ic:dia~_istas a.las 
demandas étnicas que ofrecían las entidades;··organis~2~'-ÜAc_:pendencias de 
Gobierno anee el reconocimiento de;lMp~epl'.ó·s~illdígellas ~orno sujetos 
sociojurídicos. Pero al mismo tiempo, nps'énriqu~~{~n-lá.s discusio_nes, por la 

delimitación -de conceptos re_lacÍonados c_o_!l ta'.ht1~Y~-~r'd~!laci9n_ juríciica -del 
' .. -· - ·--:.. • .. ~ .. ~, ~--- -·· ,_ -' - _,_ ... , ;:,_,-'- - .... ·-.-::;.,_.:· ·• ;:_ -. :·:_ -~ -. ~,.· _,- ,-. \ <_-~ 

: : .. ·· :··:(~~:~¡{:~~>:~~-:~)¿ :,:,'/-~;~>~~::,~:-~~"~"H.J;-., :~_,,;\·_ :t;, ~p'':<t :-:-·:i.< ?:. -, · ~ ~, ¡. 

·, :·;. .·: ;. : -.:: .: ·t-· 3~- ~ .- ·-.,_-~ ~-·.; ~- '.,.': :~~:~:t·- ~; ~1) !: : .. 1 ~.~?,,··:.1·~~?~:~:·:.: \•·:~(.: .. ,;:l l~.~;~ ~·i+:'.1;,::: .. ~~' . : ... ·t ·-.. " ;.e:¡:· '~ ¡ '\ ~- ~ '< / ·~ ó ·-': ' ·,. 

-1 / Beller Tabooda W:· Coordlnodot Costumbres·Jun'd1cos de los PL¡eblos lnd1genos de 
México.' CornlsÍ6n NaC:lónal_ de Deiechos Humo'nos. Méxlco>l 994. ver pp; :16:23 

·.· ,., . 



espacio territorial, al igual que el debate por el derecho del medio ;imbi~ni:e, 
como patrimonio colectivo y respecto de las nuevasfor~as de participaci6n y 

apropiaci6n del territorio. 
Los conflictos y la acci6n local representada por diversas asociaciones; traba­

jando en tareas aurogestivas de promoci6n del desarrollo sustentable, de defensa de 

derechos humanos y derechos indígenas, hizo posible tratar prácticamente en el 

período 1989 - 1997, el ejercicio del derecho indígena. Esta actividad ha tenido 

para nosotros una importancia central, entre otras cosas por lo que atañe al proceso 

de regulaci6n de espacios culturales específicos, como lo muestra el Decreto de 

1994 en favor de los pueblos huicholes, protegiendo las rutas rimales y los lugares 

sagrados relacionados con Wirikuta, San Luis Potosí.2 

Creemos que los factores más recurrentes que logremos identificar en los 

conflictos de los pueblos indígenas con el Estado, nos ofrecen pautas para el 

análisis de la acci6n social, en la medida en que nos pueden conducir a la 

definici6n de un tipo de sociedad, caracterizada por nuevos elementos cultura­

les, econ6micos, políticos, demográficos y ecol6gicos, que nos suman á pensar 

en la imperiosa necesidad de recomponer el Estado. 
Efectivamente, en el maremagnum de la acci6n social 1~89~199(;;nos 

parecía importante examinar, c6mo son las representaciones simbólic:as ame la 

transformaci6n del territorio y las interacciones que se dan 'entre Ürla·plti'rali­

dad de actores, así como las pautas de la nueva relaci6ri ·ehrre1~1 :Estácfoy' la 
sociedad. ,<,,. · 

Asimismo, en el interés por los hechcís'hist6ricos'que han derivado en el 

fcn6meno de la acci6n social mexicana de 1989~1997, en términos generales y 

como basamento del cambio en la sociedad, .ubicamos la época de la colonia, el 
período de la independencia, el gobierno y las leyes de Reforma, el Porfiriato, 

la revoluci6n mexicana, el proceso de indu'strializaci6n y urbanizaci6n, la ex-

2 / En el capítulo cuarto. correspondiente a los conflictos que enfrentan los pueblos 
Indígenas, haremos referencia al proceso de protección de los lugares sagrados y 
rutas de peregrinaje de.los hulcholes. 



plotación del medio ambiente, el desarrollo regional desequilibrado, así como 
la participación en bloqu~s comer~iales ~é grandes grupos empresariales en el 
ámbito internacional, junco con una insoslayable y bri:ical injusticia y ~liferen­
ciación social. · ,:: 

Además no olvidar los antecedentes del movimiento estudiantil de 1968, 
el proc~so organii.~tivo de Ía sociedad civil de 1985, la amplia participación 
electoral del 6 .de j~lio de 1988, que acompañan las demandas de apertura 
democrádca y las reivindicaciones .del pleno ejercicio del derecho tradicional 
indígen.~, ya que ello conforma la base y sustento de la acción social mexicana 
de 1989-199.7, que define a una sociedad dada, con una dinámica que da 
cuenca ·de sus procesos en éste período histórico de fin de siglo y milenio. 

Mención aparte merece citar el 16 de febrero de 1996, porque en esa fecha se 
funda la posibilidad histórica del reconocimiento de derechos colectivos. de los 
pueblos indígenas, cuando el Gobierno Federal firma los Acuerdos de San Andrés 
Larráinzar (ASAL), con el Ejercito Zapacisca de Liberación Nacional (EZLN). 

Este acontecimiento es de suma importancia, ya que el movimiento indígena 
abandera la acción social mexicana, al integrar diversas fuerzas relativamente repre­
sen cativas de codo el país en corno al real cumplimiento de los ASAL, con lo que se 
propugna porque se concreten las leyes pertinentes, se planteen compromisos espe­
cíficos y. se logre la participación eficaz de las instituciones en el proceso de recono­
cimiento de los derechos de los pueblos indígenas.3 

Haciendo una pausa, precisamente por la voz de los pueblos indígenas en 
boca del EZLN, nos damos cuenca que es importante acercarse al análisis del 
discurso, para destacar que la acción social mexicana interesa también, por las 

3 / En torno de los ASAL. destoca la propuesta de la Asomblea Indígena poro la Auto­
nomía (ANIPA), sobre la lmplantacl6n de un poder Intermedio (gobierno regional) 
entre los gobiernos estatales y los munlclpoles, que puoda tener Injerencia en la 
totalidad de los asuntos en las comunidades. Asimismo, sobresolen los experiencias 
de las ogrupaclones indígenas del ámbito municipal. considerado éste como la 
estructura de autoridad natural entre los pueblos. Lo procesos participativos gene­
ran cierta lnterlocucl6n o escala local y nocional. Hoce confluir a Intelectuales y 
académicos. sobre la pertinencia de reconocer lo autonomía de los pueblos. 



corrientes ideológicas que vienen del zapatismo o el villi~~o y'\r~n del 
neOcardenismo al neoliberalismo·. . , · ,.,· \ 

Esto implica una búsqueda para desentrañar a los suje;os o~c~b~e~r~ales 
de poder, que en un determinado tiempo histórico, actúan desdé pdsi~ion~s 
discursivas específicas, aunque ciertamente éstos análisfs püedeft dar fugara 
futuras investigaciones. . . 

Por tanto, se considera que justo en un momento de efervescencia social, el 

reclamo de los pueblos indígenas para el reconocimiento de sus derechos sociales, 

no sólo involucra a la sociedad en su conjunto, al proclamar la igualdad en la 

diferencia, la equidad y la justicia social, que hoy por hoy siguen pendientes para 

los grupos indios y las clases populares, sino que, dada la composición étnico plural 

de la Nación Mexicana, como factor definitorio del proceso de reconocimiento de 

derechos indígenas, impacta al Estado y su proceso de transformación.4 

Ahora bien, la composición pluricultural del Estado, nos conduce a pen­

sar en las implicaciones que tiene, por un lado el reconocimiento de unidades 

autónomas que cuentan con sistemas normativos por usos y costumbres, que 

regulan la conducta social de sus integrantes, con base en la relación con la 

naturaleza y por ello, nos mueve la reflexión sobre las consecuencias y dificul­

tades que tiene en la práctica, el garantizar el acceso real de los pueblos indios 

y sus integrantes a la jurisdicción del Estado, en casos por ejemplo de uso, 

control, aprovechamiento y administración de recursos naturales. 

Adicionalmente el problema del racismo y la desigualdad extrema, continúan 

manifestándose y como alerta Miguel Alberto Bartolomé " .. .las situaciones de 

aculturación forzada involucra aspectos que atañen a la misma definición dd ser 

humano como tal, por lo que resulta fundamental tomarlos en cuenta".5 

4 / En 1992, se adiciono un primer pórrofo ol Artículo 4° Constltucionol. Con ello se reco­
noce lo plurlcullurolldad de lo nación mexicana sustentada en lo existencia de Jos 
pueblos Indígenas. Ver en el copílulo 111 de esto lnvestlgoclón detones ol respecto. 

5 / Bartalcimé. Miguel Alberto, Gente de Costumbre y Gente de Rozón. Los Identida­
des étnicos en México. 1997, p. 197 



Por su parce, la acción social mexicana de los noventa, según algunas con­
clusiones adelantadas que podemos ofrecer, tiene presencia incluso en c:l ámbi­
to de los Estados Nacionales, con los pueblos indios protagonizand.o un inten­
so debate que tiene que ver con la falta de consenso en materia de tierras o 
territorios, pueblos o poblaciones, libre determinación o autonomía, comimi­
dades y derechos de las mujeres indígenas. Entre otros factores, el debate se ha 
dado por la aparición de un marco jurídico internaci~nal relativo a derechos 
indígenas: el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Inde­
pendientes, de la 01-i-6, que le da cobertura a derechos específicos, q~e constitu-
cionalmente son Ley Suprema en nuestro País.7 . . _ 

Confirmamos pues, que con la entrada en vigor dd Convenio 16~{ la 
acción social mexicana incorpora a una gran diversidad de ~gr~pacio~esincÜ­
genas, comunitarias, sociales y civiles, participando en el d~sarr6H6 d~.cc>·nflic­
tos a través de los procesos de gestión, que implica paraJo~;P~~bl~s 'iri~ége~~~el 
acceso a la jurisdicción del Estado. . . . .-· >:· :'· '.· '. . ·. 

A lo anterior hay que agregar, que h1 ~~tl}~lid~d de n~~~rd t~m~ se man­
tiene desde 1989, ya que se siguen violando.lo~:dér~chos humanos, se continúa 
el deterioro del medio ambiente y se inan~ie;.¡~ la cc>nfusión en el ámbito gu­
bernamental, de entender a la diferencia como ocasión de la desigualdad. 

Como se puede apreciar, el prÓbÍema 'que tratamos analiza la acción social 

que confluye en la década.de los. novc:nta, por significar sin duda, el primer movi­
miento de orden político - naci~nal -~r¡ materia indígena, que se activa en funciÓn 

del proceso por el reconocimi~nt? d~derechos colectivos y por la legitimidad de 
valores identitarios, lo cual co11junta el estudio de las relaciones entre pluralidad 

6 / La Organización lnternoclonal del Trabajo, propone a sus poises miembros el Con­
venio 169, como.Instrumento jurídico lnternoclonal que México signa en 1989, lo 
ratifica al año siguiente y entra en vigor en septiembre de 1991. 

7 / El Artículo 133ª de la Constitución Polillca de los Estados Unidos Mexicanos. estable­
ce que los Tratados y Convenios suscritos por México y ratificados por el Senado son 
Ley Suprema. 



jurídica; acción social y, ~ci::ión, pública. Para ello, el presente trabajo analiza las 
vari~bles dé la accióh social qÚe reivindica derechos colectivos en materia de medio 
ambiente; recur~?snaturáles; asuntos religiosos y lugares sagrados. 

~~- ''.: (:\ ,: ·?:f{~.::':r-~\~~J::.t:.:::'.{i/~:·>-< 
b) ObJetlvos 0n;,<,. , , 
ob;etiv:O/cenfrai \!. : 

' -- ,, . '.• .. ' :,:;>.:· .... ·:.·; 
;.: :(:~,~·.;~-'.-.~-;·:;'-'.::X;,_.1:·; 1:.:"_,.r-~:: J 

El propÓsié_ofui'i'da¡riental de la presente investigación, es el tratamiento de los 
r~sgos qÚe'dÍs~ii{gti'e'ri aLEscado frente a los conflictos étnicos, que se han deri­
vado de im¡:;:¡~rcojÚfídico reformado, donde se reconoce a los pueblos indíge­
n~s .'como. p~rte integrante de la Nación Mexicana. 

Ob}etil/os. secundarios. 

l. ' Mostrar aspectos de las relaciones e intersecciones sociales que concurren 
en diversos conflictos jurídicos de los pueblos indígenas, por el acceso y 

· control de recursos naturales, así como por procesos de ordenación del 
territorio, que involucra conflictos en áreas naturales protegidas 

2. Dar a conocer conflictos religiosos por la protección y uso de objetos, 
plantas y animales sagrados 

3. Aportar elementos de análisis, al debate sobre los conflictos étnicos en 
materia agraria, penal y civil · ,. 

c) Marco teórico· 

Dos líneas de análisis nos marcan la pauta en·la· presente investigación: Teorías 
de la Acción Social y de la Antropología Jurídica; 

En labúsqueda de. ceo rías y material6'; analíticos respecto de la acción 

social, reconocemos la an:iplicud" dc;l;~a,ri:j'p?b,ibliográfico sobre eL cerna y sin 
agotar su. revisión, presen't~m~nin'.cúerpo·de ideas, que intentan llamar la 



atención sob.re a.lgunas de .las características de la acción social mexicana, en el 
proceso de reconocimiento de derechos colectivos de los pueblos indígenas, 

durante el período 1989 - 1997. 

En materia epistemológica y de acuerdo con el concepto que marca al 

movimiento indígena, como un hecho social que actúa conscientemente, para 

responder a los mecanismos de autoridad e identidad que marca el contexto 

social, se entiende que la acción social contiene atributos específicos que le 

confieren un lugar en el espacio y en el tiempo (físico y social), lo que implica 

en opinión de Holzner, la construcción de un objeto de estudio, el desarrollo 

de un esquema de referencia y un punto de vista compatible con la.ubicación 

espacio temporal. Holzner señala que la acción social resulta de interacciones 

estratégicas que imponen la creación o la manifestación de una ide11tidad para 

poder enfrentar una situación o iniciar diversas reivindicaciones; que general-

mente están relacionados con demandas históricas.ª . .. 

As!, entendemos que la acción social presupone diferentes gradC>s de desarro­

llo, como lo muestra el movimiento sociopol!tico de los pueblos.iriCl!genas, en 

tanto su conversión.como sujetos jurídicos, que reivindican meJores cori~Úciones 
de vida, luego de ampliar su plataforma de lucha, que se daba casi únicamente en el 

aspecto agrario - productivo, que se ha transformado en un movimiento más orga­

nizado y con claras mojoneras en el plano de los derechos sociales y políticos a 
escala internacional. Esta acción, paulatinamente va precisando sus esquemas de 

referencia respecto a los derechos colectivos, la autonomía y el control y aprovecha­

miento de recursos naturales. En esta dirección va fortaleciendo su identidad como 

movimiento indígena que alcanza a la nación. Sus propósitos centrales tienen que 

ver con mantener la autoridad y la legitimación de sus propios límites, incluso 

geográficos y con la definición de sus valores de referencia y ubicación en el tiempo. 

8/ Glménez. Gllberto, coord .. Reseñas Bibllogóflcos ti. Teorías y Anóllsls de lo Identidad 
Social. Cuadernos 1N1, México. 1992, pp. 28 - 30. En estos reseñas se cito lo obro de 
Holzner. 8urkort, "The Constructlon of Socio! Actors: An Essoy in Social ldentities·. en: T. 
Luckmonn (ed.) Phenomeno/ogy ond Soc/ofogy, Hormondsworth, 1978. pp. 291-31 O. 



En efecto, la acción social en su componente político, como ya quedo 

esbozado en el Planteamiento del Problema de la presente tesis9, nos indica 

que las numerosas organizaciones indígenas y sociales, no obstante que se 

mueven en un amplio abanico de posiciones ideológicas, de modo cada vez 

más coordinado logran confluir en un amplio movimiento continental que 

principalmente exige la autodeterminación de los pueblos indios y la redefinición 
de los Estados nacionales como Estados multiémicos y pluriculturales, logran­

do así, interactuar con proyectos políticos nacionales donde tiene real dimen­

sión cada componente de dicha acción social. 

Otros de los rasgos de la acción social mexicana en el período 1989 -

1997, tienen que ver con la participación activa de representantes de comuni­

dades, pueblos, organizaciones civiles privadas o multilaterales, así como de 

estudiosos, legisladores y autoridades que no sólo trabajan en la solución de 

conflictos, étnicos, ambientales, religiosos, agrarios o civiles, como se describe 

en la presente investigación, sino incluso participan en la búsqueda de un po­

der político amplio basado en la igualdad, la justicia y la democracia, así como 
en la construcción de un cambio social que alcance para reconstituir entre 

otras cosas al menos la autonomía comunitaria. En estos propósitos, la dinámi­

ca socio étnica involucra relaciones e interacciones a escala comunitaria y con­

tinental, reflejadas por procesos migratorios y por diversas dinámicas de adap­

tación que generan nuevas formas de identidad, así como esquemas de moder­

nización que van exigiendo la consolidación, en términos prácticos, de un Es­

tado pluricultural. 

En ese proceso de cambio, creemos de gran valor aportar elementos de 

reflexión relativos al fenómeno de la acción social que se desarrolla en la bús­

queda del conocimiento para mejorar la.s condiciones de vida, donde los acto­

res están involucrados en prácticamente todas' la~ actividades de la vida nacio­

nal y sociocomunitaria. Con una búena c~ntid:i'cl de testimonios de ello, sabe-

: ~ "· . ' 

9/ Planteamlento del Problemo. 



mos por ejemplo que con los apoyos adecuados, la acci6n social encre:ocras 

cosas propicia el desarrollo de tecnologías apropiadas al entorno ,del h~bitat 
para la reproducci6n cultural. . , : ,,;.n: . . 

Tal vez lo que más deba interesar en esca parte, sea la recroalin:iC:~~ac.i6n 
entre los ~iversos grupos sociales, las experiencias de acciones so.~i¡il~~ co,lecti­

vas, las alianzas e interacciones entre muchos seres humanos y los m1evos cono­

cim.iencos que va dejando el apoyo mutuo y la acci6n común. 
· En ese contexto, recordemos un factor estructural en el período de análi­

sis que tratamos en el presente esfuerzo, que el Estado frente a los conflictos 

étnicos se ve rebasado por la acción social mexicana al demandarle la soluci6n 

esc.ruccu.ral de condiciones de analfabetismo, pobreza cr6nica, contaminación 

del 'me.dio .ambiente y amplias materias de procuración de justicia. En ese sen­

tido', unrasgo de la acci6n social que nos interesa destacar en este trabajo, son 

las .dinámicas de investigaci6n colectiva respecto de los problemas comunita­

rios ~ regionales, lo que se vincula con la elaboraci6n de políticas y con la 

~jecució;, d~ medidas de cambio. 

En términos teóricos creemos pertinente abordar algunas dc;_las caract~­

dscicas de la acción social, mediante una breve recapitulaci¡Sn de ktque aporta­

ron algunos de los autores clásicos, quienes daban imporca1:1é,i:i. _a)os actores y 

sus intereses sociales, así como a las recreaciones hist6rk~ qÍle;pe,r.mite C:lescu-

brir otras nuevas situaciones de cambio. .;',· · ... ·. :,.:, . 

Las dimensiones sociopolícicas que ello. implica, d~;¡;cuerdo con 

Maquiavelo10
, redundan en gobierno, aucoridad'o pcid~:.'.9~~jfp~n.e~ a;}.?s 

seres humanos la premisa de, s6lo actuar si.su acc'i¡Sg;~s~~.~~!=Í~~aln:i~n~e-guiada 
o motivada, por ciertas creencias o incluso po·~ ~~~lq~ler h,óci~~~i6ridel col~c­
tivo, que dirija determinado m_ovimie,i;ic~ ... · : ' ~;-:.: •• 7;,;~:.;,~:}; 

1
, ;.; 1,-,~ ;~.·· .,:,, , 

Ello, es visco como acci6n p()lítica.que se caJ:acteri7:a,por la responsabili~ 

dad social que conlle~a. r~specto d~ !~; fin~ y'efh~;~~~ico•.J~~I~ ~c~iÓ~; q~e 
• • , • ·~ • , ' '; ·~ - • '· :C - -: (; • • •• '.-.o'" · .'.· ·•· ·' '?. · .<J,f.' · • e• .;~0c; ' '- < 

10/ Schettlno Humberto,' "El problema de la acción política en Maqulavelo", llF·UNAM .. 

Octubre de 2001 .,..•. i_ 



puede ser concebida como acción pública si obtiene ciertos fines relacionados 
con el bien común, el mantenimiento de los derechos humanos y eL'mejora-: 

miento de la situación de los más pobres . 
• 1 No obstante, hay quien considera que la acción política consiste además, 

en reconocer y enfrentar a los enemigos, alcanzar la gloria personal o la o.bren~ 
ción de la seguridad y la paz,. Finalmente en cada uno de los casos, el'modelo 
de la acción política es el modelo de la acción humana; De ahí, Maquiavelo 
considera que al menos la mirad de nuestras acciones están controladas por el 

libre arbitrio, lo cual representa la piedra angular para muchas teorías de la. 

acción. 11 

En Maquiavelo el rema de la necesidad y sus consecuencias para la acción 
son remas de suma importancia, en ranro señala que los seres humanos acrúari 
o por necesidad o por libre elección. Apunta que actuar por necesidad requiere 
mayor virtud que actuar por libre elección y que suele haber mejores conse~ 

cuendas cuando los seres humanos actúan bajo necesidad que cuando actúan 
siguiendo su libre arbitrio. 

Maquiavelo propuso que la acción política se ocupara, de la obtención 

del poder más allá de la búsqueda por la dominación y ésta debe importar, sólo 
cuando renga como objetivo la seguridad de los dominados. Sin embargo, para 

Maquiavelo es claro que los agentes de la acción política son en primer lugar 

pasionales y por ello es preferible que actúen por necesidad. Quiere esto decir 
que el fin justifica los medios, siempre y cuando el fin consista en la seguridad 
en la paz y en la libertad de los individuos. 

. De acuerdo con ello y para los propósitos de nuestro rema, se debe reco­
noc~r que para la acción política, no basta el análisis de los resultados que 

obrengala r:{cionalidad de los individuos, sino lo que importa son las circuns­

tancias, las'.cuales c~n frecuencia, son impuestas por las insriruciones del Esra­
dó. De:ihí qÚel objetivo básico de la acción pol!tiCa consiste para Maquiavelo, 

11 / 1.bldem. p. 2 



en el establecimiento de instituciones que garanticen la seguridad y la paz y 

pongan las bases para el desarrollo de la civilización.12 

De acuerdo con ello y para los propósitos de nuestro cerna, se debe reco­

nocer que para la acción política, no basta el análisis de los resultados que 

obtenga la racionalidad de los individuos, sino lo que importa son las circuns­

tancias, las cuales con frecuencia, son impuestas por las ins.cituciones del Esta­

do. De ahí que el objetivo básico de la acción política consiste para Maquiavelo, 

en el establecimiento de instituciones que garanticen la seguridad y la paz y 

pongan las bases para el desarrollo de la civilización. 13 

A su vez Weber utiliza en su metodología el cipo ideal para aclarar el 

significado de la acción, identificando cuatro tipos básicos de racionalidad, 

donde su principal preocupación la constituyen las pautas y las regularidades 

de la acción dentro de las civilizaciones, instituciones, estratos, clases y grupos. 

Tengamos presente que el primer cipo de racionalidad es con arreglo a fines o 

acción que se encuentra determinada por expectativas en el comportamiento 

tanto de objetos del mundo exterior como de otros hombres que utilizan escas 

expectativas como condiciones o como medios para el logro de fines propios 

racionalmente sopesados y perseguidos14 , lo cual nos lleva a pensar, entre otras 

cosas, en las reivindicaciones de los pueblos indígenas a nivel continental res­

pecto del reconocimiento de sus derechos políticos y sociales; 

Max Weber señala que la racionalidad con arreglo a valores; repre5enra un 

tipo de acción que está determinada por las creencias éticas/estéticas, religiosas 

u otras conductas, relacionadas con el éarácter patrimonial de la tradición his­

tórica,. lo ºque no~ conduce a.valorar.por ejemplo, la reivindicación de los pue-

12 / lbldf!.m J?·3. 

13 / Rltzer George. Teorfa Sociológica Contemporánea. McCrow-Hill, pp, 18·22 

14 / lbldem. pp. 31-38 



blos indios. 15 Asimismo, recordemos que Weber propone ver a la acción afectiva 

determinada por,elescado emocional del actor, lo que nos lleva a pensar en la 

persistencla;~e ~ondiciones de vulnerabilidad de los pueblos con relación a la 
sociedad nái:i~'naL A sü vez la acción tradicional determinada por los modos de 

'. .-.. -: < :- ~-- .' --. :· . . . 

comporcainierico, basados en las costumbres, nos articula con la defensa de 

sistemas ii~rmacivos alternos en las sociedades étnicas. 

'. : ... J!~·:We~éi la acción, supone la intervención de procesos reflexivos, estí­

mulos, y: respuestas, con lo cual se muestra la base sociológica de la acción 

social, que 'éxplica a los individuos y a las pautas y regularidades de su acción. 

De acuerdo a estas ideas, la interpretación de la sociología debe dar lugar al 

reconocimiento de los pueblos indígenas como formaciones sociales, que tie­

nen sus propios desarrollos y entrelazamientos de acciones específicas orienta­
das por algún sencido, 16 que como lo veremos más adelante, permite estudiar la 

realidad directamente experimentada por los actores, investigar las construc­

ciones de sentido común, los conceptos y juicios de los mismos actores; que 

expresan sistemas de significación, con lo5 cuales describen e interpretan las 

situaciones que viven y recrean los pueblos indígenas. ' , '. · ·. 

Por su parce Schutz cobra importancia en nuestro análisis al identificar al 

menos cuatro abstracciones sociales que las coloca a 'nivel 'micro. Son 

distinguibles por su grado de inmediatez, por. los niveles que presentan deter­

minadas situaciones para el actor y por el grado de control que éste pueda tener 

respecto de las diversas situaciones. Schutz destaca la realidad social directa­

mente experimentada, distinta de la que es experimeiicada indirectamente, así 

como del análisis de los sucesores y el de los predecesores. 17 

15 ! lbldem. pp. 32 

16 / lbldem. pp. 33 

17 ! lbldem. pp. 84-85 



El mundo social que este aucor privilegia es la realidad social directamente 
experimentada (Umwelc), por el significado e implicaciones que tiene en las perso­
nas, resaltando las incensas relaciones que hacen anticipar escenarios derivados de 
procesos de planeación específica o sicuacional como se infoma en el Capitulo V 
del presente crabajo. 18 En esca realidad social, cada uno de los actores vive una pura 

relación nosotros, 19 como lo hacen los pueblos indígenas en sus relaciones comuni­
tarias, donde en términos de Shutz, las relaciones nosotros se definen por un grado 
relativamente alto de intimidad, la cual se encuentra influenciada por el conoci­
miento de los actores y las historias personales de cada quien, donde los participan­
tes son mutuamente conscientes de ellos mismos y se mueven solidariamente en las 
vidas de cada uno durante algún ciempo.20 

Con relación a la obra de Anchony Giddens y de acuerdo con Flores 
Guerrero, conviene señalar que la acción social se percibe en un nivel 
sociocultural micro, ubicando la estructura en un nivel de análisis macro, pro­
piciando así el interés por la relación entre acción y escr~ctura; al igual que por 
las prácticas sociales recurren tes, ordenadas.a' través del! tiempo y el espacio. 21 

De cal modo, Giddens cenera su atención en las" prá¿tic~s sociales para estable­
cer una teoría de la relación entre acción}'~~r~i::t~fa;ido'ndeambas se conci-

, . . ' ~ ' . . . ·' . : .. , . ~· . . ' 

b · d1' · cam t ;~·~;.;,o;~/'..·>.C:L.·<•;·.::··,, ... , .• ;,, ... 
en m snn en e. . . ·>:. ·::"/·'·'·'"'·. : .. 

Con la descripción de confliccoside: los·pue~l.os\indígenas, en materia 
ambiental y religiosa, recordarelTl~s la forriia e~ qÚe estos actores sociales, de 

18 / Copítulo V.- "Perspectivas de lo Acción Social. Hacia la construcción de Institucio­
nes plurlculturoles·, 

19 / Flores Guerrero. Rodrigo. ·Alcances para una Conceptualización Constructlvlsta del 
Concepto de Acción Socla1-. en Cinta de Moeb/o No.2. Diciembre de 1997.Facul­
tad de Ciencias Socioles. Universidad de Chlle. http://rehue.csoclales.uchlle.cl/pu­
bllcaclones/moeblo/02/framesAO.hlm 

20 / lb/dem. p 6 

21 / ibldem. p 7 



acuerdo a las teorías de Giddens, poseen diversas rutinas para el manejo eficaz 
de sus interacciones en la vida social, a partir de las condicionantes ambientales 

o religiosas. De ahí desarrollan motivaciones para actuar sobre la premisa de 

cómo introducir cambios sociales, respondiendo a Giddens cuando apunta 

que toda acción posee el poder para transformar situaciones, con lo cual se 

atribuye teóricamente un gran poder a los actores sociales, lo cual ratificamos 

con las experiencias narradas en el Capitulo IV de nuestro esfuerzo.22 

Asimismo cabe resumir la teoría de la acción parsoniana que se sitúa en el 
nivel de las acciones individuales, marcadas por la conciencia del sí mismo 

como sujeto y por las situaciones externas en tanto objetos. Con Parsons justi­

ficamos de cierta manera, la acción social de los pueblos indígenas en tanto 

sujetos, que actúan para alcanzar sus intenciones, propósitos, ambiciones, fi­

nes, objetivos, metas y demás subjetivaciones. Utilizan los medios, técnicas, 

procedimientos, métodos e instrumentos adecuados. Sus cursos de acción es­

tán limitados por condiciones o circunstancias inalterables. Cuando ejercen su 

voluntad o juicio, eligen y evalúan lo que harán, lo que hacen y lo que han 

hecho. Recurren a patrones, reglas o principios morales para tomar decisiones. 

A la vez, con Parsons el acto unidad define la existencia de un actor, supone un 

fin, o un escenario de acción, donde se contemplan los elementos y las condi­

ciones que el actor no puede controlar y los que dispone o controla. En opi­

nión de este autor clásico, la condicionante de las normas y los valores sirven 

para determinar la elección del actor y sus medios para alcanzar fines, 23 como 

lo muestra la reivindicación sobre el reconocimiento de derechos indígenas .. 

Por su parte Luhmann emplea las nociones de contingencia, selección, 

conexión y tiempo, las cuales le permiten elaborar una teoría de la acción, para 

abordar la enorme complejidad de la sociedad moderna. En este sentido, seña-

·. ~2 / Copltulo IV.- "Conflictos jurídicos de los pueblos indígenas". 

23 / Ritzer. op. cit .. pp. 109 - 128 



la que la acción sirve para mantenerse estruccuralmente en un mundo comple­

jo, para enfrentar el exceso de relaciones que el.mundo ·ofrece al que actúa y 

para poder mantenerse a sí mismo en ese mundo: 

El problema de la contingencia en la obra teórica de Luhmann, apunta 

que en coda situación interactiva cada uno de los participantes es al mismo 

tiempo, agente actuante y objeto de actuación para sí y para otros, que se 

someten a diversos sistemas simbólicos o normativos por usos y coscumbres, 

como es el caso nuevamente de los pueblos indígenas, como lo veremos más 

adelante, sobretodo con la tipología de los conflictos religiosos y ambientales. 
Luhmann piensa que lo más importante de la acción no es tanto su sub­

jetividad, ni los intereses que permiten estruccurarla, sino su posibilidad de 

establecer conexiones y relaciones determinadas. Esto quiere decir que toda 

acción necesita de una cierta duración y mientras perdura puede cortarse, inte­

rrumpirse, revocarse o desviarse de las comunicaciones originales que constitu­

yeron su origen, lo que tal vez pueda asociarse al actual momento que vive 

acción social de la sociedad mexicana -2002- y particularmente el movimiento 

indígena en el ámbito político nacional. . 

En ese sentido, para el período anaÍítico que proponemos un tema obligado. 
en la acción social es su duracion, debido a que la acción puede entenderse como 

un momento específico de un sistema social que la puede tener como elemento 

característico, como un·aconte~imiento o accidente que se integra~ de ·acl.lerdo\1.l 

juicio político respectivoOpor unidades limitadas debido el factor temporal,' pi.les 
las acciones sociópolíticas pueden terminar en cualquier momen'to (por ejemplo, 

en 15 minutos se resolvería el movimiento zapatista, é:omo lo señalara el Pr~idente 
deM6d~o. Vicente Fox), sin haber podido eoneétarse ni reproducirse.'.'. :·,;,·'' . 

Sin embargo, de acuerdo con Luhlllan la duración' dé:' la :iédón; ysí.iS sisterrÍ~ 
interaccionales, puede dar lugar a articulaciones que sép~ederi tra~ucir en expecta­

tivas y sistemas bien estructurados, como las rela~iones de vécindad o par~ntesco, 
que en el caso de los pueblos indígenas, han demostradó a lo largó'de mui::hÚ3.fios, 

restituir sistemáticamente sus posibilidades de conexión social .. 



Asimismo no olvidar a Habermas, quien intenta demostrár que existen 

formas específicas de acción por medio de las cuales los actores se comu11ican y 
comprenden, acepcando razones lo suficientemente convincentes co~o,para 
justificar el devenir de sus procesos de acción. . . . '· .. 

Luego de la anterior recapitulación, podemos afirmar que 13' :icción social 

de los pueblo's indígenas constituye el elemento mediador encrdndividuó y 

sociedad, por tanto, surge una relación dialéctica entre laécms~rucción de la 

realidad social y la realidad cultural y al respecto, Schutzs señala que las perso­

nas reciben la influencia de estas realidades pero también son capaces de dar 

sentido a interpretar e incluso reconstruir el mundo cultural, dando así, vigen­

cia a reivindicaciones históricas que marcan la dirección de la acción social. 

Entonces, la acción social mexicana no está exenta de ello, en los términos en 

que la construcción social de la realidad de Berger y Luckman, indica que las 

personas crean la sociedad y que la sociedad se convierte en una realidad obje­

tiva.24 Así, la acción social está limitada por las estructuras sociales y culturales, 

que cada grupo logra mantener para darle sentido e identidad a sus actos. 25 

Ahora bien, es importante el estudio del movimiento indígena respecto a 

las funciones de sus sectores sociales, sus formas de pensamiento, de ideología 

y las condiciones de transformación de la realidad social.· 

En ese sentido, al marco teórico de la acción sociál incorporamos ·a ·la 

presente investigación la líneas de análisis de la Antropología'Jurldica propuesta 

por Rodolfo Stavehagen, Diego Iturralde, Teresa Valdivia y Magdalena Górnez,26 

por el carácter práctico en el ámbito de la investigación básica, que nos ofrece 

24 / Bortolomé. op. cit .. pp. 85-86. 

25 /. Rltzer. Teoría sociológica contemporánea. p. 282, 1993. 

26 ¡' Claudia Olvero. Teresa Sierro. Arl Rojsboum. Héctor Ortlz. Rom66 Mo~f~~¡ y' Yurl 
Escalente. inicialmente conformaron el grupa de trabajo, en Antropología Jurídico. 
en el INI. Ver: Voldivlo. Dounce Teresa. Coord .. Usos y costumbres de la población 
Indígena de México. Antotogfa. 1N1, 1994 . · .. ·. . · 



ideas, dato~, discusiones, propuestas y casos etnográficos, además de antece­

dentes, problemas conceptuales y algunos ejemplos' de usos y cos'úifribres indí-

genas que reflejan campos de conflicto con la ley nacional.", , : , , . 

Haciendo una pausa, debemos comentar que la sociología jurídica ,igual­

mente trata el hecho social del pluralismo normativo, al estudiar los procesos 

sociales en las comunidades indígenas y el impacto que su existericfa 'ti~ne en la· 

evolución democrática del país, Tal vez esta corriente teórica trate de forma· 

menos práctica que la antropología jurídica, el fenómeno d~ l~s 'sisr~mas nor­

mativos por usos y costumbres. 

Los planteamientos de la sociología jurídica son muy interesantes en el 

terreno epistemológico al interrelacionar factores políticos, psicológicos y cul­

turales con nuevos conceptos relacionados con el territorio, el sistema jurídico. 

y la democracia, enfatizando en voz de Óscar Correas27 la coexistencia de di­

versos sistemas normativos en un mismo territorio nacional. Este aÚtor nos 

aporra elementos de análisis para observar las conductas que hacen posible las 
normas del sistema indígena y la disputa por el poder en el sentido de las 

relaciones de dominio que aunque no se precisen en el derecho, constituyen la 

base de una buena parte del dominio político. Ello tiene que ver con procesos 

de acción social, de ideología y acción pública, al igual que con formas sociales 

como la diferencia y los mecanismos de solidaridad comunitaria que nos llevan 

al debate respecto del desarrollo y las condiciones prevalecientes en materia de 

recursos naturales, as{ como al proceso de reforma del Estado; 

El interés de la sociología jurídica por los sistemas normativos le permite 

orientarse hacia el estudio de la transformación social, con lo cual reconoce a 

las comunidades indígenas como formaciones sociales culturalmente diferen-
ciadas. · · ·,. • ..• ,.·: : ... 

Adicionalmente queremos dejar establecido qucla sociologfa,jtlrídica, es 

una disc.iplina que se~esar.rolla e11 divers~s pa{~~s. ~e.l }:Ít~~-cl~,;apl,Ísa~p~.\con~ 
. '. , .. · ., ·, ··_.,,.,.· ·-, .. · .. :.,..,·:·. - ;;·:,:-•,_,,,:·· ', -~~~i,-~:':7';f';i·\··~-.:~---~?-:/; :·:,;:,.:-?:.;.,<'· 

.~ .. -, ,'-~"'· ~".} '":"._¡ :,,'.>-,': !."+;~.; ''~'}.:_:1~-:--·~-: ~·.·. ,·-. .•. :-

27 / Correas, óscar, Soclotogra del deretho y cn1ic'á Jurídica. fontcírrioro.· México 1998. 



ceptos específicos, modelos y métodos de observación, que ha logrado consti­

tuir en 1989 el Instituto Internacional de Sociología Jurídica con sede en Espa­

ña. Por lo demás, existen también diversas revistas especializadas y manuales 

para la enseñanza de la materia, uno de los cuales lo ofrece Jean Carbonnier 

uno de los autores sobresalientes en ese ámbito científico. 

Por otra parte, cabe precisar que la Antropología Jurídica establece que el 
Estado desconoce las costumbres de los pueblos, a partir de lo cual entende­

mos, que el derecho debe ser estudiado en función de la estructura social que le 

permite su aceptación y reproducción, por lo que nos interesa reconocer las 

relaciones sociales que se dan en un determinado período histórico y el cambio 

o acción social que se produce. 

Asimismo en su práctica social, la Antropología Jurídica tiene como uno 

de sus propósitos investigar la costumbre jurídica para darla a conocer a quie­

nes son responsables de impartir justicia. En ese sentido, Durand señala que 
"La costumbre como objeto específico de la antropología, comenzó a ser ana­
lizada en el siglo XVIII por la escuela alemana, siendo una de las categorías más 

remotas de la denominada Antropología Culcural".28 

Con los estudios especializados sobre la normatividad jurídica de Bronislaw 

Malinosvski, se define al cuerpo de costumbres como el conjunto .de reglas 

convenciones y esquemas de comportamiento, análisis que se complem~ntan 
con otros relativos a las conductas sociales, en ocasiones sigu,iendo el método 

del estudio de caso de Robert Lowie o desarrollando el método comparativo 

respecto de los sistemas y procedimi"entos legales que cita Max Gluckman y 

Paul Bohanan para diferenciar la imposición de un sistema de derechos sobre 

otro, como producto de la dinámica colonizadora.,C.arlos Durand señala, que 

en México, a parcir de los años setenta se comienza a ver la costumbre jurídica 

como un fenómeno real y actuante, así se inician los e'studios de Antropología 

Jurídica en Chiapas con Laura Nader yJane Coller, siguiendo m~ oienel 
' ' 

',. ',.• ,-. ,' 
28 / Durond Alcóntoro. Corlas, DerechoNoclonol, D.erechos Indios y Derecho Consue­

tudinorlÓ Indígena. Los Trlquls de.Oox,oc'?> un Estudio de Coso. México'. 1998, p. 189. 



análisis de los temas relativos a la comisión de delitos de orden penal y al tipo 

de sujeto social que realiza una conducta restringida por la ley.29 

En el estudio de la Antropología Jurídica tiene importancia el debate so­

bre los derechos indígenas, por su carácter político, que implica la presencia de 

ordenamientos, usos, prácticas y costumbres propias que pueden variar de un 

pueblo a otro. En ese punto, se destaca la producción de información etnográfica 
jurídica relativa a: autoridades indígenas; normas jurídicas; procedimientos en 

la administración de justicia; delitos y sanciones; y relaciones de poder en la 

justicia. 
Esta información es producto del proyecto de costumbre jurídica, que a 

finales de los ochenta había tomado como guía de investigación nueve puntos 

propuestos por Stavenhagen:30 

l. 
2. 
3. 
4. 

5. 

6. 

7. 

Normas generales de comportamiento público. 

Mandamiento del orden interno. 

Definición de derechos y obligaciones de los miembros. 

Reglamentación sobre el acceso a, y la distribución de recursos 

escasos(por ejemplo agua, tierras, productos del bosque. 

Reglamentación sobre la transmisión e intercambio de bienes y séÍ:vi­

cios (verbigracia, herencia, trabajo, productos de la cacería; dotes ma-

trimoniales. ' 

Definición y tipificación de delitos, distinguiéndose generalmente los 
delitos contra Otros individuos y los delitos CO!°l_tra fa com-unidad O el 
bien público. '··' -t~: 

Sanción a la condueca delictiva de los irídividiios;''º: ;,; 
. .. "">i f_.;. 

29 / Ibídem pp .. 1~,l'!-.1?3._. 

30 / Ortlz. Héctor. ·1nvestlgaclóri blbllcigróflca sobre costumbre jurídica lndigeno·. p. 34, 
en: Valdlvla. comp;,-AIÍonces de Investigación en ontropologfa Jurídico. Cuadernos 

-de Antropología Jurídica 7~1; México. 1994. 



8. Manejo, controly soÍÚdón de conflictos y disputas.·· 

9. Definición' de los éargosylasfo~ciÓn~sde la.am()ridad·pública. 

Por su parte, lós conceptos de derecho, control social, norinatividad,' conflicto 

.y ley son claves para los estudios en A1uropol~gía Jurídica, desde donde se 

concibe al derecho, como sistema que evolucionó de la organización familiar -

colectiva, a la individualizada, que incrementó la propiedad privada, de ahí 

que la Antropología Jurídica considera al derecho como: ... "el conjunto de 

normas, costumbres y leyes, que se institucionalizan en los campos sociales, 

económicos y políticos, cuya función es mantener el orden interno de las co­
munidades". 31 

Con relación al análisis de conflictos étnicos con la ley nacional, desde sus 

orígenes la Antropología Jurídica ha marcado diversos derroteros, por ejemplo: 

el desplazamiento de población por la construcción de obras de interés público 

como las presas, las carreteras o proyectos de infraestructura turística. 

Por cierto, en el presente trabajo incorporamos el análisis de los conflictos 

étnico culturales, por los decretos que integran áreas naturales protegidas, que 

impiden el aprovechamiento de recursos naturales y por la celebración de 

prácticas religiosas o el control y preservación de lugares sagrados. 

Dichos conflictos han traído consigo diversos análisis de la relación entre 

sistemas normativos por usos y costumbres y ley nacional, de ahí que se iden­

tifique como problema histórico político, la cuestión de los derechos indíge~ 

nas, que por lo demás, actualmente es uno de los t~mas relevantes dentro dd 
proceso de reforma del Estado. ~,~-' - . ·::, · ~ ;.;;1 

Otro análisis del problema hist6ricq político que re.presentan· los dere­

chos indígenas y que ayuda a re~olver la Antropología Jurídica, es lo relativo a 

la cultura jurídica consuetudinaria, que,c~irio, ~istema de organizació~ de la 

vida comunitaria fundada ~n regl;s creadas e~ comu~ión con las fuerz;i;; de la 
'. ·' ' . , ·- ' .:: ·' ,_;. ,. <.•.,:;c•.\''; ._' ·.·.:.·.'.! ... ·:. ·• '·, ·.· -.. ' 

31 / lbfdem. p. 35, , 
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naturaleza y transmitidas oralmente, activa sus valores identitarios en situacio­

nes de conflicto, dando vigencia al reclamo de derechos patrimoniales. Frente 

a ello, la Antropología Jurídica analiza la aplicación del derecho con la realidad 

y estudia la vida de los signos en el seno de la vida social, es decir el lenguaje 

mítico, los signos orales y gestuales componentes del ritual, las reglas de matri­

monio, sistemas de parentesco, leyes consuetudinarias y ciertas modalidades 

de intercambio económico.32 

Por lo demás, de acuerdo con Carlos Durand el estudio del conjunto de 

relaciones jurídicas dadas, en el devenir de las formaciones sociales mexicanas, 

como son los pueblos indígenas, bajo un esquema marxista de análisis; permite 

señalar la relación entre el derecho y las relaciones sociales de producción y los· 

componentes monoculturales del derecho mexicano. La preocupación de 

Durand apunta hada la falta de estudios respecto de las relaciones ¡'urídicas, 

por lo que se interesa en el análisis de las estructuras jurídicas indias. El autor 

insiste en el enfoque homogeneizante del marco jurídico impuesto desde la 

Colonia y reproducido en las constituciones de 1824, 1857 y 1917. Durand 

trabaja con definiciones de la Antropología Jurídica como son: derecho con­

suetudinario indio, costumbre india y derecho indio, para hablar de sistemas 

de regulación de la conducta social, vigentes en los pueblos indígenas, como 

ejemplo de ello, analiza el caso de los pueblosTriquis de Oaxaca.33 

Asimismo, en nuestro país se tiene abundante literatura en el campo de 

las ciencias antropológicas y biológicas sobre la relación pueblos indígenas -

religión - medio ambiente - naturaleza. Además existen estudios de caso relati­

vos a una comunidad, un pueblo, una región o una problemática específica y 

otros que se articulan a discursos universalistas protectores del medioambiente 

y del reconocimiento de los pueblos como sujetos sociojurídicos.' ' ·'; .,,,, ·' 
·_,_::,: 

32 / Gonzólez Golvón. Jorge Alberto. El Estado y lás Etnias Na~;ohb;e~·J~'¡;¡13~Í~~'. to re/a­
ción entre e/ derecho estatal y el derecho consuetudinario, México, 1995, pp. 42-45: 

33 / Durand Alcóntara. Carlos. op. cit .. México,· 1998, pp. 187-202:·· 



Para cerrar.él ~apitulo, informamos que en términos generales se ubican 
estudios de los .derechos)ndlge~as, que influenciados por el Convenio 107 de 

la orr, tratan ,el p~oblema de la juridización en torno a remas específicos del 

derecho, scib~~rcídci cÍ~i d¿recho pénal sin ampliar sus horizontes hacia el dere­

cho ambi~~;;¡>~:'./ >' .. 

d) •Hipótesis, 
Hipótesis Central 

El Estado Mexicano como fuente principal de la acción social, se hace presente 

a través del establecimiento y aplicación del orden jurídico y mediante sus 

acciones de Gobierno, al dar cause a demandas que derivan en intensos proce­

sos de movilidad social y auspician dinámicas aurogestivas reguladas 

comunirariamente, las cuales desarrollan diversos impactos en las estructuras 

organizativas de los grupos indios e involucran a asociaciones sociales en fun­

ciones de Estado, como la promoción social, la gestión y defensa de derechos 

humanos. Curiosamente, la acción social reivindica la reforma del Estado, orien­

tado hacia un perfil pluricultural y democrático. 

Hipótesis Secundarias 

La acción social local desarrolla sus procesos autogesrivos, sobretodo, cuando se 

ven amenazadas las estructuras que le dan cohesión, arraigo e identidad a la comu-

34 / El Convenio 107, es el ontecedente del Convenio 169 sobre Pueblos lndígenos y 
Tribales en Poíses lndependienles de lo 011. En 1953 se publicó un estudio sobre los 
condiciones de vicio y de trabo)o de los pobloclones lndígenos. En 1957 se adopta 
el Convenio 107. el cual refleja el modelo político de corte lntegraclonlsta que lm· 
pusieron los Estados nacionales. en su trato con las poblaciones Indígenas. En este 
Instrumento jurídico lnternaclonol, también se puede ver el car6cter etnocéntrlco y 
monocultural. que establecía diferenciaciones como progreso y atraso. En 1988 es 
revisado por 27 Estados y sustluldo en 1989 par el Convenio 169. Ver en Gómez 
Magdalena, Derecho lndígeno. México, 1997, p. 62. 



nidad indígena. Cuando as( ocurre, se activan mecanismos de movilidad social, 

para la preservación de la tradición, las costumbres y los conocimientos ancestrales. 

La acción pública del úlrimo decenio del siglo XX, enmarcada por una Cons­

titución programática, refuncionaliza la realidad cultural de los pueblos indígenas, 

mediante el establecimiento de programas gubernamentales enfocados a la aten­

ción inmediata de la población, con los más altos índices de marginalidad, propi­

ciando relaciones asimétricas y diferenciaciones sociales al interior de las comuni­

dades indígenas, con quienes sostienen relaciones institucionales. 

e) Metodología 

La investigación está sustentada en diversos estudios sobre la acción social y el 

movimiento indígena, otros con respecto al desarrollo regional y a la Antropo­

logía Jurídica relativa al proceso de reconocimiento de los pueblos indígenas, 

como sujetos colectivos de derecho. Además, recuperamos diversas experien­

cias socio culturales reflejadas en trabajo de campo, así como en foros, talleres 

y encuentros en 1 O años de acercamiento con los pueblos indígenas de México. 

A parcir de ello, hacemos el cuestionamienco de las características del Estado, 

anee la acción social manifiesta en el período 1989-1997. 

El análisis del proceso de reconocimiento de los derechos de los pueblos indí­

genas, lo desarrollamos exponiendo algunas referencias estadísticas y conceptuales, 

as{ como casos concretos, para dimensionar el marco consticucional nacional y el 

proceso de reformas que se requieren y as( dar el carácter pluriculcural en el ámbito 

estatal, además las modificaciones legales y reglamentarias en materia de asuntos 

religiosos, patrimoniales y del medio ambiente. 

A lo dicho hasta el momento por los estudios en Antropología ]jurídica, 

proponemos aportar elementos al debate de los derechos indígenas, en el ám­

bito de los conflictos por el territorio, los recursos naturales y la diferenciación 

social hacia colectividades culturales que reivindican derechos colectivos. 



En medio de ello, señalamos las adecuaciones a escala internacional y las 
implicaciones que tuvo la firma de los Acuerdos de San Andrés Larráinzar, 

entre el Gobierno Federal Mexicano y el Ejército Zapatista de Liberación Na­

cional, sobretodo en el desarrollo de iniciativas constitucionales en materia de 

derechos y cultura indígena. 

Nos proponemos la revisión documental de conflictos jurídicos de los 

pueblos indígenas y la legislación que protege a éstos, para luego sustentar el 

marco teórico que recupera los análisis de la acción social y de la Antropología 

Jurídica. 





CAPITULO 11 
ETNICIDAD Y MARGINALIDAD 

El acercamiento con los pueblos indlgenas de México implica, en primer 

lugar, reconocer diferencias específicas con el resto de la sociedad nacional: 

diferencias de lengua, de organi:wció11 social, polltica y productiva, de 

sistemas 11onnativos, de relacionarse con la 11a1t1rale:w y el territorio, en fin, 

diferencias de cultura como expresión del ser, del hacer y del reproducirse. 

Por desgracia, en términos generales e11tre los pueblos indios m de­

nominador com1ín es la pobre:w, la desigualdad y la explotación, des­

igualdad que se manifiesta en las relaciones de poder polltico, as/ como en 

las de orden eco11ómico, ideológico y cultural. El reconocimiento de la 

diferencia y de la desigualdad deben ser, pues, notas distintivas de todo 

trato con la població11 ind!gena.35 

Los factores que contiene la etnicidad y la marginalidad son parte sustantiva 

del proceso de reconocimiento de derechos colectivos en favor de los pueblos 

indígenas. Por ello, en el presente trabajo abordaremos el contexto general de 
la etnicidad y la marginalidad, para acercarnos a las condiciones socioculturales 

y socioeconómicas de los pueblos indígenas existentes en la década de los años 

noventa, lo cual tiene su importancia en tanto nos aporta elementos de re­

flexión al proceso de reforma del Estado. Utilizaremos los datos demográficos 

del Instituto Nacional de Estadística Geografía e Informática (lNEGl) y del Ins­

tituto Nacional Indigenista (lNl) para dimensionar algunos aspectos del cam­

bio social de esas formaciones socioculturales que en 1990 ocupaban los índi­

ces de marginalidad más altos, según .el Consejo .Nacional de Población 

{Conapo), que describiremos aquí. 

35 / Tallo. Carlos. Nueva 'reÍacÍÓn puebl~s lndlos:Estado, ·México, 1995; pp. 7-B 



Actualmente, la etnicidad tiene escasas reminicencias del pasado 

prehispánico de los pueblos indígenas, es más bien, la expresi6n diversa de 62 

formaciones socioculturales, que el Estado recientemente ha reconocido como 

parte de la Naci6n Mexicana. Adicionalmente, aunque no lo tratemos en éste 

trabajo, debemos señalar que existen otras líneas de investigaci6n respecto de 

la etnicidad, que tienen que ver con la indumentaria, lenguas, conocimientos, 

proyectos y tecnologías aplicadas para mantener en equilibrio ecosistemas en 

comunidades indias, como la milpa que camina entre los mayas de la penínsu­

la yucateca, la chinampa de Xochimilco, los camellones de los pantanos que 

usan los pueblos chontales de Tabasco, entre otros. 

Por lo demás, de acuerdo con Stavenhagen la emicidad tiene como refe­

rencia obligada los componentes identitarios de un grupo indígena, que ha 

sobrevivido a lo largo de procesos hist6ricos específicos.36 A partir de ese prin­

cipio se han elaborado definiciones de lo étnico para ubicar a los pueblos in­

dios en un escalaf6n determinado de la sociedad, de ahí que comúnmente la 

emicidad quede asociada a la idea de marginalidad y por tanto, a la tutela del 

Estado sobre los pueblos indígenas, a quienes considera como sujetos de aten­

ci6n o como individuos que únicamente requieren de la asistencia institucional 

mediante la aplicaci6n de programas de gobierno. 

11. l . De Reglones de Refugio a Regiones Prioritarias -
Cambio de discurso ¿Cambio de estrategia?· 

En sus componentes culturales, la emicidad de acuerdo conAguirre Beltrán se 

aprecia en las llamadas regiones de refugio, las cuale5 sori formas él~ divisi6n 

territorial medfa,.que se caracterizan por su funci6n como cabeceras religiosas, 

sociales, econ6micas y culturales, que observan paérnn~sde conducta traditio-

36 / . Stovenhogen, Rodolfo, Derechos humanos Y. derechps Indígenas en Américo Latino. 
Méxk:o. 1998, p. 114 · · · · .. , ·· -· ·' · , • .-.. - ·' · · · 



nalmenre·estatuidos. "La organización comunitaria india creada por el colo­

nialismo espáñol como instrumento de gobierno indirecto, también tiene 

reminicencias del pasado prehispánico, aunque también del establecimiento 

del sistema de haciendas y de la configuración de la reforma agraria derivada de 

la Constitución de 1917" .37 Las regiones de refagio conservan la organización 

comunitaria de la mayoría de los grupos indios, la cual se basa en normas. 

orales que regulan los propósitos y funciones específicas destinadas a la explo~ 

ración de los recursos humanos y materiales de la tierra. 38 

Cabe recordar que desde los años cincuenta, pero sobre todo en los seten­

ta, se aplicaban los contenidos del "proceso de aculturación" como política 

indigenista del Gobierno Mexicano, a través del Instituto Nacional Indigenista 

JNl,39 en el cual recaía la responsabilidad de instrumentar la estrategia de aten­

ción, supuestamente a partir de los criterios que las determinadas regiones de 

refugio marcarán. 40 

El indigenismo como política del Estado Mexicano para con sus pobla­

ciones indígenas, tuvo sus fundamentos ideológicos en el Nacionalismo Revo­

lucionario, en la acción educativa y en las intenciones de modificar las condi­

ciones de vida y existencia indígena, como sustentos programáticos para ope­

rar el proceso de aculturación y adaptación, lo que implicaba el desarrollo de 

relaciones de interdependencia entre las comunidades indígenas y las instiru-

37 / Agulrre Bellr6n. Gonzalo. ·Jerarquía del poder: Universos distintos·. en VoldMo Dounce. 
Teresa, Coord .. Usos y costumbres de fa pobloc/6n indígena de México. Fuentes para 
el estudio de la normatlvidad. Antología. México. 1994, p. 85 

36 / lbldem pp. 65-89. 

39 / Ley de crreaclón del tNt, DOF. 4 de diciembre de 1948. 

40 / De acuerdo con Informes de gestión del tNt, en el goolerno de Luis Echeverría se 
construirían m6s de 50 centros coordinadores Indigenistas (cc1), a fln de fortalecer 
los pr6ctlcos corporativos en lo aplicación de acciones de atención o lo pobla­
ción Indígena. con lo consiguiente fragmentación de lo mismo ahora en reglones 
progrom6tlco-admlnlstrativos. Hacia 1997, se llegaron o construir 115 cc1. 



dones de la Administración Publica Federal, que por supuesto se dieron en 

escasa dimensión y prácticamente en materia agraria.41 En efecto, la ideología 

indigenista se traducía mediante políticas sectoriales, pretendiendo modificar 

la vida de los indígenas en lo económico y culcural. Como podemos ver, en la 

ideología indigenista se aprecia una mezcla de ideas progresistas de coree socia­

lista con enfoques de economía liberal, paradoja que permitía hablar de 

"prolecarizar al indio'', al igual que promover la integración social para que el 
país avanzara sobre la pobreza.42 

El lnscicuco Nacional Indigenista se estableció en 1948, con el propósito 

incegracionisca de la acción gubernamental hacia los indígenas, como la piedra 

angular de control político, para la mediación en conflictos reladónados con el 

territorio, la cierra, los recursos naturales, la intolerancia religiosa, el magiste­

rio, los procesos migratorios, las comunicaciones o la construcción de obras de 

infraestructura y desarrollo. 

Ahora bien, la categoría de regiones prioritarias que recientemente se definió, 

pretendiendo como antaño, delinear políticas y acciones de gobierno respecto de la 

población india, junco a la construcción de regiones de refugio fundada por Aguirrc 

Beltrán, marcan coda una época de trabajo indigenista, que entre sus mejores lo­

gros, cal vez sea la construcción de indicadores estadísticos, que aunque se han 

cuestionado mucho, los datos que ofrece son los únicos que hay en el país y nos 

permiten dimensionar el aspecto socioeconómico de los pueblos indios. 

41 / En lo bibliografía revisado nos encontramos con uno de los pocos estudios que 
trotan el temo de los relaciones lntergubernomentoles respecto de los pueblos lndí· 
genes: por ello, recomendamos ver o Carmeno Loro Mo. del Carmen: "Notos poro 
el análisis del derecho indígena: Los relaciones de interdependencia entre los co· 
munldodes Indígenas y lo Administración Público Federal". en Derechos contem· 
poróneos de los pueblos indios. Cuadernos del Instituto de Investigaciones Jurídl· 
ces. unom, México. 1992, pp. 29-61. 

42 / Stovenhogen cito lo Ideo de proletorlzor al Indio y lo de convertir o los costos en 
clases sociales. en: ·¿El fin del Indigenismo?", conferencio del Seminario Perma­
nente sobre Asuntos Indígenas. INI, 6 de junio de 1996. 



Efectivamente, categorías como las de Marginación y Regiones Prio­

ritarias se han construido como estrategias focalizadas para vencer la po­

breza, según los programas de Solidaridad establecidos por el gobierno 

mexicano en la administración 1988 - 1994 y en el caso de muchos de ellos 

del período 1994 - 2000. 

De tal suerte, la concepción técnica que define a la región prioritaria, se 

expresa como el espacio territorial que guarda formas específicas de organiza­

ción social y cultural, aparejadas a condiciones geoeconómicas de aislamiento. 

En dichas regiones se reconocen con notoriedad altos índices de pobreza, rezagos 

en infraestructura básica, dispersión poblacional, falta de vías de comunica­

ción, ausencia de circuitos de producción y consumo, movimientos migratorios, 

tensiones políticas y conflictos sociales.43 

Es importante tener presente la anterior definición, para cuestionar la 
eficacia del federalismo mexicano, cuando el Estado mismo, a través de la Se­

cretaria de Desarrollo Social ha definido 91 regiones prioritarias, de 31 entida­

des federativas, que abarcan 1377 municipios y contienen casi 5 millones de 

personas indígenas asentadas temporal o permanentemente. De las 91 regio­

nes prioritarias, 26 requieren atención especial inmediata, por los altos índices 

de pobreza. Estas se ubican en 72 municipios de 14 entidades federativas.44 

Posteriormente, como se aprecia en el Cuadro II, las Regiones Prioritarias 

cambiaron hacia un enfoque más local. Se identifican 51 regiones prioritarias en 16 
entidades de la república y 182 municipios, donde se asienta una población indíge­

na estimada de 1'800,138 personas. Si complementamos éstos datos con los del 

Cuadro I (definición de 37 Regiones de Atención Inmediata, pertenecientes a 548 

municipios cuya población indígena estimada es de 4'525,964 personas) vemos 

que, en suma, casi presenta los mismos datos de 1996, lo que nos indica la preva­

lencia de la política de asistencia gubernamental, lejos de una real política social. 

43 / lnl. Reglones Prior/torios. 1997. 

44 / lnl-Sedesol. documento Interno; mlmeo, México, 1996'. 



~~ 
CUADRO! 
REGIONES DE ATENCIÓN INMEDIATA 

MPIOS.CON POB. POB. INDÍG. 

ESTADO REGION COBERTURA INI TOTAL ESTIMADA 

CAMPECHE MAYA 4 116.591 106.425 

CHIAPAS SELVA 6 262.536 ll>0.560 

CHIAPAS NORTE 20 255.542 87.596 

CHIAPAS ALTOS 16 436.732 284.191 

CHIAPAS SIERRA 153.765 40.647 

CHIAPAS LAS CAÑADAS 5 351.330 9.597 

CHIAPAS COSTA 24.094 8.321 

CHIHUAHUA TARAHUMARA 17 261.294 106.023 

GUANAJUf\10 SIERRA GORDA 5 131.367 6.932 

GUERRERO FILO MAYOR /SIERRA 37.633 8.007 

GUERRERO LA MONTAÑA 13 226.285 19a119 

GUERRERO COSTA CHICA 6 147.866 ,. 98.988 

HIDALGO SIERRA GORDA 14 223.678 81.078 

11\DALGO HUASTECA 10 261.858 212.578 

HIDALGO OTOMl-TEPEllUA 57.461 -46.234 

JALISCO SIERRA NORTE 2 18.531 10.411 

MICHOACAN MESETA PUR~PECHA 9 437.665 132.343 

NAYARIT SIERRA DEL NAYAR 8 456.937 41.066 

OAXACA ISTMO 20 308.<Í03 ···214.577 

OAXACA MIXTECA 78 370.957 283.383 

OAXACA COSTA CHATINA 63 447.815 269.331 

OAXACA MNATECA-PAPALOAPAN 47 517.148 345.914 

OAXACA SIERRA JUAREZ 31 85.877 83.230 

PUEBLA SIERRA NORTE 56 930.524. 537.857 

PUEBLA SIERRA NEGRA·ZON 129.997 92.482 

PUEBLA MIXTECA 272.668 .. 
'"~ . ; ,:;'. 

51.721 16 

QUER[TARO SIERRA GORDA 1 17.748 .. ,, . :1.646 

QUINTANA ROO MAYA 3 .·:103.912. .99.371 

SAN LUIS POTOSI HUASTECA 17 585.203 258.340 

SAN LUIS POTOSI SIERRA GORDA 10.642 5;218 

SINALOA LOS ALTOS 3 216.997. 32.590 

VERACRUZ HUASTECA 10 :205.221 169.258 

VERACRUZ SIERRA NEGRA·ZON 12 130.062 117,408 

VERACRUZ SIERRA DE SOTEPAN 4 105.121 68,762 

VERACRUZ VALLE DE UXPANAPAN 2 54.767 10,922 

V U CATAN 11 ORIENTE 18 166.372 166.059 

VUCATAN VII LITORAL 11 78.778 78.599 

Total 548 8'599,377 4,525,964 

Fuenlas 
• sedesol. Atención lnmedlala v pr1or11arla. 1999; 
• INI. Bancos de 1nrarmocl6n Estadistica. SUbdlrocclón de lnvostlgoclón. 19Q0-20CXl. 



CUADROll 
REGIONES PRIORITARIAS ~s 

MPIOS.CON POB. POB.INDÍG. 
ESTADO REGION COBERTURA INI TOTAL ESTIMADA 

BAJA CALIFORNIA valle de son Qulnlín 1 315.269 25.706 

CHIAPAS Otros Mplos. Prioritarios 2 32.736 20.603 

CHIAPAS Franja Fronteriza 95.260 6.354 

CHIAPAS Otros Mplos. Prioritarios 167.200 46.964 

CHIAPAS Franja Fronterizo 13.619 1.796 

CHIAPAS Otros Mplos. Prioritarios 5 161.626 33.693 

DURANGO Indígena SUr 2 70.726 24.667 

GUERRERO Otros Mplos. Prioritarios 9 305.770 146.502 

HIDALGO Voila Del Mezquital 10 . 256.247 143.910 

JALISCO Costo 24.276 90 

MEXICO Norte 6 460,960 261.202 

MICHOACAN Costo 2 26.791 7.543 

MICHOACAN Otros Mptos. Prioritarios 13.357 11,919 

MORE LOS Surorlente 13.000 2.056 

MORE LOS Surponlonte 1 22.333 6.426 

MORELOS Norte-Orlonte 2 27.537 6.170 

MORELOS Surorlente 19,465 15.070 

OAXACA Otros Mplos. Prioritarios 51 294.019 166.165 

QUERETARO Semldo~erlo 2 71.660 22.606 

SAN LUIS POTOSI Medio 2 25.250 3,940 

SONORA Sierro de Alomas 26.075 . 3.939 

SONORA Valle del Moyo 3 291.666 210.653 . 

TABASCO Chontalpa·Costo 77.543 15.357 

TABASCO Centro-Sierro 465.449 22.402 

TABASCO Chonlolpo·Coslo 64.282 9,959 

TABASCO Frontera-Sur 24.792 2.013 

TABASCO Centro-Sierro 123.024 ._ 19.631 

TABASCO Chonlolpo·Costo 1 66.149 20.536 

TABASCO Centro-Sierro 2 60.514 16.416 

TABASCO Frontero-Sur 55.438 4.363 

VERACUZ Otros Mplos. Prioritarios 31 629.719 252.263 

VUCATAN. 1 Lltorol Oriento 1 -3.991 ' 3)191 

VUCATAN V Centro sur 3 9,814 . 9.814 

._V_UCATAN 1 LUorol Oriente 12.288 t2.288 

VUCATAN V Centro sur 2 9.700_ 9 •. 700 

VUCATAN VI Influencio Metrop. ~ ; 
24.462 10.468 

VUCATAN VCeniroSur 2 8.183 8.t83 

VUCATAN Vlll SUrponlonte 1 4,690 4.690 

VUCATAN V Centro Sur 2.302 2.302 

VUCATAN Vlll SUrponlente 24.oos 24.005 

VUCATAN IV Centro 1.073 679 

... 



~ 
MPIOS.CON POB. POB.INDÍG. 

ESTADO REGION COBERTURA INI TOTAL ESTIMADA 

VUCAIAN V Centro sur 7.793 7,793 

VUCAIAN IV Centro 3.631 3.631 

VUCATAN VIII SUrponlente 4,848 4.848 

VUCATAN V Centro Sur 13.724 13.592 

VUCAIAN VIII SUrponlente 32.668 32.539 

VUCAIAN V Centro Sur 38.902 38.902 

VUCATAN l lltoral Orlonlo 61.447 40.656 

VUCAIAN IV Centro 3.694 3,694 

VUCATAN VIII Surponlonte 12.170 12.161 

VUCAIAN VI Influencia Metrop. 45.892 18.448 

Total 182 4'669,471 1,800, 138 

Fuentes • Sedesol.. Atención inmediato v prioritaria. 199Q 
• INI. Bancos do Información Estadistica. SUbdlrecclón de Investigación. 1 Q90.20CX) 

11.2. Formas de gobierno indígena 

"Cualquier contacto éon el pueblo mexicano, 

así sea fi'gaz, 

m;,estra que bajo· las formas occidentales 

laten todavía las antigua; cre~~·c,ias y costumbres"45 

Las líneas de análisis de la AntropologíaJuddica; nos sugieren que la 
emicidad tiene entre sus elementos principales, la .;igenda de diversas .formas 

de gobierno que generalmente se han dado en llamar "Gobierno Tradicional". 
El Gobierno Tradicional es uno de los órganos de toma de. deeisiones colectivas 
de los pueblos indígenas, que se caracteriza por el, ejercicio .de la autoridad al 
pleno servicio comunitario. 

45 / Paz. Octavlo, El laberlnto. de lo soledad. FCE. 1972. p. B 1. 



"Una parte de estas atitoridades son reconocidas por el Estado como ms 

·representantes en las com1111idades, s11elen ser electas por votación en asam­

blea de vecinos: flll es el caso de los delegados m11nicipales o presidentes 

auxiliares, el comisariado ejidal, los jueces y sm diferentes suplentes y ayu­

dantes (secretarios, tesoreros, policías, comandantes, regidores o topiles}. 

junto a estas a11toridades, en alg11nos p11eblos existen también las a11tori­

dades tradicionales como los siriames, tatamandones, maracames, conse­

jos de ancianos o pasador 11 otros reconocidos personajes -cuya denomina­

ción varía segtln e/grupo émico- q11e intervienen significativamente en la 

vida del gr11po y suelen concentrar también un poder religioso"46 

Su jurisdicción o alcance integra un determinado territorio demarcado por los 

usos de la naturaleza para el control funcional de la comunidad. Entre sus 

funciones, dirime disputas menores que suceden a consecuencia de la vecin­

dad, además coordina múltiples costumbres de reciprocidad, sobretodo articu­

la la organización del sistema religioso y las relaciones de parentesco que con 

frecuencia resultan ser de escala regional. 

Asimismo, existen entre los pueblos indígenas formas de gobierno por 

usos y costumbres, que han venido complementando el marco jurídico del 

Estado Mexicano. Así, lo afirma Beller al argumentar'que·la costumbre jurídi.: 

ca se elabora, modifica y adapta en función de su relación con el derecho na­

cional, destacando que las formas de gobierno por us~5.:y.,co~Í:u~bres, 
reinterpretan las normas positivas estatales, de acuerdo con sus propiás estruc­

turas, valores, intereses y necesidades.47 

46 / Sierra. Teresa, ·Conflicto y transición entre la ley y la costumbre Indígena·. p. 32, en 
llurralde Diego, comp. Orden /1m"dico y control social Cuadernos de Antropología 
Jurídica 6-1. México. 1994. 

47 / Beller. Taboada W .. Costumbres Jurídicas de los Pueblos fodfgenas de México. 
México. 1994 p.72. 



En algunos casos como el de los Tepehuanos del Sur de Durango y mu­

chos más, las formas de gobierno se configuran siguiendo el patrón de la orga­

nización agraria articuladas al sistema de cargos religiosos y civiles, en otras 

regiones indias se responde básicamente al sistema religioso como el caso de los 

mayos de Sinaloa, que se integran con sus gobernadores tradicionales median­

te un complejo sistema de 16 Centros Ceremoniales. 
Efectivamente, existen comunidades indígenas originarias, que conservan su 

autonomía política desarrollando formas de regulación de su conducta social, ba­

sada en la representación de su identidad y su acción recíproca, también están las 

comunidades que se caracterizan con base a los derechos reconocidos sobre la tie­

rra. En la mayoría de los casos los grupos domésticos son las unidades 

socioeconómicas de éstas comunidades indígenas, donde sus integrantes poseen 

derechos y obligaciones para con la tierra, los bosques, pastos y aguas.48 

Actualmente entre los pueblos indígenas, se pueden apreciar cuatro mo­

dalidades organizativas principalmente: 

1. La organización de los núcleos agrarios, reconocida en la legislación de 

la materia como ejidos, comunidades o centros de población, entre los 

más comunes, que impulsan a ciertos grupos representativos con dife­

rentes grados de participación, gestión y financiamiento, desarrollan­

do una vida asamblearia y relativos procesos democráticos, la mayoría 

mediatizados por el Estado. 

2. La organización de las estructuras tradicionales y sus sistemas _de-auto­

ridad, que integran las formas de gobierno descritas:anterio_rmente.-· 

3. La organización de las estructuras indígenás municip~les o~ganizadas 
por usos y costumbres, como en el .caso d9 9áXácfpdn°cipalniente, 

ilB / Agulrre. Beltrón .• Jerorquio del Poder: Jnl~ersb~-~~ll~tos·-: en Voldlvlo Dounce Tere­
sa. Coordlnodora, Usos y Costumbres de /a Pobtocl6n tndfgeno de.México. Fuentes 
poro et Estudio de to Nc,;níoi1vidáéfAnio1ográ; u.ji, 1994. pp. 93-97. · · · 

' ' 



4. 

donde se pueden apreciar la conjunción de,siste~a~ de.organización 

agraria y tradicional. .. :-··· .·, , .; . . 
Las estructuras de las organizaciones sociales yciviles que r~dentemen­
te realizan proyectos específicos :d~j~~c?~ebib'i''i,'.rc:~·rnunidades en 

materia de desarrollo, cultura, jti~Ü¿i~T~~l~d ~.bÍ~n~~t~~. entr~ los más 
· ... X··.,.~::-,·.;~~<;\.{ .··" ~'.:-." ,·< . 

comunes. 

' ~ :·: . ·.: _,·" ·-·, .. 

Como podemos ver, las formas de gobiernoirtdígena mantienen una constante 

transformación de sus instituciones y estructuras de gobierno, articulando sus 

funciones civiles y ceremoniales, mediante un complejo sistema de relaciones 

sociales, que a nivel comunitario e intercomunitario construye intensas redes 

de parentesco, que funcionan para mantener la cohesión y el arraigo comunal. 

Desafortunadamente no existen datos de cuáles y cuántas son las formas 

de gobierno de los pueblos indígenas. La diversidad cultural hace inmensa la 

tarea de elaborar etnografías jurídicas para todos los pueblos indígenas y sus 

comunidades, sin embargo, es evidente que los pueblos Huicholes, Coras, 

Tepehuanes y Tarahumaras, son los que mejor conservan sus antiguas culturas, 
sus mitos, riruales y formas de gobierno. 

No obstante, los escasos estudios que nos aporta la Antropología Jurídica 

sobre las formas de gobierno por usos y costumbres, nos permiten ver que si 

bien existen injusticias contra las mujeres y sobreviven los conflictos por la 

tierra, las formas colectivas de decisión política que las co_munidades indígenas 

han desarrollado bajo el mecanismo del consenso, han logrado mantener la 

identidad y la cohesión del grupo. 

11.3. Desarrollo Indígena y ma!glnalldad 

"Gracias a, la gran: riqueia k(ltural de. México, pudieron florecer en su 

territorio'/o/,m'a};/s.·to!~z~~~~<'~s ~~tecds. cíilÍ~ú-aÚ¡z~é asombraron a ·1a 
'humanidad y t¡'Ue'hoy'tlOS afir'inan como mexicanos; Los extráordinarios 

.-.!~:('.~/:.1.·'_,.·;.-,.-/'.'~ ,._ ,'.--,_,,,.,_,_~-·.--· - -~ .... ' 



remrsos naturales de bosques, desiertos lagunas y mares permitieron soste­

ner y cimentar esas maravillosas civilizaciones. Hoy, ese mundo natural 

qiie las vio crecer ya no existe. los lagos y las lagunas que alimentaban a 

la que fi1era la ciudad mds grande del mundo a la llegada de los españo­

les, han desaparecido. los bosques tropicales que cobijaron a mayas y 

o/mecas han sido reducidos a menos de 5% de m mperficie''. 49 

Desde el punto de vista ecológico: 

"las'com1midadei indígenas poseen la mayor parte de bosques y selvas; ms 

dreas son las mds ricas en' términos de biodiversidad;. son dueñas de las 

fdbriélls naturales de água y de los remrsos genéticos del pals''. 50 

Por ello, se afirma que los pueblos indios·harí desairollado históricamente, 
sistemas de manejo y uso sustentable de la n;tu~aleZa, cubriendo sus necesida­
des básicas, protegiendo, respetando y coris~~arido s~s'recur~os n'atur~les como 
la hase de su producción. 

Generalmente, las comunidades dé los' pueblos indígenas constii:uyen las 
unidades económicas donde operan lós sistemas de produ'ccióll tradicio.nal, los 
cuales en una gran extensión se consideran ricos en flora, fauna, suelo; agua y 
aire. Mediante la combinación de estrategias de producción de alimentos bási­
cos, destinados al autoconsumo o al intercambio intercomunitario, realizan 
sus actividades para subsistir, aunque en empresas por ejemplo de café, vaini­
lla, miel, pimienta y artesanías principalmente, la producción los ha llevado a 
los mercados nacional e internacional. 

49 / Robles Gil, Patricio, ."Entre el posado y.el futuro-.• Especial Arqueología Mexicano. 
Fauno. lmógenes de ayer y hoy, Número 4. noviembre de 1999. p. 6. 

• ' • -· • '·: ' ·• < ' .. ¡ : ·~" ·f' ., ".;·, .• ' 

50 / , Toledo, Vfctor Monuel,."Se clElspre'clo el 'mundo Indígena y su manejo de los recursos 
naturales·, La Jornada: B de junio de 1999, póg. 23. 



Es pertineme señalar, que los cinco estados de la República Mexicana consi­

derados como los más ricos, desde el pumo de visra biológico son Oaxaca, Chiapas, 

Veracruz, Guerrero y Michocán, quienes concentran más de 10 mil ejidos y comu­

nidades, con una superficie de 22.3. millones de hectáreas. Por su parre, los diez 
estados biológicamente más diversos, aglurinan nada menos que la mitad de ejidos 

y comunidades, con una superficie cercana a 33 millones de hecráreas.51 

Asimismo, los pueblos indios poseen tierras productivas, que rebasan el 

ámbito agrario en muchos sentidos, en su mayoría los pueblos indígenas con­

servan santuarios de biodiversidad y gran parce de las zonas boscosas y selváti­

cas del país. Sin embargo, sus recursos son controlados principalmente por los 

caciques y gobiernos locales, además se encuemran casi sin excepción, exclui­

dos de las políticas públicas y decisiones gubernamentales en materia econó­

mica y sociocultural. 

La principal posibilidad de integración de los pueblos indios al ámbito 

productivo regional, nacional e internacional, es como mano de obra barata y 

temporal, lo cual es causa y efecto, entre otras cosas, de la amplitud y comple­

jidad de los proyectos comunitarios, que tardan en cuajar, por la precaria inver­

sión local y las casi inexistentes prácticas de apoyo en .materia de asistencia 

técnica y capacitación.52 

Por otro lado, los pueblos indígenas bajo la imposición de la agricultura y 

la ganadería extensivas, han enfrentado la problemática del campo mexicano, 

habituados a una amplia dependencia de los apoyos gubernamentales, que flu­

yen a través de programas compensatorios y controles corporativos, no alcan­

zan a dinamizar la producción local, ni resuelven la escasez de alimencos, mu-

51 / Toledo. Vlctor Monuel. "Lo utopía reoliz6ndose·, en Ho]orosca Suplemento de i.a 
Jornada, agosto de 1997, p. 3-9. · 

52 / El 1N1 señala el doto de un millón de beneficiarlos por los créditos de gobierno. que 
los organizaciones productivos y su outogetlón comunitaria, lograron con el esta­
blecimiento de los Fondos Regionales Indígenas. 



cho menos, se ha logrado la generación de fuentes de empleo y el acceso a 

plenitud de los diversos servicios básicos. 

, En este contexto, las actividades productivas indias se han llevado a cabo 

en condiciones de desventaja con respecto a otros sectores de población, debi­

do a la atomización de sus territorios y a las prácticas agrícolas de temporal, de 

las cuales muchas de ellas utilizan intensivamente agroquímicos, que empo­

brecen los suelos y transforman los patrones climáticos regionales. Por ello, 

también existen territorios indios que contienen zonas erosionadas sujetas a 

una fuerte presión, propiciada por la exploración intensiva, el crecimiento de­

mográfico y una mayor competencia por los espacios de producción; 

En esta dimensión de crisis, cobra relevancia que de los 2,403 municipios 

existentes en México, los índices de marginación que señala el Consejo Nacional 

de Población53 (Conapo), 803 son considerados como los de mayor concentración 
de población indígena, de ellos 669 están ubicados como de "muy alca" y "alca" 

marginación, por las débiles condiciones de seguridad social de sus habitantes., 

Es necesario recordar, que la construcción del Indice de Marginación, 

tiene como fuente de información el XI Censo General de Población y Vivien­

da 1990, donde se marcan los efectos sociales de la crisis económica de los años 

ochenta, al igual que la marginación social, como los grandes problemas nacio­

nales, por lo que el Estado se propone combatir las desigualdades sociales, as{ 

como reducir en el corco plazo sus implicaciones socioeconómicas y demográ­

fico espaciales, para dar respuesta a las nuevas características de la economía 

mundial y a la implantación nacional de un nuevo modelo de crecimiento, 

como producto de la reforma económica de los años noventa. (cfr. Cuadro 111) 

Los componentes de los rezagos sociales acumulados hiscóricamence, cons­

tituyeron en sus aspectos teóricos y metodológicos, la sustentación para la ela­

boración de políticas sociales específicas, principalmente en materia de educa-

53 / Conopo. Sistemo outomotlzodo de Información sobre to morglnoctón en México 
1990. 1994. p. 3. 



ción elemental, condiciones y servicios de las viviendas, la distribución de la 

población en el rerrirorio y el ingreso que perciben las personas para el acceso 

a sus satisfacrores básicos. Así, la población marginada es entendida como los 

grupos sociales excluidos toral o parcialmente del acceso al consumo y disfru­

te de bienes y servicios y de la participación en los asuntos públicos.54 

Llama la atención que al considerar el criterio lingüístico, en el INI se 

hacen estimaciones en números redondos, del orden de 13 millones de indíge­

nas, de los cuales 7.6 millones corresponde únicamente al registro de hablantes 

de lengua indígena (HLI); y 5.3 millones al número de personas que se 

autoadscriben como pertenecientes a un pueblo indígena en particular, lo que 

tal vez refleje el impacto que significa el ejercicio del derecho de auroadscripción 

establecido en el Convenio 169 de la OIT vigente desde 1991 en México. 55 

Tal vez relacionado con el dato estadístico de la discrimanción y la intoleran­

cia en México, en el INI se reconocen 2 millones de indígenas que hablan alguna 

lengua autóctona, pero que niegan pertenecer a culturas étnicas, por ser la condi­

ción india, la que visiblemente se diferencia por la sociedad y el Estado, para ejercer 

precisamente la discriminación racial y la intolerancia, evidentemente en contra de 

los principios básicos de la concepción moderna de los derechos humanos: la igual­

dad entre todas las personas y la no discriminación por motivo alguno. 

Por lo demás, los niveles de marginación que muestran los municipios 

con población mayoritariamente indígena, representan un conjunto de obstá­

culos para lograr el efectivo acceso de los pueblos indígenas y sus integrantes a 

la jurisdicción del Estado, con lo que confirmamos la brecha existente entre las 

entidades y dependencias de la Administración Pública Federal y las demandas 

étnicas y socioeconómicos de la población indígena. 

No olvidemos que los pueblos indígenas muestran una marcada migración 

en busca de fuentes de trabajo. Con frecuencia, se ven grupos de indígenas en 

54 / lbldem. pp. 3·10 

55 / Los dotes ofrecidos son prelliylnores poro el XII Censo .de Pobla_cl6n y Vivienda 2a00. 

, .. ;. 
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~UADROlll 
INDICES DE MARGINACIÓN MUNICIPAL 

ENTIDAD GRADO DE MARGINACIÓN MUNICIPAL 

FEDERATIVA TOTAL Muy bala Baja Media Alta Muy Alto 

TOTAL 2403 132 656 462 812 341 

PORCENTAJE 100 5.9 27.3 19.2 33.6 14.2 

CHIAPAS 111 o 5 12 56 38 

OAAACA 570 52 83 263 168 

GUERRERO 75 o 8 8 33 26 

HIDALGO 611 3 23 15 31 12 

VERACRUZ 207 29 41 69 41 

PUEBLA 217 22 53 105 36 

SAN LUIS POTOsf 56 2 6 13 28 5 

ZACAIECAS 56 23 21 11 o 
TABASCO 17 6 9 1 o 
CAMPECHE 9 o 2 5 2 o 
VUCATÁN 106 11 24 68 2 

MICHOACÁN 113 53 39 19. 1 

GUANAJUATO 46 15 16 10 2 

QUER~TARO 18 4 9 

DURANGO 39 17 11 

ILAXCALA 44 3 29 11 o 
NAYARIT 20 16 o 2 1 

SINALOA 16 10 4 3 o 
QUINTANA ROO 7 3 2 o 
MORE LOS 33 3 16 12 o o 
M~XICO 121 16 56 15 32 o 
IAMAULIPAS 43 6 12 12 11 o 
COLIMA 10 3 6 o o 
JALISCO 124 7 76 24 14 

SONORA 70 15 50 5 o o 
CHIHUAHUA 67 9 35 6 11 

AGUASCALIENTES 9 6 2 o o 
B. CALIFORNIA SUR 4 3 o o o 
COAHUILA 36 9 21 6 o o 
8. CALIFORNIA 4 4 o o o o 
NUEVO LEÓN 51 12 31 3 5 o 
D. F. 16 14 2 o o o 

Fuente: Indicadores 5acloecon6mlcos e fndlce de Marginación Munlclpal. Canopo. 1990 



ciudades medianas y grandes de México, así como en los campos agrícolas del 

norte del país, de los Esrados Unidos y Canadá, que captan el trabajo jornalero de 
regiones rurales tradicionales como las Huasrecas, Meseta Purhepecha, Sierra Nor­

te de Puebla, Península de Yucarán, Sierra Taralmmara, región Huicor, Monraña 

de Guerrero, Alros de Chiapas o la casi totalidad del esrado de Oaxaca. 

Existen cerca de eres millones de jornaleros agrícolas en nuestro país,56 de 

los cuales, aproximadamente el 50% son indígenas. De los jornaleros agrícolas, 

un millón son migranres y de éstos, la mirad resulta ser población indígena. En 

conjunto recorren al menos 6 rucas migratorias que vinculan lugares de atrac­

ción y expulsión de mano de obra. Las rutas migratorias son: Pácifico, Golfo, 
Sureste, Pácifico-Cenrro, Cenrro-Norre y Cenrro.57 

Como podemos ver, el estado del desarrollo de los pueblos indígenas, en 

buena medida se debe a la vigencia e imporrancia de su organización rradicio­

nal y a sus territorios ricos en recursos naturales, de no haberlos tenido, los 

efectos de la marginalidad municipal serían mayores. Así que el problema de 

los pueblos indígenas y de la Nación Mexicana, es complejo y requiere de 

nuevo instrumental teórico, para acercarse a las soluciones más perrinenres 

11.4 La población indígena a escala continental 

No tenemos datos demográficos fidedignos, que a escala conrinenral nos den cuenca 
del estado que guardan las estimaciones de la población indígena, En un acerca­

miento, se idenrifica a 409 pueblos indígenas en Larinoamerica, de los cuales el 

quechua es el más grande con más de 16 millones distribuidos en cuatro países; pór 

su parte los pueblos Náhuacl, Aymara, Quid1é y Maya rebasan el millón.58 

56 / INEGI y STPS. Encuesta nacional de empleo 1996. México, .1997, p. 353. 

57 / Datos.del Pronjag. documento Interno. mlmeo. 1999 •. 
;, '; 

56 / Bon fil Batallo. G.; Pensarnuestra cultura. Alianza Edito.rloi. México 1991; p. 27: 



Como se afirma en el Cuadro IV en América Latina y el Caribe existen 

más de 41 '977,600 de indígenas. México posee la población indígena más 

grande de América{14%), según las estimaciones del Instituo Nacional 

Indigenista a partir de las bases censales de 1990 y del conteo de 1995. Por su 
parce, Bolivia (71 %); Guatemala (66%); Perú (47%); y Ecuador (43%), son 

los países con existencia de más del 40 por ciento de población indígena con 

relación a sus respectivos totales nacionales, como veremos a continuación. 

(Cfr. Cuadro 1v) 

11.5 Autogestlón en materia 
de justicia y derechos humanos 

A parcir de lo dicho anteriormente podemos afirmar, que los factores de la 

emicidad y la marginalidad han sido fuente de inspiración de muchos movi­

mientos sociales en la década de los noventa. Por ello nos interesa señalar al 

menos los procesos de autogestión en materia de justicia. 

Recordemos que la siempre presencia de los pueblos indígenas y su organiza­
ción social en materia de justicia, con frecuencia ha chocado con las estructuras 

jurídicas del Estado monoculrural. No podemos olvidar que una vr::z abolidas las 

Leyes de Indias impuestas por la colonia española, todos los habitantes de México 

en los albores del siglo XIX, fueron llamados ciudadanos, con los mismos derechos y 
obligaciones expresados en la Ley. Se hizo tabla rasa de las diferencias culrurales de 

la población y desde entonces, el marco jurídico de nuestro país se caracterizó por 

la exclusión de la diferencia cultural, permitiendo la desigualdad ante la ley }'la 

violación sistemática de derechos de la población indígena. 

Lo anterior nos marca la pauta para destacar un problema latente en ma­

teria de justicia: el desconocimiento de derechos indígenas en el orden jurídico 

nacional, no obstante la reforma al Artículo 4° Constitucional de 1992, ya que 

la aplicación u observancia de este precepto es virtual, por el limitado acceso a 

la jurisdicción del Estado, _en el sentido del aislamiento y dispersión de los 
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CUADRO IV 
ESTIMACIÓN DE LA POBLACIÓN INDÍGENA EN AMÉRICA lATINA59 

'?;7 (EN MILES DE HABITANTES) 

POB. IND[G. 
PAÍS POB. NACIONAL ESTIMADA % 

MÁS 
BOLIVIA 6.9 4.9 71 

GUATEMALA 8 5.3 66 
DEL 

PERÚ 20 9.3 47 
40% 

43 ECUADOR 9.5 4.1 

TOTALES 44.4 23.6 53 

BELICE 0.15 .029 19 

HONDURAS 4.8 .70 15 

M~XICO 85 12 14 

CHILE 12 B 

EL SALVADOR 5.5 .4 

GUAYANA o.a .045 6 

PANAMÁ 2.2 .014 6 

SURINAM 0.5 .03 6 

NICARAGUA 3.5 .16 5 

TOTALES 114.4 14.50 13 

GUAYANA FRANCESA 0.1 .004 4 

PARAGUAY 3.0 .100 3 

COLOMBIA 30 .60 2 

VENEZUELA 18 .40 2 

JAMAICA 2.4 048 2 

PUERTO RICO 3.0 .072 2 

DEL5% TRINIDAD Y TOBAGO .010 .002 2 

AL20% DOMINICANA 2.70 0.002 2 

COSTA RICA 0.36 0.035 

GUADALUPE .028 0.004 

BARBADOS .25 0.003 

BAHAMAS .10 0.003 

MARTINICA .0730 0.001 

ANTILLAS 0.001 

ARGENTINA 0.350 

TOTALES 91.46 1.623 2 

DEL0.1% BRASIL 140 0.3 0.2 

AL0.9% URUGUAY 2.5 0.004 0.016 

TOTALES 142.5 0.300 0.21 

CANADA 25 0.350 1.40 

ESTADOS UNIDOS 245 1.6 0.65 

TOTALES 270 1.950 0.70 

TOTAL GENERAL 662.807 41.977 6.33 

Fuonto: Jordón Pondo; 111-FAO 

59 / Gómez Rivera Magodalena. Lectura comentada del Convenio 169 de lo Organizo-
clón Internacional del Trabajo. INI. México, 1995, P. 45 



asencamienros indios, por la carencia de servicios, de medios de comunicación 

y de comercialización de sus productos. 

En efecto, la violencia que se deja sentir debido a causas políticas, jurídicas, 

económicas o religiosas impacta significativamente a los pueblos indígenas, hacien­

do grave el problema de la violación de sus derechos humanos. Precisamenre, en 

esta investigación abordaremos la temática de la violación de los derechos colecti­
vos de los pueblos indígenas, con la presentación de conflictos ambienrales, religio­

sos y patrimoniales, donde se pueden contar frecuentes detenciones arbitrarias, 

imputación indebida de hechos, amenazas, ejercicio indebido de la acción pública, 

retención ilegal, inrimidación y tardam.a excesiva en la procuración de justicia. 

En ese contexto, resaltan algunos elementos de la acción social en materia 

de justicia y defensa de derechos humanos y sus distintas vías de expresión que 

nos interesa señalar. Por un lado, la tarea aucogestiva en la promoción de justi­

cia como acción de Estado, inicialmente fue encabezada por agrupaciones so­

ciales de nuevo cuño actuando fuera de las directrices del Gobierno Mexicano. 

Como antecedentes de esta práctica política, se cuentan los cambios jurídicos y 
el impulso a la formación de estructuras organizativas de profesionistas indíge­

nas, desempeñando tareas educativas y de derechos humanos en organismos 

sociales y civiles no gubernamenrales. 

Debemos precisar los antecedentes del concepto de autogestión, que es 

propuesto por Ricardo Pozas Arciniega, en su obra metodológica: Gula general 

cualitativa para la investigación - acción aucogestionaria de los pueblos indíge­

nas, donde se define la autogestión como la orienración teórica de la investiga­

ción, que facilita el análisis de las necesidades y problemas de los pueblos in­

dios y a la vez propicia la acción comunitaria para resolverlos democráticamen­

te, teniendo como sustenro el estudio de la realidad objetiva y subjetiva, es 

decir de las condiciones inrernas y circundantes de cada grupo indio. 

Pozas señala que la autogestión es la orientación teórica del indigenismo, 

inspirada en los programas de la Secretaria de Educación Pública de la década 

de los años veinte, donde considera como determinante la opinión indígena 



respecto de los programas de gobierno y su participación para· la' acción 
transformadora de su realidad marginal. 

Así, los principios teóricos de la autogestión, se basan en la realización de 

procesos de investigación como vehículos para aprehender de la realidad so­

cial, desde el presupuesto que confirma los desarrollos históricos específicos 

que cada pueblo indígena ha logrado, ya en la época prehispánica y la Colonia, 

ya con el Estado Mexicano. Ricardo Pozas afirma que la investigación - acción 

autogestionaria pretende acelerar los cambios sociales necesarios, utilizando el 

conocimiento de las relaciones sociales para contrarrestar las contradicciones 

internas y externas de las comunidades, municipios y regiones indígenas, a 

través de un proceso de reorganización y educación que construya un sólido 

capital comunitario para la acción social.60 

De esa forma, con los procesos autogestivos se fue conformando la cre­

ciente organización participativa, que terminó propiciando el establecimiento 

de alianzas políticas regionales fuera de la lógica del sistema corporativo estatal, 

dando como resultado la aparición de nuevas formas de representatividad de 

los pueblos indígenas y la refuncionalización de su organización comunitaria 

tradicional, que suponemos redunda para bien. 

Por OtfO lado, si bien en la década de los ochenta aparecen estrategias de 

transferencia de recursos públicos a organizaciones civiles y sociales,: es en la 

década de los noventa que se genera una amplia conciencia sobre el origc;:n de 

las carencias sociales de los pueblos indígenas y el impulso de résolverla~ me­

diante la organización autogestiva, con lo cual se permite la expresión diversa 

de prácticas sociales y políticas. 
Así, resaltando la existencia de valores específicos relacionados con el ejercicio 

de la autonomía, en los años noventa los procesos autogestivc:is lógran. entablar 

relaciones sociopolíticas que bajo la estrategia de la concertación, fortalecen el tra-

60 / Pozos Ricardo. "Orientación teórica del Indigenismo·, en Instituto Noc/onol lndigenlsto 
40 años. México. 1990. pp. 238 • 250. · 



bajo colectivo de las comunidades, as{ como los procesos locales y regionales de 

corre democrático, que empiezan a florecer en las regiones indígenas. Es por cierro 

en éstas intersecciones socioculturales, donde cobran relevancia los movimientos 

respecto de la apropiación del territorio, que cuestionan diversos proyectos de in­

versión privada proveniente de países extranjeros. 

Por otro lado, al darse algunos cambios en la mediación de los Estados 

nacionales, se permite el desarrollo de programas de transferencia directa de 

recursos financieros a las llamadas organizaciones no gubernamentales (ong's) 

con lo cual aparece el movimiento indígena como actor político en el concier­

to nacional e internacional. Tal es el impacto social de ello, que la participa­

ción de las organizaciones desarrollando tareas en materia de justicia y derecho 

indígena, se incrusta en el debate sobre la reforma del Estado, en torno al 

reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas . 

Así, la autogestión indígena se abre como acción social, articulando pro­

cesos de defensa de los derechos humanos, desarrollando intensos foros, asam­

bleas y congresos, donde se debaten aspectos jurídicos y se recogen las princi­
pales demandas y reivindicaciones étnicas, alcanzando un amplio consenso entre 

los pueblos indígenas del país, para que sus derechos queden de manifiesto en 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En suma, como 

piedra angular de la autogestión, se busca el reconocimiento de la autonomía 

indígena como expresión de la libre determinación. 

De tal manera la autogestión social permite apreciar, que si bien las rei­

vindicaciones por la tierra continúan dándose, junto a ellas aparecen nuevos 

reclamos sobre el uso y conservación de los recursos naturales, que impulsan 

los planteamientos por el reconocimiento de la comunidad, como ente públi­

co con personalidad jurídica propia, diferenciada del criterio agrario aunque 

respetando éste. De esa forma, la aurogestión social se instala en el escenario 

nacional al proponerse reformar al municipio como institución adaptada real­

mente a las situaciones particulares de los pueblos indígenas y as{ coordinar las 

acciones conducentes para el desarrollo municipal. 



En suma, cabe destacar que la acción social de los noventa logra articular 

diversas luchas político electorales y reivindicaciones de la mujer indígena, 

que se incrustan en los procesos de definición del derecho internacional, junto 

a la emergencia del movimiento zapatista. 



(o2. 



CAPITULOUI 
REFERENCtAS CONCEPTUALES EN EL PROCESO DE 
RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS INDÍGENAS 

En el presente capítulo, responderemos a las referencias conceptuales 

involucradas en el proceso de reconocimiento de derechos indígenas. Inicia­

mos con las consideraciones genéricas del Estado, sus orígenes y funciones 

vigentes y el papel que guarda frente a la constante y creciente aparición de 

conflictos étnicos. Posteriormente, ofrecemos una recapitulación de la trans­

formación en el marco jurídico y el debate actual en el proceso de reconoci­
miento de derechos indígenas. 

111.1 El Estado 

De acuerdo con Vi lloro, " ... entendemos por Estado, un poder político y adminis­

trativo unificado, soberano, sobre un territorio limitado, que se reserva en él el 
monopolio de la violencia legitima" .. . ; 61 sus funciones principales son la seguri­

dad y el orden, garantizar la paz y la defensa frente al exterior, así como el 

desarrollo de todos los pueblos que lo componen.62 

En opinión de Florescano, la creación del Estado Mexicano " ... requirió 

casi un siglo para hacerse efectiva y tuvo un costo social alto. Significó el en­

frentamiento con tres fuerzas autónomas enraizadas en el territorio y la socie­

dad: la iglesia, los cacicazgos regionales y los pueblos o comunidades indíge­

nas. A estas fuerzas corporativas tradicionales se sumó el ejército en el transcur­

so del siglo xix".63 Este autor afirma que en sus orígenes el Estado libró una 

61 / Villoro, Luis. Estado plural, plural/dad de culturas. México, 1998, p.17 

62 / lbidem. pp.17.18 · · 
. . . .:·,, ' 

63 / Florescano. Enrique, "Etnia vs Nación•, ~No. 58, junio de.1999; p. 60 



guerra intensa con los pueblos indígenas, principalmente en la región del Yaq ui 
y en la península de Yucatán. 

En ese sentido es necesario decir, que el Estado como representación política 

de la sociedad ha librado conflictos con los pueblos indígenas, su responsabilidad se 

ha desarrollando principalmente a través de su Gobierno, el cual trata de responder 

a un conjunto de normas, para generar los bienes y servicios que la sociedad de­

manda. Ciertamente, el Estado fue modificando radicalmente su acción pública en 

el trato con los pueblos indios a través de la creación de Comités, Consejos, Con­

gresos o Fondos, que como organismos establecidos por el Estado para su control 

corporativo, operaron mediante el cabildeo unipartidista y sexenal, mediatizando 

el desarrollo de procesos organi7A'ltivos de los pueblos indígenas, en el ámbito de la 
defensa de sus territorios, derechos humanos y recursos naturales. 

Por otra parte, recordemos que en la década de los años noventa, se dan 

una serie de sucesos a escala mundial, como la conmemoración de los 500 años 

de la invención de América y el proceso de reconocimiento de derechos indíge­

nas que tiene lugar en el Sistema de Naciones Unidas y con gran intensidad en 

nuestro país desde finales de los años ochenta. 

Adicionalmente que entra en vigor el Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Inde­

pendientes, se establece el Año Internacional de los Pueblos Indígenas én 1993 

y el Decenio Internacional de los Pueblos Indígenas del mundo en 1994:. 

Asimismo, en nuestro país se reforma el Articulo CuartO·Constitucio­

nal,64 que trae como secuela una amplía movilización indígena de comunida-

64 / ·Artículo 4.- La Nación mexicana tiene uno composición plurlcultural sustentada 
originalmente en sus pueblos Indígenas. La Ley protegerá y promoverá el desarrollo 
de sus lenguas. culturas. usos. costumbres, recursos y formas específicas de organi­
zación social, y garantizará a sus Integrantes el efectivo acceso a la jurisdicción del 
Estado. En los juicios y procedimientos agrarios en que aquellos sean parte, se to­
marán en cuenta sus prácticas y costumbres jurídicas en los términos que establez­
ca la ley • 

... • (DOF. 28-ene-92.) 



des y organizaciones. Posteriormente, se pronuncia la declaración de guerra al 

Ejército Mexicano de parte del EZLN, aparecen organizaciones de coadyuvancia, 

intermediación, mediación y negociación en el conflicto zapatista como: la 

Comisión de Concordia y Pacificación (Cocopa) y la Comisión Nacional de 

Intermediación (Conai). Luego se establece una mesa de diálogo en San An­

drés Larraínzar, Chiapas, entre el Gobierno Federal y el movimiento nacional 

indígena representado por el EZLN, en materia de Derechos y Cultura Indíge­

na,65 además se da un gran despliegue de consultas oficiales para reconocer las 

propuestas de los pueblos indígenas en materia de derechos y participación 

indígena y se constituye el Congreso Nacional Indígena, el cual intenta articu­

lar a todos los pueblos indios del país como movimiento sociopolítico. 

Adicionalmente resurgen algunas guerrillas campesinas e indígenas aprovechan­

do la debilidad del Estado e inicia el desarrollo de propuestas de Reforma Cons­

titucional sobre derechos y cultura indígena, de parte de la Comisión de Con­

cordia y Pacificación, del Ejecutivo Federal en 1997, del Partido Acción Na­

cional y del Partido Verde Ecologista de México. 

Con todos esos acontecimientos, el Estado se ve obligado a dar apoyo al 

proceso de reconocimiento de derechos indígenas e impulsa políticas de 

procuración de justicia y defensa de derechos humanos, que se convierten en 

referencia obligada para la intervención de instituciones de gobierno, 

involucradas en la atención de los pueblos indígenas. Es entonces que gracias a 
una acción coyuntural del Estado, surgen los estudios de los derechos consue­

tudinarios indígenas, costumbres jurídicas o sistemas normativos. 

Adicionalmente, en la década de los años noventa, el Estado da cabida a 

la autogestión jurídico comunitaria de organizaciones indígenas, civiles y so­

ciales, que dan cauce a la resolución de conflictos relacionados con la protec­

ción de recursos naturales, objetos y lugares sagrados, al igual que a la forma-

65 / En 1995 quedan formolmente Instalados los Dlólogos de Son Andrés Lorralnzor Meso 
1.- Sobre derechos y cultu'rci. . 



ción de promotores y traductores en j&icio~ penalesdori~é eÍ i~dígen~ sea par~ 
te, según los códigos de la ley escara),·' a la. aucógestión'de asuntos agrarios y 

registro civil. 
Como podemos ver, dentro del proceso de reconocimiento de los dere­

chos indios, se han articulado diversos acontecimientos que cuestionan la efi­

cacia del Estado, sobre todo en materia del suministro de bienes y servicios o 

de normas e instituciones, que hagan posible el desarrollo económico y huma­

no duradero de los pueblos. Por tanto, entendemos que dentro de la crisis del 

Estado, ya sea por la lejanía que éste sostiene con amplios márgenes de pobla­

ción o por el proceso democrático que está viviendo, cabe preguntarse, cómo 

resolver el problema del desarrollo y la pobreza, cómo dar certeza con eficien­

cia y eficacia a la atenci6n de la poblaci6n bajo un enfoque pluricultural. 

Reiteramos, que el Estado en sus intentos de asumir nuevas competencias 

como promotores, reguladores y operadores en políticas de gobierno, enfren­

tan la participación creciente de organizaciones no gubernamentales y de base, 

involucradas en la mayor transparencia de las prácticas de gobierno y en el 

alcance de meras que el Estado mismo se fija, en materia de protección de los 

derechos de propiedad, incluido el territorio como patrimonio sociohisrórico 

y los servicios básicos de salud y educación principalmente. 

Así, la complejidad para resolver el problema indígena, estriba en las nue­

vas responsabilidades que obligan al Estado a desarrollar funciones respecto de 

la participación social de los pueblos indios y la sociedad y a instrumentar 

acciones intergubernamentales, que desarraiguen al centralismo y caciquismos 

locales, mediante controles en la dotación de servicios sociales básicos y en la 

construcción de infraestructura y que efectivamente promueva la defensa del 

medio ambiente y los derechos humanos. 

Tengamos presente, que el Estado enfrenta la insuficiencia de procesos de 

investigación básica y generación de conocimientos que permitan materializar 

un nuevo proyecto de Nación pluriculrural. De tal suerte que el Estado frente 

a los conflictos étnicos, se coloca en un plano de diferenciación expresa con 



respecto a los pueblos indígenas, en canto la falca de reconocimiento jurídico 

de éstos, encendidos como aucéncicas formaciones sociohiscóricas, que hoy por 

hoy, continúan reclamando tenazmente la defensa de sus práccicas culturales y 

sus cerri torios. 

Por eso el devenir histórico de los pueblos indios, diverso y constante, nos 

mueve en el interés por relatar las experiencias de los conflictos que no dejan 

de darse, que crecen en nuevas formas, cerrando heridas y abriendo otras du­

rante el desarrollo de relaciones, ya con la Colonia, ya con el Estado Mexicano. 

111.2 Antecedentes y conceptos fundamentales 
en la transformación del marco jurídico 

El proceso por el reconocimiento de derechos indígenas ciene sus antecedentes 

en 1989 con la ratificación del Convenio 169 de la Organización Internacio­

nal del Trabajo, por supuesto también con la reforma al párrafo primero del 

artículo cuarto conscicucional, ocurrido el 28 de enero de 1992 y con la trans­

formación del artículo 27°.66 

A manera de contexto y referencia, citamos el Quinto Congreso Indigenista 

Interamericano celebrado en Brasilia en 1975, donde se plantea la validez de 
los sistemas normacivos por usos y costumbres; y 1989 como el año que marca 

el preludio de acciones institucionales en materia de juscicia, con el estableci­

miento de la Comisión para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indios. Des­

de entonces, el proceso de reconocimiento de derechos indios ha transitado 

66 / El artículo 27º. en su fracción séptimo al Indicar ·10 ley protegerá lo Integridad de los 
tierras de los grupos Indígenas- ...• remite o lo ley ogror:o que declaro en su artículo 
106° del capítulo sobre lo comunidad. que ·1as tierras que correspondan o los gru­
pos Indígenas deberán ser protegidos por los autoridades en los términos de lo Inexis­
tente ley que reglamente el artículo 4º y el segundo párrafo de lo fracción VII del 
artículo 27 constitucional. Secretorio de Gobernación. Constitución Político da los 
Estados Unidos Mexicanos. Artículo 27°, p. 28. Edición septiembre de 1995. 



por diversos obstáculos, entre los cuales, figura el debate sobre los Acuerdos de 

San Andrés Larráinzar, firmados entre el Ejercito Zapatista de Liberaci6n Na­

cional y el Gobierno Federal en 1996. 
El recorrido del reconocimiento de los derechos indígenas ha tenido como 

principio, la búsqueda de la pluralidad jurídica en el orden nacional, lo que 

implica el reconocimiento de derechos colectivos de pueblo, hacía el territorio 

como propiedad indígena en su dimensi6n de hábitat, como lo señala el Con­

venio 169 de la OIT, significa además el ejercicio de la libre determinaci6n en 

sus aspectos de autonomía comunitaria o en el sentido de la integración regio­

nal de las comunidades. 

Tengamos presente, que el proceso de reconocimiento de derechos indí­

genas implica la revisión de competencias en la bt'1squeda de la concurrencia 

intergubernamental, que atienda las especificidades y realidades a escala estatal 

y local en un marco intercultural. En ese sentido han tenido lugar reformas 
jurídicas para incluir los preceptos del articulo 4° en las constituciones de: 

Estado de Méxicoo,67 Nayarit,68 San Luis Potosí,69 Sonora70 y Veracruz.71 Poste­

riormente hicieron lo propio en Chiapas,72 Hidalgo,73 Oaxaca74 y Querétaro.75 

67 I Periódico Oficial del Estado de México, 24-febrero-1995 

68 / Periódico Oficial del Estado de Nayarlt. 6~Junlo-1998 
; ... ' ·. 

69 I Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, 20-novlernbre-1996 

70 I Boletln Oficial del Estado de Sonora. 10-dlclernbre-1992 

71 I Gaceta Oficial del Estado de Veracruz. 3-febrero-2CXlO 

72 I Periódico Oficial del Estado de Chiapas, 9-octubre~ 1990 

73 / Periódico Oficial del Estado de Hidalgo, 23'.octubre-1991: · · 

7 4 I Periódico Oflclol del Estado de Oaxoca. 29:octubre-199CL : 

75 / Periódico Oficial del Estado de Querétoro;· 30-no~lernbre-1990 



Con relaci6n a Chihuahua76 y Campeche.77 las reformas constitucionales esra­

blecidas resultan cuestionables en tanto que anticipan, respectivament~ en 1994 

y 1996, el reconocimiento de derechos relativos al territorio, los recursos natu­

rales y los sistemas normativos, materias que son de competencia federal. 78 

La discusi6n en el proceso de reconocimiento de derechos indígenas, se 

ha visto también desde el enfoque de la seguridad nacional, como lo propone 

el conjunto de conflictos de los pueblos indígenas con el Estado, que cuestio­

nan al federalismo y la unidad monocultural. 

En ese sentido, podemos afirmar que los conflictos de los pueblos indíge­

nas frente al Estado, obligan a la existencia de la pluralidad jurídica y orientan 

el proceso de reconocimiento de derechos indios hacia el cumplimiento de 

normas internacionales de derechos humanos.79 Por ello se dice, que el recono­

cimiento de los derechos indígenas, rompe con los esquemas tradicionales del 

derecho positivo occidental, pues no plantea normas al servicio del Estado, ni 

intenta prescribir derechos individualistas sino colectivos. 

Recordemos que en 1986 se reconoce a México como uno de los países 

más rezagados en materia de legislaci6n indígena en el Continente, es entonces 

que en la segunda mitad de los años ochenta, se inician los preparativos, los 

foros y las reflexiones para reformar nuestra Constituci6n Política, tratando de 

orientar a ésta, hacia el reconocimiento de los pueblos indígenas como parte 

sustantiva de la Naci6n Mexicana. 

Sin embargo, la desigualdad e injusticia, junco con la atomizaci6n de la 

organizaci6n sociopolítica y la marginación que sufrenfos pueblos indígenas 

76 / Periódico Oflclol del Estado de Chlhuohua: 1-od¿breil990 

·•. ·.- •. -.. -" ,t~·,_ .. ,!:,-::-~:\ri~<--~·-,,.<~·~:, .. '..: .. r'-,'. -~ ... 
77 / Periódico Oficial del Estado de Campeche, 6-jullo· 1996 · 

d, :;.__o-¡._::-:...,:-_:_\ ;~,,:~{~\'.:'."-L~:;:::;~.:,:~ ::·~-, 3 
78 / Gómez Magdalena.,"Autonomía Indígena soberai:iia e Identidad cultural", en 

Gonzóñez Souza. Caord. Reconstruir la SobéhJnfo. México en la globallzacl6n. Méxi-
co, 1998, p. 73 . .' < ·- . . ; ' '._. 

79 / Ibídem. pp. 67 ;.76. 



hace difícil armonizar la composici6n pluricultural de la Naci6n Mexicana. La 

brecha entre el Estado y los pueblos indfgenas, junto a la parcial personalidad 

jurfdica de sus comunidades, vendrfa a ser uno de los primeros escollos en el 

reconocimiento de derechos indfgenas. 

Efectivamente, durante el proceso para concretar la Ley Reglamentaria 

del Ardculo 4° Constitucional, se discutieron estos temas y lo relativo a las 

facultades del Congreso de la Unión para legislar, en el sentido de la necesaria 

concurrencia intcrgubernamental y en el proceso de reformas en las Constitu­

ciones locales, respecto de las normas penales, po!Cticas, ambientales y cultura­

les, que garanticen el acceso real de los pueblos indios y sus integrantes a la 

jurisdicción del Estado. 

Por lo demás, se debate que la cuestión indfgena en su aspecto político, al 

estar articulada a la existencia de sistemas normativos por usos y costumbres, 

entraña un componente territorialista en tanto se habla de procesos de munici­

palización o el establecimiento de una nueva organización polftico territorial. 

En este sentido, si bien el problema de la territorialidad (el reconocimiento de 

territorios étnicos) y el derecho a un gobierno local propio basado en la identi­

dad étnica, son la piedra de toque de la imperiosa reforma constitucional; tam­

bién significa la continuidad y sobrevivencia de los pueblos indios y sus cultu­

ras, como lo confirma la reivindicación de la acción social mexicana en el pro­

ceso de reconocimiento de derechos colectivos. 

Una discusión más tiene que ver, con la insistencia de hacer del problema 

indfgena un asunto meramente agrario o de competencia municipal, de esa 

manera se oculca una intensa movilización social, que busca un real ejercicio de 

las garantfas constitucionales, contenidas en los arckulos: 14°, 15°, 16°, 19º, 

20°, 21°, 22 y 23°, que tratan básicamente aspectos del orden penal. Sabemos 

que en la búsqueda del reconocimiento cabal de derechos culturales, la acción 

social también está logrando hacer efectivo, el derecho de todo acusado de 

contar con un intérprete. Asimismo las prácticas religiosas de los grupos in­

dios, están en proceso de protección y se analiza la representatividad indfgena 



frente a lafinstitudones del Estado, acompañada de nuevos planteamientos 

sobre la demarcación territorial de las circunscripciones étnicas, que van mu­

cho más allá de las cuestiones por la tierra.80 

Para dejar constancia del complejo proceso de transformación del marco 

jurídico en materia indígena, queremos recordar los intereses de los grupos 

corporativistas del gobierno y las políticas del desarrollo nacional que forjaron 

un Estado excluyente para los pueblos indígenas. Dentro de estos grupos, la 

mayoría de representantes gubernamentales continüan manifestándose a tra­

vés de la mezquina idea de suponer, que los grupos indios serían una clase 

privilegiada por la protección específica que se les quiere dar o por que serían 

grupos sociales limitados jurídicamente en su capacidad de ejercicio. 

Ahora bien, se afirma que la acción social mexicana ha llevado a los pue­

blos indígenas a la recuperación de sus comunidades y territorios a partir de los 

años setenta, debido a las contradicciones internas por la tierra, representadas 

con los conflictos de invasión, en los problemas derivados por el reparto agra­

rio y en la reducción de la tierra a su mínima expresión. Esto nos refleja, como 

muchos conflictos agrarios se desdoblan en complejidad y propician la inter­

vención de actores no indígenas, en virtud de las nuevas actividades producti­

vas que se dejan ver en las comunidades indias, así como en las rivalidades 

interfamiliares, con frecuencia derivadas de la presencia de agrupaciones reli­

giosas no tradicionales y por ende, en una mayor competencia por el prestigio 

y los cargos públicos. De tal manera, llama la atención que si bien gran parte 

de los problemas indígenas tienen que ver con conflictos agrarios, actualmente 

se suman protestas contra el modelo económico, así como amplias exigencias 

de justicia y contención de violaciones a los derechos humanos. 

En torno a esos conflictos, la existencia de sistemas normativos por usos y 

costumbres y la acción social que los sustentan ~n sus reivindicaciones, cuestio-

80 / Gómez. Magadalena. • Autonomío Indígena. soberanía e Identidad plurlcultura1·. 
en: Gonzólez Souza Luis. Coordinador.' Reconstrúlr ta soberonro. México en to 
Globollzoclón. México. 1998, pp.67-76. " · 



nan el orden legal que básicamente reconoce derechos del individuo, por lo 

que seguramente, el reconocimiento constitucional de las formas de gobierno 

indígena, aliviaría con mucho, el sistema de impartición y procuración de jus­

ticia nacional, ya que se instrumentarían oficialmente diversos mecanismos de 

concertación y conciliación, que reintegran la armonía comunitaria y mantie­
nen la toma de decisiones por consenso. 

Siguiendo esta línea de análisis, dentro del proceso de reconocimiento de 

derechos indígenas se ha quedado asentado, que en gran medida los sistemas 

jurídicos nacional y consuetudinario, han venido complementándose a lo lar­

go de la historia. No obstante, el debate se ha dado porque ciertamente existen 

costumbres que van contra la ley, las cuales más bien chocan con la estructura 

conservadora y la concepción católica, que todavía se aprecia en nuestro marco 
legal. Así, en opinión de Chenaut y Sierra, los matrimonios políginicos que se 

dan entre los totonacos, la endogamia en los lacandones o el peculiar sistema 

hereditario tacuate, representan campos de conflicto con la ley nacional.81 

111.2. 1 Etnia, Nación, Minoría, Pueblo 

Sin duda, los conceptos de etnia, nación, minoría o pueblo han sido referencia 

obligada en el proceso de juridización de los derechos indios. De acuerdo con 

Florescano se entiende por etnia" ... un grupo que constmye una identidad comzín en 

un ámbito mayor que el de una localidad".82 En tanto, indígena es un término que se 

usa para referirse a sectores de la población, que devienen de procesos históricos 

específicos y ocupan una posición determinada en la sociedad, en opinión de 

Stavenhagen, son grupos relativamente aislados y marginados, víctimas de proce-

81 / Chenaut. Victoria y Teresa Sierro. Coords .• Pueblos Indígenas ante el Derecho. CIESAS. 
México, 1995, p. 30. 

82 / Florescono, Enrique, ~Etnia y Noción. Lo querello sobre lo participación de los pue­
blos Indios Ein el proyecto nocional", Enfoque.15 .enero de 1995; p.17 



sos de explotación y dominación, que propician la organización de base para la 

denuncia y el planteamiento de derechos específicos. Según este autor en el mismo 

sentido solfa emplearse con frecuencia el concepto de minoría indígena, al que lo 

relativizaban al agregarle "la tutela del Estado" hasta que alcanzaran la igualJad 

completa con la llamada mayoría nacional.83 

Como marco referencial del proceso de reconocimiento de los derechos 

indígenas, destaca la acción social en forma de debate que propician algunos 

antropólogos, quienes conceptualizaron al indígena resaltando algunos de sus 

rasgos característicos aplicables a todos los grupos étnicos, no obstante termi­

narán descubriendo, que les faltaban rasgos fundamentales que no habían sido 

tomados en cuenta. Finalmente, como lo afirma Miguel A. Bartolome, cual­

quier "taxonomía étnica" hace énfasis en las difcrencias.84 También se desarro­

llaron criterios biológicos altamente racistas y excluyentes de personas y gru­

pos, que conservaban rasgos o parte de ellos que los identifican como descen­

dientes de culturas precolombinas o que mantienen el sentido de pertenencia a 

su grupo.85 

En la concepcualización del ser indígena y según lo señalado por López 

Bárcenas, se dice al respecto, que la caracterización de enfoque lingüístico es 

reduccionista, por no considerar a las personas que sin ser indígenas hablan 

alguna lengua originaria por haberla adquirido de alguna manera. El enfoque 

lingüístico también es cuestionado, cuando pasa por alto a las personas, que 

siendo indígenas han perdido el dominio de su lengua nativa, pero conserva-

83 / Stovenhogen Rodolfo. Derecho ind/gena y derechos humanos en Américá LOtlna. 
México, 1998. pp. 114. 115. 121y122. · 

84 / 8artolomé, Miguel Alberto. Gente de costumbre y gente de razón. Las Identidades 
étnicas en México. op. cit. p. 52. 1997. · ·.,·'"" · ;""'"' ·· ,,,,·,· 

85 / Actualmente. diversos grupos Indígenas de los Estados Unldo.s de NÓrtecimérlco. se 
miden por lo puezo de su sangre. de tol formo que por ejemplo '1ós Totiono o· odhom 
de Arlzono. se identifiquen como • o·odham tres cuartos· .si. es que esto casado (o) 
con alguien que no es del pueblo Tohono o· odhom.'0 •• · • .. • ".... ·" • 



ban los demás rasgos característicos de su grupo y:ésée los sigÜe aceptando 
como parte de él.86 

No obstante estos deslices conceptuales descritos, el g~b.iernomexicano 
sigue utilizando el criterio lingüístico para contabilizar su poblad6n indígena, 

por la dificultad que presenta utilizar otro tipo de parámetros para ello.87 

Tenemos un criterio cultural, que identifica al indígena con la cultura 

prehispánica o por lo menos, ajena a la cultura occidental. Este criterio identi­

fica como indígenas a aquellas personas o grupo de personas que teniendo 

antecedentes previos a la conquista y colonización de las tierras americanas, 

todavía conservaban rasgos precolombinos, si no todos, la mayoría de ellos.88 

Como podemos ver, se han expresado diversas concepciones del ser 

indígena, que en suma, describen el predominio de rasgos culturales 

prehispánicos, la lengua nativa, la diferenciaci6n de la cultura occidental o 

dominante, la idea de pertenencia a una comunidad y la discriminaci6n 

económica y social con respecto al resto de la sociedad.89 En ese sentido¡ 

Guillermo Bonfil Batalla señala que el concepto de indio se aplicó indis­

tintamente a coda la población aborigen, sin comar en ~uentá las diferen-

cias entre ellos, indio define al carácter ... 

", . . supraétnico que no denota ningtín contmido/sh~lfl~~ 'de los gru­

pos que abarca, sino '"'ªparticular relación ent~e'~llos y ot;os úcto­

m del sistema social global del que lós indiosfa~~an parte,,La cate-

86 / Conviene ver a Miguel A. Bartolomé, respecto del .anóilsls sobre lo lengua como 
referente Ideológico, en Gente de costumbre y gente de roión. Los Identidades 
étnicos en México, op cit. p. 24. 1997. · 

87 / López Bórcenas. Francisco. Disllntos Concepciones de Pueblo Indígena. como Su· 
Jeto de Derecho Colectivo. México. 1996. p. 30 · 

88 / lbldem. p.31 

89 / lbldem. pp. 29 • 38 



. goría de indio denota la co11dició11 de colonizado y hace referencia 

necesaria a esa relación colonial." 00 

Sobretodo en la década de los años noventa, los pueblos indígenas han señala­

do cambién sus propias caracceríscicas definirorias. En un hecho sin preceden­

ces, por codo el país se llevaron a cabo diversos crabajos de consulca comunica­

ria y de difusión del marco jurídico reformado, vía Artículo 4° Conscicucional, 

parn reconocer el caráccer pluriculcural de nuescra Nación. 

A través de talleres, cursos, foros, seminarios y ocros eventos, se abrió el proce­

so que llevaría al posicionamiento polícico de las comunidades, con relación al 

proceso de reforma consticucional que ampliaría el marco jurídico, para dar cabida 

a derechos no reconocidos por la ley nacional. Así se fueron construyendo dinámi­

cas de reflexión colectiva, para asumir una posición política frente al Escado o 

frente a los grupos con los cuales sostienen relaciones sociales. 

De esa forma, podemos demostrar con los resultados de la Consulta sobre 

Derechos y Cultura Indígena, como los pueblos indígenas fueron conscruyen­

do su propia definición, asumiéndose descendientes de pueblos y naciones 

precolombinas, con una conciencia social propia acerca de su condición hu­

mana. Reiteran que se identifican por su sistema de crabajo comunal, su len­

guaje y tradiciones, aunque éstas hayan sufrido modificaciones con el transcur­

so del tiempo. También reconocen tener una historia común en ere ellos y una 

concepción propia acerca del mundo y de la vida, articulada a la posesión de su 

territorio y la conservación de su identidad cultural. Manifiestan un fuerte 

sentido de pertenencia a sus respectivos grupos, independientemente de su 

condición de ciudadanos de determinado Estado. Los pueblos indios que se 

asumen como tales, principalmente demandan abatir el colonialismo interno 

impuesto por quienes no se consideran indígenas.91 

90 / Bonfil Botella. Guillermo. "El Concepto de Indio en América: una categoría de la 
situación colonial:. en Ana/es de Antropología. Vol. IX, UNAM. 1972 •. p. 111 , , 

91 / López Bórcenas, op. cit. pp. 38 y 39. 



En efecco, como apreciamos líneas arriba, etnia, minoría, comunidad o 

pueblo indígena, son algunos de los términos más usuales para ubicar la pre­
sencia de grupos sociales, culturalmente diferenciados desde la Colonia hasta 

el México postrevolucionario. La diversidad de criterios para identificarlos y 

distinguirlos provienen de la Antropología básicamente, de ahí los que ha veni­

do construyendo el aparato gubernamental, aunque como vimos existen con­

ceptos elaborados por los propios indígenas y los que han construido los orga­

nismos internacionales expresados en tratados, acuerdos y declaraciones. 

El concepco de minoría por su relativismo, sólo merece mención en tanto 

el análisis discriminacorio y segregacionista que conlleva. En cambio, se pue­

den tomar como sinónimos, los conceptos de Nación, Etnia y Pueblo. Los tres, 

hacen referencia a formas de vida, hiscorias colectivas e identidades culturales 

específicas que se preservan con el tiempo, desarrollando acciones concretas 

para proyectar un destino común sustentado en valores, costumbres y creen­

cias colectivas. 

Para efectos de la tesis, es pertinente recordar, que la acción social mexica­

na del período 1989 - 1997 ha lográdo articularse en torno del concepto "pue­

blo indígena", definido como sujeto jurídico susceptible de reconocerse eri la 
Constitución Política. · • · 

111.2.2 La comunidad indígena · ... 
'·' 

En el proceso de reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas; se 

plantea colocar a la comunidad como el cuarto nivel de gobierno,' afin·deque 

sus integrantes y representantes tengan acceso a la definieión, y'ejecución de 

normas y programas de gobierno, así como al manejo de los réi:ursos públicos 

sin la mediatización de las instituciones del Estado .. 

Es impotrante señalar que la comunidad indígena corno.pré:iducto de un 

desarrollo histórico específico, en efecto tiene su origen'~·¡.; la'o'rganización 

prehispánica, aunque también es resultado de las polfcicas'trib,utarias; de con-



gregaciones y de reasentamientos en torno a' los centros ceremoniales tradicio­

nales, impuestas por la Colonia. Pero a su vez, la comunidad no sólo tiene la 
huella de las órdenes religiosas establecidas en la Nueva España, sino también 

del sistema de las haciendas que se consolido durante el porfiriato. Por.lo de­

más, la comunidad es el resultado de la reforma agraria cardenista y en suma, 

del largo proceso de resistencia y persistencia para subsistir como organización 

social contemporanea.92 

En el sentido que lo señala Luis Vi lloro, un pueblo indígena materializa­

do en comunidad, identifica una representación intersubjetiva del sí mismo 

colectivo en forma de realidad social, en el confluyen creencias, actitudes y 

comportamientos de los grupos. La comunidad indígena es entonces un modo 

de sentir, comprender y actuar en formas de vida compartidas, que construyen 

instituciones, reglas de conducta y objetos (intelectuales y materiales) de culcu­

ra. Sus valores de unidad viscos como objetivos sociales, sustentan su acción 

social a través de imágenes simbólicas y narraciones sobre sus orígenes, metas, 

dioses y ricos o, en la reproducción de rasgos singulares con aleo grado de au­

tenticidad que le dan rumbo a su proyecro como formación sociocultural espe­
dfica.93 

Confirmamos pues, que la comunidad es la expresión más concreta y genera­

lizada de los pueblo.~ indígenas, donde la acción social se basa en sistemas normati­

vos por usos y costumbres que señalan, la relación de los hombres con la naturaleza 

y la participación como comunero o ejidatario, bajo las reglas orales que guarda la 

autoridad. Es en la comunidad donde los indígenas desarrollan cierto grado de 

autonomía, en tanto se eligen autoridades locales conforme a procedimientos pro­

pios y se tratan los conflictos y problemas que surgen al interior. 

92 / Tejera Gaona, Héctor. "La comunidad Indígena y campesina de México·. p.190, 
en Arlzpe, Lourdes, Coord .• Antropología breve de México, Academia de la Investi­
gación Científico. México 1993. 

93 / Vllloro Luis. Estado plural. pluralidad de culturas. México. 1998, pp. 63 - 71 



Por otro lado, la comunidad indígena no puede considerarse como un 

todo integrado ni como una organización pura y armónica, si bien en ella 

coexisten actividades colectivas como la faena, el tequio, la mano vuelta o con­

troles político-religiosos, también se dan cacicazgos e injusticias sobretodo contra 

las mujeres.94 

Como se pudo ver, la comunidad indígena en los hechos, no se restringe 

únicamente al aspecto agrario, sino va más allá y abarca, aspectos sociales más 

amplios, como la política, la impartición de justicia, y la reproducción cultu­

ral. Por eso, se necesita reconocer en la Constitución lo que es una realidad 

concreta: la comunidad como un ente colectivo integral, no sólo en su aspecto 

agrario como actualmente lo reconoce el Artículo 27° constitucional, sino como 

un nuevo piso de gobierno más cercano a las necesidades de los pueblos indios. 

111.2.3 Libre determinación, autonomía, 
territorio y recursos naturales 

El Convenio 169 de la OIT establece que los pueblos indígenas tienen 

derecho a la libre determinación y en virtud de ese derecho pueden determinar 

libremente su condición política, su desarrollo económico, social y é:ultural. 

El derecho a la libre determinación y como expresión dé ésta lá vigencia 

de la autonomía indígena, tiene que ver con la design.ación ·ele autoridades 

comunitarias, que sostienen los sistemas normativos por usos 'Y·.C()Stumbres 

para la resolución de los asuntos internos de los pueblos. Aclemás~'\a autono­

mía indígena se expresa en las formas específicas de organiza~ións()CiaLy,en el 
aprovechamiento de los recursos naturales. .; : ::;>;,~;fr::::. 

De hecho, la autonomía indígena existe en tanto ha venido .d6arrollando 

funciones que le corresponden al Estado en materia de pro~u~¡¡cicfo~·~d~inlstra­
C:ión de justicia, precisamente en pueblos y comunidadc:S !11~;gir~~~~klainfraes-

94 / Tejero Gaona Héctor, op. cit. p. 192 
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rrucrura básica, donde no hay carreteras, ni luz eléctrica y no se cuenta con agentes 

del ministerio público o juzgados para resolver situaciones de conflicto. 

Sin embargo, el debate sobre la autonomía se ha dado en el escenario 

político porque tiene que ver con la apertura de procesos democráticos locales, 

acompañados de reclamos por derechos colectivos territoriales, diferenciados 

de los derechos sobre la tierra. Estarnos hablando de nuevos reclamos en el que 

están involucrados importantes proyectos de inversión supuestamente para el 
desarrollo de infraestructura social y turística, por lo que existe entonces en el 
proceso de reconocimiento de derechos indígenas, un reclamo de participa­

ción más que de propiedad, aunque ésta es la que antepone el Estado como 

argumento jurídico destinado a proteger su integridad y soberanía, concep­

ción que además actúa sobre la tierra indígena que por definición, a raíz de la 

reforma al Artículo 27° constitucional, se torna como espacio productivo de 

exploración individual o colectiva. Con ello, no sólo se queda la relación del 

Estado con los pueblos indios en el marco el derecho privado, sino que deja 

sin efecto, por ejemplo el reclamo de pertenencia territorial corno la de los 

pueblos huicholes de Durango, Jalisco y Nayarir, sobre el cenrro sagrado de 

Wirikura que visitan recurrenternenre en San Luis Potosí. 

En sí misma, la autonomía supone el ejercicio pleno de los derechos polí­

ticos e implica la capacidad de los pueblos indígenas a decidir sobre sus propios 

asuntos en un ámbito rerrirorial determinado, lo que en opinión de José Ra­

món Cossio enfrenta cuatro problemas jurídicos: el de las personas y sus ámbi­

tos de validez; el del territorio que atañe cuestiones del municipio; el de las 

materias del derecho; y el del tiernpo.9~ 

En efecto, debido a la homogeneización que el marco jurídico nacional 

hizo de los pueblos indígenas sin diferenciar sus características culturales, éstos 

en su desarrollo histórico mantienen diversas situaciones de conflicto con el 

95 / Cosslo, José Romón y Mogdolena Gómez. el al, "Los derechos Indígenas·. en Folios 
de Este País, No. 71l/xxv1, mayo de 1997. p. 20 

ESTA TESIS NO SAU. 
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Estado, que pueden ser de competen~ia federal, estatal; mU'nidpal o comunita­

ria, que nÓ se resuelven todavía en búená 'medida pÓr'desconocer ccii'isti~ucio-
nalmente la autonomía indígena'. · 

En opinión de Magdalena Gómez Rivera, 

"Reconocer la a11to11omía como un derecho colectivo de rango constitucio­

nal cuyo sujeto es el p11eblo indígena, requiere una noción flexible de 

territorialidad que no implique la creación de instancias diferentes a las 

q11e regula el pacto federal, ni premponga la noción de territorio y sobera­

nía c11yo dominio eminente corresponde a In nación. Todo ello sin demé­

rito de In necesidad de que los pueblos indígenas tengan representación y 

capacidad de decisión política en dichas instancias sin sacrificar las ca­

racterísticas de su identidad cu!turnl''. 9c• 

Asimismo, enfatizamos que la acción social en el proceso de reconocimiento 

de derechos indígenas, impulsa la autonomía en un régimen jurídico pollrico, 

que reconocería atribuciones específicas a las diversas formaciones socioculturales 

en un nuevo orden de gobierno: el de la comunidad, sin alterar las garantías 

individuales ni los derechos humanos, lo que exige una profunda reforma del 

Estado y la creación de un nuevo pacto social, que permita la participación de 

las comunidades indígenas en el manejo de los asuntos públicos como ocurre 

con muchos paises del mundo. 

La autonomía en tanto proceso de construcción social. tiene como realidad 

objetiva la reconstitución de los pueblos, el impulso del desarrollo mircorregiorial 

sustentable y el fortalecimiento de lenguas, costumbres y características identitarias. 

Ello ciertamente implica ritmos y características específic:aS, dependié'rido de las 

condiciones y determinaciones de cada pueblo, comunidad o región 

96 / Gómez R .. Mogadalena. "El derecho Indígena: entre la lgnoroncla y el prejuicio". 
Suplemento Lo Jornada del Campo, 3 de mayo de 1996, pp. 2 y 3 
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Por su parte, dentro de la acción social que devino en la década de los 

años noventa y en el debate respecto del tema que tratamos en el presente 

aparcado, se habla de reformar el Artículo 115° Constitucional, para in­

cluir a la comunidad como base de la organización político administrativa 

del municipio libre, sin contravenir los principios constitucionales que sus­

tentan la libertad de los ejidos y comunidades agrarias. En esta tarea logra­

ron confluir tanto el movimiento indígena como el Congreso de la Unión, 

los gobiernos estatales, los partidos políticos, el presidente de la República, 

diversos centros educativos y de investigación y la sociedad civil organiza­

da, sin embargo en 1997, el asunto se politizaría con la presentación de 

cuatro iniciativas de reforma constitucional presentadas por la Cocopa, 'el 
Ejecutivo Federal y los Partidos Acción Nacional y Verde Ecologista' de 

México, impidiendo materializar el reconocimiento constitucional de la 

autonomía de los pueblos indios. 

Paralelamente, dentro de esa acción social queremos destacar la realiza­

ción de diversos foros que impulsaron la constitución de la Asamblea Nacional 

Indígena Plural por las Autonomías (ANIPA}, donde se ampliaron las argumen­

taciones y los conceptos que abarcaron la realidad autonómica de los pueblos 

indígenas de todo el país. Los espacios abiertos por la ANIPA permitieron plan­

tear una forma del derecho, en tanto fundamento político e histórico que tie­

nen los pueblos indígenas y fueron fortaleciendo la demanda por reconocer a 

la comunidad como el cuarto piso de gobierno. 

En el debate sobre la autonomía y con respecto a los recursos naturales, 

llama la atención el aprovechamiento que de ellos hacen los pueblos iridígenas 

a escala comunitaria. En los diferentes cipos de aprovechamiento; se incluye la 

agricultura, la recolección de flora y fauna silvestre, la cacería y la pesca donde 

es posible, así como la domesticación de ciertos animales. De cal suerte, la gran 

mayoría .de.los pueblos ind.ígenas sostienen una relación directame.nte propo.r­

cional con los medios que el entorno les dispone, sobre los cualesadquieren 

diversos conocimientos y habilidades de trabajo que no sólo satisfacen lo nece-
. 1 



sario para la subsistencia, sino que logran desarrollar y reproducir su culrura en 

función también del orden cósmico.97 

De lo anterior deriva la importancia por el reconocimiento de la autono­

mía a escala comunitaria y regional, precisamente por los beneficios que éstas 

prácticas suelen traer consigo en la preservación de los suelos y del medio am­

biente. Sin embargo, el carácter que tiene la producción diversificada destina­

da a la autosificiencia en los pueblos y comunidad('s indígenas, choca con las 

pretensiones de los mercados nacionales que dan más valor a los monocultivos. 

Ahí también se encuentra una discusión de fondo, cuando la acción social 

mexicana, en el proceso de reconocimiento de los derechos de los pueblos in­

dios, plantea el uso, control y administración de los recursos naturales, con los 

cuales han interactuado los pueblos indígenas ancestralmente en pequeña es­

cala, es decir a escala humana.98 

111.2.4 Representatividad y procesos electorales 

El tema de la representatividad indígena recientemente se ha materializa­

do y de ahí su importancia. Gracias a la vigencia del Convenio 169 de la OIT 

y a la reforma del Artículo 4° Constitucional, se desarroHó en nuestro país un 

intenso debate sobre los asuntos de la represematividad de bs pueblos indíge­

nas, en términos que ciertamente implican la prc;:sencia de las comunidades 

indígenas en determinadas circunstancias y tareas, por ejemplo, ame organis­

mos multilaterales e institucionales o simplemente frente a la opinión pública. 

Antes debemos precisar, que la actuación de los representantes indígenas ante 

ese tipo de instancias y trabajos, no está marcado en los procesos institucionales, 
!:.·\,. 

97 / Bonfil Batallo. Guillermo. México Prciftiiído. Una clvillzciCl6n negado. Grijolbci, México, 
1990. P:.55 .. ;< , 1 ·. , ;J. . 

96 / Ibídem, p. 59;' ·' . .,._. 



ni en las leyes, ni en los sistemas normativos de los pueblos, sin,_ern,bargo han 
logrado generar una amplia acción social. - , ___ - .,- -- _ -

Para que una forma de representación social como la referida tenga su~­
tento, debe resolver en todo momento, su legitimidad comunitaria- constru­

yendo consensos básicos sobre lo que se representa, para qué se hace y anee 

quien sucede, así como en torno a quién se porta la representación. 

Por ello, se fue haciendo necesaria la legitimación de la representación 

ante las instancias e instituciones interlocutoras, hasta llegar a la conformación 

de los indígenas integrantes de la Legislatura LVII (1997-2000): el Nahua de 

Guerrero, Marcelino Díaz; el Maya de Campeche, Enrique Kuh Herrera; y la 

Zapoteca de Oaxaca Aurora Bazán López. Ésta última por cierro, planteó la 

reforma que adiciona al artículo 38° de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, para crear y mantener un sistema de educación indíge1~a 
inrercultural. Por su parte, Marcelino Díaz pugnó por la representación poiíti~_ 

ca de los pueblos indígenas con las reformas y adiciones a los artículos 52°, 

53°, 55°, 56°, 73°, 115° y 116°. Asimismo, cobra relevancia que en la LV!ll 

Legislatura de la Cámara de Diputados (2000-2003), se cuenta con v~rios in­

dígenas que impulsaron diversas iniciativas de ley, como es el caso del origina" 

rio de la chontalpa de Tabasco, Auldárico Hernández Jerónimo; el ZapÓÍ:eco 

de Oaxaca, Héccor Sanchéz; el Totonaco de Veracruz, Bonifacio Castill~ Cruz; 

y la Ñha-ñhú de Querétaro, Nicasia García Domínguez. 

No obstante lo que se ha avanzado en materia de representatividad, en 

plena transición política del Estado Mexicano, se puede ver cómo_ la democra­

cia no termina de instalarse en los distritos electorales indígenas, como_lo m"ues­

tran los resultados de los comicios federales de 1997 a nivel nacional,99 en los 

cuales el PRI disminuyó su votación, mientras el PAN y el PRD obtuvieron el 26% 
y la cuarta parte de la votación coral respectivamente. Sin embargo en los mu-

99 / Rulz Mondragón. Laura. Los Pueblos Indios en los Comicios Federales de 1997. 1N1, 

documentos de trabajo. Jullo de 1997, p. 7. 



nicipicis con alto porcentaje de poblaci6n indígen~. los resÜltaCl~s fa~orecieron 
"\. - ,=.··· '':°. •. :: . "'.' ,: , •. _ '.' 

al PRI con una proporci6n de 54.4%, en tanto que·d PAN y d PRO alcanzaron 
14.5 y 24.8 respectivamente. . ....... , . 

Es preciso aclarar, que el voto indígena co~o s~porce'd¿ PRI, ci~rtamente 
se gestaba en prácticas de dominaci6n, control, inducción y engaño. Durante 

muchos años, en tiempos electorales solía prometerse más ayuda a través de los 

programas de gobierno, si se votaba en favor del Partido Revolucionario 

Institucional o se amenazaba con quitar las raquídeas recompensas estatales, si 

se votaba por otro partido político. Por ejemplo, en los campos agrícolas de la 
regi6n del Valle de San Quintín en Baja California, los patrones obligan a los 

jornaleros a cumplir con las tareas del campo el domingo, no importa si hay 

elecciones "al cabo son puros indios". Otros dueños del dinero quienes permi­

tían acudir a votar, instruían a sus empleados a cruzar el ícono del PRI; general­

mente los que no sabían leer, eran eficientemente apoyados para sufragar por 

los colores de la bandera. 

De los 300 distritos electorales existentes en el país, 37 son de alto por­

centaje de poblaci6n indígena, la cual en los Distritos Federales Electorales con 

30% o más asciende a 5 '853,348, indígenas de los cuales, el 96.6% result6 

representada por el l'RI y poco más de 3% por le PRO, de acuerdo a los Comicios 

Federales de 1997. 

Es importante destacar la reforma constitucional del estado de Oaxaca en 

1995, con la cual se reconocen los usos y costumbres, para elegir representan­

tes sin la intervenci6n de partidos políticos. 100 A consecuencia de ello 72% de 

los municipios oaxaqueños eligieron a sus autoridades mediante sus sistemas 

normativos internos, en los que se incluye el sistema de usos y costumbres. 

Así podemos afirmar, que el futuro pr6ximo de los pueblos indios en 

materia de participación, representaci6'n y redistritaci6n, depende del cumplí-

. '', .,. ' - ; . : ___ , ' 

100/ Gobierno del Estado de Oa_xaca. Propuesto de Iniciativa de Ley de Derechos de los 
Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de Oaxaca, 21 de marzo de 1998. 



miento de los Acuerdos de San Andrés Larráinzar, docÜínento donde se expre­
sa ampliar los márg~nes para dar mayor cabida a legisGdor~~ indígenas. 

111. 3 Los Acuerdos de San Andrés Larrálnzar 
como paradigma de la sociedad moderna 

A continuación, se describirán los componentes del proceso de definición de 
los Acuerdos de San Andrés Larráinzar (ASAL) que contribuyeron a la articula­
ción de la sociedad mexicana en la década de los noventa. Adelantando algu­
nas conclusiones del presente trabajo, veremos como la relación materializada 
en los ASAL firmados por el Gobierno Federal y el Ejerciro Zapatista de Libe­

ración Nacional el 16 de febrero de 1996, se convierte en el paradigma de la 
acción social mexicana de fin de siglo, roda vez que incide en el proceso demo­

crático y en la reforma del Estado. 
Iniciaremos diciendo que los ASAL corresponden formal y sustancialmente, 

con lo previsto en el Convenio 169 de la OIT, en tanto se trata de acuerdos 

consultados, negociados y discutidos entre el Gobierno, los pueblos indígenas 

y amplios sectores sociales. 
El instrumento jurídico que permite la firma de los ASAL es la Ley para el 

Diálogo, la Conciliación y la Paz Digna en Chiapas publicada en 1995 por el 
Diario Oficial de la Federación. 101 Este ordenamiento es el resultado de la ac­
ción social mexicana, que permite la creación de la Comisión de Concordia y 
Pacificación (Cocopa), a fin de poder desarrollar acciones de coadyuvancia 

respecto del diálogo y la negociación entre el Gobierno Federal, el EZLN y las 

organizaciones indígenas, sociales y civiles. 
Los ASAL también conocidos como Acuerdos de San Andrés Sacamch 'en 

de los Pobres contienen 3 documentos sustantivos: 1) Pronunciamiento Con­

junto; 2) Propuestas Conjuncas correspondientes al punto 1.4 de las:Reglal; de 

101 /Diario Oficial de lo Federación, 11 de marzo de 1995. 



Procedimiento; y 3) Compromisos para Chiapas Conjuntas corres'pondiences 

al punto 1.3 de las Reglas de Procedimiento. 

El Pronunciamienro Conjunto que el Gobierno Federal y el Ejercito 

Zapa cista de Liberación Nacional enviarán a las instancias de deba té y decisión 

nacional, resalta que: 

"Se requiere la participación de los pueblos indígenas q11e el act11al Go­

bierno Federal se compromete a reconocer y estim11lar. para qtte sean los 

actores fimdamentales de las decisiones que afectan su vida, y reafirmen 

m condición de mexicanos con pleno uso de derechos qtte por su papel en 

la edificación de México tienen ganada por derecho propio''. 1º2 

Adicionalmente, en el Pronunciamiento Conjunto se suscribe el Contexto de 

la Nueva Relación entre el Estado y los Pueblos Indfgenas enfatizando·que: 

"Esta nueva relación debe mperar la tesis del integracionismo cÍtltural 

para reconocer a los ptteblos indígenas como nuevos sujetos de'defecho, en 

atención a su origm histórico, a sus demandas, ·a la ndtt1rdkzaplú;icültitral 

de la nación mexicana y a los compromisos inte'n1acio~'aks sus~rltbspor el 

Estado mexicano, en particular con el Convenio;] 69 ¿¡la OIT'.'. ioJ· · 

' 

Por otro lado, es necesario considerar los cirico principios que se han definido 

en el Pronunciamiento Conjunto, para darle cuerpo a la nueva relación ente el 

Estado y los Pueblos lndfgenas: 

102/ ASAL. Pronunclomlento r.onjunto que et Gobierno Federal y et EZLN envlarón a las 
Instancias de debate y decisión nacional. Contexto de ta Nueva Relación: punto 1 
pórrafo cuarto. Cabe señalar que en lo segunda parte de ta Plenaria Resotuttva del 
Tema 1 sobre Derechos y Cultura Indígena. y después de las consultas que cada 
parle realizó. et EZLN y el Gobierno Federal. llegaron al acuerdo de suscribir los tres 
documentos señalados previamente a la presente cita. 

103/ /b/dem. pórrafo décimo 



Pluralismo, como la forma de respeto a la diferencia cultural, bajo .el 

supuesto de la igualdad que combata la discriminación y refleje el diálogo 

intercultural; 

Sustentabilidad, como el principio que preserve la naturaleza y la cultura 

en los territorios indígenas, siguiendo la definición del Ardculo 13.2 del Con­

venio 169 y obligando a la realización de acciones de gobierno (a escala muni­

cipal, estatal y federal) con criterios de sustentabilidad, que considere las for­

mas tradicionales de aprovechamiento de los recursos naturales; 

Integralidad, que alude a la acción concurrente de las instituciones y ór­

denes de gobierno; 
Libre Determinación, como la forma de autonomía diferenciada, sin 

menoscabo de la soberanía nacional, que implica el respeto a la identidad cul-. 

cural, a las formas de organización social y a las capacidades de los pueblos y 

comunidades para decidir sobre su destino y desarrollo; y 

Participación, la cual quedó expresada de la siguiente manera: 

"El Estado debe favorecer que la acción imtitucional impulse la partici­

pación de los pueblos y comunidades indígenas y respete ms formas de 

organización interna, para alcanzar el propósito de fortalecer m capaci­

dad de ser los actores decisivos de su propio desarrollo. Debe promover, en 

colaboración con las expresiones organizativas de los p11eblos indígenflI en 

la concepción, planeación, ejecución y evaluación de acciones que act1ían 

sobre los indígenas. P11esto que las políticas en las dreflI indlgenas 110 sólo 

deben ser concebidas con los propios pueblos, sino implementadas con 

ellos, las actuales instit11cio11es indigenistas y de desarrollo social que ope­

ran en ellas deben ser transfarmadtlI en otras que conciban y operen con-

.j1111ta y concertadamente con el Estado los propios pueblos indlgenas''. 1º4 

' . . ·- ·. : ,' 

104/ ASAL. Pronunciamiento conjunto. Principios de la nueva relación. cuarto punto. 



En esca parre de los ASAL se esrablece que el sujero jurídico son los pueblos 
indígenas, cal como lo expresa el Convenio 169, lo quC: implica considerar la 
conciencia de identidad indígena, el derecho a la libre determinación y'la auro­
nomfa en la elección de las formas internas de gobierno y organización políri­
ca, económica, social o cultural. 

Por lo demás, en los ASAL se establece el compromiso del Gobier.no Fede­
ral para: 

"Ampliar participación y representación política. El Estado debe impul­

sar cambios jurídicos y legislativos que amplíen la participación y repre-

. sentación políticas local y nacio11al de los pueblos indígenas, respetando 

sus diversas situaciones y tradicio11es, y fortaleciendo un nuevo federalismo 

en la Rep1lblica mexica11a. El reclamo de que las voces y demandas de los 

indígenas sean escuchadas y atendidas debe llevar al reconocimiento de 

derechos políticos, económicos, sociales y culturales de los pueblos indíge­

nas, dentro del marco de la nació11 mexicana, y a una decisiva reforma 

del Estado en materia de prdcticas institucionales. El Gobierno Federal 

promoverd las reformas comtitucionales y legales que correspondan a los 

acuerdos y consensos alcanzados''. 101 

De tal forma; las caracteríscicas del marco jurídico apuntan a que los compro­
misos asumidos, alcancen a las instancias locales sin violentar las competencias 
'quedispo11e el sistema Federal, logrando la concurrencia de las normas a efeéto 
de que se reconozca la pluralidad indígena. :. . ' 

· ·No·o\vi.dar que anee la aparición de la guerrilla z.apatistá, el gobierno sólo 
acinó·a continuar con el proceso del Artículo 4° constirucional; sin. lograr defi- _ 
·nir la Ley Reglamentaria correspondiente, debido enrre otras cosas, a que el 

105/ ASAl. Pronunciamiento conjunto. Compromisos del Gobierno Federal con los pue-
blos Indígenas. segundo punto. · · " 

----------..:.:..·_,,,_,ce-_·:..:::::::._-.·.:..·! 



debate y la lucha por la autonomía gana terreno, además porque inicialmente 

el gobierno en un principio empieza a reconocer que la autonomía planteada 

por los pueblos no es contraria a la defensa de la soberanía, anre la presión y el 

esfuerzo de organizaciones indígenas, sociales y civiles a nivel nacional. 

Esa coyuntura permitió, que a partir de 1994 el horizonte político de acción 

para los derechos políticos de los pueblos, gire en torno al libre ejercicio en la 

determinación de sus formas de gobierno y en la facultad de deliberar asuntos de la 

política nacional, fungiendo los pueblos indígenas, como interlocutor de múltiples 

fuerzas represenrarivas de todo el país. Superando con este accionar la dinámica 

corporativa de los programas sectoriales de las instituciones de Gobierno. 

Adicionalmente, gracias a los ASAL, el rema de la representatividad se reve­

la pieza fundamental en la edificación de un Pacto Social Integrador, donde el 

EZLN tiene presencia como una fuerza más en el escenario político nacional, 
que representa las expectativas locales y regionales de los pueblos indios, sus 

comunidades y organizaciones, ya que es portador, principalmente, del impul­

so para que los pueblos se inserten en un modelo de desarrollo globalizado y 

desventajoso para ellos. 

Así, llama la atención que en el proceso de diálogo correspondiente a la 

primera Mesa sobre Derechos y Cultura, el concepto de autonomía se impone, 

agrupa y legitima algunos intereses de las organizaciones indígenas esbozados 

con anterioridad, entre los que destacan: 

1) La propuesta de la Asamblea Indígena para la Autonomía (ANIPA), so­

bre la implantación de un poder intermedio (gobierno regional) entre 

los gobiernos estatales y los municipales, que pueda tener injerencia en 

la totalidad de los asuntos en las comunidades. 

2) La experiencia del "Municipio" considerado como la estructura de.au­

toridad natural entre los pueblos. 

3) La reconsideración por parte del gobierno sobre la vigencia de las auto­

nomías indígenas, que permite plantear la posibilidad real..de una 

interlocución a escala local y nacional. 



4) . Las propuestas hechas por intelectuales y·a~adémicos (de~clela preten­

dida reforma salinista) sobre la conveniencia; de reéonocer la autono-

mía de los pueblos. '·" 

Por lo demás, los ASAL presuponen también un proceso de redistriración elecro­
ral de acuerdo a la distribución demográfica de los pueblos indios, al igual que 

la posesión paulatina de los medios de comunicación indigenistas. 

Como se puede apreciar, los ASAL tienen un gran valor simbólico en tanto 

proceso social que logra generar iniciativas de ley que implican la transforma­

ción de las condiciones políticas de la República, ante la virtual entrada de los 

pueblos indios como parte constitutiva de la Nación. Exigen la reformulación 

del pensum jurídico y plantean una profunda reforma constitucional similar a 

la de 1917, en virtud del reconocimiento de la autonomía que trae consigo la 

necesidad de revalorar la riqueza y potencialidades de los pueblos, como una 
forma de desarrollo alternativo, en evidente contraposición al modelo de 

globalización impuesto actualmente. 

Por las implicaciones de los ASAL el Gobierno Federal tuvo que girar su posi­

cionamiento político, luego de que la Cocopa en el ámbito de sus respectivas com­

petencias, elaborara la iniciativa de reformas constitucionales inspirada en el texto 
nuclear de los Acuerdos de San Andrés. Recordemos que a dicha iniciativa el Ejecu­

tivo le hace observaciones, respecto de tres componentes fundamentales al tema de 

la autonomía: la capacidad de los pueblos de autogobernarse, la aplicación de los 

sistemas normativos por usos y costumbres y el uso y disfrute de los recursos natu­

rales de sus tierras y territorios. Además el Ejecutivo soslaya hablar de las comuni­

dades como entidades de derecho público y se olvida de los pueblos indígenas 

como sujetos jurídicos, argumentando cuestiones de técnica jurídica. 

A partir de entonces el proceso de diálogo se desgasta junto con el régimen, el 
cual se preocupa más por administrar el conflicto, tratando de focalizarlo al ámbito 

estatal, es decir como sólo un problema de Chiapas, de índole inrercomunitario 

que requiere de la asistencia gubernamental a través de la ejecución de programas 



de desarrollo e infraestructura social básica. Finalmente, se traslada la atención a los 

procesos migratorios y recobra bríos la concepción del sectarismo, dispersión y 

desorganización de los pueblos indios para ubicarlos en la terca idea de ser sujetos 

de tutela por parce del Estado, como lo señalara la retrógrada concepción de los 

pueblos indios como minorías nacionales o regiones prioritarias, que han venido 

siendo utilizadas para únicamente establecer programas de gobierno, sin la partici­

pación plena de los verdaderos interesados. 

Todo ello hace notar, que tenemos mucho que estudiar respecto del pro­

ceso político de la década de los noventa, como lo es, la etapa de desgaste de las 

instituciones gubernamentales, que están siendo rebasadas por el cambio so­

cial de nuestro país, en concierto ya con el mundo. 

No obstante, los ASAL demuestran ser la materialización del paradigma que 

representan los pueblos indígenas para la sociedad moderna, al encauzar las más 
altas exigencias nacionales por vías pacíficas, participativas y planificadas. En ellos 

se reclaman los derechos que tienen los pueblos indígenas, sumándose al concierto 

de la acción social en el ámbito del derecho internacional, que es actualmente en 

donde más se ha avanzado sobre el tema, sobretodo en virtud de las proclamas por 

la igualdad de todos los hombres ante la ley. De esa manera, los ASAL hacen a un 

lado el control del Poder Legislativo por el Ejecutivo Federal y forja así, un nuevo 
paradigma en la construcción y cransformación de un Estado pluricultural, que 

luego de siete años, sigue siendo debate. 

111.4 Los pueblos indígenas en el derecllo. lnternaclonal 

La acción social, en el proceso de reconocimief1t? de d~re.cros indíger1as en el 
ámbito internacional, se define por el uso del t~tlll\~o p,Üt:p,lo)ridígena ligado 
al derecho de autodeterminación, desd~l 948 cuand6?:.;c:c . . 

' ; ·~. 

. . . ,-·t;~,:.~,:.,f ·> ',::, ;7 ::·". . 1 ,' 

" ... las Naciones Unidas toman eri' Í:uenta•almei1os dos característi-

. cas para aplicar el coiií:~pio''dip~1/bí/a ;¡¡,~'Ú;;itidád ;o1eétiva: po-
.• . .c. ' ··.' ~ "··'· ····::·" ·; "•'": .• "' '" ,. ·. ' .. .'_ / ."' . 



seer una identidad evidente y características propias y además una 

relación con 1111 territorio". 1º6 

De acuerdo con ello, el derecho internacional vigente, reconoce a los pueblos 

como sujetos de derechos y como entes colectivos dentro de los Estados nacio­

nales aunque diferenciados de éstos. Recordemos que los Pactos, Declaracio­

nes, Tratados o Acuerdos son obligaciones para los Estados que se adhieran a 

ellos y los ratifiquen. Hacen referencia a los sujetos de derechos superando de 

esa manera, la confusión entre Pueblo, Nación y Estado, es decir, los derechos 

son para los pueblos y las obligaciones para los Estados. 

Al conceptualizar a los pueblos se pone énfasis en aquellos que habitan 

territorios no autónomos, es decir, los que se encontraban en naciones que aún 

sufrían la colonización cuando dichos Pactos, Acuerdos o Tratados fueron apro­
bados. Asimismo, se declara el respeto al principio de igualdad de derechos y al 

principio de libre determinación de los pueblos como condición para lograr la 

paz, la estabilidad, el bienestar y la verdadera amistad entre las naciones. Por 

tanto en 1950, se reitera el derecho de todo pueblo y toda nación a la libre 

determinación a escala nacional, correspondiendo a los Estados, la obligación 

de crear condiciones para la realización de tales derechos, en 'el marco de los 

principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, lo que en México, 

esta condición relativamente se cumplió 50 años 'después con la ratificación del 

Convenio 169 de la OIT. 1º7 

En el ámbito internacional, si bien se'plas~an derechos de tipo eco­

nómico, político y social, el derecho a la libre determinación tiene relevan­

cia, porque se admite como la primeracorididón para el logro de los demás 

derechos humanos y, como la piedrade toque para alcanzar los propósitos y 

106/ Villoro. Luis, op. cit. p~ 20 

107 / López Bóreenos. Fronclsco. Distintas. concepciones de pueblo Indígena como suje­
tos de derecho colectivo, ' mlmeo, INI, México, 1996. pp. 39-56. 



. . 

principios dc!la Cana de Nacionc~ Unidas: igualdad de derecho~-y la libre 

determinación de los pueblos ... ·.. . .· . .. • ... · 7\Y· • 
. , · En ~l ámbito ir:iternaciorial, la O~ganizaci~~ ·lnternaciori,al 'dd Trabajo 

(OIT) ha sido la qu~ más se ha préocupado por est~diar }fré'gla;.Tiemar los clere­
chos de los indígenas. Adoptó en 1957, el Conveni¡; 107.s¿bre·Pobla'¿iones 
Indígenas y Tribales, busc~ndo que los EStado~ ~n el ámbit~ de sus respectivas 
competencias, reglamentaran temas como la educación, c~pacit~ción técnica y 
seguridad social para los trabajadores y respecto la mejor protección a la fuerza 
laboral indígena. 

Posteriormente, la Organización Internacional del Trabajo.aprobó el 7 de 
junio de 1989, el Convenio 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Paises 

Independientes. De .esa forma, a partir del resquicio que da la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en su artículo 133 establece: 

'.'Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de 

ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y 

que se celebren por el Presidente de la Rep1íblica, con la aprobación del 

Senado, serdn la Ley Suprema en toda la Unión. Los jueces de cada Esta­

do se arreglardn a dicha Constitución, leyes y tratados ,a pesar de las 

disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de 

los Estados''. 108 

El Ccmve'nio 169 de la Organización Inccmacional del Trabajo es una norma 
jurídica válida en nuestro país, pues fuéfirmado por el. Presidente de la Repú­
blica,·· haciendo· uso de las facultades ,que la propia .Coiisi:icución Federal le 
otorga en su Articulo 89°, fracción X; 1 ~.?. es r:uifi~ado po~ el Senado de la Repú-

108/ Constltucl6n Po/11/cd dé los' Estados Uñidos Mexíconos.seéreitárta dé Gobernéiétón. 
Artículo 133º, p.145. 

109/ lbldem. Artículo 89", p.77. 



- . 

blica como lo establece el Arrículo 76°, fracción 1 constitudonal.11º Ernanto, 
el Convenio 169 no se opone a la Constitu~ión y~·-que_,ésta;'ell su.artl~ulo4"'. 
reconoce la existencia de pueblos indígénas den'cro'de. l;i pC>b!ación oel Estado 
Mexicano. :--:.> _;~ ~:"¡',-é;,- ~·;_ '·' 

.·El Convenio 169 en su artículo prime¡{), i~clso b, ;sÍcomo en los ardcu~ 
los2° y 3°, señalan:· 

b) A los pueblos en paises independientes, considerados indígenas por el hecho 
de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región 
geográfica a la que pertenece el país en la lpoca de la conquista o la coloni­
zación o del establecimiento de las actuales .fronteras estatales y que, cual­
quiera que sea m situación jurídica, conservan todas ms propias institucio­
nes sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 

2. La conciencia de su identidad indígena o tribal, deberá considerarse un 

criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican 

las disposiciones del presente convenio. 

3. La utilización del término pueblos en este convenio no deberá 

interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que 

atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el dere­

cho internacional 

En este sentido el Convenio 169 de la OIT cita que los derechos indígenas son 

derechos de pueblos en países independientes. Deja claro que la población de 

un Estado se integra por colectividades especificas con derechos colectivos. 

Así, el Estado se obliga a respetar y hacer cumplir los derechos colectivos de los 

pueblos indígenas que existan dentro de su territorio. 

El Convenio 169 expresa que aquellos pueblos, por sus características 

histór_icas y culturales especificas, son sujetos de determinados derechos que el 

110/ lbldem. Articulo 76°, p. 69. 



resto de la población no posee. Se acalara que los pueblos indígenas, son todos 

los descendientes de las poblaciones que habitaban una región geográfica que 

actualmente pertenece al país donde se asientan. Efectivamente, se toma en 

cuenta una época determinada, como la colonización o el establecimiento de 

las actuales fronteras estatales y reconoce un espacio, es decir un territorio es­

pecífico, lo que en suma hace, que los primeros en derecho sean los pueblos 

indígenas, al tener su raíz con el hecho de que existían anees de que el Estado 

Nacional se formara. 111 

Reiteramos que los pueblos indígenas que pueden ejercer los derechos 

contenidos en el Convenio 169 de la OIT, son los que se rigen por sus propias 

formas de organización, instituciones políticas, gobiernos internos, formas de 

elección, sus sistemas productivos, es decir, los que conservan sus instituciones 

económicas, sociales, políticas y culturales, aunque éstas no sean de origen 

prehispánico. 

En realidad, el Convenio 169 representa una vía para resolver algunas de las 

reivindicaciones de la acción social mexicana, ya que impulsa diversos procesos 

participativos a través de dinámicas de consulta oficial, fomenta el debate sobre las 

medidas legislativas y administrativas a que se obligan los países signantes a llevar a 

cabo, permite la búsqueda de soluciones a los problemas y proyectos reconociendo 

de antemano, los derechos consuetudinarios indígenas o los sistemas normativos 

por usos y costumbres, con lo que se acepta la existencia de autoridades, institucio­

nes y formas propias de autogobierno indias. 

Asimismo, el Convenio 169 de la OIT hace la diferenciación sobre tierras 

y territorios, identificando lo relativo a los derechos col.ectivos necesarios para 

la reproducción social, lo que tiene que ver con la valoración de la existencia.cÍe 
recursos naturales, su utilización, administración y conservaci,ón. .. 

Con ello abre la puerca a multiplicidad de estudios y análisis, como el 
que nos sugiere establecer métodos de prevención, mediante lapromótió~ de 

111 / Villoro, Luis. op. cit., p. 84 



prácticas curativas tradicionales o parad esdmulo'a la educación y comunica­
ción inrerculturales. 

Por lo demás, en el Conven_io 169 se abre el margen para señalar que, es 

indígena quien acepta como suya'la2ultu'ra ind!gena, quien la practique y la 

prefiera a otro tipo de cultu~ás:-.Í\1 res'pecto ya se tienen resultados de gran 

impacto, recordemos lo~ dal:os'es~adÍsticos ofrecidos en la presente investiga­

ción (capitulo 11), donde se ináica'la cifra de 5.3 millones de indígenas que se 

autoadscriben como tales. 

111.5 Recuente de los Instrumentos Jurídicos 
, , 

Exisiendive'rsos :'i:raDájo's de juristas que exponen los instrumentos internacio­

nales y regio-~ales sobre los derechos indígenas, de tal manera que n'o- haremos 

u~:i;disertá~ión más''ahespecto en el presente apamido, más bi~n n'ós interesa 

téner dara la 'referencia del llamado marco j urldicó nacional~ internacionaL 112 

l. Disposiciones constltuCiona/es 113 . 
' - - :-. -~ 

Constitu~iiSó' P~líiici de lós Eúados Unidos Mexicanos 

' . ' . 
"Arr. -4°. La Nación mexicana tiene una composición pluriculcurál 

sustentad~ ~riginal~enre en sus pueblos indígenas. La Ley p;otegerá 

y promoverá el desarrollo de sus lengua5, culturas, usos, costumbres, 

recursos y formas espedficas de organización social, y garantizará ·a 

112/ Beller Toboodo, W .. op. cit .• pp. 26 -39. 

113/ Poro obtener mayor Información, puede consultorse a Sónchez VÓlderroma e Isidro 
Olvero, Los pueblos Indígenas en la leglslac/6n nocional. Recopilación de disposi­
ciones específicos en materia Indígena. México, 1997. 
1 



sus integrantes el efectivo· acceso a la jurisdiccióndel Estado. En los 

juicios y procedimientos agrarios en que aquellos sean parte, se toma­

rán en cuenta sÚs prácti~'as y co~tumbres jurídicas en los términos que 
estableZ~a'la ley. ..· . 

... " (DOF! 2B-ene~92) 

. "Are. 27.~ ... 

VII.- Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población 

cjidales y comunales y se protege su propiedad sobre la tierra, canto 

para el asentamiento humano como para actividades productivas. 

·:La ley protegerá la integridad de las tierras de los grupos indígenas . 

... "(DOF, 6-ene-92) 

"Are. 133.- Esca Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 

emanen de ella y codos los tratados que estén de acuerdo con la mis­

ma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, 

con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de la Unión. Los 

jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tra­

tados, a pesar de las disposicione"s en contrario que p~eda haber en las 

Constituciones o leyes de los estados." 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 

(roE, 27-mar-87.) Artículo 10° 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas. 

(POE, 9-oct~90.) ~r[fculos'4°: •10°; 13°, 29° y 42° 

Con~~¡;u~i6~ Poi'icica del Estado Úbre y ~oberano de Oaxaca. 

(roE; 29~()ct-90.) Articulos'.12°, 16°, 20°, 25°, 80°, 90° bis, 94°, 138 

bis A, 150° y 151°. 



Constituci6n Política del Estado Libre y Soberano de Querétaro. 

(POE, 30-nov-90.) Artículos 4°, 11°, 12° y 41°. 

Constituci6n Política del Estado Libre y Soberano de Hidalgo. 

(POE, 23-ocr-91.) Articulo 5° · "" 

Constituci6n Polltica del Estado Libre y Soberan~ de Sonora. 

·Ley 129 

(POE, 1 O-dic-92.) Articulo 1°, 

Constituci6n PollticaclelEstado Úbre.y S~berano:de Nayarit 

(roE, 6-ju~-98,:l Artic~l~ 7~ · . . 

Constitúci6~P~lltica.del Estado'Librey Soberano de Jalisco 

'. (ro E,'. l 7-jtil~9j,)Articuh 15° , : ·· . '•\ .. s., 

Coristi~tÍei611Polftica' d~l Estado Libre ySobé~ánri de Óurango 

(POE, l7~júl~94.)Articulos 2°y 3° • ; · ···, ' , . : , .. . 
:·,,-~ , . :-~ r. ~ ·' ... , .--s:·:·,'.:.~ \--::;-~?<:~'.;~~~/, 

Constituci6l1 P()lítica de.l·.Estad().Lib~~y:s~be~11~ d~ Ch.il1uahua 
(roE; J;oé~-~4;) Arti~ulos8°, 9° y'.ÚJ~'. J.< . 

~:~~~;:~:;;;·ÁtS~~;:~'b~Y3~l~l~~ .. Méxloo 

Constituci611 Polltica d~l .futacl() Llbre y Soberano de Campeche 

(roE, G-jul-96.) Articulo 7° · 

·· Constituci6n Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí 

(POE, 20-nov-96.) Articulo 1° 



Constitución Política del Estado Libre ySob~r~<>. de Q~intana Roo 
(ooF, 30~abr-97 .) Arcicul~ 13° ··· . · . · · · . 

Constitución Política d~I Estado .Libre y Sob~ra~o' de Michoacán . . .. , . . 
Arciculo 3° 

' ' 

cd~~tit'c'd6~ Pol!~ica del Estad~ Libre y S~berano de Veracruz 

(Go~. o.3~feb-2bÓo'.) Arcic~l~s 5° y rob, 
' . ... : "). ···:' -

//. Disposiciones aplicables 
en el ámbito penal y penitenciado · 

. . - ... ,.· ... ,. ··- ···· .... _, 

' • :. - : -·... . _'. -:'. ·.7_1: .-{;~_-·. . :. :·.'.' 

Código Federal de Procedimientos Penales 

(ooF. 8-ene-91.) Arciculos 28°,.Í9~jdd, 87b; 9S0 , 103°, 124°, 124° bis, 

128°, 146°, 154°, 220°, 220 bis, 223°; 246° y 388° 
- ·J •• · .::. •;' ,, 

Código de Procedimi~ntos Pen:tles para el Distrito Federal 

(DOF, 8-ene-91.) Artfc~lo~ 59°, 72°, 83°, 162°, 165° bis, 171°, 183°, 

185°, 186°, 203.;, 204°, 269°, 185°, 285° bis, 290°, 296° bis y 431" 

Código Penal para el Distrito Federal 

Artículos 52°, .248° y 281° bis. 

Ley Federal.'para P~~v~~ir y S~cionar la Tortura. 
(ooF:27-dic~9ÍJA~~¡{_~¡~(;o ', . 

. ;·_ '.· ~- .. ~-~,. '¡-J':\::~ -,. ) 
. ·' . 

Reglamentodc:'lo~.C.cntr~s Federales <le Readaptación Social. 

(DO~, 3o~~go:?/ /A~ci~~I~ 1'9~ .. 



111. Disposiciones apl/cobf es en el ám'bfto agrario 

Ley Agraria 

(oOF', 2G~feb.:9:Ú 
. ,· 

· •. "Art.106:- Lastiemi~ que corresponden a los grupos indígenas debe-

• ~á~ s~~ pro~e~icia~ ¡;g.: la~ a;_¡t~~¡d~d~~"~~ l¿s términos de la ley que 

reglam~nte el ~rtÍé:ulo 4° y ei ~egundo pá;rafo d~ la fracción Vll del 

artículo 27 constitucional." 

"Art. l 07.- Son aplic~bl~~ ~las comunidades todas ,las disposiciones 

que para los ,ejidos prevé esta ley, en lo que no contravengan lo dis­

puesto en este capítulo." 

"Art. 164.- En la resolución de las controversias que sean puestas bajo 

su conocimiento, los tribunales se sujetarán siempre al procedimien­

to previsto por esta ley y quedará constancia de ella por escrito. 

En los juicios en que se involucren tierras de los grupos indíge­

nas, los tribunales deberán de considerar las costumbres y usos de 

cada grupo mientras no contravengan lo dispuesto por esta ley ni se 

afecten derechos de tercero. Asimismo, cuando se haga necesario, el 

tribunal se asegurará de que los indlgenas cuenten con traductores. 

Los tribunales suplirán la deficiencia de las partes en sus plan­

teamientos de derecho cuando se trate de núcleos de población ejidales 

o comunales, asl como ejidatarios y comuneros." 

·· Reglamento lnt~rior d~ los Tribunales Agrarios 

(DOF,13-may-92) Artículos 38° y41° 

l 
l 



Reglamento lntefior d~ la Procuraduría Agra'ria 

(DOF,28-dic~9G) Artkulos2.;, 8°,· 17°, 22° y 37° 

IV. Disposiciones dp11c:;&b1~i ¿;j, rriater1a·e<.:iucatlva 
' .. : -. . ' ' 

Ley General de Educación , 1 

(oor, 13-jul-93) Arcículos 7°, 8°, 13°, 14°, 16°, 20°, 32°, 33°, 

38° y 48° 

Reglamento Interior de la SecretarCa de Educación Pública. 

(DOF, 26-mar-94) Artículos 2°, 25°, 26°, 27° y36°. 

V. Disposiciones aplicables en materia ad(T11nistratlva. 

Ley Orgánica de la Administración Pública.Fed~ral. ·•. 
(ooF, 25-may-92) Arckulos 26<Jy32~ , .. · .. 

Reglamento Interior ~el~ Sec;~t~r{~ d~D¿;~rrollo Social.·· 

(DOF, 28-dic-95) Artlc~l~~·z~;il8<:>'.:fo0/2oó'; 36~. 38°, 42° y 45°. 
'. , .. · .:: ... ; ;· 5:~~~:r:~·~·,;);:·:·;.r~~:.~;.~ .. t"~'.::.,., -· .· 

VI. Disposiciones ap!Ícgblés/eh}náter/O . de recursos naturales 

· Ley G~rieral 'd~~f.ci~illb~i~ 'Ecológico y la Protección al Ambiente 

(ooi',a.:f.:¿j~~.9G/Á'rtí~uÍ~i:145°,47°~ 59°, 64 bisl, 67'?, 78°, 78° bis, 

79º. 1s7<i58// i 

. Ley Forestal,,·>· ... ·.·· 
(ooii, 20~may-9l)Anículos l 0 , 13°, 19° bis 4°, 33° y 41° 



VII. Comisión Nacional de Derechos· Humanos . . . 

Ley de, la, Comisión Nacional de Derechos Humanos. 

(DOF;' 29j1m-92) Ariículos 25° y 29° ' 

Reglamento Interno de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

(DOF, l 2-nov-92) Artículo 29°. 

VIII. Ley Federal de Derechos de Autor. 

(24-dic-96) Artículos 157°,,158~,159° yl 60° 

IX. Ley de Protección de /as nifiq~, Aiñosyado/escentes 

'(DOF, 29-05-20ció:}Ar~í~ulo 37.0 ~ 

X. Instrumentos internacionales 

Carta de Naciones Unidas, 1945 

Se hace mención por primera vez del derecho de los pueblos. Desta­

can los Artículos 1°, inciso 3); el Artículo 13°; y el Artículo73°. 

- '· · .. « ... 

Declaración Universal de Derechos Humanos/~948 

Destacan los Artículos: 1°,.2°, 4°, 7°• 17,~;,~§y/.7~ ~; 
. :;~ ·<::' .. ·~Y·: :,·;'·;v· ·... . .. . . . . . 

Pacto Internacional de .. Derechos &:on61l\icos; Sóciales, y Culturales 

(16 de diciembre de 1966) Des~cari ¡c);Mr~lb~ i0 ;2{3.;, 13°, 15° y25° 

Pacto lnternacio~al de Derechos thril~s y Políticos, 1966 
',· .·., . ·:.-- ·.;, 

Destaca él ArC!culci 27° 



@----

Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio 

(12 de.enero de 1951) En este documenco se cataloga al genocidio 

como un deliro de derecho internacional y los Estados que lo suscri­

ben se comprometen a prevenirlo y sancionarlo; entendiendo por tal 

la matanza de miembros de un grupo nacional, étnico, racial o reli­

gioso; lesión grave a la integridad física o mental de sus miembros; 

sometimiento internacional a los integrantes del grupo a condiciones 

de existencia que hayan de acarrear su destrucción física total o par­

cial; las medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del 

mismo grupo y el traslado forzoso de los niños de un grupo a otro. 

Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las For­

mas de Discriminación Racial (1965) 

Destaca el Artículo 1 º· 

Declaracióri sobre la R~ y los P~ejui.~!~s·R~cia]es', 1983 

. Declaración de los Derechos d.e las r:fr~n~s ~~~tenecientes a Mino­

rías Nacionales o Emicas, Religiosas o Lingüísticas, 1992 

En codos éstos documentos, lo que se trata enfatizar es la protección de los derechos 

colectivos de los grupos indígenas existentes en el interior de los Estados Naciona­

les, derechos que muchos sistemas jurídicos no reconocían por estar diseñados bajo 

la ideología liberal individualista. Sin embargo, a pesar del reconocimiento de dere­

chos colectivos en el Derecho Internacional, su pleno ejercicio no es tal, porque en 

muchos casos los pueblos indígenas, continúan sometidos al poder de una minoría 

que promueve la hegemonía social por encima de la diversidad cultural. 

Fue hasta la década de los ochenta cuando la cuestión de los pueblos 

indígenas se comenzó a tratar de manera directa y específica por los organis­

mos internacionales. El 8 de septiembre de 1981 la Comisión d¡ Derechos 



Humanos de la Organización de las Naciones Unidas resolvió establecer el 
grupo de trabajo sobre poblaciones indígenas, con el propósito de elaborar el 
Proyecto de Declaración Universal sobre Derechos Indígenas. El Grupo a la 

fecha sigue debatiendo el Proyecto. 
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CAPÍTULO IV 
CONFLICTOS JURÍDICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

Las características del Estado frente a los conflictos étnicos vigentes se han ido 

modificando a partir de nuevos procesos de acción pública, incluyen un marco 

jurídico reformado, donde se reconoce a los pueblos indígenas como parte 

integrante de la Nación Mexicana. Esto en el período 1989 - 1997, nos mues­

tra aspectos de las relaciones e intersecciones sociales que se dan en los diversos 

conflictos jurídicos, donde entre otras tienen lugar situaciones de comunica­

ción intercultural, muy valiosas para el conocimiento, redescubrimiento y con­

tacto con el otro y en la construcción de nuevas ideas del nosotros. 

Recuperar esas experiencias, es uno de los propósitos del presente trabajo, 

además intentamos dar ideas sobre la acción social montada sobre los conflic­

tos por recursos naturales, religiosos y patrimoniales, de los cuales tenemos 

conocimiento directo de campo y creemos importantes, ya que abren nuevos 

campos a estudios sociológicos, que tienen mucho que ver con del derecho 

ecológico y cultural. Así, por ejemplo analizarémos el cambio social y el desa­

rrollo político por la gestión étnica, puntualizando las características de las 

relaciones entre el Estado y los pueblos indígenas. 

Destacamos la contribución de diversos estudios sobre indigenismo~ que_ 

sitúan el inicio del movimiento indio en la década de los setenta, como resulta~ 

do de la promoción o inducción de las políticas gubernamentales,: s~br~todó 
las articuladas al magisterio, a las luchas campesinas por la tierra y al relativo 

acceso al aparato productivo del campo mexicano. 

Sin embargo, para la presente investigación proponemos ubicar el perío­

do 1989 - 1997, como uno de los momentos más importantes de la acción 

social mexicana, por la aparición de los pueblos indígenas como piedra angular 

de ese período, debido a que el proceso de reconocimiento de los derechos 

indígenas en México y el mundo alcanza su clímax, articulando al movimiento 

indígena continental, que demanda el reconocimiento de derechos colectivos 



de asociación cultural, en un marco de autonomía social y políticá,'coino ya se 

analizó en ésta tesis. 

IV. l Conflictos ambientales 

... nos han quitado el monte, 

los mezquites y papaches, 

el Rlo Chlnipas, 

ya no veremos la huella del venado, 

ni comeremos picahaya". 11 ~ 

IV., 7. 7 El acceso a. la jurisdicción. del Estado y el uso, 
disfrute y control de.recursos naturales 

Desde 1989, han aflorado con creciente rapidez las contradicciones y conver­

gencias entre el sistema jurídico nacional y los distintos sistemas normativos 

por usos y costumbres vigentes entre los pueblos indígenas y sus corrí unidades. ' 
Hemos visto que específicamente se desarrollaron tipos de conflicto 'en · · 

materia religiosa, por adscripción de culto, de protección y control de lugares y 
acervos sagrados, así como en materia de acceso y control de recursos' natura­

les. Esos conflictos, configuran en particular tipos de demanda· de ios·p~~blós 
indígenas que no están comprendidas explícitamente en el marco,júd~ú::~'ac~ 
mal, en el sentido del reconocimiento de sus derechos colectivo~'ic~ltur~les, 
económicos y políticos. ' ,,;;_;r·0s n::' 

Del conjunto de conflictos que demandan el acceso Y:C'ontrol/de' esbs 

pueblos sobre sus recursos naturales, resaltan tres tipos gen_eral~s cle'ói:sds; ,. 
- - - , . ;· - - - - ~ 

" ,r-.l. 

114/ Chanlto. contóba éstos palabras., al Igual que las demós autoridades agrarias y 
religiosas del Pueblo Mayo de Hultes. Muncllplo de Cholx,' Slnaloa, · 13 de septiembre 
de 1995. · · · · · ·· · · · 



Conflictos por distintos tipos de recursos: con terceros, con las institucio­

nes gubernamentales o con otros pueblos y comunidades indígenas. 

Conflictos debido a la existencia de poblaciones indígenas desplazadas 

por obras de infraestructura, en particular presas. 
Conflictos derivados de una acción Estatal, que determina a ciertas co­

munidades indígenas asentadas en áreas naturales protegidas. 
Los problemas particulares de las comunidades indígenas, que están den­

tro de la categoría jurídica reconocida como áreas naturales protegidas (ANP's), 

se restringen en cuanto a las formas de aprovechamiento de especies silvestres y 

uso de sucio, así como al presupuesto de inversión productiva y para obra 

pública que se destina desde los municipios a esas comunidades. 

En ello hay un gran problema en mala hora para los pueblos indígenas, ya 

que en ambos casos las normas oficiales mexicanas (NOM) que aplican en las 

ANP's, condicionan o impiden que algunas prácticas socioculturales vigentes 

en las comunidades se lleven a cabo. Los efectos que esto acarrea, son de un 

fuerte impacto negativo en la organización socioeconómica comunitaria y de 

violencia jurídica en contra de conocimientos y usos ancestrales de flora, fau­

na, hongos, minerales, agua y tierra, que aparecen como lesivos al bien común 

de la nación. 
Así, tenemos entonces que distinguir dos tipos de poblamientos indíge­

nas dentro de las ANP's: 

Los que están ahí ancestralmente (desde antes de la existencia del Esta­

do mexicanC>) o desde antes del reparto agrario del siglo xx y 

Aquellas quehan sido,desplazadas recientemente hacia esas zonas por 

políticas de poblamiento de regiones con poca demografía, por desas-

. tres náí:urales o por conflicto y violencia soá1les . 

. \, ' '· '. . ~-.i i ~ . ' 
. ',, .• 

End primer .conjunto, los que ahí han estado siempre; es donde se man­

tiene .en losh7c.hos una cultura.que no. está necesariamente en contradicción 



con la conservación de los ecosistemas, porque las culturas mism'::is son parce 
del entorno, el paisaje y el territorio. · 

En el segundo grupo sin embargo, casi nunca se habla de comunidades o 

grupos de familias que culturalmente estén vinculadas a los ecosistemas, más 

bien son grupos hacia donde han sido relocalizados u orillados a instalar 

asentamientos irregulares, normalmente se trata de poblamientos, éstos, que sí 

tienen un fuerte impacto en contra de los recursos naturales, porque en este 

otro tipo de ocupación de tierras, queda implicado el rápido avance de la fron­

tera agropecuaria y la consecuente afectación de especies silvestres endémicas. 

Por lo tanto, los conflictos de los pueblos en ANr's observan una doble 

complejidad, que tiene que ver de un lado, con el problema de defender el 
derecho histórico de los pueblos a sus territorios y recursos naturales, salva­

guardando el interés público sobre los acervos biogenéticos y minerales, del 

otro lado es necesario diferenciar jurídica y políticamente los asentamientos 

irregulares de los ancestrales, manteniendo criterios de equidad en las acciones 

gubernamentales. 

En esta doble complejidad, debemos hacer notar la existencia de otros 

asuntos no resueltos por las leyes, que provocan tensiones entre las ·mismas 

comunidades y las instituciones. Podemos confirmar la existencia de denun­

cias contra organismos privados y no gubernamentales nacionales y 

transnacionales, que llevan especies para colecciones faunísticas o florísticas 

privadas o para empresas farmacéuticas o de investigación científica básica, 

que obtienen los germoplasmas de especies endémicas y que se patentan al ser 

sintetizados, sin un beneficio directo para las comunidades que tienen esos 

recursos en sus territorios. Es pertinente señalar, que mucho de ese saqueo no 

está tan controlado en la práctica, como el aprovechamiento doméstico de las 

comunidades, cuando ocurre dentro de las ANr's. 

Por otro lado, la extracción de recursos estratégicos en territorios demar­

cados como ANP's, lo que incluye minerales, petróleo y agua, irnplica la ope­

ración de las instancias paraestatales y estatales (Pemex, Secretaría de Energía, 



CNA) que actúan sin acato a la Norma Oficial Mexicana ni a las convenciones 

que obligan a tomar en cuenta a las poblaciones locales y con rotal impunidad. 

Las dos situaciones denotan que el impacco contra el medio ambiente, sigue 

siendo una asignatura pendiente para toda la sociedad y no sólo en la relación 

con los pueblos indígenas, donde la aplicación de la norma no es igual para 

empresas e instituciones que para los pobladores de éstas áreas "protegidas" o 

más bien protegidas parcialmente. 

En términos más específicos, otro grave problema es el desfase encre las 

declatorias y decretos de las ANP's y los planes de manejo, que en algunos casos, 

no son vigentes legalmente sino "borradores oficiales" o "propuestas", circuns­

tancia que impacta a su vez, dos procesos básicos social y jurídicamente necesa­

rios, las consultas a la población local sobre la instalación de una ANP ·y la 

participación de las comunidades en los dispositivos de administración para 

cada ANP. 
En México existen actualmente 127 ANP' s (dato de julio del 2000) y otras 

300 en recatalogación. En todas ellas, se localiza a la población indígena y 

están desagregadas en 6 categorías, según competencias municipal, estatal o 

federal. Del conjunto de 127 ANP's, en 29 existen comunidades indígenas le­

galmente reconocidas, que se distribuyen en Campeche, Chiapas, Chihuahua, 

Guerrero, México, Michoacán, Oaxaca, Queréraro, Quintana Roo, San Luis 

Potosí, Veracruz e Yucarán. De las comunidades indígenas en esas entidades 

federativas, en términos ecológicos y ambientales muy pocas logran tener acce­

so a la jurisdicción del Estado, en el sentido de que sus intereses colectivos 

comunitarios no son atendidos por las instituciones competentes, además de 

que las leyes resultan más claras para proteger el medio ambiente y nulas para 

proteger intereses peculiares, jurídicamente hablando de las comunidades. 

Efectivamente, la gestión interinstitucional es prácticamente incapaz de 

atender la demanda indígena, porque generalmente las instituciones son dura­

men ce cuestionadas por sus actuaciones u omisiones, además porque las ges­

tiones son lentas y normalmente parciales. 



Para darnos una idea del tamaño del problema que tratamos, a continua­
ción presentamos un conjunto de fichas técnicas de coníliccos,'que l,o's'púeblos 
indios desarrollan en la búsqueda por el acceso a la jurisdicción déLESrado, 
como lo establece el Art(culo 4° de nuestra Constitución Política~· 

IV. 1.2 Conflictos étnicos en Areas Naturales Proteglcic1s 

a) Reserva de la Blosfera Chlmalapas 

Oaxaca. Pueblo Indígena: Zoque 

Conflicto existente: Los· Chimalapas geopolCcicamente es uria' región impor­
tante, por la industria petroqulmica y las posibilidades de' comunicación 
translstmica que ofrece, junco a un gran polo de;desarí:ollOcori foerie Creci­
~ienco económico, que además por si fuera poco, cuenca~o~ Ú.na'enorme 
reserva hidráulica y biogenética. . ;;,",''; f·;"·~J~< > . . . 

Los pueblos Zoques de los Chimalapas, aún reprc:senc~ l:¡ ritayó~la dé pobla­
ción en los municipios de Sanca María y San Miguel y no obst~i:Cf qu~ éÓnservan 
importantes vestigios arqueológicos, y prácticas de agriculn1cit~di~i6J~\ ~iisi:enta­
ble, encuentran oposición de la SEMARNAP, que impulsa el c:aü;b.ió clel:Üso del sucio 
sin considerar las eventuales transformaciones culturales/~ . . . . 

Paralelamente, en los Chimalapas se discinguen;'iriuchÓs poblamientos 
desvinculados del hábitat y más bien incorporados a l~s·ini:ereses de madereros 
y finqueros, para el saqueo de los recursos for~sfales.i Cabe precisar que esos 
pueblos reasencados a finales de la década de lo~: 70 's; alcanzaron derechos 
como comuneros y fundaron 4 congregacionesiúniéndose luego a la lucha por 
la autonomía y el control de los recursos naturales,' é¡u¿ han venido desarrollan­

do los Zaques. 
Los Chimalapas cuentan con: 594 mil· hectáreas de selva tropical, que 

corren un grave peligro por la persistencia de los incendios forestales, aunado a 
ello, no dejan de darse los conflictos agrarios. En efecto, los pueblos Zaques no 



obstante que cuentan con su título primordial de 1687 y la resolución agraria 

en 1967 que reconoce, ratifica y titula los bienes comunales en posesión de 

Santa María y San Miguel Chimalapas, continúan en disputa 28 poblados por 
160 mil h~ctáreas. Los conflictos persisten desde la década de los 50's, provo­

cados por las compañías madereras, errores cartográficos y vados legislativos. 

En suma, la región presenta tensiones geopolíticas por el conflicto de 

límites entre los estados de Oaxaca y Chiapas, por la apropiación de los recur­

sos nacurales, por la declaratoria de la reserva de la biosfera y por la compleji­

dad étnica prevaleciente, ya que se han dado movimientos migratorios promo­

vidos con gran intensidad en la década de los 70's y desplazamientos de pue­

blos chinantecos, mixes y mixtecos, así como de tzeltales, tzotziles y choles, 

que sufrieron los efectos por la construcción de la presa Cerro de Oro en Oaxaca; 

la falta de tierras y los conflictos religiosos en Chiapas, respectivamente. 

En la década de los 90's, en medio de una crisis política sin precedente, se 

intentó un proceso de conciliación agraria, que terminó favoreciendo a los 

"nacionaleros", es decir a los madereros y finqueros. Por ello, en 1995 los co­

muneros inician los procesos para la elaboración de estatutos comunales. 

Así, el movimiento social en la región cobra vigencia en los 90's. Se crea 

la reserva ecológica, se impulsa en la comunidad "La Gringa" el área piloto 

comunal de manejo y conservación, se desarroll~n procesos organizativos para 

la defensa del territorio y el aprovechamiento de los recursos naturales, se gene­

ra la elaboración de estudios de ordenamiento y planeación participativa del 

territorio y se impulsan propuestas de reformas a la legislación ambiental, para 

incluir el concepto de reserva ecológica campesina como modalidad de área 

natural protegida. Por lo demás, se inician dinámicas de concertación entre las 

instituciones, pero desgraciadamente para hacer promesas de obras y repartir 

becas de solidaridad y camionetas. 115 

115/ Toller de Derechos lndígenos. Casa Comunal. San Miguel Chlmalapas. Oaxaca, 11 
de diciembre de 1997. 



Por si falcaba algo, en el año de 1999, en plena efervescencia del movi­

miento zapárisra; los gobernadores de Oaxaca y Chiapas escenifican un diferendo 

por el conflicto de límites geopollticos, que habría de llevar al Ejército a la 

región a efecto de que no ,se parara la construcción de una carretera en la zona. 

b) Reserva de la Biosfera Montes Azules, Chiapas 

, Pueblos'iridíg'enas: La,candones. Choles. Tojolobales. 

Tzeltaies y Tzoitziles 

Conflicto existente: Por el Decreto de la Reserva Integral de la Biosfera,1 16 los 

terrenos de las comunidades lacandonas fueron reconocidos y titulados el 26 de 

noviembre de 1971. Siete años más tarde, el Ejecutivo Federal creó una coordina­

ción ejecutiva en materia de conservación, que no logra consolidarse y luego des­

aparece. En 1986 se formó una comisión inrersecrerarial, que logró concertar ac­
ciones a nivel federal y con la población campesina, sin embargo olvidó la gestión 

e interlocución en el ámbito estatal y municipal y dos años después dejó de funcio­

nar. Es precisamente en 1988, cuando se incluye al Gobierno Estatal y a los grupos 

sociales chiapanecos, a través de la coordinación del Programa Integral Selva 

Lacandona, que impulsarla posteriormente, un acuerdo que restringe los aprove­

chamientos forestales y faun(sticos en la Reserva. 

Poco tiempo después fueron emitidos los decretos de dotación para 26 ejidos 

de la subregión de L1S Cañadas, que afectan terrenos de la comunidad lacandona y 
de la Reserva, en ésta, el 17% lo representan las tierras de propiedad ejidal-comu­

nal, mientras, los terrenos de propiedad indefinida constituyen el 25% tratándose 

de predios ocupados desde los años setenta. Por su parre, los terrenos de propiedad 

nacional ocupan un 57% de la Reserva y están libres de roda ocupación. ','7 

116 / DOF, 12 de enero de 1978 

117 / Instituto Nocional de Ecología, Informe Anual mimeo, México. 1993 



De ac.uerdo con el decreto de creación de la Reserva, se incluyó el 86% de 

los terrenos comunales, propiedad de la comunidad lacandona, as{ como el 
13% de terrenos que desde los años cincuenta, mantienen asentamientos hu­

manos rurales. 118 En la Reserva y su zona de influencia, existen 68 comunida­

des con un total de 26,220 habitantes. Tan sólo en el interior de la Reserva hay 

9,822 habitantes, según el censo de población de 1990. En suma existen más 

de 200 asentamientos humanos irregulares, que tienen problemas de tenencia 

de la tierra. 

Cabe señalar que en la Selva Lacandona, el acelerado proceso de explota­

ción de la tierra y los recursos naturales, mediante el fomento de la producción 

agropecuaria y forestal, permitió el consecuente cambio de uso del suelo y una 

drástica disminución de la superficie boscosa. Posteriormente se da la apertura 

a la carretera fronteriza, y se promueve la exploración y explotación petrolera, 

con lo cual se acentúa el fenómeno de la devastación de la selva. 

De tal manera, la Selva Lacandona terminó por convertirse en una región 

receptora de población, hasta 1986 que se establecieron los más recientes poblados. 

Así, los asentamientos en la Reserva y su wna de influencia pertenecen a los grupos 

étnicos Cho!, Lacandón y Tojolobal, a quienes se han agregado a partir de 1960 

grupos de migrantes Tzeltal y Tzotzil, procedentes de Los Altos y del centro de 

Chiapas, que se han asentado en la parte sureste de la selva. Además, también 

existen siete nuevos centros de población ejidal en las cercanías de la Reserva, de 

pobladores que provienen de otras entidades de la República. 

Actualmente, se puede recortar el caso respecto la tensión entre las comu­

nidades exhortadas a movilizarse fuera de Montes Azules, con las instancias de 

Semarnap y el Ejército Mexicano a quien fue encomendado el desalojo. En este 

conflicto, el universo de comunidades en la negociación: es-·de·•36. 

' . . 

118 ¡ ReseNos de la blosfero y otros óreos naturales p~otegldos de México. ~cret~r~~· ~e 
Medio Ambiente. Recursos Naturales y Pesca, lnstltutaNciclonalde Ecología y Con-
sejo Nacional de ta Blodtversldad. 1995 · ' 



Presumiblemente la mitad (no zapatistas) ya aceptaron los términos de Semarnap 

para recibir más de. 20 mil pesos para salirse, pero sigue el conflicto entre las 

comunidades que no han·aceptado esos mismos términos y que podemos pen­

sar que se trata de las comunidades identificadas como zaparistas. 

e) Reserva de l(J Biósfera de Calakmul, Campeche 
Pueblos Mayas 

- -·. . -

Conflicto cxist~nte: En 1989 se publicó en el Diario Oficial de la Federación 

el decreto que establece como reserva de la Biósfera a Calakmul, que tiene una 

extensión aproximada de 750 mil has., siendo el área de selva tropical más 

grande de México. 119 Está integrada por dos zonas núcleo que abarcan la ma­

yor parre de la superficie. La población indígena que fue reubicada no cuenta 

con tierras aptas para la agricultura, existen saqueos arqueológicos y de recur­

sos forestales maderables. Se hace necesaria capacitación y organización de las 

comunidades para la prestación de servicios turísticos de bajo impacto. Se re­

quiere de una participación real de las comunidades indígenas asentadas en 

este territorio, como parre del consejo de administración del ANP. La demanda 

de atención gira en torno a que existen procesos consultivos con las comunida­

des según o previsto en el arrículo 47º de la Ley General de Equilibrio Ecológico 
y Protección al Ambiente (Legeepa). 

Después de realizar diversos talleres de autodiagnóstico, la población in­

dígena afectada por la declaratoria de la Reserva de la Biosfera de Calakmul, 

planteo en una mesa inrerinstitucional con la Semarnap: Involucrar a la pobla­
ción indígena en el Comité Técnico de la Reserva, difundir y capacitar sufi­

cientemente sobre el programa de manejo, a cada una de las comunidades 

indígenas afectadas, articular un Plan de Manejo con la participación real de 

las gentes y en la definición de tipos de aprovechamiento posibles. 

119 / ooF. 23·mayo-19B9. 



d) Reserva de la Biosfera Pantanos de Centla, Tabasco 120 

Pueblo Chontal 

Conflicto existente: El sistema hidrológico de los páncanos de Cencla en terri­

torio choncal, fue en una gran porción, declarada Arca Natural Protegida por 

su importancia en especies únicas. Sin embargo el trámite administrativo no 

sólo fue mal elaborado geográficamente, sino que pasó por aleo la existencia de 

poblamientos chontales en la zona, declarando finalmente las áreas "núcleo" de 

la Reserva, justamente sobre las cierras de aprovechamiento agr!cola de las co­

munidades, impidiendo con ello que las instituciones canalicen recursos por 

motivo de las restricciones ecológicas mal planteadas. Simultáneamente Pemexha 

mantenido, sin restricciones sus trabajos, contaminando canales y cadenas 

tróficas de especies en ese mismo territorio. 

e) Reserva de la Biósfera Alto Golfo de California y Delta del Río 

Colorado, Baja California121 

Pueblo Cucapah 

Conflicto existente: En 1993 fue decretada como Reserva de la Biosfera con 

una extensión aproximada de 934,746 has. y una zona núcleo de 164,799 has. 

Dentro de esta extensión se encuencr.a asentada la comunidad indígena el Ma­

yor Cucapah teniendo como principal 'a.ccividad ecónómica la pesca desde tiem-
pos ancestrales. . .. . . 

Anee esto la Semarna,p concedió permisos r:ira'pe,scarenla zona núcleo, 

la cual sin mayor argumemo~•fue; d~s~o~~~ido 1p(J~; l~s aut~ridades de .Baja 

California, impidién.~ole,c?~~st:i;~ali~:í'.rsus acti~idade~ y genérando un con-
1'L~· :{-:,·:~~.).;J!·;·, , .. --.. .:. ,-·· .. ,; ·. r", ·· 

- ·- · .. .;c.~-;.---7."~ 

120 I DOF, 6 de CJg~st~de1992 .. 

121 / om;·1Sde'.junlo de 1993. 



flicco que se encuentra latente. A instancias de la comunidad, se procedió a 

elaborar una demanda de amparo administrativo y una denuncia penal en contra 

de las autoridades centrales de la Profepa, toda vez que la prohibición injustifi­

cada de pescar les ocasionó un grave daño a los miembros de la comunidad. 

En mayo 25 de 1999, la Semarnap se vio obligada a elaborar una agenda 

de trabajo que tendría por objeto agotar los siguientes tema: 

Generar información sobre la dinámica de las especies en aprovechamien­

to y sobre los volúmenes de aprovechamiento que tienen los cucapah. 

Elaborar propuesta del esquema bajo el cual se dada el aprovechamien­

to de las especies. 

Establecer un mecanismo de regulación de dicho aprovechamiento. 

Presentar la propuesta a la comunidad y obtener su aprobación y consenso. 

Elaborar proyecto para obtener el financiamiento de instituciones pú­

blicas o privadas. 
Elaborar un sistema de vigilancia en el área autorizada para realizar la pes-

ca. 

Incorporar al IN! con el Consejo Técnico Asesor de la Reserva de la Biósfera. 

Proponer proyectos alternativos de aprovechamiento de los recursos 

naturales, para procurar el desarrollo integral de la comunidad cucapah. 

O Reserva de la Biosfera Sierra de Mananllán, Jalisco y Colima122 

Pueblo Nahua 

Conflicto existente: Una de las demandas más urgente que hace patente la pobla­

ción indígena es la que tiene que ver con los modos de producción socioeconómica 

de las comunidades indígenas, donde es necesaria una mayor atención por parte de. 

las autoridades ambientales; y en cuanto a los programas de conservación y ~anejo 

122 / Decreto. 23-morzo· 1987. 
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de los recursos naturales, puesto que proliferan: incendios forescales, erosión y dis­
minución de la fertilidad de suelos, demanda creciente de leña y madera para uso 
doméstico, además de que existen fuerces presiones por el cambio de uso del suelo 
sobre los bosques por desmonres para agricultura. 

Demandan además poder participar directamente en el manejo y admi­
nistración de la Reserva de la Biosfera. La empresa minera Peña Colorada está 
contaminando gravemente la zona y las comunidades indígenas demandan 
una mayor atención. En lo que respecca al desarrollo comunitario, se han ido 
perdiendo los conocimientos tradicionales sobre el uso de los recursos natura­
les, aunado a que la infraestructura y los servicios públicos son insuficientes, lo 
que origina un aleo índice de Emigración. 

Como una acción preponderante, a partir de la urgencia de la protección 
de los recursos naturales y del programa de manejo, se buscan acrividades de 
capacitación y educación ambiental con las comunidades indígenas. Asimis­
mo, se impulsa la creación de una UMA(Unidad de Manejo y Aprovechamien­
to) para la conservación de la flora y fauna local. 

g) Área de Recategorizacl6n Isla Tiburón, Sonora123 

Pueblo Serl 

Conflicto existente: Son varias las tensiones existences, entre las que destaca la 
sobreexplocación pesquera por parte de los barcos camaroneros, sardineros y 
pequeños pescadores, así como sobreexplocación de especies vegetales para la 
fabricación de carbón (palo fierro, mezquite y cactáceas). Existen conflictos 
entre la comunidad seri y otros pescadores para la vigilancia de las coscas, debi­
do a la poca claridad del decreto que les otorga exclusividad de pesca con res­
pecto a la poligonal del área, ya que vigilan zonas que no les corresponden. 

123 /Decreto 15-morzo-1963. 



Otro problema existente se da entre los Seris y la Secretada de Marina; porque 
no se permite bajar a los Seris a la isla cuando van acompañados por mestizos. 

Además existe una gran conf~sión enrre los Seris respecto de las activida­
des que pueden llevar a acabo en la isla. 

Mención aparte merece lo relativo a la guardia tradicional Seri y la Secre­
taria de Marina. En 1 997 se realizaron diversas gestiones en coordinación con 
la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), con el objeto de 
brindar apoyo a la guardia tradicional en sus acci~nes de vigilancia, debido a 
los ilícitos detectados en los primeros recorridos, tanto en tierra como en mar, 
realizando trabajos de saneamiento ambiental, reparación de caminos y bre­
chas al interior de la Isla. 

La vigilancia en el mar consiste básicamente en la identificación de em­
barcaciones que se encontraron pescando en aguas pacrimoniales del pueblo. 
Se detectó también la cacería furtiva del Borrego Cimarrón, especie que se 
encuentra en vías de extinción. Otro de los ilícitos encontrados es la captura 
ilegal de tortugas marinas, lo cual representa una grave ofensa a la tribu, ya que 
para ellos esra especie es sagrada. Todo este proceso está enmarcado en un 
convenio con la Secretaria de Marina que integró a la guardia tradicional a la 
vigilancia del canal Y. la isla 

Los Seris, han propuesto realizar estudios de factibilidad para el estableci­
mienro de Unidades de Manejo y Aprovechamiento (UMA) en las regiones priorita­
rias, donde se definan las posibles especies de flora y fauna susceptible de aprove­
charse, la caracteri1.ación de las unidades de producción extensiva o intensiva y. el 
presupuesto de los proyectos. Consideran que se deberá hacer énfasis en ordenar el 
aprovechamiento de plantas artesanales y medicinales para obtener mayor benefi­
cio para las comunidades indígenas y en la elaboración de la Norma Ofcial Mexica­
na (NOM) para la flora medicinal. Se propone restringir el uso de algunas plantas 
artesanales (palo fierro, linaloe, pita, cactáceas) exclusivamente para los miembros 
de la comunidad, así como la realización de talleres de capacitación técnica para el 
mane~o de la vida silvestre y el conocimiento de la legislación ambiental. 



h) Reserva de la Biosfera de El Pinacate 

y el GranDesi~rt~ de Altar, Sonora12• 

Pueblo O'odham 

Conflicto existente: Dentro del área considerada sagrada en la laguna, hay una 
plaga de una planea que no tiene usos culcurales en Quitovac, que crece en los 
márgenes azolvados del cuerpo de agua. Esca situación es considerada un problema 
de "salud" para la laguna y se requiere de atención al respecto. Por otro lado los 
Tohono O'oclham de Arizona consideran esa misma planta necesaria para su cestería 
ricual, ofrecieron en algún momento recursos}' eraba jo, para desasolvar la laguna a 
cambio de obtener el tejido vegetal útil que se extraiga. Sed necesario consultar a la 
comunidad indígena de Quitovac, para que se pueda elaborar proyecto alguno. Por 
otro lado existe poca claridad en los permisos ororgados a la minera canadiense 
Heda de capital privado, para excraer oro y placa, lo que implica el uso de cianuros 
a unos cuamos metros del único manto freácico de la laguna sagrada. 

Se busca ampliar el trabajo de prospección }' conracto con la comunidad 
de Quitovac para consensar la propuesta de los o'odham de Arizona y verificar 
el estado de las concesiones para extracción de minerales por terceros. 

Asimismo, los encargados de la Reserva de El Pinacate, así como genre de 
Quitovac y Caborca reportan saqueo de morusa (ceniza) volcánica por parce de 
ejidatarios no indígenas de la concigilidad de la Reserva. La morusa volcánica es un 
objeto sagrado para los O'odham y un recurso natural no renovable, que debe ser 
cualificado y reconocido como patrimonio cultural de esce pueblo. Es imporcame 
mencionar que con el esquema de organización del trabajo en esta Reserva resulta 
nula la participación O'odham en su planeación, conservación y administración 

Por lo demás, es preciso establecer comunicación con el equipo direccivo 
de la reserva de El Pinacate y reconocer los campos de colaboración posibles 

124 / DOF. lO·Junlo· 1993. 



para ampliar la participación de O'odham'inexicanas'enli:;s·próyecros y roma 
de decisiones de la Reserva, en particul~~' en: l~''prot(!cCió~· de la n1orusa volcá­
nica corrio acervo sagrado. 

' ' . .. .. . . ' ' .:>' : .. :''' ·'¡::, 
1) Reserva de la Blosfera Mariposa Monarca;> 

Estadó d~ Méx1co-Michoa~6~1 ;s)''• · ' 
Pueblo Otomle:MazahG2JI' · · · 

. Conflicto existente: Existen ascnramientos humanos, principalmente el 
conurbamiento de los poblados de Ocampo, Angangueo y el Paso y el creci­
mienro demográfico en Zitácuaro que se acerca a los lfmites del santuario Ce­
rro Pelón. Existe una sobrexplotación forestal, afectándose severamente Chivati, 
además del deterioro de una importanre cantidad de recursos naturales: pérdi­
da de suelo y disminución de su fertilidad, así como un aumenro de incendios, 
plagas forestales, erosión generada por desmonre. Además de los anterior, la 
actividad turística se realiza en forma desordenada. 

Es objetable el otorgamiento de los permisos de aprovechamiento forestal 
en las llamadas "zonas de amortiguamiento" de las áreas protegidas concedidas 
por la Semarnap, porque hay una total ausencia de supervisión en el número 
de hectáreas que se corran. 

Las actividades desarrolladas hasta el momento tienen que ver con capa­
citación en materia ambiental. Se ha propuesto la realización de diagnósticos 
de la vida silvestre en la zona, buscando el consenso con la comunidad de las 
propuestas de conservación, manejo y aprovechamiento de algunas especies de 
flora y fauna silvestres. Una de estas es el establecimiento de una Unidad de 
Manejo y Aprovechamiento. Por otro lado una alternativa económica, se pro­
yecta con el cultivo de hongos y otras variedades vegetales, como una manera 

125 /Decreto, 9·octubre-1966 



de reducir la'presión social sobre las áreas procegidas, puesla rala de los santua­

rios se tradudrf a la larga en una pobreza total e irreversible. 

·.:·-_. - ,· ' 

j) Reserva de la Blosfera Arrecifes de Slan Ka an, Quintana Roo 126 

Pueblo•Maya 

Conflicto existente: Esta Reserva es de administración privada, a pesar de que 

contiene asentamientos (muy anteriores al decrero) de familias de pescadores que 

no están reconocidas dentro del terrirorio protegido. Hay turismo que llega al área, 

aunque en pocas cantidades hay la posibilidad de que aumente y de no ser contro­

lada se puede convertir en una fuerte perturbación. Una situación fundamental es 

la falta de definición de nuevas zonas mkleo, que incluyan la superficie marina con 

arrecifes de coral intacros de la actividad humana en la región. Es importante men­

cionar que en la zona núcleo de Cayo Culebras se presenta afluencia turística eleva­

da, tránsito intenso de lachas y sobre exploración de la langosta por parte de los 

pescadores. Para hacer compatibles las necesidades de conservación y aprovecha­

miento de los recursos naturales en los programas de manejo de las Arcas Naturales 

Protegidas. se concerta entre las f.unilias de pescadores, las alternativas productivas 

acordes a la realidad regional. Asimismo se promueve su participación en los órga­

nos de consulta para el manejo ecoturístico y en la legislación ambienral. 

k) Área de Protección de Flora y Fauna Yum-Balam, Quintana Roo121 

Pueblo Maya 

Conflicto existente: El escenario inicial, cuando la APFF fue decretada área de 

quemas incontroladas en las selvas, cacería furtiva, exploración forestal 

,126 (Decreto, l:febrero-1998. 

127 / Decreto. 6-Junlo· 1994. 



inconrrolada por proyecros futuros de acuaculrura exrensiva.y ganadería. Pla­
nes para el desarrollo de megaproyecros de fomento turístico, pesca incontrolada, 
presión urbana sobre la parte aira de la región, consrrucción de caminos nue­
vos para cruzar el área. 

Exisre una seria amenaza por el fururo crecimiento del corredor turísrico 
Tulum - Cancún. Se están realizando esrudios en mareria de flora y fauna de la 
región, invenrarios de la biodiversidad en seis ecosisremas de El Eden. Asimis­
mo se están realizando estudios de asentamientos humanos, agroecológicos, 
regeneración de selvas, desarrollo de la infraestructura para ecorurismo. Y un 
proyecto muy importante que es el de ecología producriva propuesto por el 

ejido de Kanrunilkin, respecto de la cría de venado. Todo ese proceso en una 
relación de varios años enrre organismos civiles, comunidades y gobierno local. 

1) Reserva Especial 

de la Blosfera El Ocote, Chiapas 

Pueblos Zoque. Tzotzll y Tzeltal 

Conflicto existente: Fue decrerada el 24 de mayo de 1972 por el Gobierno del 
Estado como área natural y rfpica de Chiapas, con el ripo ecológico de bosque 
lluvioso alto; posteriormente se ratificó este decrero y el 20 de octubre de 1982 
el presidente José López Portillo la decretó como zona de protección foresral y 

fáunica. A principios de la administración de Miguel de la Madrid, el manejo 
del área pasó a manos de la Sccreraria de Desarrollo Urbano y Ecología que le 
asignó la categoría de Reserva Especial de la Biosfera. 

En la región se localizan diversos sitios arqueológicos poco estudiados. 
Algunos sitios quedaron inundados por la presa Netzal1Ualcóyotl (Malpaso). 
La cultura de los pueblos zaques, es predominante en la región. 

La construcción de carreteras y especialmeme, de la Hidroeléctrica 
Netzahualcóyotl, transformó los asentamiencos humanos y el medio ambien­
re. El proceso de transformación de los zaques y del medio se ha acelerado por 



la llegada de tzotziles y tzeltales, provocada por d,rep.arto ~e las tierras, causan­
do serios problemas de adaptación, por los nuevos pobladores que provienen 

de regiones templadas, con características diferentes ~ la región tropical a la 

que se están incorporando. 

En la reserva hay alrededor de 3,600 hab,itantes. El 86% en la porción 

norte y el 14% en el sur. El promedio es de 21.15 habitantes/ km2
• No está 

considerada en estas cifras la población flotante que de alguna manera tiene 

influencia en la zona. Las comunidades cuentan con escasos servicios, existen 

pocas escuelas y clínicas. Los pobladores viven de la agricultura de subsistencia, 

frutales, ganadería, extracción de madera y comercio de fauna. 

Los problemas que se presentan en la reserva, están íntimamente vinculados 

con la invasión de terrenos del área protegida por campesinos de escasos recursos 

que carecen de tierra. Esca situación los obliga a realizar un uso poco planeado de 

los recursos naturales. Algunos de los problemas de la reserva son: falca de vigilan­

cia, asentamientos humanos irregulares dentro de la reserva, desmontes con fines 
agrícolas y ganaderos, cacería furtiva, extracción de flora y fauna y tráfico con ellas, 

construcción de caminos, erosión del suelo y crecimiento demográfico de la región 

con el desarrollo de actividades relacionadas a ello. 

Instituciones gubernamentales, científicas y/o conservacioniscas que tra­
bajan en la zona, han planteado diversos proyectos de desarrollo como la pre­

paración de compostas para agricultura orgánica, proyectos piloto con palma 
shate, frijol, abono, control biológico de broca, huertos familiares y actividades 

de difusión, exposiciones fotográficas en escuelas, trabajo con niños y sanea­

miento ambiental. 

m) Reserva de la Biosfera El Triunfo, Chiapas 

Pueblos Mam. Ttzotzil y Ttzeltal 

Problemática existente: A p~incipios de este siglo cllan~~ se.in}ció.7l 17ul- . 

tivo de café en el. Declive del Golfo de la Sierra, sllrgieron .las primeras. finc:as 
. . .. ' . . ' .... " . ,• ·: ·"·-; , ;~ . ' 



cafetaleras que provocaron la inmigración de indígenas de Los Altos de Chiapas 

y de Guatemala. Los primeros ejidos fueron establecidos en la década de los 

cincuenta, alrededor de las fincas. 

Existen, 27,719 has., de terrenos nacionales (zona núcleo); 93.458 ha, de 

propiedades privadas y ejidales (zona de amortiguamiento). Hay algunos 

asentamientos humanos irregulares y en la zona de amortiguamiento hay terre­

nos comunales. 

La población humana dentro de la zona protegida consta de 26 ejidos, 

195 asentamientos y 15,000 habitantes aproximadamente. Al sureste de la re­

serva se localizan asentamientos del grupo mam; adicionalmente, existen mu­

chas comunidades inmigrantes de Los Altos de Chiapas (tzotziles y tzeltales). 

Las amenazas principales son los incendios forestales, la tala inmoderada 

en el área de amorriguamiento, las prácticas agrícolas inadecuadas, los 

asentamientos humanos irregulares, el incremento de la población, canto en el 

área de la reserva como en la de influencia y los planes de desarrollo sin consi~ 

deración del impacto ambiental. 

Actualmente, la Reserva de la Biosfera El Triunfo está dentro del progra­

ma Parques en Peligro de la organización conservacionista The Nature 

Conservancy. Se ha propuesto elaborar un plan de manejo a largo plazo; coor­

dinación interinstitucional en el área de la reserva; elaborar una propuesta de 

ampliación en la zona sureste. En el área circundante a las instalaciones mane­

jadas por el Instituto de Historia Natural (IHN)es prioritario dar manteni­

miento a las instalaciones, así como llevar a cabo un programa de señalización 

de la reserva. 
La Reserva de la Biosfera El Triunfo debería convertirse en el punto medular 

para un plan de ordenamiento ecologico·y el'establecimiento de un área de 

conservación extensa o biorregión. 
El Instituto de Historia Natural .es la institución que ha venido tr;¡bajan­

do en la reserva desde 1972, cuando s'C:deé:'ietó est~talmenée~ siíi b"í'.nbargo. a 

partir de 1986 se fortáleciód trab~jo d~líi:;t.S, pti~~ ha contado eón'~!. apoyo de 



diver~~s organismo. m~ltilaterales e instituciones del gobierno Peder.al estatal y . 
municipal. . · : .. · ... , , ·· · · · ·:'· 

Pordo .dern.ás, se plantea una regionalización écológica, regenéra~ión .del 
bosque'.·de niebla; aves migratorias, inventarios de flora y fauna, agroeé:~logía 
de especies importantes como el quetzal y el pavón y la herpeÍ:ofauna de la 

reserva~ así como ecología de hongos macromicetos. 

Por otra parte, existe un plan operativo con cinco programas de manejo: 

a) operación y vigilancia; b) difusión y cultura ambiental;c) planificación; d) 

investigación, y e) desarrollo comunitario. Se lleva un ~alendario de vuelos de 

protección y detección de ilícitos; convenios de trabajo con comunidades y 
predios. 

IV. 7 .3 Afectaciones.de población 
en la .construcción de obras de)nfraestructura 

En ésta tipologí~ de conflictos, encontramos los clesp;azamientos. clé pueblos 

indios relaciónados con· la construcción de presas, carreteras,:.p~rq\1~5 i.~dus­
triales y proyectos de gran turismo. En México, la historia de los clesplaia'mien­

tos por la construcción de presas hidroeléctricas, se remonta á la segunda mitad 

del siglo xx, con las afectaciones en contra de los pueblos mazat~cos, chinantécos 

y cuicatecos, que fueron rclocalizados por la imposición de las presas Cerro de 

Oro y Miguel de la Madrid, en Oaxaca. 

Hacia la década de los años noventa, con el desplazamiento del pueblo 

Mayo de Huites, por la presa Luis Donaldo Colosio, en Sinaloa, tuvimos la 

oportunidad de dimensionar la complejidad de los conflictos por la construc­

ción de esas obras de desarrollo. Durante el 1° Encuentro de Pueblos Indígenas 

Desplazados por Presas, celebrado en septiembre de 1996, los mayos de Hui tes, 

como anfitriones del evento, invitaron a los pueblos Tzeltales y Tzotziles afec­

tados por las presas Mal Paso y La Angostura, en Chiapas; a los pueblos Nahuas 

de Guerrero que cuentan con una increíble experiencia de autogestión, que 
? 



logró detener la presa San Juan Tetelcingo en el estado de Guerrero; a los cita­

dos chinanatecos y mazatecos de Oaxaca; huicholes de Aguamilpa; y a pueblos 

Yaquis de Sonora, que en el futuro inmediato enfrentaran los problemas por la 

construcción de una presa hacia el sur del estado. 

Durante el evento citado, lo más recurrente que se expresó fue la falta de 

consulta hada los pueblos indios, de las dependencias .de gobierno ejecutoras 

de las obras, irregularidades en los procesos de expropiación e indemnización, 

violación de derechos humanos y patrimoniales en términos históricos, nula 

participación en el control, administración y en los beneficios de las obras. 

IV.2 Confllctos religiosos 

Los conflictos religiosos indígenas son muy parecidos en México y en el mun­
do, dada la profunda espiritualidad con que suelen manifestarse las relaciones 

sociales y con el medio natural de los grupos étnicos. 

Para reconocer la existencia de conflictos, que traen consigo una gran 

diversidad de tradiciones religiosas étnicas, es posible extender una lista de 

grandes dimensiones que muestran los prejuicios bajo los cuales se mantiene la 
relación entre el Estado y la sociedad con los pueblos indios. 

En su mayoría, los pueblos indígenas continúan reivindicando el uso de 

plantas y animales de uso ritual, en oposición a las creencias jurídicas que con­

funden la utilización de plantas psicoactivas como delito; o las prácticas de 

cacería ceremonial con el deporte cinegético. Efectivamente, en estos casos la 

ley se aplica sin consideraciones culturales y generalmente se sanciona en con­

tra de lo indio, no obstante la existencia del Convenio Internacional sobre 

Sustancias Psicotrópicas, que establece derechos respecto de los usos tradicio­

nales de plantas y animales. 128 

. if, 

128 / Nuestro país lo signó por decreto aparecido enel Diario Oficial de lo Federación. el 
24 de Junio de 1975. · · · · · · · · ··· · ,.. · · · · 



Asimismo, podemos continuar describiendo el problema del ataque a santua­

rios sagrados, la censura de ritos y los problemas de la conservación y protección de 

recursos naturales sacros. Por ello, en este apartado reconoceremos grosso modo, la 

tipología de coníliccos que la Antropología Jurídica determina como constantes en 

materia religiosa. Básicamente, anunciamos la generalidad de los conflictos, ya que 

por sí mismos constituyen un tratamiento especializado. 

IV.2. 7 Conflictos étnicos por la presencia 
de agrupaciones religiosas 

Las comunidades indígenas que presentan conflictos con el gobierno y sus 

autoridades, en la defensa de sus derechos de asociación cultural, relacionados 

con aspectos religiosos, plantean la solución de problemas relativos a la intole­

rancia religiosa, aquella que impide ejercer con libertad, el derecho a ercer y 
practicar las costumbres que sólo se dan en algunos pueblos indígenas. 

En una de las dimensiones del fenómeno religioso podemos ver, que son 

frecuentes las prohibiciones e impedimentos que hacen algunos sacerdotes o 

catequistas para obstaculizar el acceso a templos católicos, a los rezanderos, 

médicos, curanderos y otros practicantes indígenas de la fe católica general­

mente, aunque no exclusivamente se dan en esa fe. 

Así lo muestran entre otros, las comunidades Ocomíes, Nahuas, Tepehuas y 
Totonacas, de la región de Chicontcpcc e lxhuadan de Madero, en el estado de 

Vcracruz y los Mayas de Campeche, que en contra de sus rituales, sones y danzas 

del costumbre regional, sufren una problemática diversa: las comunidades tienen 

problemas con los catequistas, que les prohiben la realización de sus rituales y les 

niegan el servicio del bautizo a los niños indígenas. También les reducen el tiempo 

de las ceremonias, prohiben poner ofrendas en el alear y quieren que las ceremonias 

sean totalmente católicas. Ello provoca divisionismo en las comunidades evangéli­

cas, católicas y costumbristas, por ello ya no cooperan codos: las autoridades prefie­

ren mantenerse al margen, los maestros ya no participan ni dan apoyos como ames. 



Es importante señalar, que entre los motivos y el por qué ya no se realizan 

las ceremonias, destaca que los jóvenes ya no creen en la tradición, les da ver­

güenza. Las autoridades no cooperan; los soldados y Pemex destruyen lugares 

sagrados. Los curanderos son objeto de amenazas y agresiones físicas, las insti­

tuciones no dan respuesta a las demandas de apoyo para construcción y repara­
ción de casas de costumbre (Xochicali) 

Por otro lado, en los conflictos que sostienen entres{ dos o más comuni­

dades, se observa la penetración de asociaciones religiosas pentecostales y 

adventistas principalmente, así como en un segundo término, los testigos de 

Jehová, protestantes y evangélicos. 

De acuerdo al fenómeno de la religión popular estudiado por Giménez 

en el sureste mexicano, la intensidad del problema que afecta en forma clara 

desde 1970 a los pueblos indios de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y 

Quintana Roo, se observa que " ... ya se produce una verdadera situación de 

mutación cultural debido a la emergencia de nuevas identidades religiosas" . 129 

Es evidente, que ciertas creencias y prácticas religiosas de las comunidades 

indígenas evolucionan, en tanto se desarrollan dinámicas sociales que propician la 

transformación de las instituciones y la creación de nuevas cosmovisiones, pudien­

do dar lugar a procesos de conversión parcial o total ha religiones diferentes. En este 

cambio sociorreligioso de gran trascendencia en las regiones indígenas de Oaxaca y 

Chiapas, sin duda la Teología de la Liberación alcanzó los ámbitos políticos, que 

ahora tocan aspectos nucleares de la reforma del Estado. 

Ahora bien, la aparición de asociaciones religiosas alcanza incluso la alte­

ración del orden público y la violación del derecho penal, como lo expuso el 

tenek Francisco Hernández Santiago de la Comunidad Eureka en San Luis 
Potosí, quien señalaba sobre la contaminación del manantial y la ocupación de 

129 / Glménez. Gllberto, • 1. Cambios de Identidad y cambios de profesión religiosa·. en 
Bonfil Batalla. Coordinador, Nuevos Identidades culturales en México. CNCA. Méxl· 
CO, 1992, p. 40. . . . . , , . 



piedras que marcaban el camino vecinal, por parte de grupos bautistas. Ante 

ello, la comunidad no cuenta con facultades legales para detener esos desmanes 

e inclusive pueden pasar de víctimas a demandados si obstaculizan a las activi­
dades de esos religiosos. 13° 

En suma, el problema de la intolerancia religiosa lo hemos encontrado en 

los pueblos Cho les de Chiapas y Tabasco; los Otomíes de Querétaro; Nahuas 

de Veracruz; Guarijios y Yaquis de Sonora; y Mixes de Oaxaca, a~nque segura­

mente existen por todo el territorio nacional. 

IV.2.2 La protección de objetos y lugares sagrados 

"Si nos vamos a profundidad, creo que para el indio todo su territorio es sagra­

do, no nada más los espacios especiales. Lo que hace la autoridad es que va 

dejando pasar el tiempo y así los nuevos indios van desconociendo sus espacios 

sagrados. Por ejemplo aquí algo muy sagrado para los pai pai son los panteo­

nes, aforrunadamente el panteón que está usando ahorita la comunidad está 

dentro de lo que nos pertenece realmente, pero hay otro panteón en el Cañón 

de los Dolores, donde también hay indios sepultados, y hay descendientes en 

Catarina de esa gente y ese terreno está en manos de gente mestiza, pequeños 

propietarios o ejidatarios; ahora hay otros cerros, como el Micuntic, hay algu­

nos viejos cuentan que era el lugar donde iban a tomar poder, pero ya ahora el 
carácter sagrado del cerro ya no lo conozco yo, no lo conocen la gente nueva o 

que piensan que ese terreno jamás ha sido de nosotros".'3 1 

130 / Exposlón presentado en el Encuentro de Derechos Religiosos de los Pueblos Indíge­
nas celebrado en Chetumol Quntono Roo. del 25 al 27 de septiembre de 1997. 
donde tuve lo oprtunldod de participar como relator de los ponencias. 

131 / Palabras dichos por un joven representante agrario de lo comunidad poi poi de lo 
Comunidad Indígena de Santo Cetarina. Ensenado. Bojo Californio, durante un 
taller sobre derechos Indígena celebrado el 01 de diciembre de 1995. 
1 y 2 de Diciembre de 1995 
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Efectivamente, en el caso de los lugares sagrados la concepción del terri­

torio es vital, ya que se trata de núcleos que articulan y recomponen las relacio­

nes sociales y son referentes que guían la vida individual y comunitaria, de ahí 

que los lugares sagrados tengan mucho que ver con la preservación del paisaje 
y del entorno ecológico. 

Lo anterior, generalmente se soslaya en la concepción del patrimonio cul­

tural que se encuentra desde la posición de las iglesias y el Instituto Nacional 

de Antropología e Historia, por lo que prevalecen las políticas dirigidas hacia el 

desmantelamiento de la propiedad social. 

Por tanto, las demandas indígenas que tienen que ver con la preservación 

de templos históricos, zonas arqueológicas, objetos y santuarios sagrados, sos­

tienen una estrecha relación con los desplazamientos de población ocasiona­

dos por la ocupación o la indefinición en la tenencia de la tierra, su expropia­

ción e invasiones; o por la declaratoria de áreas naturales protegidas; por la 

construcción de presas, carreteras o proyectos turísticos. 

Los despojos de tierras y territorios por actividades industriales, públicas 

y privadas, o por conflictos políticos y partidistas, se siguen dando, tal vez en 

la modalidad de declaratoria de áreas naturales protegidas que por lo demás, 

afectan las ceremonias, rutas de peregrinaje y prácticas rituales que utilizan 

plantas y animales, que resultan protegidos, considerando básicamente crite­

rios ecológicos y evidentemente haciendo a un lado los aspectos culturales. 

Con relación a las demandas para la protección de lugares sagrados, se 

dan las consabidas profanaciones y saqueos arqueológicos y botánicos, ante la 

complacencia del Instituto Nacional de Antropología e Historia, que no logra 

coordinar acciones ni con los Municipios, ni con otras dependencias de Go­

bierno para el rescate, protección y restauración o para la entrega de permisos 

de acceso a zonas arqueológica que se ubican en terrenos privados, como el 
caso de la congregación de Lomas de Cacahuatengo, Veracruz. 

A continuación veremos dos ejemplos claros sobre las anteriores asevera­

ciones. 



a) Sitio de Patrimonio Histórico, Cultural y Zona de Conservación 

Ecológica Wirikuta, San Luis Potosí 

Pueblo Wirrarika (Huichol) 

Conflicto Existente: El pueblo Wirrarika, actualmente se asienta principal­

mente en los estados de Jalisco y Nayarit, así como en menor demografía en 

Durango y Zacatecas. Los Huicholes en su cosmovisión, explican el origen de 

su pueblo y definen un territorio histórico ancestral y sagrado, que se extiende 

más allá de las tierras que habitan por reparto agrario. Dicho territorio, simbó­

licamente lo demarcan cinco sitios sagrados: Aramara en la costa de San Bias, 

Nayarit; Rapavilleme en la laguna de Chapala, Jalisco; Aurraramanaka en la 

sierra de Durango; Teakata en la sierra jaliscience; y Wirikuta en el desierto de 

San Luis Potosí. Los Wirrarika han mantenido un calendario ritual, entre otras 

cosas, para celebrar la "cacería del peyote" lo que obliga a las comunidades y 

grupos huicholes a cruzar una larga ruta para recolectar el cactus durante la 
peregrinación (de 43 días aprox., a pie) hacia Wirikuta. 

Con frecuencia, las autoridades judiciales impedían el paso por el supuesto 

"tráfico de estupefacientes", de tal manera que en septiembre de 1994 fue publica­

do en el periódico oficial de San Luis Potosí el decreto administrativo para la pro­

tección de los lugares sagrados y la ruta histórico cultural, que se encuentran ubica­

dos en los municipios de Villa de Ramos, Charcas y Catorce. 132 

Desde la creación del Decreto Administracivo en 1994, se desplegó una 

serie de acciones de protección a los lugares sagrados, ya que se encuentran 

dentro de regímenes de propiedad agraria y propiedad privada. Entre otros 

objetivos de la declaratoria, se pensó en proteger el recorrido de las peregrina­

ciones huicholas, contrarrestar el constante saqueo y deterioro de los lugares y 
sitios sagrados y el corte descomunal del peyote par:i. consumo no ritual de 

parte de gentes ajenas a la cultura huichola. Asimismo, por el peligro de excin-

132 / Periódico Oficial del Estado de Son Luis Potosí. 24 de septiembre de 1994 



ción del peyote, el !NI, la Secretada de Ecología y Medio Ambiente del Estado 

y la Asociación Civil Conservación Humana, han acompañado a los represen­

tantes wirrárika en este proceso. Cabe señalar, que el Decreto de protección 

citado abarca el radio territorial de los estados de Jalisco, Nayarit, San Luis 

Potosí, Durango y Zacatecas. Actualmente se propone desarrollar la consulta y 
consenso con los ejidararios potosinos de las tierras en las que se encuentran los 

polígonos protegidos. 

b) Sitio de Patrimonio Histórico, Cultural y Zona de Conservación 

Ecológica Aromara, Nayarit 

Pueblo Wirrarika (hulchol) 

Conflicto Existente: La SCT proyecta una obra de dragado en beneficio de la 

flora portuaria de San Bias, Nayarit, lo que tendría como consecuencia el 

depósito de arena, lodo y otros materiales en Aramara, por tanto, los wixarrirari 

se reservan el derecho para interponer el recurso de revisión en los términos de 

la Ley del Equilibrio Ecológico, en virtud de que el estudio de impacto am­

biental, 133 no consideró que la Isla del Rey es un lugar donde depositan sus 

huevos las tortugas marinas, ni tomó en cuenta el decreto que declara a Aramara 

como lugar sagrado para su protección. 134 

Asimismo, no se tiene conocimiento de la validación signada por la Profepa 

en el estudio de impacto ambiental y la autorización de éste fue condicionada. 

Los wirraritari solicitaron al !NI la asesoría técnica para conocer los niveles de 

afectación de la obra de dragado sobre Aramara. El INI se coordinó con la 

delegación de Semarnap en Nayarit, a fin de definir una posición sobre el 

133 / Semarnap. (Oficio 001241 -20-marzo-2000) 

134 / Periódico Oficial del Estado de Nayarlt. 01- dic.- 1990 



conflicto, la cual fue apoyar a los wixarritari, quienes se' reservan el derecho 

para interponer el recurso de revisión en los términos de la Ley del Equilibrio 

Ecológico y piden se respeten los principios del Artículo 4° co~stitucional y los 

preceptos del Convenio 169 de la orr. 

IV.2.3 El uso de plantas y animales sagrados 

El uso de plantas entre los pueblos indios responde a un tipo de conocimiento 

guardado ancestralmente y transmitido mediante la práctica médica y la tradi­

ción mítica y oral. Respecto de la utilización de animales, de la misma forma, 

aunque cabe destacar que los tiempos rituales jamas han puesto en riesgo la 

continuidad de las especies. 

Así podemos señalar, la persistencia de las detenciones y persecuciones de 

autoridades judiciales y militares en contra de indígenas, que en sus rituales 

usan plantas que contienen sustancias prohibidas, según como lo determinan 

las leyes nacionales. Los casos más notorios refieren a personas de pueblos 

Huicholes que usan el "jikuri" o peyote, así como de Mazatecos de Oaxaca, 

Nahuas y Mazahuas del Estado de México que realizan prácticas rituales a 

través de los hongos alucinógenos. 

Adicionalmente, citamos los conflictos de los pueblos Seris de Sonora, 

que en su territorio cosmogónico ubicado en Isla Tiburón, relacionan el origen 

del mundo con la tortuga sagrada, la cual como comida totémica sufre de 

restricciones ambientales por la declaratoria del territorio seri como Reserva de 

la Biosfera Isla Tiburón. La veda del animal también se da en el caso del venado 

y el jabalí entre los wirrarika, confrontando los calendarios rituales de los pue­

blos indígenas. 

Por otro lado, a raíz de la guerra que declaró el Ejercito Zapatista de 

Liberación Nacional en contra del Gobierno Mexicano en 1994, la áplicación 

de la Ley de Ar.mas de Fuego en las regiones indígenas se dio 

indiscriminadamente, afectando a la mayoría de lo.s pueblos indígenas del país. 



IV.3 Conflictos agrarios. penales y civiles 

Consideramos que este cipo de conflictos están vinculados fuertemente con el 

devenir sociohiscórico de los pueblos indios. Su análisis merece atenci6n fina. 

No obstante podemos señalar las generalidades que se observan en términos 

prácticos más que teóricos. 

/V.3. 7 Conflictos agrarios 

El problema agrario de los pueblos indígenas, en efecto tiene raíces históricas. 

Con los primeros ordenamientos sobre los derechos a la cierra, se inicia la revi­

sión de títulos de propiedad sobre las cierras que eran propiedad de los pueblos 

indígenas, desde antes de la conquista y de aquellas destinadas a la formación 

de nuevas poblaciones. Con esos derechos, se buscaba dar "asiento definitivo y 

control espiritual" a los grupos étnicos, mediante las prácticas de la evangeliza­

ción que impulsarían el proceso de independencia y la atomización de las tie­
rras comunales de los pueblos indígenas.135 No olvidar los efectos que también 

ocasionaron los procesos de latifundismo, mayorazgo y el acaparamiento de la 
iglesia católica. 

En el periodo independiente la justicia agraria no se atendió. Fue en el 
período de Reforma, cuando los pueblos indígenas recibirían parcelas como 

pequeñas propiedades y los ejidos pasarían a ser patrimonio de los municipios. 

Sin embargo, debido al crecimiento de las haciendas y a la dramática reducción 

de la cierra de las comunidades, la gente básicamente tuvo acceso a predios de 

aparcería. 

Desde entonces se consolidó la idea que identifica a la comunidad indíge­

na como sinónimo de arraso, cuando en 1856 la llamada Ley Lerdo prohibía a 

los pueblos indios poseer o administrar inmuebles y hasta ordenaba vender los 

135 Floescano. "Etnia y Nación", Óp.' cit., p. Í 2. 



que tuvieran. En efecto, la Constitución de 1857 también se propone acabar 
con las tierras comunales. . ' .. 

Por cierto, Florescano señala que entre 1821 y 1899 se registraron más de 

cien levantamientos indígenas y campesinos. Entre los conflictos, sobresalen: 

La Guerra de Castas de los pueblos Mayas de Yucatán y el actual Quintana 

Roo; la rebelión de los Yaquis de Sonora; y la de los Chamulas de Chiapas. 136 

Por otro lado, en 191 O la reivindicación de tierra y libertad implicaría 

entre otras, la aparición de la Ley Agraria de 1915, que fue incorporada a la 

Constitución en el texto de su Artículo 27°; Así, a partir de 1917 la intermina­

ble demanda de dotación de tierra y de libertad para administrarse como patri­

monio familiar y bien común, dada la cultura colectiva de los pueblos indíge­

nas, no deja de manifestarse. 

Como se ha dicho en el Capitulo Ill del presente trabajo, el Constituyente 

del diecisiete preservó la concepción unitaria del Estado y el principio de la igual­

dad jurídica de los integrantes de la Nación. No reconoció la pluriculturalidad, es 

decir, negó la existencia de lenguas, usos, costumbres, tradiciones, mitos e historias 

que siguen vigentes en los pueblos indios. Por tanto, únicamente pudo establecer 
políticas de restitución de tierras comunales a los núcleos agrarios indígenas, así 

como crear programas de aculturación y asimilación a la cultura nacional, cuyos 

contenidos se relacionaban con estrategias de incorporación educativa y de capaci­

tación técnica, agrícola y artesanal. 

Posteriormente, recordemos que durante el proceso de industrialización 

del país, tiene lugar la modernización de las relaciones sociales que ocurren en 

regiones interculturales, donde confluyen los pueblos indígenas sean de una 

sola o varias ernias. 137 De tal manera, el Estado permea la participación política 

136//b/dem. p.13. 

137 /Ver Capítulo 11.8.- De reglones de refugio a reglones prioritarias. de la presente 
Investigación · 



de los conflictos agrarios que creció a niveles de guerrilla en la década de los 

años setenta. En ese tiempo, no obstante que se repartieron enormes cantida­

des de tierra (dotada o restituida), ya se resentían los problemas del fenómeno 

migratorio ante la falca de tierras, trabajo e ingreso; los de la pobreza y la caren­

cia de lo más indispensable para vivir. 

Paradójicamente, el Estado mantiene su discurso de modernización del sec­

tor agrario y en 1992, hace siete modificaciones al Artículo 27° constitucional: 

1. se declara el fin del reparto agrario 

2. se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población ejidal 

y comunal 

3. se brinda seguridad plena a la propiedad rural: al ejido (parcela, uso 

común y asentamiento humano); a la comunidad; y a la pequeña pro­

piedad individual. Con ello, sólo se reconoce el derecho colectivo so­

bre las tierras de uso compartido, parcelas para las mujeres y para el 

desarrollo de la juventud 

4. se brinda reconocimiento a las decisiones internas de ejidos y comuni­

dades, respecto de sus órganos de representación 

5. se reconocen derechos a los avecindados, jornaleros agrícolas, colonos 

y nacionaleros, como otros de los sujetos agrarios 

6. se brinda la posibilidad de formar sociedades mercantiles y civiles 

7. se promete la justicia agraria real y expedita, mediante los tribunales 

agrarios, la Procuraduría Agrária y el Registro Agrario Nacional. 

Cabe recordar el vado jurídico en esca' materia. En efecto, la Fracción VII·del 

Artículo 27°. expres~ que)a ley protegerá la integridad de las tierras de los 

grupos indígenas: Sin en1.bargci .la Ley Agraria 138 establece en su Artículo 106.-

138 / DOF. 26-feb-92. 



"Las tierras ql1e co'rresponden a los grupos indígenas deberán ser protegidas 

por las autoridádes, en los términos de la ley que reglamente el artículo 4° y el 

segundo párrafo de la fracción VII del artículo 27 constitucional". No perda­

mos' de vista que la Ley Reglamentaria del Artículo 4° no existe. 

Por lo demás, en el período 1989-1997, por supuesto que los problemas 

agrarios de los pueblos indígenas tienen una relevancia fundamental para man­

tener la cohesión y el arraigo comunitario. En estos años, los conflictos más 

sonados por su dimensión y complejidad, están del lado de los pueblos Zoques 

asencados en San Miguel y Santa María Chimalapas, Oaxaca, así como entre 

los lacandones de Chiapas y los Huicholes de Puente de Camotlan y San 

Sebastian Cuexcomatitlan, Jalisco. También se cuenta el conflicto de los pue­

blos Purépechas de Santa Ana Zirosto, Michoacán y los que existen en la huasteca 

de San Luis Potosí, los del Valle del Yaqui en Sonora. 

/V.3.2 Conflictos penales 

Los conflictos penales están íntimamence relacionados con los orígenes de la 

Antropología Jurídica y tienen que ver, entre otras cosas, con procesos legales 

en lengua no indígena y con hechos que entre los pueblos indios suelen tener 

otra valoración de conducta. 

Tal vez el mayor de los sesgos que se dan en el proceso de reconocimiento 

de los derechos indígenas, es en el aspecto penal. Insistimos que en sus oríge­

nes, la Antropología Jurídica se preocupaba por el estudio del homicidio, la 

quema de brujos y la presencia del protestantismo en el sentido coactivo o 

represor. 
Además se inceresaba en las normas relativas a la distribución de los bie­

nes y servicios comunitarios, en la configuración de la familia extensa, lás dis­

putas menores, las riñas ;· .:iertos usos de las planeas. 

Como hemos dicho, los pueblos indígenas generalmente recurren a la ley 

nacional cuando el derecho consuetudinario no contempla violaciones' en der-



ras conductas como: los matrimonios poligínicos, la endogamía, la sucesión de 

herencias o la magia y brujería como elementos de control social. 

En este sentido, la Antropología Jurídica ha venido a despejar ciertas du­

das en el ámbito legal, mediante la realizaci6n de peritajes culturales o 

antropológicos, que ayudan con pruebas de corte comunitario, respecto de las 

valoraciones que sobre un mismo hecho pueden tener los pueblos indios. Así, 

la presentación de peritajes antropológicos amplía la información en materia 

cultural a la autoridad, a efecto de que ésta tenga mayores elementos de juicio. 

Para ello, recientemente la legislación ha buscado incluir circunstancias, no 

inmediatamente asequibles para el juzgador, derivadas del contexto cultural del 

que proviene un indígena en proceso penal. Ello es resultado en parte, del recono­

cimiento a la diferencia cultural (Artículo 4° Constitucional), que supone la acep­

tación de cosmovisiones alternas e incluso contrarias a los de la media nacional y 

por tanto a la que se ha impuesto en la estructura jurídica del país. 

Así, las prácticas, usos y costumbres de culruras diferenciadas, actualmen­

te son elementos que se Sllpone debe tomar en cuenca el aparato judicial, para 

dictar formas alternativas de sanción en donde participe la comunidad indíge­

na como 6rgano de control social, no necesariamente a través de decisiones de 

coacci6n como acostumbra actuar el derecho penal. 

Es importante contextualizar, que con la entrada en vigor del Convenio 

169 para Pueblos Indígenas y Tribales en Paises Independeintes de la OIT, en 

sus Artículos 8° y 9°, se pide que se tomen debidamente en consideración las 

costumbres y derechos consuetudinarios y que deberán respetarse los métodos 

a los que recurren tradicionalmente para la represi6n de los delitos cometidos 

por sus integrantes. 

De tal suerte, en enero de 1991 se publica en el Diario Oficial de la 

Federación el decreto por el que se modifican diversas disposiciones del Códi­

go Federal de Procedimientos Penales, entre las que nos interesa resaltar el 

Articulo 220 que establece: "Siempre qlle para el examen de personas, .hechos 

u objetos, se requieran conocimientos especiales, se procederá con interven-
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ci6n de peri ros"; y el Arcículo 220 bis que señala: "Cuando el inculpado perte­

nezca a un grupo étnico indígena, se procurará allegarse dictámenes periciales, 

a fin de.que el juzgador ahonde en el conocimiento de su personalidad y capte 

su diferencia cultural respecto a la cultura media nacional" .139 

Asimismo, del Código para el Distrito Federal en Materia de Fuero Co­

mún y para roda la República en Materia de Fuero Federal, queremos destacar 

el Artículo 52 que señala en su Fracción V.- ... "Cuando el procesado pertene­

ciera a un grupo étnico indígena, se tomarán en cuenta, además, sus usos y 
costumbres". 140 

En este marco legal, surge el peritaje antropológico como una estrategia 

conceptual, instrumental y metodológica, orientada a elevar los niveles de co­

municación entre indígenas inculpados y juzgadores. De ahí que corresponda 

a la Antropología Jurídica desarrollar acciones, que promuevan el reconoci­

miento de la pericial antropológica, como base para tener el mejor acceso de 

los pueblos indígenas )' sus integrantes a la jurisdicción del Estado, como lo 

dispone el Primer párrafo del Artículo 4° constitucional. 

Como ejemplos de peritajes antropológicos, podemos mencionar los re­

lativos a las detenciones por la actividad del narcotráfico, las cuales usan como 

"carne de cañón" sobretodo a indígenas migrantes a quienes les colocan paque­

tes de droga en el transporte que utilizan. Cuando la autoridad los descubre, 

sin más, los somete a proceso, reiterando que lo hacen únicamente en lengua 

no india. 

Uno de los grandes problemas carcelarios de nuestro país, se encuentra 

íntimamente ligado a los obsoletos mecanismos de procuración, administra­

ción e impartici6n de justicia, así como a la sobresaturaci6n de los penales por 

personas que cometieron delitos menores. Existen grandes relatos literarios y 

139 / DOF, 8-ene-91 
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cinematográficos que han dejado su testimonio respecto de presos "fabricados" 

por el Estado Mexicano, situación que no es ajena para los indígenas. 

· También son frecuentes los castigos penales, como multas, fianzas o cau­

ciones, cuando se dan pleitos y riñas menores, derivadas frecuentemente por 

daños que los animales ocasionan en las parcelas de los vecinos y que no puede 

conciliar la autoridad comunitaria. 

Es preciso señalar que en la práctica, los peritajes antropológicos 

recurrentemente son solicitados por los jueces, como datos monográficos de la 
comunidad del indiciado o primodelincuente, con lo que se falta al principio de 

resaltar las consideraciones culturales pertinentes, como valoraciones insertas en la 

comisión de un delito. Consideramos que si bien son necesarios los daros 

socioecon6micos del presunto culpable, éstos cobran relevancia en el contexto de la 

formación sociocultural que marca la comunidad de origen del detenido. 

IV.3.3 Conflictos civiles 

El derecho civil es_ sólo para los ricos, 

a los pobres nos apli;a11 el derecho penal. 141 

,,: 

En esta clase de confliccos, si bien se piensa en el derécho individual ejer­

cido inicialmente a través del registro civil, existen derechos colecti~os de los 

pueblos indígenas, que a partir de sistemas normativos por usos y costumbres, 

regulan la sucesión testamentaría por ejempl¿,: bajo la norma de heredar al 

primer hijo var6n de cada familia. 

Otro derecho de pueblo, tiene que ver con la asignación de nombre. En 

diversas culturas de México sigue vigente la costumbre de nombrar a la persona, a 

partir de su tona o espíritu del animal que le resguarda, ello con relación a la exis-

141 / Ramón Morales, Mayo del pueblo Hulte; detenido en el penol de El Fuerte. Slnoloo. 
corno presunto portador de un kilogramo de mariguana. · · 



tencia de un sistema de creencias religiosas que hace única a la cultura de la cual se 

nutre y reconstruye con el tiempo. Este derecho a la libertad religiosa, en México 

sólo es concebido como un derecho individual: el de la libertad de culto. 

Recientemente, los procesos migratorios han evidenciado las grandes con­

tradicciones entre la realidad indígena, el Registro Civil y la legislación Colo­

nial que persiste hoy por hoy. 

Para dimensionar el potencial de los conflictos en materia civil, citaremos 

un ejemplo: el caso de los pueblos Papagos, también conocidos como O' odham. 

Los pueblos indígenas O' odham se asientan al norte del estado de Sonora 

en México y hacia el sur de Arizona en Estados Unidos. Con una división 

territorial cransfronteriza que marca e impone distintas condiciones históricas, 

sociales, políticas, económicas, jurídicas y de identidades culturales diferencia­

das, los O'odham se expanden en once distritos de Arizona y nueve poblados 

en cuatro municipios de Sonora. 142 

Los Tohono O' odham de Arizona están organizados por un gobierno 

autónomo, que se integra por el Ejecutivo representado por un Chairman, un 

Consejo Legislativo y un poder judicial interno de la reservación O'odham, 

reconocido por las autoridades del estado de Arizona en particular y en general 

por la federación de los Estados Unidos. 

En el lado mexicano, cada comunidad agraria tiene un representante del 

comisariado, así como un representante o autoridad tradicional al frente de los 

cuales se reconoce a un Gobernador General. 

142 /Los distritos o· odhom en Arlzono son: Hieklwon. Son Lucy. Gu Va. Pisinemo. Gu Achl, 
Slf Oldok. Chukut Kuk. Boboquivori. Shuc Took. Sells. Son Xovler y los comunidades 
de Florence y Ajo Hioced o'odham. En Sonoro se aprecio lo presencio de los 
o· odhom o Pópogos en los comunidades agrarios de Pozo Prieto y Son Froncisquito 
con sus respectivos anexos: Los Calenturas y El Corrizolito. así como el ejido Los 
Norias. En el municipio de Sorlc se encuentro el ejido Pozo Verde, en el municipio 
General Plutarco Elíos Calles se ubico lo comunidad agrario de Quitovoc y su anexo 
El Chujubobl. Por su porte. en el municipio de Altor existen los posesiones "de he· 
cho" denominados El Bajío del Pozo Verde. El Cubobl. El cumarlto y Lo Mochomero. 



Cabe aclarar, que en los últimos años se creó la figura de Gobernador 

'frniente, que no es propia de la organización tradicional O'odham sino de los 

pueblos Yaquis del mismo estado de Sonora. Por cieno que este hecho ha pro­

vocado un creciente divisionismo entre los O' odham mexicanos y los de Allende 

la Frontera. 

Desde la perspectiva de los O' odham de Arizona, su propia territoriali­

dad se extiende hacia México por el reconocimiento del lugar sagrado más 

importante para estos pueblos indígenas: Quirovac. En cambio los del lado 

mexicano, no tienen ningún interés territorial hacia el norte, ni reconocen la 

representaciún del gobierno O'odham estadounidense, además, no aceptan 

los programas de apoyo que la Nación Tahona O'odham ha implantado a 

travé5 de la oficina "O'dham in México" (OIM) 

Es necesario c:nfat¡,_ar c:l debilitamiento actual de la representatividad del 

Gobernador General, en vinud de la dinámica política de los asesores de la 

OIM. Ambos fenómenos hacen vértice en los intereses extraños a los O' odham 

por sus tierras y recursos na rurales. Cabe destacar el reciente deceso del Gober­

nador General y la evemual pugna por ésta representación. 

Por otro lado, en las comunidades Pápagos hay inconformidad por la 

perforaciún de un pow en el predio El Bajío del Pozo Verde, que construyó el 

presidente municipal de Altar, en terrenos que comprueban la propiedad par­

ticular de éste. 

L'l merma de tierras de las posesiones de El Bajío del Pozo Verde, El Cubabi, 

El Cumarito y La Mochomera, se ha debido a la falta de requisitos de capaci­

dad agraria, como lo fue la falta de población residente, la carencia de actas del 

registro civil que acrediten su nacionalidad mexicana y la ausencia de títulos 

primordiales. 

Las comunidades agrarias de San Francisquito, El Pozo Prieto y Quitovac 

al igual que sus anexos El Carrizaliro, Las Calenturas y El Chujubabi respecti­

vamente, así como el ejido Pozo Verde, presentan problemas de organización 

imerna y por ende, de regularización de los derechos sucesorios, de renovación 



de sus órganos de representación y de actualización de derechos agrarios. En 

este contexto, la ausencia de los derechosos ha propiciado el renrismo, invasio­

nes a sus tierras y nuevos conflictos por límites. 

Como se puede apreciar, podemos concluir que en la mayoría de los con­

flictos que enfrentan los pueblos O' ódham mexicanos, se hace imperiosa la 

gestión para la regularización de actas del registro civil. 

Por lo demás, la meta actual para las autoridades del Registro Civil, es 

contrarrestar la incompresión y menosprecio de las formas e instrumentos so­

ciales y culturales que utilizan los pueblos indígenas para el reconocimiento 

formal de sus integrantes. Efectivamente, al interior de las comunidades no 

hay necesidad del registro de su población, tal y como está concebido en la 

sociedad nacional, el registro únicamente se hace necesario cuando se entra en 

contacto con instituciones públicas, sociales o privadas. 

A ello hay que agregar, lo engorroso de los requisitos y trámites para regis­

tros extemporáneos, que son los que generalmente solicitan los indígenas. El 

costo por la expedición de actas y constancias es otro grave problema para la 

endeble economía india, al igual que el aislamiento geográfico, la marginación 

de su población y las prácticas migratorias. 

Por tanto, es pertinente mencionar el necesario reconocimiento de las 

constancias de parro o defunción que pueden ser expedidas por parteras empí­

ricas, así como de las acreditaciones respecto a la identidad o residencia que 

suelen dar las autoridades tradicionales, agrarias o civiles de las comunidades 

indígenas. 





CAPITULO V 
PERSPECTIVAS DE LA ACCIÓN SOCIAL 

HACIA LA CONSTRUCCIÓN 

DE INSTITUCIONES PLURICULTURALES 

En el desarrollo de ésta investigaci6n, en términos generales se han visro las 

características del Esrado y de la acci6n social mexicana, que reivindica el reco­

nocimiento consrirucional legal y reglamentario de derechos colectivos, igual­

mente apreciamos la movilización de amplios grupos indígenas, sociales y civi­

les, en el ámbiro de los conflictos más recurrentes que se dieron en el período 

1989 - 1997 en los pueblos indígenas. Pasamos por la rd1exi6n de las condi­

ciones étnicas y socioeconómicas y luego al esrudio del debare en el proceso de 

reconocimienco de derechos indígenas, por lo que ahora veremos un escenario 

donde la acción social mexicana se puede mover en el proceso de construcción 

de insriruciones de gobierno, modernas y de rraro pluriculrural. 

Siguiendo las líneas de análisis de las teorías de la aci6n social que nos 

guían sobre las funciones de la sociedad actual. concluimos que las nuevas 

funciones orientadas hacia la reforma del Estado, finalmente terminaran im­

poniendo transformaciones que respondan a las nuevas relaciones sociales de 

una Naci6n constitucionalmente reconocida como pluriculcural, lo cual im­

plica la aparición de instituciones y prácticas políticas nuevas, donde cada gru­

po que logre mantener el sentido e identidad de sus actos y costumbres, podrá 

desarrollar derechos específicos en función de las diversas estructuras sociales 

vigentes y convenientes para su reproducci6n, que no su homogeneización o 

aculturación como en el pasado reciente. 

Así, los límites de la tesis en efecro tienen que ver con la propuesta que 

plantee soluciones para evitar conflictos étnicos con d Estado, por tanto cree­

mos pertinente ampliar los procesos públicos de los nuevos y principales acto­

res y desarrollar una acci6n programático gubernamental sustentada en el con­

senso y el diálogo interculcural. 



Para llevar a cabo escas dos grandes careas, hay que cener presence la 

carencia de recursos públicos frer{cé a. las alcas necesidades de inversión 

para abacir la marginación y el rezagó, por ló .que en principio se requiere 

un impulso más democrácico al proceso de descencralización, en los eres 

órdenes de gobie~no y abrir la presencia de represencances de los pueblos 

indígenas en los medios de comunicación, a efecco de evicar que las reivin­

dicaciones se conviercan, en mera discusión programácico - gubernamencal 

o en mocivo para parcializar o priorizar comunidades de acención durancc 

un decerminado período de ciempo adminiscracivo. 

De igual manera, para lograr el efeccivo acceso de los pueblos indígena y 
sus incegrances a la jurisdicción del Escado, los recursos que se exigen, 

suscancialmence deberán.escar descinados para desarrollo y educación, aunque 

efeccivamence se ciene que invenir en el proceso de reforma inscicucional de los 

eres poderes de la Unión y en el apoyo a las práccicas organizacivas de la acción 
social, para así lograr la cransformación radical del Escado y conformar una 

sociedad más jusca. 
A nuescro modo de ver, una de las conclusiones que nos deja el segui­

mienco de la acción social, en el proceso de reconocimienco de derechos indí­

genas, es la visión hollscica con que impulsa la edificación de un nuevo escadio 

social y el impulso donde el desarrollo cerricorial se convierca en la clave para la 

incegración de México en el concierco incernacional como una Nación 

pluriculcural. Por ello, consideramos que encre ocras cosas, cienen imporcancia 

cenera! nuevos escudios en desarrollo municipal, que implican por ejemplo, 

investigaciones respecco de los problemas del agua, infraescruccura, cr~nsporce, 
salud, eccécera. 

En efecco, como apreciamos en esca investigación, dencro del reconoci­
mienco de derechos coleccivos la auconomla 143 es visea como un· proyecco de 

143 / Capítulo 111.2.3.· Libre determinación. autonomía, territorio y recursos naturales. 



desarrollo regional, de ahí que las perspectivasde la acción soda! mexicaná; sil1 

duda tienen que ver con la construcción dC p~oC:~s6s de pla~~ació~ necesarios 

para impulsar el desarrollo regional y nuevas prácÍ:icás en las r~laciones 
intergubernamentales. , .... •.. _ / _, . _ 

En ese sentido, se requiere la aplicación de políticas socia.lesiqU:(! se rijan 

bajo los principios de equidad, justicia y pleno ejercicio dé'los derechos y 

garantías constitucionales, que tengan correspons~bilidad éC>fi l~s ·n~cesidades 
y demandas de las comunidades y con la extensión de. oportunidades de supe­

ración individual y comunitaria. 

En virtud de eso, cabe precisar la importancia de los procesos de 

planeación, en tanto permiten articular diversas acciones de gobierno en 

sus distintos órdenes e incorporar las demandas de grupos y sectores de la 

población, para orientar el cambio de las regiones, de acuerdo a cada carac­

terísticas culturales propias, desarrollando, además, acciones comunes que 

fortalezcan la movilización de grupos sociales organizados que trabajan en 

el desarrollo de municipios y comunidades. 

Creemos que en este propósito y en la búsqueda de espacios democrá­

ticos de corte pluricultural, le corresponde al Estado desarrollar un cre­

ciente interés por involucrar a las comunidades y sus organizaciones socia­

les en procesos de planeación a escala nacional, con proyectos holfsticos, 

incluyentes, participativos y federalistas. Efectivamente, el carácter inte­

gral permitida avanzar en la consolidación de una nueva institucionalidad, 

que establezca claramente la concurrencia de los tres niveles de gobierno, 

junto con la participación de la sociedad organizada y las instituciones 

involucradas en el fomento al desarrollo social. 

En suma, en la construcción de instituciones de trato pluricultural, se 

impone una visión globalizadora que integre los diversos aspectos del bienestar 

social y trascienda la simultaneidad con que se han materializado las políticas 

de desarrollo, mediante acciones que tengan como eje la autonomía comunita­

ria y regional, en tanto entorno natural de los pueblos indígenas. 
1' 



V. 1 Autonomía y desarrol.lo regional 

Para todos todo, nada para nosotros1'' 

De tal suerte, en ésta tesis no sugerimos la creación de reservaciones étnicas, 

más bien, proponemos definir concretamente a la autonomía indígena, a par­

tir de las aseveraciones hechas en el Capitulo Ill de este análsis y en congruencia 

con el concepto de una región que comparte características comunes, donde se 

produce cierta idencidad interna, que se distingue de lo que esta a su alrededor 

y funciona como contrapeso frente a los cambios provocados por la economía 

mundial. 
Por ello, en buena medida debido al simbolismo que conlleva el recono­

cimienco de derechos indígenas, los procesos de planeación para concretar la 

autonomía y reconstituir a los pueblos, tienen la tarea de rescatar una serie de 

valores históricos, culturales, económicos y sociales, de acuerdo a objetivos 

específicos, sean a nivel comunitario, intercomunitario, municipal o 

incermunicipal. 

Recordemos por ejemplo, que los recursos naturales y el territorio fungen 

como patrimonio sociocultural y productivo de los'pueblos indígenas, podo 

que se requiere conciliar los problemas que enfrentan las restricciones de e5pe·­

cies silvestres, de acuerdo a prácticas culturales diferenciadas de las·que tienen 
como fin el mercado a cualquier escala. . ' . 

Al mismo tiempo, los procesos de planeación tienen la imperiosa necesi­

dad de estudiar más de cerca, las diversas formaciones territoriales generadas a 

la luz del embate neoliberal, que ha propiciado la creación de espacios regiona­

les, con perspectivas de gran desarrollo, en condiciones idóneas para la acumu­

lación, en detrimento de las diversas regiones tradicionales que con todo y 

144 / EZLN, 1994. 



declaratorias de autonomía, se pueden quedar rezagadas y volverse con el paso 

del tiempo cada vez más complejas. Tal es el caso de los proyectos mega turís­

ticos como el de Barrancas del Cobre en la Sierra Tarahumara del estado de 

Chihuahua, al igual que el de Mundo Maya que afecta a los pueblos peninsu­

lares y caribeños o el megaproyecto del Istmo de Tehuamepec en Oaxaca. 

La autonomía indígena se debe entender como un espacio territorial de 

planeación, donde el impulso al desarrollo regional, presente amplias perspec­

tivas cuando la planeación y programación de acciones, se proyecten para po­

tenciar el empleo adecuado de los bienes naturales, el capical humano, así como 

los recursos económicos. 

Debemos tomar en cuenta, lo que decíamos en la descripción de los con­

flictos de los pueblos indígenas en áreas naturales protegidas, 145 en el sentido 

de la complejidad para ejercer el derecho colectivo al territorio y los recursos 

naturales, que no obstante salvaguardan importantes acervos biogenéticos y 
minerales, se contradicen con aspectos del interés público y del desarrollo, que 

obligan a diferenciar jurídica y politicamente, a los pueblos indios ancestrales 

de los asentados en los últimos 50 años. 

Por esas dificultades, debemos resaltar las capacidades sociales de un proyecto 
sustentado en las potencialidades transformadoras de la acción social, es decir, de 

los pueblos indígenas en alianza con la sociedad y el Estado. Así enfatizamos que la 

autonomía, al implicar gente en contacto y diálogo permanente, significa además 

fortalecer las formas de organización en la comunidad nacional. Como ejemplo de 

ello están los Ag11mcalientes creados desde 1995 en Chiapas por las comunidades 

zapatistas en conflicto con el Ejército y Gobierno Federal, como verdaderos centros 

de desarrollo comunitario, que nos hacen recordar la experiencia de la comunidad 

Los Horcones en el desierto sonorense. 146 

145 /Capítulo IV.1.- Conflictos ambientales. 

146 / Ver lo Introducción de esta tesis. 



Por ello insistimos, que la autonomía no debe enfocarse únicamente a la 
realización de pequeñas obras de equipamiento urbano, que respondan más a 

los intereses de mercados integrados, tampoco es buena la asignación temporal 

de los recursos, ya que atomizan los proyectos y planes de desarrollo locales. 

Al analizar con los conflictos presentados aquí el cambio social y el desarrollo 

político por la gestión étnica, podemos ver como las relaciones sociales con el Esta­

do, se han ido transformando hasta contemplar la posibilidad de concretar la auto­

nomía y la reconstitución de los pueblos indígenas, junto a un desarrollo social 

integral, económicamente sustentable y centrado en lo comunitario, como la for­

ma de organización social que se da en espacios, definidos también, por problemá­

ticas socioeconómicas compartidas. En este sentido, los planes y programas que se 

instrumenten deben contar con la plena participación de los pueblos indios, a 

efecto de ejecutarlos y evaluarlos corresponsablemente. 

Recordemos la existencia de asuntos no resueltos por las leyes, que provo­

can tensiones entre las mismas comunidades y con las instituciones. Hemos 

confirmado las denuncias contra organismos privados, nacionales e interna­

cionales que comercian especies, de industrias farmacéuticas o centros de in­

vestigación que sintetizan y patentan diversos germoplasmas de variedades en­

démicas, sin que se aprecien beneficios para los pueblos indígenas y los 

ecosistemas. 

En ese contexto, la vigencia de la autonomía indígena, mediante apoyos 

concretos no inmediatistas, permitida la reconstirución de los pueblos y la 

reconstrucción de relaciones humanas, solidarias y democráticas, que amplia­

rían las posibilidades de defensa y preservación de la diversidad ecológica y 

cultural. Ello, si bien implica la existencia de sociedades complejas, permite 

abrir las fronteras del conocimiento hacia formas alternativas de organización 

social, que actue con nuevos estilos de gestión pública en el tratamiento de los 

problemas públicos. 

La organización social es el elemento clave en que se centra la propuesta 

política' de un proyecto de desarrollo autónomo, precisamente por la aparición 



de nuevas fuerzas sociales y políticas locales, que se juntan a las inercias y es­

tructuras corporativas del movimiento social oficialista y al cambio de 

interlocutores en las instituciones gubernamentales, al mismo tiempo que a la 

apertura de mecanismos de mayor participación social. 

Así, la autonomía debe referirse principalmente, a las formas de acción orga­

nizada en situaciones conflictivas, a efecto de captar la forma multidimensional de 

los problemas y la verdadera naturaleza de los procesos sobre los que se pretende 

actuar, al igual que se deben robustecer las posibilidades del desarrollo como prác­

tica social, en donde intervengan recurrentemente las instituciones de gobierno, en 

el estudio, plancación y ejecución de programas a nivel comunitario, destinados a 

mejorar la calidad de vida y a modificar las situaciones que más aquejan la repro­

ducción de los esquemas de organización social indígena. 

Esto significa, una acción social que en forma de reglas prácticas y siste­

máticas, no sólo acompañe las posibilidades de preservación del medio am­

biente, sino que también transforme los espacios territoriales y haga confluir 

los cambios económicos, políticos, sociales, ambientales, tecnológicos y terri­
toriales, junto a procesos de crecimiento productivo, de progreso técnico, de 

nuevas formas de distribución del poder, del ingreso y de oportunidades indi­

viduales y colectivas. 147 

Está forma de autonomía indígena, permitida paliar los efectos regiona­

les en donde se siguen dando relaciones sociales, cuyos componentes derivan 

en desarrollos desiguales, en procesos migratorios y en conflictos de interés 

faccioso, que alimentan la integración del mercado mundial. 

Si los pueblos indígenas se colman en regiones compuestas de diversas 

redes y procesos sociales, entonces se activan los hilos de un gran tejido de 

147 / Bolsler. Sergio, "Pensamiento Iberoamericano·. en Revisto de Economía Político. 
Desarrollo regional nuevos desafíos. Julio • diciembre 1986. Núm. l O. Instituto de 
Cooperación Iberoamericano. Madrid, en Ávilo Sónchez Héctor (comp.) Lecturas 
de Anóllsls Regional en México y Américo Latino. Universidad Autónomo Choplngo. 
1993. pp. 145. 163. 



culturas que rienen su propio pasado y su propia herencia, permitiendo a mu­

chas comunidades conservar diversas prácticas, costu~bres y formas de orga­

ni7.ación social y política, que se basan en principios religiosos y en el cuidado 

del entorno ambiental. 148 

Esto es así, ya que los pueblos indígenas al sostener relaciones de poder 

reconocidas y aceptadas por todos los miembros de la comunidad y desarrollar 

tareas y funciones, mediante el esfuerzo y recursos propios, contienen vitales 

elementos, útiles en la construcción de unidades de análisis a nivel regional, 

que pueden articular la dimensión de los procesos culturales, con las variantes 

del capitalismo internacional. 

En síntesis, es preciso entender a las regiones indígenas, como unidades 

amplias de expresión cultural y en esa medida, como espacios de convergencias 

intergubernamentales, que deben establecer bases de trabajo sustentadas sobre 

principios técnicos ancestrales, que fomenten la institucionalización de orga­

nizaciones sociales democráticas y pluriculturales y tengan el propósito de con­

seguir que los indígenas no pierdan el control sobre los procesos, ni que se 

conviertan en trabajadores que respondan únicamente a los objetivos de las 

instituciones, dejando de lado los proyectos e intereses locales. 

Por tal motivo, la autonomía indígena se debe encauzar para reducir la 

brecha entre las potencialidades del capital humano y medioambiental con los 

recursos gubernamentales. En la propuesta que ofrecemos, la idea es construir 

políticas públicas con y para individuos concretos pertenecientes a conjuntos 

de población que viven en condiciones específicas. 

Por lo demás, es necesario reiterar que la consecuencia, tal vez la más 

destacada en las dinámicas de la acción social mexicana, es la promoción para 

que el Estado establezca condiciones para el debate y definición de leyes que 

148 / Bonfil Batallo Gulllermo, México Profundo. Una c/v//lzac/6n negado. CNCA- Grljolbo, 
1990, p.53 



impulsen acciones de procección, ceñidas a las ideas de auconomía y 

suscencabilidad. Asimismo resalca la parcicipación de agrupaciones sociales y 

civiles, apoyando funciones de promoción para el desarrollo social y la defensa 

de los derechos humanos, bajo principios de prospectiva analítica y de planeación 

con mecas de largo plazo, ambos procesos rclevames, sin duda apuman a la 

conscrucción de la auconomía indígena y a la reforma radical de un Escado que 

se presume pluriculcural. 

V.2 Investigación, acción y formación 
local de capital humano 

La auconomía como desarrollo regional, únicameme es viable realizando un 

gran esfuerzo educativo, que comemple prácticas de investigación, acción y 

formación, como herramiencas que favorezcan el cambio social de los grupos 

indígenas. Efeccivameme, para que los pueblos indígenas parcicipen 

proragónicameme en la acción social cendience a la creación de insdcuciones 

pluriculcurales, deben asumir las rareas necesarias para comar con mejores con­

diciones de vida y de bienescar macerial, a fin de hacer posible el ejercicio de 

codos sus derechos sociopollcicos en la resolución de confliccos. 

Juscameme, el reconocimiemo de derechos colectivos resulca vical para 

comrarrescar las limicaciones inheremes a las escruccuras socioculcurales, que 

se imponen al ejercicio de los derechos civiles y polfricos, debido a la persiscen­

cia de la marginación socioeconómica y la discriminación racial, por ello es 

esencial que los pueblos indígenas parean del significado y los principios implí­

citos en su devenir hiscórico y conozcan de ahí, la forma que pueden impulsar 

la inscrumencación de un proceso educativo más democrático, que opere sobre 

un esquema de conocimiemo pluriculcural. 

Podemos afirmar por el modcsco lugar que ocupamos en la acención de con­

fliccos émicos, que las capacidades aucogcsdvas e invcsdgadvas de los. pueblos in­

dios, reprcsencan una alcernadva con la cual enfremar la solución de los problemas, 
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ya que a menudo, en la solución de los conflictos participan individuos conscien­

tes, críticos, creativos y muy activos, más ahora que se busca obtener un poder 

político amplio, con el cual dar el cambio social necesario para lograr reconstituir 

entre otras cosas, quizá la principal, su autonomía comunitaria. 

Para saber cómo se llegó a éste punto, es pertinente recordar los logros de la 

autogestíon social de Ricardo Pozas, que señalamos en el capitulo dos del presente 

trabajo. De ahí partimos para decir que la bt'1squeda del conocimiento para mejo­

rar las condiciones de vida, se traslada directamente a la acción, donde los actores 

están involucrados en todas las actividades de la vida sociocomuniraria, ya sea para 

producir tecnologías apropiadas al entorno del hábitat, para la reproducción cultu­

ral o en la experiencia de acciones sociales colectivas. Esto importa puesto que la 

acción social hace posible la interacción entre seres humanos, a través del conoci­

miento que permite y propicia el apoyo mutuo y la acción común. Así, llegamos a 

entender el sentido de los procesos aurogestivos, que se activan ante los con­

flictos que amenazan la tradición y las costumbres y que es en comunidad 

donde se comprende mejor los intereses de otros seres humanos junto con los 

propios. 

Por lo demás la aurogestión e investigación crítica, ayuda a las personas a 

plantear problemas acerca de la realidad que los rodea y las meras que quieren 

alcanzar como formaciones sociales dotadas de autonomía. Con esta acción 

social, los problemas de mayor urgencia que se demandan, revelan las causas 

estructurales de las condiciones sociales, tales como el analfabetismo, la pobre­

za crónica, la contaminación del medio ambiente y la procuración de justicia. 

En el acercamiento con los pueblos indios, mediante dinámicas de educación 

popular, apoyamos la idea de trabajar en sus asuntos más importantes, abriendo 

puentes y enlaces respecto de la participación plena de la sociedad, para que en 

conjunto, se pueda tener acceso al conocimiento de las contradicciones estructura­

les, al mismo tiempo, para poder participar en el examen crítico de las diversas 

situaciones, comprometerse en acciones que transformen la realidad y propiciar la 

aparición de otros tipos de conocimiento, necesarios para la reproducción cultural. 



Podemos también confirmar que los hechos analizados en la investiga­

ción colectiva de un problema, son útiles para organizar diversas acciones co­

munirarias, como elaborar políticas y ejecutar medidas de cambio social. Siem­

pre y cuando, se conozca la naturaleza del problema y sus componentes, a fin 

de situarse en una mejor posición para ver el problema como algo que debe ser 

resuelto como un asunto comunitario. En este sentido, las medidas concretas 

que se coman contienen alcas grados de conciencia colectiva, ya que también 

son resulcado de las dinámicas aucogestivas. Junto a los descubrimientos logra­

dos, se constituyen en remas de reflexión colectiva y diálogo comunal, permi­

tiendo con ello la superación de obstáculos internos y externos. 

Así, se crean nuevas maneras de acruar y la gente recupera su capacidad de 

innovar, a la vez que reconstituye su historia, revive su culcura y en como de ella, la 

gente presenta soluciones técnicas apropiadas a las circunstancias específicas. Preci­

samente en la gestión pública de los conflictos étnicos, hemos consracado la forma 

como se van recuperando cienos modos y conocimientos tradicionales, suscepti­

bles de volver a usarse en nuevos proyectos de desarrollo sustentable. 

En los procesos de recuperación y reconstitución social que se despren­

den de la acción común para enfrentar conflictos, afirmamos que las comuni­

dades indígenas continúan desarrollando su existencia, en términos de las tra­

diciones donde hacen vértice las leyendas, luchas y conquistas. Insistimos, que 

la gente comparte las tradiciones que se mantienen vivas a través de riruales, 

festividades, relatos, conversaciones, cantos, danzas y juegos. Por medio de 

ellas mantienen su culrura y su identidad colectiva, expresan sus sentimientos, 

dan rienda suelta a su imaginación y confirman su interrelación comunitaria. 

Por ende, es pertinente avanzar con el esrablecimiento de políticas públi­

cas de desarrollo humano, que contengan procesos de educación y reflexión, 

con los cuales se rescaten las tradiciones, los cuentos y las narraciones locales. 

Según las tendencias de la acción social que ya vimos, dichas políticas 

deben oponerse a. la expropiación del derecho a la tierra, a la exploración del 

trabajo y a preservar modos de vida tradicional. Lo que se necesita impulsar es 



el conocimiento de los pueblos indígenas, por su potencial para recuperar las 

tecnologías ecológicamente balanceadas. Necesitamos urgentemente recupe­

rar la sabiduría de la gente, para diseñar una esfera humana de vida donde 

florezcan la comunidad y una conciencia más crítica y objetiva. 

V.3 Hacia la construcción de instituciones pluriculturales 

Si entendemos que el Estado ha refuncionalizado la dinámica indígena con la pues­

ra en marcha de programas de gobierno, que responden al interés y carácter 

programático de nuestra Constitución Politica, entonces vemcis la diferenciación 

social como fragmentación, dencro de los procesos de atención institucional im­

puestos, a fin de mediatizar la movilidad de los grupos sociales. 

No olvidar por ejemplo, las diversas políticas para la planeación del desa­

rrollo en México, que se remonran a la década de los treinta, cuando el Estado 

dio inicio a las políticas de promoción al desarrollo, enfatizando su actividad 

regional con proyectos que fueron definidos como de bienestar social. 149 

Desde entonces, se ha buscado vincular las actividades de la administración 

pública federal, con las de los gobiernos locales y los sectores social y privado. Sin 

embargo, para la construcción de instituciones pluriculturales se requiere la trans­

formación radical de los órganos e instrumentos con los que se realizan las tareas 

planificadoras. 

Por lo anterior, es preciso fomentar la creación de espacios de concertación 

alternativos que se constituyan en instancias de planeación más cercanas a las 

organizaciones y comunidades indígenas, como filtro básico para la integra­

ción de la demanda social, que aporren elementos para la definición de políti­

cas públicas, que permitan una mejor planeación del desarrollo comunitario, 

149 / Contreros. Arturo, Arturo Montes de Oca y Rofoel Covozos, Persp~ctlvas pa;a·un 
desarrollo reglonol con enfoque local, tesina poro el.Dlplomadq.~n Desarrollo re· 
glonol y relaciones lntergubernomentoles. INAP •. 1997 (Mención Honorifico). · 



más real y efectivo, sin que ello signifique la duplicidad de funciones con los 

órganos de gobierno, local y federal. 

Dicho de otro modo, ésros espacios de concertación los concebimos como modos 

de interlocución y órganos colegiados, para la toma de decisiones de las comunidades y 

organizaciones indígenas. Son espacios para la definición de acuerdos y compromisos, 

dirigidos a dar respuesta a las demandas más urgentes y para la plancación e integración 

de programas de desarrollo regional sustentable, en el marco del reconocimiento consti­

tucional de la autonomía indígena. 

Creemos que los espacios de concertación pueden integrarse con un Con­

sejo Consultivo y un Secretariado Técnico. El Consejo Consultivo se confor­

mará con delegados de organizaciones y comunidades indígenas agrupadas en 

un Consejo Regional de Representantes, acompañadas de un Consejo 

lnterinstitucional integrado por las dependencias ejes de la acción social (Sedesol, 

!NI, Procuraduría Agraria, Fonaes, SEi', Semarnap, SRA, Sagarpa.), además con la 
participación de organizaciones no gubernamentales, al igual que las instancias 

de los gobiernos estatales y municipales. Por supuesto que también de cual­

quier otra dependencia, de la que se requiera su competencia en la atención de 

las demandas de los pueblos y comunidades indígenas. 

Las anteriores aseveraciones se sustentan en la existencia de diversas 

metodologías para abordar el tema de la planeación. En particular hemos se­

guido la que nos permite construir indicadores, mecanismos y en general pro­

cesos de planeación y evaluación, de acuerdo a las determinantes del cambio 

social, susceptibles de aportar elementos en la construcción de instituciones 

pluriculrurales. Por eso, la metodología de la investigación participativa nos 

parece la más adecuada por su flexibilidad en el ámbito del trato interculrural y 

las perspectivas que nos arroja respecto de las características del capital huma­

no, en procesos de desarrollo regional sustcntable. 150 

150 / Vopo. Borls, Metodología de la Investigación Participativa. Cuadernos del CREFAL· 
16. 7ªedlclón. Junio de 1989, pp. 7-15. · 



Consideramos que la pluriculturalidad institucional deb'e ,ser sustentada 

por una política de Estado, que concilie los componentes de la problemática 

social con el modelo económico, por lo que recurrimos a los trabajos y proyec­

tos de campo, que han utilizado la herramienta de la investigacicSn participativa, 
la cual por cierto ha sido tomada en la mayoría de los conflictos étnicos presen­

tados en nuestra tesis. 

Vemos que al encuentro de un nuevo milenio y de una nueva época o 

ciclo sociopolítico, la acción social mexicana, tiene también la tarea de concre­

tar el mito del zapatismo en oposición orgánica al modelo de economía 

neoliberal, pero eso es materia de otras investigaciones. 

Sin embargo en la instauración de procesos de planeación, cobra impor­

tancia la articulación de las comunidades y organizaciones sociales en el desa­

rrollo de funciones de seguimiento a los acuerdos y compromisos establecidos 
y vigilar la aplicación de estrategias de operación, al igual que la integración de 

diagnósticos regionales, la priorización de los ejes de la problemática y la siste­

matización de propuestas. 
Para resolver muchos de los conflictos étnicos, es pertinente que la acción 

social fortalezca los procesos que conllevan las asambleas comunitarias, en 

materia de planeación y evaluación, ya que son vitales para el funcionamiento 

de programas de trabajo y para desarrollar acciones de capacitación, que gene­

ren las condiciones propicias en la integración o reconstitución del tejido so­
cial organizativo existente en las regiones. Son importantes las asambleas por el 
potencial que tienen en la promoción de redes territoriales, donde interactúan 

organizaciones de productores, sociales, civiles, académicas y multilaterales. 

Asimismo, la concreción de éste tejido social en Consejos Regionales In­

dígenas, como órganos de representación ante las instancias de gobierno, insis­

timos que pueden llegar a tener como función principal, integrar un programa 

de desarrollo regional sustentable, donde confluyan las estructuras y formas de 

organización sociopolftica, con el respeto a las decisiones de trabajo 

corresponsable de las comunidades y organizaciones sociales. 



En suma, si queremos ver a los pueblos indígenas como protagonist~s de 

su propio desarrollo, se requiere respetar la autonomía de sus comunidades, su 

filiación política, creencias religiosas y formas específicas de democracia y or­

ganización social. Los pueblos indígenas, deben ser el sustento de la toma de 

decisiones en procesos organizativos, económicos, políticos, culturales, am­

bientales y sociales, que afectan al país. 

Por otra parte, dentro de las perspectivas de la acción social se encuentra 

el logro de conformar brigadas operativas que acompañen los procesos 

organizativos y de capacitación, esenciales para la reflexión de elementos técni­

cos y metodológicos en la operación de cualquier estrategia de desarrollo y 

reconstitución de los pueblos indígenas. Esta etapa es parce esencial de la estra­

tegia, en la medida que requiere de la participación activa de las comunidades 

y organizaciones en la reflexión y análisis del entorno geográfico, económico, 

político, social y cultural, lo cual permitirá reorientar de manera colectiva las 

acciones, programas y proyectos para la conformación de un programa integral 

de desarrollo regional. 

Con base en la metodología de la autogestión y los procesos de planeación 

participativa, se puede apoyar la realización de diagnósticos comunitarios, con 

el propósito de analizar la problemática local y regional y la identificación de 

necesidades que permitan la elaboración de estrategias de desarrollo integral y 

regional y su concreción en programas de trabajo y de acciones inmediatas que 

las comunidades puedan ejecutar con sus propios recursos o con la finalidad de 

elaborar el paquete de necesidades prioritarias y su presentación en el seno de 

los espacios de concertación que logren instituirse. 

Por otra parre, es posible ir construyendo la estrategia de concertación 

con las dependencias que correspondan y determine la instancia de representa­

ción regional. Para ello se plantea una fase intermedia, para que los grupos y las 

comunidades se reúnan con las dependencias con responsabilidad en la región, 

en su carácter de consejo consultivo a fin de conocer sus funciones y procedi­

mientos para el acceso de apoyos. 



De tal suerte, con la instalación de mecanismos de concertación, es posi­

ble iniciar una etapa donde se analiza, valora y define la propuesta de las orga­

nizaciones, para tomar acuerdos y compromisos para b ejecución y evaluación 

de programas y proyectos. Es importante señalar que en esta fase se abre la 

oportunidad de lograr acuerdos que persigan la elaboración del programa de 

desarrollo regional sustentable. 
Reiteramos en la necesidad de formalizar los acuerdos y compromisos asumi­

dos, deben ser protocolizados con la firma de convenios de corresponsabilidad, con 

el afán de procurar su incegración a Convenios de Desarrollo Regional, con los 

cuales se abra la posibilidad de concretar la coordinación interinstitucional en la 

ejecución, evaluación y seguimiento de cada programa. 

El fortalecimiento y consolidación de la organización social e indígena, pre­

supone identificar la acción local o la existencia de una gran cantidad de organi1.a­

ciones encaminadas a fines y objetivos muy específicos. En este contexto se inscri­

be la propuesta de organi1.ación territorial, cuyo propósito es la incorporación de 

ias organizaciones existentes en una tarea común de autonomía y desarrollo regio­

nal. La figura territorial permite la construcción de un tejido social organizativo, en 

tanto cohesión y racionalidad de los objetivos particulares de las diferentes organi­

zaciones y agrupaciones hacia una finalidad con sentido integral que este dirigida a 

una sola entidad: la comunidad indígena. 
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CONCLUSIONES 

El desarrollo de esta investigación nos ha llevado a la conclusión sobre las ac­

ciones que el Estado ha presentado frente a los conflictos étnicos, para diferen­

ciar a los pueblos indígenas negándoles el reconocimiento jurídico como for­

maciones sociohistóricas. Si a ello agregamos la insuficiencia de procesos de 

investigación básica y la precariedad de conocimientos que permitan materia­

lizar un nuevo proyecto de Nación pluricultural, entonces entenderemos, que 

la complejidad para resolver el problema indígena estriba en las nuevas respon­

sabilidades que obligan al Estado a desarrollar nuevas funciones, principal­

mente respecto de la participación social de los pueblos indios junto a la socie­

dad, así como en la necesidad de instrumentar acciones intergubernamentales, 

para impulsar la promoción efectiva de la defensa del medio ambiente y los 

derechos humanos, como vía para lograr la autonomía regional y un federalismo 

más equilibrado, sobretodo por la participación creciente de organizaciones no 

gubernamentales y comunirarias, involucradas en la protección de los derechos 

de propiedad, como los recursos biogenéricos, incluido el territorio como pa­

trimonio sociohistórico, además de los reclamos por la dotación de servicios 

básicos de salud y educación principalmente y por resolver el problema del 

desarrollo y la pobreza bajo un enfoque pluriculcural. 

Si las funciones principales del Estado son la seguridad y el orden, garantizar 

la paz y la defensa frente al exterior, así como el desarrollo de todos los pueblos que 

lo componen, es imperioso modificar radicalmente la acción pública en el trato 

con los pueblos indios, sin mediatizar los procesos organiz.·nivos en el ámbito de la 

defensa de territorios, derechos humanos y recursos naturales. 

Los sucesos a escala nacional y mundial, que traen como secuela una amplía 

acción social, son la plataforma para materializar el reconocimiento de dere­

chos indígenas y para el estudio de la pluralidad de los sistemas normativos. 

En nuestra opinión, las perspectivas de la acción social están íntimamente 

relacionadas con el proceso de reformas institucionales, legales y reglamentarias, 



necesarias todas, una vcr. que se logre el reconocimiento constitucional de derechos 

colectivos de los pueblos indígenas. Otra cuestión de suma importancia, es cómo 

salvar la tendencia neoliberal de reformar el marco legal, que garantice seguridad a 

los inversionistas y las implicaciones respecto del reconocimiento de derechos so­

ciales y ambientales, sin que éstos caigan en discurso retórico. Por ello nos pregun­

tamos, cuáles serían los derechos territoriales sobre los recursos naturales y los trá­

mites legales para su explotación o las formas de participación de los representantes 

comunitarios en los proyectos de desarrollo y cómo se moverá la acción social ame 

los nuevos derroteros de la política social y la apertura de Acuerdos internacionales 

bilaterales y multilaterales. 

En ese sentido, planteamos algunas directrices que pudiesen aportar elemen­

tos al proceso de construcción de políticas de participación y representatividad 

social, entendiendo que una política de Estado pluricultural, como referencia esencial 

para la acción pública del conjunto de las instituciones que interactúan en apoyo a 

los pueblos indígenas, debe desarrollar el consenso necesario para la reglamenta­
ción de la represencatividad y la participación social. 

Debe a su vez ser el sustento de una nueva relación sociopolítica, que 

articule principalmente el respeto a la diversidad y pluralidad culcural, con la 

participación social comunitaria y sus formas propias de organización interna. 
Sobretodo es imperioso ampliar la tolerancia y el respeto a la especificidad 

étnica y al reconocimiento a los diversos niveles de autogestión que se ejercen 

sobre el territorio comunitario, regional, municipal e intermunicipal. 

Consideramos que la construcción de instituciones pluriculturales, para 

dar respuesta a los reclamos de los pueblos indígenas, sus comunidades y orga­

nizaciones, implica la participación social, activa y corresponsable de la socie­

dad y del Estado, dentro de espacios de reflexión que propicien la realización 

de procesos de planeación y permitan una mejor distribución de los recursos 

públicos, sociales y privados. 
Es importante legislar para acceder a espacios más amplios' de participa­

ción y avanzar hacia formas superiores de organización social;· :impliandri la 



capacidad de gestión y planeación de las comunidades y organizaciones indíge­
nas frente a las instancias de gobierno, en el marco de una nueva relación entre 

los pueblos indios y el Estado, que promueva la integración de redes organizativas 

y la conformación de consejos colegiados a escala microrregional, municipal, 

regional y estatal. Ampliar los mecanismos de representatividad y reconocer los 

sistemas normativos por usos y costumbres y las formas de gobierno indígena, 

garantizaría un mayor nivel de participación y consolidación de proyectos de 

desarrollo 
En esa medida, una de las tareas de la acción social será incorporar los 

planteamientos de las comunidades y organizaciones indígenas, en la confor­

mación de programas de desarrollo regional autogestionario, que impulsen la 

definición de políticas públicas más acordes a las necesidades sociales. Paralela­

mente pensamos, que es mejor trabajar en la apertura de espacios para la 

planeación y participación social directa, en la búsqueda del mejoramiento de 

las condiciones de vida prevalecientes, pero también se requiere comprometer 

la participación de las autoridades en los tres niveles y del establecimiento de 

espacios de concertación, para discutir las propuestas de los pueblos indios en 

los distintos programas de desarrollo. 

Si bien la Ley de Planeación señala la importancia de la participación 

social, dentro de los espacios de planeación, desarrollo y decisión del gasto 

social, es común observar la escasa participación de las comunidades y organi­

zaciones indígenas en la construcción de los múltiples planes y programas esta­

tales, municipales y de desarrollo regional que se han instrumentado a iniciati­

va de diversas dependencias de los tres niveles de gobierno. 

En congruencia con el marco teórico de ésta investigación, podemos con­

cluir que el Estado al reaccionar ante la presión social por el reconocimiento de 

los derechos indígenas y al intentar compensar los efectos sociales derivados de 

la imposición de sus modelos de desarrollo, paradójicamente propicia ciertas 

modalidades de participación social, que bajo un marco .de cambio político 

más plural, busca establecer dinámicas integrales en las relaciones con las insci-



tuciones del Estado y la definición de políticas y programas intersectoriales 

con proyecciones regionales, como es el caso del Plan Puebla Panamá y el Esca­

lera Náutica de Baja California. Así pues, confirmamos la Hipótesis Central de 

la tesis que sostenemos, en el sentido de las implicaciones del cambio en las 

instituciones del Estado, como lo muestra el conjunto de conflictos presenta­

dos antes, principalmente en lo relativo al uso de la autoridad, la violación de 

derechos humanos y en la atención a la demanda de los pueblos indígenas, sus 

comunidades y organizaciones. 

Tengamos presente que, no obstante el desarrollo de diversos procesos de 

aurogestión y microdesarrollo sustentable, que a la fecha siguen vigentes, el 

Estado no abandona su política de apoyar la generación de proyectos produc­

tivos, bajo un pragmatismo orientado directamente al mercado de trabajo, 

focalizando en microrregiones de atención su acción pública, buscando sólo 

así, establecer una nueva ideología basada en la idea de un Estado democrático, 

que comando con una nueva lógica de gestión social, se este proyectando res­

pecto a las condiciones históricas específicas que demanda la pluriculturalidad 

de su Nación. 

Por supuesto que lo anterior se contrapone con la tipología de conflictos 

descrita en el Capitulo N, ya que, como pudimos ver la acción social aprovecha 

crecientemente la apertura de espacios democráticos y entre sus principales deman­

das plantea la edificación de un Estado pluricultural, que tienda los hilos con las 

numerosas unidades autónomas indígenas, que regulan la conducta social de sus 

integrantes, con base en el control y tipos de aprovechamiento de sus recursos 

naturales, que buscan la preservación de su tradiciones, costumbres, conocimien­

tos ancestrales y modalidades de intercambio económico. 

Este orden de ideas nos permite señalar, que si la acción pública no cesa 

de enfocar sus esfuerzos bajo criterios de marginalidad y atención de la pobla­

ción, no sólo seguirá refuncionalizando la realidad cultural de los pueblos indí­

genas, como producto de su condición programática en el ejercicio de recursos 

públicos, sino que se mantendrán las relaciones desiguales en el nivel comuni-



cario, como lo muestran las demandas étnicas y socioeconómicas para alcanzar 

el pleno acceso a la jurisdicción del Estado. 

Así, en éstos dos párrafos anteriores confirmamos las Hipótesis Secunda­

rias en tanto la evidencia de la acción coyuntural, donde el Estado gracias a la 

acción social, tiende a responder al proceso de reconocimiento de derechos 

colectivos y al impulso de la autonomía, en un régimen jurídico político que 

perfila atribuciones al pueblo indígena y como expresión de éste a la comuni­
dad, a fin de paliar las asimetrías en su interior. 

Ciertamente el Convenio 169 de la OIT, ha sido un instrumento clave en 

las reivindicaciones de la acción social mexicana, en el escímulo a la educación 

y a la comunicación interculcural, también en la construcción de puentes que 

se tienden entre diversas disciplinas como la Antropología Jurídica y la Socio­

logía, lo cual es de gran relevancia para nosotros, sobre codo ahora que se ave­

cinan dos procesos: el de reconstitución de los pueblos indígenas bajo un mar­

co de autonomía y el de reforma del Estado, el cual se perfila más como plan­

teamiento político que jurídico, para no entramparse en la creación de un 

nuevo conscicuyence. 

De cal forma, tiene sentido pensar, que la acción social respecto de los 

procesos de planeación y definición de políticas públicas para el desarrollo y el 
fomento de los grupos indios, nos sugiere la aparición de un nuevo instrumen­

tal político y ciencífico, que incorpore conceptos de corte incerculcural, para la 

promoción de relaciones de igualdad y respeto a la diferencia cultural. En efec­

to, intentar explicar las formas, las funciones, los modos de articulación y las 

condiciones de transformación de las estructuras sociales de los pueblos indí­

genas, presupone una combinación de varios métodos teóricos relacionados 

con la lógica y evolución de la sociedad mexicana, sus condiciones de produc­

ción y reproducción de su vida material. 

Otras inquietudes que pueden dar lugar a futuras investigaciones en ma­

teria de derechos indígenas en sociedades multiculturales, no sólo son las nue­

vas expresiones organizativas y reivindicativas, sino .. las formas de justicia alter-



nativa, que desde el ámbito de la autonomía comunitaria intentan articularse a 

la jurisdicción del Estado, sobretodo para contrarrestar la contradicción entre 

territorios indios ricos en ambientes tradicionales y los intereses empresariales 

que explotan minerales, madera, petróleo o recursos turísticos. 

Dentro de los procesos aurogestionarios para el acceso a los recursos natu­

rales, territoriales o culturales (lingüísticos, terapéuticos, artísticos, arqueológi­

cos, tecnológicos, filosóficos o educativos), calculamos que podemos potenciar 

los procesos de los casos concretos que ya vimos y de otros que vienen desarro­

llando: los Zaques de los Chimalapas por el control de su territorio ancestral; 

los Zaques, Zapotecos, Popolucas, Nahuas, Mixtecos, Mixes, Mazatecos, 

Huaves, Chontales, Chocho y Chinantecos del Istmo de Tehuantepec, que 

demandan ser consultados y participar en la planeación, evaluación, control y 

manejo de los proyectos de desarrollo programados para la región; los diversos 

pueblos indios recién asentados en la región chiapaneca de Marqués de Comi­

llas, que pugnan por el control forestal; los Nahuas de la comunidad de 

Atzacoaloya en la región de Chilapa Guerrero, que iniciaron el proceso de 

protección de uno de sus lugares sagrados; los Pápagos de Sonora, que mantie­

nen el resguardo de los objetos sagrados del Vikita, soportando la presión de 

sus hermanos asentados en la reservación O'odham de Arizona. 

Todos ellos pugnan por ser escuchados en sus demandas, las cuales se 

pueden sintetizar en constantes apoyos en proyectos de desarrollo, sobre todo 

los relacionados con la inversión de capitales y la asesoría técnica y administra­

tiva, para el control y manejo de los proyectos comunitarios, que operen bajo 

la lógica de la autonomía constitucional de los pueblos indios. Igualmente se 

demanda con frecuencia la defensoría, gestión y acompañamiento en materia 

de justicia agraria, penal, civil y patrimonial. Asimismo, junco a una cartera de 

ejemplos más amplia que la señalada, se podrían localizar recursos para de­

mandas concretas de capacitación y apoyo a procesos organizativos e 

institucionales de las organizaciones indígenas, sociales y civiles. 

En ese sentido, es posible la búsqueda de recursos fiscales y sociales que 



complementen los procesos comunitarios de aurogestión, para la articulación 

de programas de comunicación social, capacitación y formación. Suponemos, 

que si las organizaciones comunitarias tuviesen recursos para su desarrollo 

institucional y para el impulso de procesos de formación de capital humano 
local, al menos se fomentada la cultura del seguimiento a los compromisos que 

se asuman, logrando con ello más y mejores apoyos humanos y materiales. 

Reiteramos, que los procesos de autogestión comunitaria encuentran fuerte 

enlace con la capacitación y formación de capital humano, no sólo porque 

garantizan la atención de las demandas concretas de la gente a nivel comunita­

rio, sino que además fortalece los procesos de reconstrucción de las institucio­

nes del Estado, al darle sentido a nuevas formas de trato y diálogo intercultural 

y vigencia a las reivindicaciones históricas de los pueblos indígenas. 

Si el propósito de nuestros señalamientos busca el establecimiento de pro­

gramas gubernamentales que no refuncionalicen la realidad cultural ni la ac­

ción social de los pueblos, sino que propicien relaciones más simétricas con la 

sociedad y el Estado durante la solución de las demandas, entonces buscamos 

un cambio en la definición de políticas públicas, que vaya más allá de la asigna­

ción de recursos para resolver problemas de infraestructura, más bien espera­

mos que el cambio se oriente hacia la articulación del factor cultural, territorial 

y patrimonial y dinamice el proceso de transformación nacional. 

Debemos tener en cuenta con los ejemplos de los conflictos presentados 

en ésta tesis, que las luchas por los recursos naturales y el territorio empiezan a 

conformar nuevos movimientos sociales contra el Estado y están resultando la 

fuente que más sujeta al mercado global, en el proceso de definición y consoli­

dación de grandes bloques comerciales. El aumento de las dinámicas aurogestivas 

ocupa el lugar de los nuevos movimientos sociales, ya que no sólo buscan con­

diciones de equidad, justicia y participación, sino que aportan elementos cla­

ves en la construcción de un nuevo orden político, social y ambiental, donde la 

cuestión del espacio local se vuelve fundamental para la orientación de ejerci­

cios de planeación de amplia participación social, que pueden brindar oportu-



nidades a los cerricorios que observan dificultades para la acumulación de capi­

cal y que sin embargo mantienen vigentes diversas y complejas cecnologfas 

tradicionales, imporcances para llevar a cabo nuevos procesos productivos y 
culcurales. En ese sentido, creemos posible la convivencia encre modernidad y 

tradición, siempre y cuando renga lugar el diálogo incerculcural encre el mun­

do globalizado y los micro mundos locales. 

De alguna forma, el periodo que estudiamos en esca investigación ( 1989-

1997) se comienza a editar en nuevas formas. Los confliccos émicos, culcurales 

y cerricoriales, en canco conflictos políticos, seguirán desafiando al Estado, no 

obscance la reforma constitucional sobre derecho y culcura indígenas, que efi­

cazmente orquestaron dos partidos hegemónicos: PAN y l'RI, quienes haciéndo­

la legal por el voto a favor de por lo menos 16 congresos esca cales, no la revisten 

de legitimidad ni sacisface plenamente las demandas sociales. De nueva cuenca 

se regacea la concesión de derechos patrimoniales, el reconocimienco de la co­

munidad como entidad de derecho público y la auconomía política de los pue­

blos indígenas, concraviniendo las disposiciones del Convenio 169 de la Orga­

nización Incernacional del Trabajo y soslayando la incensa efervescencia social 

que impulsó la reforma. Por ello, como epílogo de esce trabajo sinterizamos 

nuestro análisis con las palabras de la comandante Esther, pronunciadas el 22 

de marzo del 2001, en la reunión de trabajo de las Comisiones Unidas de 

Puntos Conscicucionales y Asuntos Indígenas de la Cámara de Diputados del 

H. Congreso de la Unión, con Delegados del Ejército Zapacisca de Liberación 

Nacional y el Congreso Nacional Indígena: 

Por mi voz habla la voz del Ejército Zapatista de Liberación Nacional. 

La palabra que trae, esta nuestra voz, es 1111 clnmor; pero nuestra palnbra 

es de respeto para esta tribuna y para todas y todos los q11e nos esrnchan. 

No recibirdn de nosotros ni un insulto ni una grosería. ¡No haremos lo 

mismo que aquél que el dla 1 o. de diciembre del año 2000 rompió el 

respeto a este recillfo legislativo! 



La palabra que traemos.es verdadera. No ~~'!irnos.a humillar a 

nadie. No venimos a vencer a nadie. No ve1?imos ª·suplantar a nadie. No 

venimos a legislar. Venimos a que nos escucl~en, .a· éscui:harlos. ·Venimos a 

dialogar. 

Sabemos q11e nuestra presencia en esta ;~ibuna provocó agrias dis­

c11sio11es y enfrentamientos. Hubo quienes apostaron a q11e 11sariamos esta 

oport11nidad para ins11ltar o cobrar c11entas pendientes y que todo era 

parte de una estrategia para ganar popularidad pública. ¡Q11ienes así 

pensaron no estdn preselltes! 

Pero h11bo q11ienes apostaron y confiaron en n11estra palabra. Esos 

nos abrieron esta puerta de didlogo y son los q11e estdn presentes. 

Nosotros somos zapatistas, 110 traicionaremos la confianza y fe q11e 

m11chos en este Parlamento y en el p11eblo de México p11sieron en n11estra 

palabra. Q11ienes apostaron a prestar oído atento a n11estra palabra respe­

t11osa ganaron. Q11ienes apostaron a cerrar las p11ertas al didlogo porq11e 

temlan una confrontación perdieron; porq11e los zapatistas traemos pala­

bra de verdad y respeto. 

Q11ienes apostaron a prestar oído atento a nuestra palabra respe­

t11osa, ganaron ¡quienes apostaron a cerrar las p11ertas al didlogo porq11e 

temlan una confrontación, perdieron, porque los zapatistas traemos pala­

bra de verdad y respeto. 

Algunos habrdn pensado que esta tribuna serla ocupada por el 

S11bMarcos y q11e serla él quien darla el mensaje central de los zapatistas, 

ya ven que no es así. El Subcomandante insurgente Marcos es eso, 1111 

subcomandame. Nosotros somos los comandantes, los q11e mandamos en 

comzln, los que mandamos obedeciendo a n11estros pueblos. 

Al «Sub» y a quien comparte con él esperanzas y anhelos, les dimos 

la misión de traernos a esta tribuna, 

Ellos, n11estros g11erreros y guerreras, han ettmplido gracias al apoyo 

de la movilización popular en México y en el mundo, Ahora es nuestra 



hora, el respeto que ofrecemos al Congreso de la Unión es de fondo pero 

también de forma. 

No está en esta tribuna el jefe militar de un ejército rebelde, estd 

quien representfl a la parte civil del EZLN, la dirección política y 

organizativa de un movimiento legítimo, honesto y consecuente, y ade­

más legal por gracia de In Ley para el Diálogo. la Conciliación y In Paz 

Digna en Chiapas. Así demostramos que no tenemos ningtín interés en 

provocar rese11ti111ientos ni resquemores en nadie. 

Así que aquí estoy ;•o, untt mujer indígena. Nadie tendrá por que' 

sentirse agredido, humillado o rebajado porque yo ocupe hoy esta trib1111a 

y hable. Quienes 110 esttÍn ahora ya saben que se negaron a escuc/J11r lo que 

una mujer indígena venía a decirles y se negaron a hablar para que yo los 

escuchara. 

Mi nombre es Esther. pero eso 110 importa ahora. Soy zapatista, 

pero eso tampoco importa en este momento. Soy indígena y soy mujer y eso 

es lo 1ínico que importa ahora. 

Esta trib11na es un símbolo, por eso convocó tanta polémica, por eso 

queríamos Imbiar en ella y por eso alg11nos no querían que aquí estuviéra­

mos. Es un símbolo también que sea yo. una mujer pobre, indígena y 

zapatista quien tome primero In palabra y sea el mío el mensaje central de 

nuestra palabra como zapatist11s. 

Hace unos días en este recinto legislativo se dio una discusión muy 

fiurte y en una votación muy cerrada ganó !t1 posición mayoritaria. QJ1ienes 

pensaron diferente y obraron en comemencia, no fiuron a dar a la cárcel 

ni se les persigue ni mucho menos fi1eron muertos. 

Aquí, en este Congreso, hay diferencias marcadas, algunas de ellas 

hasta contradictorias y hay respeto a esas diferencias, pero a1ín con estas 

diferencias el Congreso no se parte, no se balcanizn, no se fragmenta en 

muchos congresitos, sino que precisameme por esas diferencias y por el 

respeto entre ellas se comtrnyen ms normas, y sin perder lo que hace dis-



tinto a cada quien, se mantiene la unidad y con ella la posibilidad de 

avanzar de com1ín acuerdo. 

¡Ese es el país que queremos los :urpatistas, tm país donde se reconoz­

ca la diferencia y se respete, donde el ser y pemar diferente no sea motivo 

para ir a la cdrcel, para ser perseguido o para morir! 

Aq11í, en este Palacio Legislativo, hay siete lugares vacíos que corres­

ponden a siete indígenas que no pueden estar presentes y no pueden estar 

aq11í con nosotros, porque la diferencia que nos hace indígenas a los indí­

genas, no es reconocida ni respetada. 

De los siete ausentes, el uno m11rió en los primeros días de Enero de 

1994; dos mds estdn presos por oponerse a la tala de drboles; otros dos 

estdn en la cdrcel por defender la pesca como medio de vida y oponerse a 

los pescadores piratas y los dos restantes, timen orden de aprehemión por 

la misma cama, 

Como indígenas, los siete pelearon por sus derechos y como indíge­

nas encontraron la respuesta de la muerte, la cdrcel y la persec11ción. 

En este Congreso hay varias fi1erzas pollticas y cada una de ellas se 

agr11pa y trabaja con plena autonomía; stl! modos de tomar amerdos y las 

reglas de m convivencia interna pueden ser vistos con aprobación ó repro­

bación pero son respetados y a nadie se persig11e por ser de una u otra 

fracción parlamemaria, por ser de derecha, de centro o de izq11ierda. 

En el momento en que es preciso, todos se ponen de acuerdo y se 

unen para comeguir algo q11e comideran que es b11eno para el país. 

Si no se ponen de acuerdo todos, entonces la mayo ria toma el acuer­

do y la minoría acepta y trabaja segzín el acuerdo de la mayoría. Los 

legisladores son de un partido político, de 11na cierta orientación ideológi­

ca y son al mismo tiempo legisladores de todos los mexicanos y mexicanas 

sin importar a q11é partido polltico pertenezca algz1ien o q11e idea tenga. 

Así es el México q11e queremos 106 zapatistas; uno, donde los indí­

genas seamos indígenas y mexicanos; uno, donde el respeto a las diferen-
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cías se balanceen con el respeto a lo q11e nos hace ig11ales; uno, donde las 

diferencias 110 sean motivo de m11erte, cdrcel, persecución, b11rla, lmmi­

llación, racismo; 11no, donde siempre se tenga prese11te q11e, formada por 

diferencias, la n11estra es una nación sobera11a e independiente, y no 1111a 

colonia donde abundan los saqueos, las arbitrariedades y las vergiienws; 

uno, en donde e11 los momentos definitorios de nuestra Historia, todas y 

todos pongamos por encima de nuestras diferencias lo que tenemos en 

comtln, es decir, el ser meximnos. 

El act11al es 11110 de esos momentos históricos, e11 este Congreso 110 

mandan ni el Ejeetttivo Federal ni los Znpatistas, ttl111poco mandan en él 

ningtln partido político, el Congreso de la Unión estd formado por dife­

rentes pero todos tienen en comtín el ser Legisladores y la preoettpació11 por 

el bienestar nacional. 

Esa diferencia y esa igualdad enfrentan ahora un tiempo que les da 

la oportunidad de ver muy adelante y en la hora actual visl11mbrar la 

hora venidera; llegó la hora de nosotras y nosotros los indígenas mexicanos 

y estamos pidiendo que se nos reconozcan nuestras diferencias y nuestro ser 

mexicanos. 

Afortunadamente para los pueblos indios y para el país. un grupo 

de Legisladores, como ustedes, e/,1boró una Iniciativa de Reformas Cons­

titucionales que cuida tallto el reconocimiellto de los indígenas, como el 

mantener y reforwr con ese reconocimiento la soberanía nacional. 

Esa es la iniciativa de Ley de la Cocopa. llamada así porque frieron 

los miembros de la Comisión de Concordia y Pacifimción del Congreso de 

la Unión, diputados y senadores, los que la hicieron, No ignoramos q11e 

esta iniciativa de Ley Cocopa, ha recibido algunas críticas. 

Durante 4 míos se dio 1111 debate qtte ningtma inidmiva de ley ha 

tenido a lo largo de la historia de la Legislatura Federal en México y en este 

debate, todas las críticas fi1eron ptmttmlmente refi1tadas por la teoría y la 

prdctica. Se ac11sa esta prop11esta de balcaniwr el país y se olvida q11e el país 



ya estd dividido: un México que produce las riquezas, otro que se apropia de 

ellas y otro que es el que debe tender la mano para recibir la limosna, 

En este país fragmentado, vivimos los indígenas condenados a la 

vergiienuz de ser el color que somos, la lengua que hablamos, el vestido 

que nos cubre, la mrlsica y la danza que hablan nuestras tristezas y ale­

grlas, nuestra historia, se arnsa esta propuesta de crear reservaciones in­

dias y se olvida que de por sí los indígenas estamos viviendo apartados, 

separados de los demás mexicanos y ademds en peligro de extincidn. 

Se acusa esta propuesta de promover 1111 sistema legal atrasado y se 

olvida que el actual solo promueve la confrontacidn, castiga al pobre y le 

da impunidad al rico, condena a nuestro color y convierte en delito n11es­

tra lengua; se aettsa esta prop11esta de crear excepciones en el quehacer 

político y se olvida que en el afán el q11e gobierna no gobierna sino q11e 

convierte su p11esto p1íblico en fiiente de riqueuz propia y se sabe imp11ne 

e intocable mientras no acabe su tiempo en el cargo. 

De todo esto y de más cosas, hablarán más detalladamente los her­

manos y hermanas indlgenas que me seguirán en el uso de la palabra, Yo 

quiero hablar 1111 poco de eso que critican a la ley Cocopa, porque legali­

uz la discriminaci611 y la marginación de la mujer indígena. 

Señores y señoras diputados y diputadas, senadores y senadoras: quiero 

explicarles la situación de La mujer indígena que vivimos en nuestras 

com11nidades, hoy que seg1ín esto está garantizado en la Constitución el 

respeto a La mujer. 

la situación es muy dura, desde hace muchos años hemos venido 

mfriendo el dolor. el olvido, el desprecio, La marginación y la opresión. 

Sufrimos el olvido porque nadie se arnerda de nosotras, nos mandaron a 

vivir hasta en el rincón de las montaíias del f'als para que allá no llegue 

nadie a visitarnos, a vernos como vivimos. 

Mientras no contamos con Los servicios de agua potable, Luz eléctri­

ca, esettela, vivienda digna, ca"eteras, clínicas, menos hospiiales. Mien-



tras muchas de nuestras hermanas mujeres, niños y ancianos mueren de 

enfermedades curables, desnutrición y de parto, porque no hay clínicas ni 

hospitales donde se atiendan. Sólo en la ciudad, donde viven los ricos, sí 

tienen hospitales con buena atención y tienen todos los servicios; para 

nosotras, aunque haya en la -ciudad. no nos beneficia para nada porque 

no tenemos dinero, no hay manera como trasladar, si lo hay ya no llega­

mos a la ciudad, e11 el cami110 regresamos ya muerto. 

Principalmellfe las 11111jeres, son ellas las que sienten el dolor del 

parto, ellas ve11 morir sus hijos e11 sus brazos por dem11trición, por falta de 

atención, también ven sm hijos descalzos, sin ropa porque no alcanza el 

dinero para comprarles, porque son ellas las q11e cuida11 sus hogares, ven 

que les hace falta para m alime11tación. 

Tambié11 carga11 m ag11a de dos a tres horas de camino con cántaros 

y cargando a su hijo y lo hace11 todo lo q11e hacen dentro de la cocina. 

Desde m11y peq11eñas empezamos a trabajar en cosas sencillas, ya grandes 

salen a trabajar en el campo, a sembrar, limpiar y cargar niños. 

Mientras los hombres se van a trabajar en las fincas cafetaleras y 

caríeras para co11seguir 1111 poco de dinero para poder sobrevivir con m 

familia, a veces ya 110 regresan porque se mueren de enfermedad, no da 

tiempo para regresar en m casa o si regresa11, regresan enfermos, sin dine­

ro, a veces ya m11ertos, as/ queda con mds dolor la mrijer porque queda 

sola cuidando a sus hijos. 

Tambié11 sufrimos el desprecio y la marginación desde que nacimos, 

porque no nos et1idan bien. Porq11e somos niñas, piensan que nosotras no 

valemos, no sabemos pensar, ni trabajar, como vivir nuestra vida, por eso 

muchas de las mtijeres somos analfabetas, porque no t11vimos la oport11nidad 

de ir a la eset1ela. Ytz cuando estamos un poco grandes, n11estros padres nos 

obligan a casarnos a la fi1erza, no importa si no queremos, no nos toman 

consentimiento, abusan de nuestra decisión, a nosotras como mujeres nos gol­

pean, nos maltratan por nuestros propios esposos o familiares, no podemos 

decir nada porque nos dicen que no tenemos derecho de defendernos. 



A nosotras las mujeres indígenas nos burlan los ladinos y los ricos 

por nuestra forma de vestir, de hablar nuestra lengua, nuestm forma de 

rezar y 'de curar y por nuestro color que somos el color de la tierra que 

trabajamos, siempre en la tierra, porque en ella vivimos. 

También no nos permiten nuestra participación en otros trabajos, 

11os dicen que somos cochinas, que 110 nos bañamos por se indlgenas. No­

sotras las 111ujeres indígenas no tene111os las mismas oportunid11des que los 

hombres, los que tienen todo el derecho de decidir de todo, sólo ellos t ieuen 

el derecho a la tierr11 y Lz mujer 110 tiene derecho, como que 110 podemos 

trabajar también la tierra y como que 110 somos seres humanos, sufrimos 

la desigualdad. 

Toda esta situación los malos gobiernos nos enseñaron, las mujeres i11-

díge11as no tenemos buena alimentación, no tenemos vivienda digna, no te­

nemos ni un servicio de salud. ni estudio, no tenemos proyecto para trabajar. 

así sobrevivimos en la miseria, esta pobreza es por el abandono del gobierno 

que nunca nos ha hecho caso como indígenas y no nos han tomado en cuenta, 

11os han tratado como cualquier cosa; dice que nos manda 11poyo, como Pro­

gresa, pero ellos lo hacen con intención para destruimos y dividimos. Así es de 

por si la vida y la muerte de nosotras las mujeres indígenas, y nos dicen que la 

Ley Cocopa va a hacer que nos margi11e11, es la ley de ahora la que permite 

que nos marginen y que nos hu111illen. 

Por eso nosotras nos decidimos a organizar para luchar como mujer 

zapatista, para cambiar la situación porque ya estamos camadas de tanto 

sufrimiento sin tener nuestros derechos. 

No les cuento todo esto para que nos tengan lastima o nos vengan a 

salvar de esos abusos, nosotras hemos luchado por cambiar.eso y lo seguir;­

mos haciendo, pero necesitamos que se reconozca.,11ues.irá)úcha·e11 las 

leyes, porque hasta ahora no está reconocida, f' estdper°c sólo co;no muje~ 
res y ni siquiera ahí está cabal 

Nosotras, además de mujeres, somos indígetias y as! no estamos recd­

nocidas. Nosotras sabemos cudles son buenos y ct;dlei ;~,,·malos los mos y 



costumbres: malas son de pegar y golpear a la mujer, de venta y compra. 

de casar a la faerza, si11 que ella q11iera, de que no puede participar en 

asamblea, de que 110 p11ede salir de m casa. Por eso q11eremos que se apmeba 

la Ley de Derechos y C11lt11m !11dígena, es muy importante para 11osotras 

las mujeres indígenas de todo México. Va a servir para que seamos reco110-

cidas y respetadas como mujer e indígena q11e somos. 

Eso q11iere decir que queremos que sea reconocida 11uestm forma de 

vestir. de hablar. de gober11ar. de organizar. de rezar. de curar; nuestra 

forma de trabajar en colectivas, de respetar la tierra y de entender la vida, 

que es la 11atumleza que somos parte de ella. 

E11 esta ley estd11 incl11idos nuestros derechos como mujer. que ya 

nadie p11ede impedir nuestra participación. nuestra dignidad e integri­

dad de cualquier trabajo. igual r¡11e ÚJs hombres. 

Por eso q11eremos decirles para todos los diputados y senadores, para 

q11e cumplan con m deber. sean verdaderos representantes del pueblo. 

Ustedes dijero11 que iban a servir al puebÚJ, que van a hacer leyes para el 

p11eblo. C11mplan ms palabras, lo que u comprometieron la pueblo. 

Es el momemo de aprobar la iniciativa de Ley de la Cocopa. Los 

q11e votaron a favor de ustedes y ÚJs q11e 110, pero que también son pueblos, 

sig11en sedientos de paz, de justicia, de hambre. 

Ya no permitan que nadie ponga en vergüenza nuestra dignidad. se 

los pedimos como mujeres, como pobres, como indígenas y como zapatistas. 

Señoras y señores legisladoras y legisladores: Ustedes han sido sensibles a 

11n clamor que no es sóÚJ de ÚJs zapatistas ni sóÚJ de ÚJs pueblns indios. sino de 

todo el puebln de México; 110 sólo de ÚJs que so11 pobres como nosotros, tam­

bién de gente que vive con acomodo. Su umibilidad como legisladores permi­

tió que una luz alumbrara la oscura noche en que ÚJs i11dígenas nacemos, 

crecemos, vivimos y morimos. Esa luz es el didlogo.» 
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CONVENIO; 169. SOBRE POBLACION'ESINDfGENAS 
Y TRIBALES EN PAÍSES INDEPENDIENTES 
(D()F, 24-01-91.) 

El Convenio 169 es un Instrumento Internacional creado en el seno de la Orga­
nización Internacional del Trabajo (OIT). contiene diversas disposiciones y me­
didas encaminadas a definir y regular las relaciones entre las autoridades. ins­
tancias gubernamentales y los pueblos indígenas. La aceptación del Conve­
nio 169 impone. de acuerdo a las normas del Derecho Internacional. diversas 
obligaciones a los gobiernos firmantes. que en el caso de nuestro país se pue­
den resumir en las siguientes: 

Incorporar los principios del convenio en la legislación nacional, en tanto 
no le sean contradictorios; diseñar una política indigenista que. acorde con 
los planes nacionales. recoja los lineamientos consagrados en el Instrumento 
internacional; y una última. que surge del Art. 133 de la Constitución Política 
Federal: Considerar y aplicar el convenio Internacional como parte de la Ley 
Nacional en los diferentes actos de gobierno y autoridad. 

A partir de la formalización del convenio el gobierno de México a través 
de sus instancias ha emprendido diversas acciones encaminadas a cumplir 
las obligaciones adquiridas. En el presente trabajo se presentó una recopila­
ción de las diversas disposiciones legales que se han modificado para recono­
cer. en principio. el carácter pluricultural de la Nación para. posteriormente. 
crear disposiciones específicas dirigidas a los pueblos e Individuos Indígenas. 
Como se señaló al principio del presente el marco jurídico creado es aún limi­
tado e Impreciso. por lo que es necesario su estudio: discusión y análisis, y 
planeaclón de acciones futuras. 

CONSTITUCIÓN POLfTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

"Art. 133.- Esta Constitución. las leyes del Congreso de la Unión que emanen 
de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y 
que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Sena­
do. serán la Ley Suprema de la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán 
a dicha Constitución. leyes y tratados. a pesar de las disposiciones en contra­
rio que pueda haber en las Constituciones o leyes de los estados.· 



DECRETO promulgatorlo del Convenio 169 sÓl:>re Pueblos lndígenasy 
Tribales en Países Independientes. . . · ..• · ' 

- . . :;. 

Al margen un sello con el Escudo Nacio.nal. que dice: Estados Unidos 
Mexicanos.- Presidencia de la República. · 

CARLOS SALINAS DE GORTARI. 
PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
a sus habitantes sabed: 

El día veintisiete del mes de junio del año de mil novecientos ochenta y nueve, se 
adoptó en la ciudad de Ginebra. Suiza. durante la Septuagésima Sexta Reunión 
de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo. el Con­
venio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. 

El citado Convenio fue aprobado por la Cámara de Senadores del H. 
Congreso de la Unión el día once del mes de Julio del año de mil novecientos 
noventa. según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 
tres del mes de agosto del propio año. 

El Instrumento de ratificación. firmado por mí el día trece del mes de agosto 
del año de mil novecientos noventa. fue depositado ante el Director General 
de la Organización Internacional del Trabajo el día cinco del mes de septiem­
bre del mismo año. 

Por lo tanto. para su debida observancia. en cumplimiento de lo dispues­
to en la Fracción Primera del Artículo Ochenta y Nueve de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. promulgo el presente Decreto. en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal. a los veinticinco días del mes de sep­
tiembre del año de mil novecientos noventa.· Carlos Salinas de Gortarl.- Rúbrl· 
ca.- El Secretario de Relaciones Exteriores. Fernando Solana.- Rúbrica. 

EL C. EMBAJADOR ANDRÉS ROZENTAL 
SUBSECRETARIO DE RELACIONES EXTERIORES. CERTIFICA: 

Que en los archivos de esta Secretaría obra copla certificada del Convenio 169 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. adoptado en la 
ciudad de Ginebra, Suiza. el día veintisiete del mes de Junio del año de mil nove­
cientos ochenta y nueve, cuyo texto' y forma en español son los siguientes: 



CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO Convenio 169 
Convenio Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes 
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Inter­
nacional del Trabajo y congregada en dicha ciudad el 7 de junio de 1989, en 
su septuagésima sexta reunión; 

Observando las normas Internacionales enunciadas en el Convenio y en 
la Recomendación sobre poblaciones indígenas y tribuales, 1957; 

Recordando los términos de la Decloración Universal de Derechos Huma­
nos. del Pacto Internacional de Derechos Económicos. Sociales y Culturales. del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. y de los numerosos Instrumen­
tos Internacionales sobre la prevención de la discriminación: 

Considerando que la evolución del derecho internacional desde 1957 y 
los cambios sobrevenidos en la situación de los pueblos indígenas y tribales en 
todas las reglones del mundo hacen aconsejable adoptar nuevas normas in­
ternacionales en la materia. a fin de eliminar la orientación hacia la asimila­
ción de las normas anteriores; 

Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de 
sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a 
mantener y fortalecer sus identidades. lenguas y religiones, dentro del marco 
de los Estados en que viven; 

Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no pueden 
gozar de los derechos humanos fundamentales en el mismo grado que el res­

. to de la población de los Estados en que viven y que sus leyes, valores. cos-
tumbres y perspectivas han sufrido a menudo una erosión; _ ,,. __ ..... 

Recordando la particular contribución de los pueblos Indígenas y tribales 
a la diversidad cultural. a la armonía social y ecológica de la humanidad y a 
la cooperación y comprensión internacionales: 

Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas con la 
colaboración de las Naciones Unidas. de la Organización de las Naciones Uni­
das para la Agricultura y la Alimentación. de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura y de la Organización Mundial · 
de la Solud. así como del Instituto Indigenista Interamericano. a los niveles apro­
piados y en sus esferas respectivas. y que se tiene el propósito de continuar esa 
colaboración a fin de promover y asegurar la aplicación de estas disposiciones; 
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Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones.sobre la revi­
sión parcial del Convenio sobre poblaciones Indígenas y tribales; 1957 (núm. 
107). cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día de lá reunión. 
y 

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistbn la forma 
de un convenio Internacional que revise el Convenio sobre poblaclónes indíc 
geno y tribales. 1957. .. . ·c.~ 

Adopta con fecha veintisiete de junio de mil novecientos ochenta y nue­
ve. el siguiente Convenio. que podrá ser citado como el Convenio sobre pue­
blos indígenas y tribales, 1989: 

PARTE J. POLÍTICA GENERAL 

ARTICULO 1 

1. El presente Convenio se aplica: 
a) a los pueblos tribales en países Independientes, cuyas condiciones 

sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la 
colectividad nacional, y que estén regidos total a parcialmente por 
sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial: 

b) a los pueblos en países Independientes. considerados Indígena por el 
hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en 
una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la 
conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fron­
teras estatales y que. cualquiera que sea su situación Jurídica. conser­
van todas sus propias Instituciones sociales, económicas, culturales y 
políticas. o parte de ellas. 

2. La conciencia de su Identidad Indígena o tribal deberá considerarse 
un criterio fundamental para determinar los grupos a los que se apll~ 
can las disposiciones del presente Convenio. . 

3. La utilización del término ccpueblos11 en este Convenio nó;det3erá 
Interpretarse en el sentido de que tenga Implicación algunaém.lo qüe 
atañe.a los derechos que pueda conferirse a dlchoJérrnlno·er{el de~ 
recho Internacional. · ·• 

ARTICULO 2 

1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de é17sarrollar. con la 



participación de los pueblos Interesados. una acción coordinada y 
sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a·· 
garantizar el respeto de su Integridad. · 

2. Esta acción deberá incluir medidas: 
a) que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar. en ple de Igual­

dad. de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otor­
ga a los demás miembros de la población; 

b) que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales. econó­
micos y culturales de esos pueblos. respetando su Identidad social y 
cultural. sus costumbres y tradiciones. y sus instituciones; 

c) que ayuden a los miembros de los pueblos Interesados a eliminar las 
diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros 
Indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional. de una 
manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida. 

ARTICULO 3 
1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los de­

rechos humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discrimi­
nación. Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discrimi­
nación a los hombres y mujeres de esos pueblos. 

2. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole 
los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos in­
teresados. incluidos los derechos contenidos en el presente Convenio. 

ARTÍCULO 4 
1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para sal­

vaguardar las personas. las instituciones. los bienes. el trabajo. las cul­
turas y el medio ambiente de los pueblos Interesados. 

2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos ex­
presados libremente por los pueblos Interesados. 

3. El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía 
no deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales me­
didas especiales. 

¡.'« 

ARTICULO 5 



Al aplicar las disposiciones del presente Convenio: 
a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, cul­

turales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá to­
marse debidamente en consideración la índole de los problemas que 
se les plantean tanto colectiva como individualmente; 

b) deberá respetarse la integridad de los valores. prácticas e Institucio­
nes de esos pueblos; 

c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pue­
blos Interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que 
experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida 
y de trabajo. 

ARTICULO 6 
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apro­

piados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada 
vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente; 

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados 
puedan participar libremente. por lo menos en la misma medida que 
otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de 
decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de 
otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan; 

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las Instituciones e 
iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los 
recursos necesarios para este fin. 

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio debe­
rán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circuns­
tancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consenti­
miento acerca de las medidas propuestas. 

ARTICULO 7 
1 . Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias 

prioridades en la que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en 
que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual 
y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar. 



en la medida de lo posible. su propio desarrollo económico. social y 
cultural. Además. dichos pueblos deberán participar en la formulación. 
aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacio­
nal y regional susceptibles de afectarles directamente. 

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de 
salud y educación de los pueblos interesados. con su participación y 
cooperación. deberá ser prioritario en los planes de desarrollo econó­
mico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales 
de desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de 
modo que promuevan dicho mejoramiento. 

3. Los gobiernos deberán velar por que. siempre que haya lugar, se efec­
túen estudios. en cooperación con los pueblos interesados. a fin de 
evaluar la incidencia social. espiritual y cultural y sobre el medio am­
biente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre 
esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considera­
dos como criterios fundamentales poro la ejecución de las activida­
des mencionadas. 

4. Los gobiernos deberán tomar medidas. en cooperación con los pue­
blos interesados. para proteger y preservar el medio ambiente de los 
territorios que habitan. 

ARTICULO 8 

1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos Interesados deberán 
tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho 
consuetudinario. 

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres 
e Instituciones propias, siempre que éstas no sean Incompatibles con los 
derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con 
los derechos humanos Internacionalmente reconocidos. Siempre que 
seo necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar 
los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio. 

3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a 
los miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a to­
dos los ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes. 

ARTICULÓ 9 
1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema juñdlco nacional y 



con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. deberán res­
petarse los métodos a los que los pueblos Interesados recurren tradicional­
mente para la represión de los delitos cometidos par sus miembros. 

2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestio­
nes penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pue­
blos en la materia. 

ARTICULO 10 

1. Cuando se Impongan sanciones penales previstas por la legislación 
general a miembros de dichos pueblos deberán teneren·cuentá sus 
características económicas. sociales y culturales. ;¡ .: '<, . . · 

2. Deberán darse la preferencia a tipos de sanción dlstln,tos del encarce-
lamiento. · · •,:•· ··;;· '. ;·;'!i:;; .•• 

• J ~' ~ ,- ~ 

•- r 11 -- ~~:,~ . .,;::~·!'.: ·~.:¿,··,! 
r-u<T CULO •· . . '.·. . .. .. ,,_ , , 

La ley deberá prohibir y sancionar la Imposición a miembros de los pueblos Inte­
resados de servicios personales obligatorios de cua.lquler índole. remunerados o 
no. excepto en los casos previstos por la ley para.todos los ciudadanos. 

ARTÍCULO 12 

Los pueblos Interesados deberán tener protección contra la violación de sus 
derechos. y poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien 
por conducto de sus organismos representativos, para asegurar el respeto efec­
tivo de tales derechos, Deberán tomarse medidas para garantizar que los miem­
bros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en pro­
cedimientos legales. facilitándoles si fuere necesario, Intérpretes u otros me­
dios eficaces. 

PARTE JI. TIERRAS 

ARTICULO 13 

1 . Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos 
deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores 
espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o 
territorios. o con ambos. según los casos que ocupan o utilizan de algu­
na otra manera y en particular los aspectos colectivos de esa relación. 

2. La utilización del término «tlerras11 en los artículos 15 y 16 deberá 



incluir el concepto dE! territorios. lo que cubre la totalidad del háb.ltat 
de las regiones que los pueblos interesados ocupan o ~tilÍzan ci~ 
alguna 9tra manera.. ' . ' ' ' ' ' . ' 

ARTICULO 14 . , , 
l. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de: propie­

dad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Ade­
más, en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para salva­
guardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no 
estén exclusivamente ocupadas por ellos. pero a las que hayan teni­
do tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de 
subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular atención a 
la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes. 

2. Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para 
determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicional­
mente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propie­
dad y posesión. 

3. Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del siste­
ma jurídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras for­
muladas por los pueblos interesados. 

ARTICULO 15 
l . Los derechos de los pueblos Interesados a los recursos naturales exis­

tentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos dere­
chos compren den el derecho de esos pueblos a participar en la utili­
zación. administración y conservación de dichos recursos. 

2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minera­
les o de los recursos del subsuelo. o tenga derechos sobre otros 
recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer 
o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos in­
teresados. a fin de determinar si los intereses de esos pueblos se­
rian perjudicados y en qué medida. antes de emprender o autori­
zar cualquier programa de prospección o explotación de los re­
cursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten 
tales actividades, y percibir una Indemnización equitativa por cual­
quier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. 



ARTICULO 16 

1. A reseNa de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, los pue­
blos Interesados no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan. 

2. Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pue­
blos se consideren necesarios, sólo deberán efectuare con su consen­
timiento, dado libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuan­
do no pueda obtener su consentimiento, el traslado y la reubicación 
sólo deberá tener lugar al término de procedimientos adecuados es­
tablecidos por la legislación nacional. Incluidas encuestas públicas. 
cuando haya lugar, en que los pueblos interesados tengan la posibili­
dad de estar efectivamente representados. 

3. Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de 
regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas 
que motivaron su traslado y reubicación. 

4. Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o en 
ausencia de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, di­
chos pueblos deberán recibir en todos los casos posibles. tierras cuya cali­
dad y cuyo estatuto juñdico sean por lo menos Iguales a los de las tierras que 
ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades y 
garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos Interesados prefieran re­
cibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles di­
cha indemnización con las garantías apropiadas. 

5. Deberá Indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y 
reubicadas por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como 
consecuencia de su desplazamiento. 

ARTICULO 17 

1. Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos 
sobre la tierra entre los miembros de los pueblos Interesados estableci­
das por dichos pueblos. 

2. Deberá consultarse a los pueblos Interesados siempre que se conslde­
. re su capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma 
sus derechos sobre estas tierras fuera de su comunidad. 

3. Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan apro­
vecharse de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento 
de las leyes por parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, al 
posesión o el uso de las tierras pertenecientes a ellos. 



ARTICULO 18 

La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda Intrusión no autoriza­
da en las tierras de los pueblos Interesados o todo uso no autorizado de las 
mismas por personas ajenas a ellos, y los gobiernos deberán tomar medidas 
para Impedir tales Infracciones. 

ARTICULO 19 

Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos Interesa­
dos condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores de la pobla­
ción a los efectos de: 

a) la asignación de tierras adicionales a.dichos pueblos cuando las tie­
rras de que dispongan sean lnsufléientes para garantizarles los elemen­
tos de una existencia normal 6 para hacer frente ª· su posible creci-
miento numérico; .··. ·.·; ,,,;.: ···< · ':· 

b) el otorgamiento de los medlosnecesarlospara el.desarróllo de las tie-
rras que dichos pueblos ya po~een; · ·· ·· · · ·· 

PARTEIII. 
CONTRATACIÓN Y CONDICIONES DE EMPLEO 

ARTICULO 20 

1. Los gobiernos deberán adoptar. en el marco de su legislación nacio­
nal y en cooperación con los pueblos interesados, medidas especia­
les para garantizar a los trabajadores pertenecientes a esos pueblos 
una protección eficaz en materia de contratación y condiciones de 
empleo. en la medida en que no estén protegidos eficazmente por la 
legislación aplicable a los trabajadores en general. 

2. Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cual­
quier discriminación entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos 
Interesados y los demás trabajadores. especialmente en lo relativo a:· 

a) acceso al empleo. Incluidos los empleos calificados y las medidas de 
promoción y de ascenso; 

b) remuneración Igual por trabajo de Igual valor; 
c) asistencia médica y social. seguridad e higiene en el trabajo, todas lcis 

prestaciones de seguridad social y demás prestaciones derivadas del 
empleo, así como la vivienda; 



d) derecho de asociación. derecho a dedicarse libremente a todas las 
actividades sindicales para fines lícitos. y derecho a concluir convenios 
colectivos con empleadores o con organizaciones de empleadores. 

3. Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que: 
a) los trabajadores pertenecientes a los pueblos Interesados. Incluidos los 

trabajadores estacionales. eventuales y mlgrantes empleados en la 
agricultura o en otras actividades. así como los empleados por con­
tratistas de mano de obra. gocen de la protección que confieren la 
legislación y la práctica nacionales a otros trabajadores de estas ca­
tegorías en los mismos sectores. y sean plenamente informados de sus 
derechos con arreglo a la legislación laboral y de los recursos de que 
disponen; 

b) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sometidos a condi­
ciones de trabajo peligrosas para su salud. en particular como consecuen­
cia de su exposición a plaguicidas o a otras sustancias tóxicas; 

c) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sujetos a sis­
temas de contratación coercitivos. Incluidas todas las formas de servi­
dumbre por deudas; 

d) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de lgualdád 
de oportunidades y de trato para hombres y mujeres en el empleo y 
de protección contra el hostigamiento sexual. 

4. Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios ade­
cuados de Inspección del trabajo en las reglones donde ejerzan acti­
vidades asalariadas, trabajadores pertenecientes a los pueblos Inte­
resados. a fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de 
esta parte del presente Convenio. 

PARTE IV. 
FORMACIÓN PROFESIONAL, ARTESANIA E INDUSTRIAS RURALES 

ARTICULO 21 

Los miembros de los pueblos inter.esados deberán poder disponer de medios de 
formación profesional por lo rrienos Iguales a los de los demás ciudadanos. 



ARTICULO 22 

l. Deberán tomarse medidas para promover la participación voluntaria 
de miembros de los pueblos interesados en programas de formación 
profesional de aplicación general. 

2. Cuando los programas de formación profesional de aplicación gene­
ral existentes no respondan a las necesidades especiales de los pue­
blos Interesados. los gobiernos deberán asegurar. con la participación 
de dichos pueblos. que se pongan a su disposición programas y me­
dios especiales de formación. 

3. Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entor­
no económico. las condiciones sociales y culturales y las necesidades 
concretas de los pueblos interesados. Todo estudio a este respeto debe­
rá realizarse en cooperación con esos pueblos. los cuales deberán ser 
consultados sobre la organización y el funcionamiento de tales progra­
mas. Cuando sea posible. esos pueblos deberán asumir progresivamen­
te la responsabilidad de la organización y el funcionamiento de tales 
programas especiales de formación. si así lo deciden. 

ARTICULO 23 

l . La artesanía. las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradi­
cionales y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos 
Interesados. como la caza. la pesca. la caza con trampas y la recolec­
ción deberán reconocerse como factores Importantes del mantenimien­
to de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos. Con la 
participación de esos pueblos. y siempre que haya lugar. los gobiernos 
deberán velar porque se fortalezcan y fomenten dichas actividades. 

2. A petición de los pueblos Interesados. deberá facilitárseles. cuando sea 
posible. una asistencia técnica y financiera apropiada que tenga en 
cuenta las técnicas tradicionales y las características culturales de esos 
pueblos y la importancia de un desarrollo sostenidos y equitativo. 

PARTE V. SEGURIDAD SOCIAL Y SALUD 

ARTICULO 24 . ·· , · •'· · 
Los regímenes de.seguridad social deberán extenderse progresivamente a los 
pueblos interesados apllcársele?sin·.disériminaclón alguna. 



ART[CULO 25 
l. Los gobiernos deberán velar porque se pongan a disposición de los 

pueblos Interesados servicios de salud adecuados o proporcionar a 
dichos pueblos los medios que les permitan organizar y prestar tales 
servicios bajo su propia responsabilidad y control. a fin de que pue­
dan gozar del máximo nivel posible de salud física y mental. 

2. Los servicios de salud deberán organizarse en la medida de lo posible, a 
nivel comunitario. Estos servicios deberán planearse y administrarse en 
cooperación con los pueblos interesados y tener en cuenta sus condi­
ciones económicas, geográficas. sociales y culturales. así como sus mé­
todos de prevención. prácticas curativas y medicamentos tradiciona­
les. 

3. El sistema de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la forma­
ción y al empleo de personal sanitario de la comunidad local y cen­
trarse en los cuidados primarios de salud manteniendo al mismo tiem­
po estrechos vínculos con los demás niveles de asistencia sanitaria. 

4. La prestación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las 
demás medidas sociales económicas y culturales que se tomen en el 
país. 

PARTEVl 
EDUCACIÓN Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

J\RT[CULO 26 

Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos 
interesados la posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles. por lo 
menos en ple de Igualdad con el resto de la comunidad nacional. 

ARTÍCULO 27 
l. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos 

Interesados deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación con és­
tos a fin de responder a sus necesidades particulares. y deberán abar­
car su historia. sus conocimientos y técnicas. sus sistemas de valores y 
todas sus demás aspiraciones sociales económicas y culturales. 

2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de mlem-



bros de estos pueblos y su participación en la formulación y ejecución 
de programas de educación. con miras a transferir progresivamente 
a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos progra­
mas cuando haya lugar. 

3. Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pue­
blos a crear sus propias Instituciones y medios de educación. siempre 
que tales Instituciones satisfagan las normas mínimas establecidas por 
la autoridad competente en consulta con esos pueblos. Deberán 
facllltárseles recursos apropiados con tal fin. 

ARTICULO 28 

1 . Siempre que sea viable deberá enseñarse a los niños de los pueblos 
Interesados a leer y a escribir en su propia lengua Indígena o en la 
lengua que más comúnmente se hable en el grupo a que pertenez­
can. Cuando ello no sea viable. las autoridades competentes debe­
rán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de 
medidas que permitan alcanzar este objetivo. 

2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pue­
blos tengan la oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o 
una de las lenguas oficiales del país. 

3. Deberán adoptarse disposiciones poro preservar las lenguas Indíge­
nas de los pueblos interesados y promover el desarrollo y la práctica 
de las mismas. 

ARTICULO 29 

Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos Interesados deberá 
ser Impartirles conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a partici­
par plenamente y en ple de Igualdad en la vida de su propia comunidad y en 
la comunidad nacional. 

ARTICULO 30 

1 . Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y 
culturas de los pueblos Interesados. a fin de darles a conocer sus dere­
chos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las 
posibilidades económicas. a las cuestiones de educación y salud. a los 
servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio. 



2. A tal fin. deberá recurrirse, si fuera necesario. a traducciones escritas y 
a la utilización de los medios de comunicación de masas en las len­
guas de dichos pueblos. 

ARTfClllO 31 
Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de 
la comunidad nacional. y especialmente en los que estén en contacto más 
directo con los pueblos Interesados, con objeto de eliminar los prejuicios que 
pudieran tener con respecto a esos pueblos. A tal fin. deberán hacerse esfuer­
zos por asegurar que los libros de historia y demás material didáctico ofrezcan 
una descripción equitativa. exacta e Instructiva de las sociedades y culturas 
de los pueblos interesados. 

PARTE VII. 
CONTACTOS Y COOPERACIÓN A TRAVÉS DE LAS FRONTERAS 

ARTÍCULO 32 
Los gobiernos deberán tomar medldasapropladas. Incluso por medio de acuer­
dos Internacionales, para facilitar los contactos y. la cooperación entre pue­
blos Indígenas y tribales a través deJc:is fronteras; incluidas las actividades en 
las esferas económica, social, cultural. esplrltucil y del medio ambiente. 

PARTEVJII. 
ADMINISTRACIÓN 

ARTICULO 33 
1. La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abar­

ca el presente Convenio deberá asegurarse de que existen Institucio­
nes u otros mecanismos apropiados para administrar los programas 
que afecten a los pueblos interesados. y de que tales instituciones o 
mecanismos disponen de los medios necesarios para el cabal desem­
peño de sus funciones. 

2. Tales programas deberán incluir: 
a) La planificación, coordinación, ejecución y evaluación. en coopera­

ción con los pueblos interesados, de las medidas previstas en el pre­
sente Convenio; 



b) La proposición de medidas legislativas y deótra índole a las autorlda-. 
des competentes y el control de la aplicación de las medidas adop-
tadas en cooperación con los pueblos Interesados .. ;·,, · 

PARTE IX 
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 34 . · · . .. . . · . 
La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al 
presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad. teniendo en cuen­
ta las condiciones propias de cada país. 

ARTICULO 35 
La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menos­
cabar los derechos y las ventajas garantizados o los pueblos Interesados en 
virtud de otros convenios y recomendaciones. Instrumentos internoclonoles. 
tratados. o leyes. laudos. costumbres o acuerdos nacionales. 

PARTE X 
DISPOSICIONES FINALES 

ARTICULO 36 
Este Convenio reviso el Convenio sobre poblaciones indígena y tribales. 1957. 

ARTICULO 37. . 
Las ratificaciones formaÍes del presente Convenio serán comunicados poro su 
registro. al Director General de la Oficina lntemoclonoldel Trabajo. · 

t-:~i~,;: '.,.o. 

ARTÍCULO 38 '< :' : ;, 

1. Este Convenio obligará únicamente o ¿ql.Íellos Miembros de lo Orga­
. nizoclón Internacional del Trabajo cuyos ratlflcaClÓn·es hoya registra-
do el Director General. ·• ; •. ;Y~'\'fi ~~i·'.;i~,,>·. 

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificacio­
nes de dos Miembros hayan sido registradas porel Director General. 

3. Desde dicho momento. este Convén1o·a~trc:iréÍ<en vigor poro coda 
Miembro. doce meses después de la fecha en qUe hayo sido registra­
da su ratificación. 



ARTICULO 39 
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo 

a la expiración de un periodo de diez años. a partir de la fecha en 
que se haya puesto inicialmente en vigor. mediante un acta comuni­
cada. para su registro, al Director General de la Oficina lnternccloncl 
del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la 
fecha en que se haya registrado. 

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que en el plazo de 
un año después de la expiración del periodo de diez años mencionado 
en el párrafo precedente. no haga uso del derecho de denuncia pre­
visto en este artículo quedará obligado durante un nuevo periodo de 
diez años. y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expira­
ción de cada periodo de diez años. en las condiciones previstas en este 
artículo. 

ARTICULO 40 
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a 

todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el 
registro de cuantas ratificaciones. declaraciones y denuncias le co­
muniquen los Miembros de la Organización. 

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda 
ratificación que le haya sido comunicada. el Director General llamará 
la atención de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que 
entrará en vigor el presente Convenio. 

La presente es copia fiel y completa en español del Convenio 169 sobre Pue­
blos Indígenas y Tribales en Países Independientes. adoptado en la ciudad de 
Ginebra. Suiza. el día veintisiete del mes de Junio del año de mil novecientos 
ochenta y nueve. 

Extiendo la presente, en catorce páginas útiles, en la Ciudad de México. 
Distrito Federal, a los dieciocho días del mes de septiembre del año de mil 
novecientos noventa, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación res­
pectivo.- Rúbrica. 



ANEXO 11 





Arnerdosdel G~bienioFederdl y;¡ Ejército Zapatista 
de Liber~ción Nadonal s~bre derecho y cultura indígena, 

· San Andrés Larrdinzar, Chiapas, 16 de febrero de 1996. 

ACUERDOS DE SAN ANDRÉS IARRÁINZAR 
SUSCRITOS ENTRE EL GOBIERNO FEDERAL 
Y EL EJÉRCITO ZAPATISTA DE LIBERACIÓN 
NACIONAL, SOBRE DERECHOS Y CULTURA 
INDÍGENA 

16 de febrero de 1996 

En la segunda parte de la Plenaria Resolutiva del Tema 1 sobre Derechos y 
Cultura Indígena. y después de las consultas que cada parte realizó. el EZLN y 
el Gobierno Federal llegaron al siguiente 

ACUERDO 

Respecto a los documentos "PRONUNCIAMIENTO CONJUNTO QUE EL GOBIER­
NO FEDERAL Y EL EZLN ENVIARÁN A LAS INSTANCIAS DE DEBATE Y DECISIÓN 
NACIONAL", "PROPUESTAS CONJUNTAS QUE EL GOBIERNO FEDERAL Y EL EZLN 
SE COMPROMETEN A ENVIAR A LAS INSTANCIAS DE DEBATE Y DECISIÓN NACIO­
NAL CORRESPONDIENTES AL PUNTO 1.4 DE LAS REGLAS DE PROCEDIMIENTO" y 
"COMPROMISOS PARA CHIAPAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO Y FEDERAL Y EL 
EZLN. CORRESPONDIENTES AL PUNTO 1.3 DE LAS REGLAS DE PROCEDIMIENTO". 
emanados de la primera parte de la Plenaria Resolutiva correspondiente al 
tema de Derechos y Cultura Indígena: 

El Gobierno Federal. a través de su delegación. manifiesta su acepta­
ción de dichos documentos. 

El EZLN. a través de su delegación, manifiesta su aceptación de dichos 
documentos. En relación con las cuestiones respecto a las cuales formuló. en 
la sesión del 14 de febrero de 1996 de esta segunda parte de la Plenaria Reso­
lutiva. propuestas de agregados y de sustituciones o eliminaciones en el texto 
de los mismos. de acuerdo con los resultados de la consulta realizada por el 
EZLN. expresa lo siguiente: 



La delegación del EZLN Insiste en señalar la falta de solución al grave 
problema agrario nacional. y en la necesidad de reformar el Artículo 27 Cons­
titucional. que debe retornar el espíritu de Erniliano Zapata. resumido en dos 
demandas básicas: la tierra es de quien la trabaja, y Tierra y Libertad. (Docu­
mento "Propuestas conjuntas que el Gobierno federal y el EZLN se comprome­
ten a enviar a las instancias de debate y decisión nacional, correspondientes 
al punto 1.4 de las Reglas de Procedimiento": página 11. apartado 5. "Refor­
mas Constitucionales y Legales·. inciso B). 

Por lo que se refiere al desarrollo sustentable. la delegación del EZLN con­
sidera insuficiente que el gobierno indemnice a los pueblos indígenas por los 
daños ocasionados en sus tierras y territorios. una vez ocasionado el daño. Es 
necesario desarrollar una politica de verdadera sustentabilidad. que preserve 
las tierras. los territorios y los recursos naturales de los pueblos Indígenas. en 
suma. que contemple los costos sociales de los proyectos de desarrollo. (Do­
cumento "Pronunciamiento conjunto que el Gobierno Federal y el EZLN envia­
rán a las instancias de debate y decisión nacional". página 5, en el subtítulo 
"Principios de la nueva relación". inciso 2). 

En lo referente al tema Situación. Derechos y Cultura de la Mujer Indíge­
na. la delegación del EZLN considera insuficientes los actuales puntos de acuer­
do. Por la triple opresión que padecen las mujeres Indígenas. como mujeres, 
como indígenas y como pobres. exigen la construcción de una nueva socie­
dad nacional. con otro modelo económico. político. social y cultural que in­
cluya a todas y a todos los mexicanos. (Cocumento 3.2 ·Acciones y medidas 
para Chiapas. Compromisos y propuestas conjuntas de los gobiernos del Esta­
do y Federal y el EZLN •. página 9). 

En términos generales la delegación del EZLN considera necesario que, 
en cada caso. se expliciten los tiempos y plazos en que los acuerdos deben 
ser llevados a la práctica. y que, para ello. los pueblos indígenas y las autori­
dades correspondientes deben programar y calendarizar de mutuo acuerdo 
su instrumentación. 

Acerca de las garantías de acceso pleno a la justicia. la delegación del 
EZLN considera que no puede pasarse por alto la necesidad del nombramien­
to de intérpretes en todos los juicios y procesos que se sigan a los indígenas. 
asegurando que dichos intérpretes cuenten con la aceptación expresa del 
procesado y conozcan tanto el idioma como ICÍ cultura y el sistema Jurídico 
lndígenas.(Documento 2 "Propuestas conjuntas ·que el Gobierno Federal y el 



EZLN se comprometen a enviar a las instancias de debate y decisión nacional. 
correspondientes al punto 1.4 de las Reglas de Procedimiento, página 6, sub­
título: "Garantías de acceso pleno a la justicia"). 

La delegación del EZLN considera indispensable que se legisle para pro­
teger los derechos de los migrantes. indígenas y no Indígenas, dentro y fuera 
de las fronteras nacionales. (Documento l. ·Pronunciamiento conjunto que el 
Gobierno Federal y el EZLN enviarán a las instancias de debate y decisión 
nacional", página 5. punto 8. sublítulo: "Proteger a los indígenas migrantes"): 

A fin de fortalecer los municipios. la delegación del EZLN considera que 
se requieren compromisos explícitos del gobierno para garantizar su acceso a 
la infraestructura. capacitación y recursos económicos adecuados. (Docu­
mento 2 "Propuestas conjuntas que el Gobierno Federal y el EZLN se compro­
meten a enviar a las instancias de debate y decisión nacional correspondien­
tes al punto 1.4 de las Reglas de Procedimiento", página 3). 

Por lo que se refiere a los medios de comunicación. la delegación del EZLN 
considera necesario que se garantice el acceso a Información veraz. oportuna 
y suficiente sobre las actividades del gobierno, así como el acceso de los pue­
blos indígenas a los medios de comunicación existentes, y que se garantice el 
derecho de los pueblos indígenas a contar con sus propios medios de comuni­
cación (radiodifusión, televisión. teléfono. prensa escrita. fax. radios de comuni­
cación. computadoras y acceso a satélite). (Documento 2 "Propuestas conjun­
tas que el Gobierno federal y el EZLN se comprometen a enviar a las Instancias 
de debate y decisión nacional correspondientes al punto 1.4 de las reglas de 
procedimiento", página 9, punto 8: "Medios de comunicación"). 

Con relación a las partes de los documentos a las que se refiere el Inciso 
B. ambas delegaciones convienen que. en la oportunidad que identifiquen 
de común acuerdo durante el diálogo. agotarán los esfuerzos de negocia­
ción sobre las mismas. 

Las Partes harán llegar a las instancias de debate y decisión nacional y a 
las instancias que correspondan los tres documentos que se acompañan. mis­
mos que contienen los acuerdos y compromisos alcanzados por las Partes. 

Ambas partes asumen el compromiso de enviar el presente resolutivo a 
las instancias de debate y decisión nacional y a las instancias del estado de 
Chiapas que correspondan, en el entendido de que los puntos señalados en 
el inciso B también deberán ser consideradas. por dichas Instancias. como 
materia producto del diálogo. 



El presente y los tres documentos que lo acompañan; quedan debida­
mente formalizados como acuerdos en los términos de las Reglas de Proéedl­
mlento y de la Ley para el Diálogo, la Conciliación y la Paz Digna en Chiapas. 
y se integran como tales al Acuerdo de Concordia y Pacificación con Justicia 
y Dignidad. 

16 de febrero' dé 1996. 

DOCUMENTO 1 

Pronunciamiento Conjunto que el Gobierno Federal 
y el EZLN enviarán a las Instancias de Debate y Decisión Nacional 

16 de Enero de 1996 

En el marco del diálogo celebrado entre el EZLN y el Gobierno Federal 
para lograr un Acuerdo de Concordia y Pacificación con Justicia y Dignidad. 
celebrado en la sede de San Andrés. Chiapas. las Partes han discutido el tema 
de Derechos y Cultura Indígena y han acordado. en los términos del Inciso 1.5. 
de las Reglas de Procedimiento. emitir el presente pronunciamiento. 

La reunión Plenaria Resolutiva del EZLN y el Gobierno Federal sobre Dere­
chos y Cultura Indígena. es la ocasión y el foro más adecuados para que el 
Gobierno Federal y el EZLN presenten la propuesta para una "Nueva relación 
de los pueblos indígenas y el Estado". 

Este pronunciamiento contiene los principios y fundamentos necesarios 
para la construcción de un pacto social Integrador de una nueva relación 
entre los pueblos Indígenas. la sociedad y el Estado. Este pacto social para 
una nueva relación parte de la convicción de que una nueva situación na­
cional y local para los pueblos indígenas sólo podrá arraigar y culminar con la 
participación de los propios indígenas y la sociedad en su conjunto, en el mar­
co de una profunda reforma del Estado. 

CONTEXTO DE LA NUEVA RELACIÓN 

La historia.confirma que los pueblos indígenas han sido objeto de formas de 
subordinación'. desigualdad y discriminación que les han determinado úna 



situación estructural de pobreza. explotación y exclusión política. Confirma 
también que han persistido frente a un orden jurídico cuyo Ideal ha sido la 
homogeneización y asimilación cultural. Confirma. finalmente. que para su­
perar esa realldad se requieren nuevas acciones profundas. sistemáticas. 
participativas y convergentes de parte del gobierno y de la sociedad. lnclul­
dos, ante todo. los propios pueblos indígenas. 

Se requiere una nueva política de Estado, no de coyuntura. que el ac­
tual Gobierno Federal se compromete a desarrollar en el marco de una pro­
funda reforma del Estado, que impulse acciones para la elevación de los nive­
les de bienestar. desarrollo y justicia de los pueblos indígenas. y que fortalezca 
su participación en las diversas instancias y procesos de toma de decisiones, 
con una política incluyente. 

Se requiere el concurso de todos los ciudadanos y organizaciones civiles. 
que el actual Gobierno Federal se compromete a propiciar. para desterrar 
mentalidades. actitudes y comportamientos discriminatorios hacia los indíge­
nas. y para desarrollar una cultura de la pluralidad y la tolerancia que acepte 
sus visiones del mundo. sus formas de vida y sus conceptos de desarrollo. 

Se requiere la participación de los pueblos indígenas, que el actual Go­
bierno Federal se compromete a reconocer y estimular, para que sean los 
actores fundamentales de las decisiones que afectan su vida. y reafirmen su 
condición de mexicanos con pleno uso de derechos que por su papel en la 
edificación de México tienen ganada por derecho propio. 

En síntesis. se requiere un nuevo esfuerzo de unidad nacional, que el ac­
tual Gobierno Federal. con la participación de los pueblos indígenas y el con­
junto de la sociedad. se compromete a Impulsar. para que no haya mexica­
nos con potencialidades restringidas, que debe servir para que México se en­
grandezca asumiendo con orgullo la historia milenaria y la riqueza espiritual 
de los pueblos indígenas, y para que desarrolle a plenitud todas sus potencia­
lidades económicas, políticas, sociales y culturales. 

Las condiciones de pobreza y marginación que afectan a los pueblos indí­
genas. muestran el carácter desigual del desarrollo de la sociedad mexicana. y 
definen el alcance de las exigencias de justicia social que debe atender el Esta­
do para concurrir al progreso de ese importante núcleo de mexicanos. 

El Gobierno Federal está consciente de esa responsabilidad, y expresa 
su firme voluntad de Impulsar las políticas y emprender las acciones que re­
suelvan esa tarea nacional. Asume cabalmente el compromiso de fortalecer 



la participación de los pueblos indígenas en el desarrollo nacional, en un mar­
co de respeto a sus tradiciones. instituciones y organizaciones sociales. y de 
mayores oportunidades para mejorar sus niveles de vida, de mayores espa­
cios políticos y culturales para avances futuros, y de mayor acceso a la cons­
trucción conjunta de una sociedad más moderna y eficiente, más vigorosa y 
unida. más plural y tolerante. y que distribuya equitativamente los frutos del 
desarrollo. Los pueblos indígenas contribuirán con lo mejor de sus propias cul­
turas a esa edificación de una sociedad plural y tolerante. 

Las perspectivas de desarrollo de México están estrechamente condi­
cionadas a la tarea histórica de eliminar la pobreza. la marginación y la Insufi­
ciente participación política de millones de indígenas mexicanos. El objetivo 
de construir una sociedad más justa y menos desigual es la piedra angular 
para alcanzar un desarrollo más moderno y construir una sociedad más de­
mocrática. Estas metas son parte esencial del proyecto de nación que el pue­
blo de México desea, no sólo como compromiso moral de la sociedad y de 
los pueblos indígenas y como responsabilidad indeclinable del Gobierno de la 
República. sino como condición indispensable para asegurar el tránsito a me­
jores niveles de desarrollo del país. 

Para el Gobierno Federal. la tarea histórica y la demanda actual. social y 
estructural. de combatir la pobreza y la marginación de los pueblos Indígenas. 
requiere de su participación y la de la sociedad en su conjunto. como facto­
res determinantes para impulsar el necesario establecimiento de una nueva 
relación entre los pueblos indígenas del país y el Estado. sus Instituciones y 
niveles de gobierno. 

Esta nueva relación debe superar la tesis del integraclonlsmo cultural para 
reconocer a los pueblos indígenas como nuevos sujetos de derecho. en aten­
ción a su origen histórico, a sus demandas, a la naturaleza plurlcultural de la 
nación mexicana y a los compromisos Internacionales suscritos por el Estado 
mexicano. en particular con el Convenio 169 de la OIT. 

El Gobierno Federal asume que el establecimiento de esta nueva relación 
con los pueblos indígenas. le asigna el compromiso de contribuir a resolver sus 
problemas esenciales. y de que esa acción deberá expresarse en políticas siste­
máticas y concretas. con apego a las modalidades que impongan las diversida­
des regionales y las características propias de cada pueblo Indígena. 



COMPROMISOS DEL GOBIERNO FEDERAL CON LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

Las responsabilidades que el Gobierno Federal asume como compromisos que 
el Estado mexicano debe cumplir con los pueblos Indígenas en su nueva rela­
ción son: 

Reconocer a los pueblos indígenas 
en la Constitución general 

El Estado debe promover el reconocimiento. como garantía constitucional. 
del derecho a la libre determinación de los pueblos Indígenas que son los que 
"descienden de poblaciones que habitaban en el país en la época de la 
conquista o la colonización y del establecimiento de las actuales fronteras 
estatales. y que. cualquiera que sea su situación jurídica. conservan sus pro­
pias Instituciones sociales. económicas. culturales y políticas. o parte de ellas. 
La conciencia de su identidad indígena deberá considerarse un criterio fun­
damental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones" 
sobre pueblos indígenas. El derecho a la libre determinación se ejercerá en un 
marco constitucional de autonomía asegurando la unidad nacional. Podrán. 
en consecuencia. decidir su forma de gobierno Interna y sus maneras de or­
ganizarse política. social. económica y culturalmente. El marco constitucional 
de autonomía permitirá alcanzar la efectividad de los derechos sociales. eco­
nómicos. culturales y políticos con respeto a su Identidad. 

Ampliar participación y representación políticas 
El Estado debe impulsar cambios jurídicos y leglslatlvos que amplíen la partici­
pación y representación políticas local y nacional de los pueblos Indígenas. 
respetando sus diversas situaciones y tradiciones, y fortaleciendo un nuevo 
federalismo en la República mexicana. El reclamo de que las voces y deman­
das de los indígenas sean escuchadas y atendidas debe llevar al reconoci­
miento de derechos políticos. económicos, sociales y culturales de los pueblos 
indígenas. dentro del marco de la nación mexicana. y a una decisiva reforma 
del Estado en materia de prácticas institucionales. El Gobierno Federal pro­
moverá las reformas constitucionales y legales que correspondan a los acuer­
dos y consensos alcanzados. 



Garantizar acceso pleno a la justicia 
El Estado debe garantizar el acceso pleno de los pueblos a la jurisdicción del 
Estado mexicano, con reconocimiento y respeto a especificidades culturales y 
a sus sistemas normativos internos. garantizando el pleno respeto a los derechos 
humanos. Promoverá que el derecho positivo mexicano reconozca las autori­
dades, normas y procedimientos de resolución de conflictos Internos a los pue­
blos y comunidades indígenas. para aplicar justicia sobre la base de sus sistemas 
normativos internos. y que mediante procedimientos simples. sus juicios y deci­
siones sean convalidados por las autoridades jurisdiccionales del Estado. 

Promover las manifestaciones culturales de los pueblos indígenas 
El Estado debe Impulsar políticas culturales nacionales y locales de reconoci­
miento y ampliación de los espacios de los pueblos indígenas para la produc­
ción. recreación y difusión de sus culturas; de promoción y coordinación de 
las actividades e Instituciones dedicadas al desarrollo de las culturas Indíge­
nas. con la participación activa de los pueblos Indígenas; y de Incorporación 
del conocimiento de las diversas prácticas culturales en los planes y progra­
mas de estudio de las instituciones educativas públicas y privadas. El conoci­
miento de las culturas Indígenas es enriquecimiento nacional y un paso nece­
sario para eliminar lncompreslones y discriminaciones hacia los indígenas. 

Asegurar educación y capacitación 
El Estado debe asegurar a los Indígenas una educación que respete y aprove­
che sus saberes. tradiciones y formas de organización. Con procesos de edu­
cación Integral en las comunidades que les amplíen su acceso a la cultura. la 
ciencia y la tecnología; educación profesional que mejore sus perspectivas 
de desarrollo; capacitación y asistencia técnica que mejore los procesos pro­
ductivos y calidad de sus bienes; y capacitación para la organización que 
eleve la capacidad de gestión de las comunidades. El Estado deberá respe­
tar el que hacer educativo de los pueblos indígenas dentro de su propio espa­
cio cultural. La educación que Imparta el Estado debe ser lntercultural. Se 
impulsará la Integración de redes educativas regionales que ofrezcan a las 
comunidades la posibilidad de acceder a los distintos niveles de educación. 

Garantizar la satisfacción de necesidades básicas. El Estado debe ga­
rantizar a los pueblos Indígenas condiciones que les permitan ocuparse de su 



alimentación, salud y seNlcios de vivienda en forma satisfactoria y por lo me­
nos un nivel de bienestar aceptable. La política social impulsará programas 
prioritarios para que la población Infantil de los pueblos indígenas mejore sus 
niveles de salud y alimentación. y de apoyo a la actividad y capacitación de 
las mujeres indígenas. 

Impulsar la producción y el empleo 
El Estado debe impulsar la base económica de los pueblos Indígenas con es­
trategias específicas de desarrollo acordadas con ellos. que aprovechen sus 
potencialidades humanas mediante actividades industriales y agroindustriales 
que cubran sus necesidades y produzcan excedentes para los mercados; que 
coadyuven a generar empleo a través de procesos productivos que 
incrementen el valor agregado de sus recursos; y que mejoren la dotación de 
seNicios básicos de las comunidades y su entorno regional. Los programas de 
desarrollo rural de las comunidades indígenas se sustentarán en procesos de 
planeación en los que el papel de sus representantes será central desde el 
diseño hasta la ejecución. 

Proteger a los Indígenas migrantes 
El Estado debe impulsar políticas sociales específicas para proteger a los indí­
genas migrantes, tanto en el territorio nacional como más allá de las fronteras, 
con acciones interinstltuclonales de apoyo al trabajo y educación de las mu­
jeres, y de salud y educación de niños y Jóvenes. las que en las regiones rurales 
deberán estar coordinadas en las zonas de aportación y en las de atracción 
de jornaleros agrícolas. 

PRINCIPIOS DE LA NUEVA RELACIÓN 

El Gobierno Federal asume el compromiso de que los Principios que deben normar 
la acción del Estado en su nueva relación con los pueblos indígenas son: 

Pluralismo 
El trato entre los pueblos y culturas que forman la sociedad mexicana ha de 
basarse en el respeto a sus diferencias. bajo el supuesto de su igualdad funda­
mental. Como consecuencia, ha de ser política del Estado normar su· propia 
acción y fomentar en la sociedad una orientación plurallsta. que combata 



activamente toda forma de discriminación y corrija las desigualdades econó­
micas y sociales. Igualmente. será necesario avanzar hacia la conformación 
de un orden jurídico nutrido por la pluriculturalidad, que refleje el diálogo 
intercultural. con normas comunes para todos los mexicanos y respeto a los 
sistemas normativos internos de los pueblos indígenas. El reconocimiento y pro­
moción de la naturaleza pluricultural de la nación significa que. con el propó­
sito de fortalecer la cultura de la diversidad y la tolerancia en un marco de 
unidad nacional. la acción del Estado y sus instituciones debe realizarse sin 
hacer distinciones entre indígenas y no indígenas o ante cualquier opción 
sociocultural colectiva. El desarrollo de la nación debe sustentarse en la plura­
lidad, entendida como convivencia pacifica. productiva, respetuosa y equi­
tativa de lo diverso. 

Sustentabilidad 
Es indispensable y urgente asegurar la perduración de la naturaleza y la cultura 
en los territorios que ocupan y utilizan de alguna manera los pueblos indígenas. 
según los define el artículo 13.2. del Convenio 169 de la OIT. Respetando la diver­
sidad cultural de los pueblos indígenas, las acciones de los niveles de gobierno y 
las instituciones del Estado mexicano deben considerar criterios de sustentabllidad. 
Las modalidades tradicionales de aprovechamiento de los recursos naturales 
que ponen en práctica los pueblos y comunidades Indígenas. forman parte de 
sus estrategias de persistencia cultural y de nivel de vida. Se impulsará el recono­
cimiento. en la legislación. del derecho de los pueblos y comunidades indígenas 
a recibir la indemnización correspondiente cuando la explotación de los recur­
sos naturales. que el Estado realice, ocasione daños en su hábitat que vulneren 
su reproducción cultural. Para los casos en los que el daño ya se hubiere causa­
do. y los pueblos demuestren que las compensaciones otorgadas no permiten 
su reproducción cultural, se promoverá el establecimiento de mecanismos de 
revisión que permitan que. de manera conjunta. el Estado y los afectados ana­
licen el caso concreto. En ambos casos. los mecanismos compensatorios busca­
rán asegurar el desarrollo sustentable de los pueblos y comunidades indígenas. 
De común acuerdo con los pueblos indígenas, el Estado impulsará acciones de 
rehabilitación de esos territorios según lo define el artículo 13.2. del Convenio 169 
de la OIT. y respaldará sus iniciativas para crear condiciones que aseguren la 
sustentabllldad de sus prácticas de producción y de vida. 



lntegralidad 
El Estado debe impulsar la acción integral y concurrente de las Instituciones y 
niveles de gobierno que inciden en la vida de los pueblos indígenas, evitando 
las prácticas parciales que fraccionen las políticas públicas. Debe, asimismo, 
propiciar el manejo honesto y transparente de los recursos públicos destina­
dos al desarrollo de los pueblos indígenas. a través de una mayor participa­
ción indígena en lo toma de decisiones y en la controloría social del gasto 
público. 

Participación 
El Estado debe favorecer que la acción institucional impulse lo participación 
de los pueblos y comunidades indígenas y respete sus formas de organización 
interna, para alcanzar el propósito de fortalecer su capacidad de ser los acto­
res decisivos de su propio desarrollo. Debe promover. en colaboración con las 
expresiones organizativas de los pueblos indígenas. que estos vigoricen sus 
capacidades de decisión y gestión. Y debe asegurar lo adecuada 
corresponsobilidod del gobierno y los pueblos indígenas en la concepción, 
planeación. ejecución y evaluación de acciones que actúan sobre los indíge­
nas. Puesto que los políticas en las áreas indígenas no sólo deben ser concebi­
dos con los propios pueblos. sino implementadas con ellos. las actuales Institu­
ciones indigenistas y de desarrollo social que operan en ellas deben ser trans­
formadas en otros que conciban y operen conjunta y concertadamente con 
el Estado los propios pueblos indígenas. 

Libre determinación 
El Estado respetará el ejercicio de la libre determinación de los pueblos Indíge­
nas. en cada uno de los ámbitos y niveles en que harán valer y practicarán su 
autonomía diferenciada. sin menoscabo de la soberanía nacional y dentro 
del nuevo marco normativo para los pueblos indígenas. Esto implica respetar 
sus identidades. culturas y formas de organización social. Respetará. asimis­
mo. las capacidades de los pueblos y comunidades indígenas para determi­
nar sus propios desarrollos. Y en tonto se respeten el interés nocional y público. 
los distintos niveles de gobierno e Instituciones del Estado mexicano no inter­
vendrán unilateralmente en los asuntos y decisiones de los pueblos y comuni­
dades indígenas. en sus organizaciones y formas de representación. y en sus 
estrategias vigentes de aprovechamiento de los recursos naturales. 



NUEVO MARCO JURÍDICO 

El establecimiento de la nueva relación entre los pueblos indígenas y el Esta­
do. tiene como un punto de partida necesario la edificación de un nuevo 
marco Jurídico nacional y en las entidades federativas. El Gobierno Federal 
asume el compromiso de Impulsar las siguientes acciones: 

El reconocimiento en la Constitución Política nacional de demandas In­
dígenas que deben quedar consagradas como derechos legítimos. 

Derechos políticos 
Para fortalecer su representación política y participación en las legislaturas y 
en el gobierno. con respeto a sus tradiciones y para garantizar la vigencia de 
sus formas propias de gobierno Interno. . · _., · 

Derechos de jurisdicción . . . . . 
Para que se acepten sus propios procedimientos pbra ·cieslgíiar sus autorida­
des y sus sistemas normativos para la resóluci6n 'éie. confllCtos lntérnos, con 
respeto a los derechos humanos; · - .. ,., ··,··,;::<~··-·' ',-,_ ·V 

'/,<:¡~~:.~-~~·;:·y.' :·>.' 

Derechos sociales . .. , .. ·.·.- . ,·._~'..'.·~:;:~~8~< '(--~." .·· .. ,.- ·:' ~ .. 
Para que se garanticen sus form~s de'orgcinlzaclon soCial.IÓ satisfacción de 
sus necesidades humanas fundaméntCllesy's¿~·Íristltucloneslnternas. 

:_-)_~L·:;_::-'.:J,:;·~::::.:~--·,:.:}:-~~;: ~ j;:~~.--.~~ "·: ;.:~_:_ -.:; .. ,< :~ , . 

Derechos económicos .' •. · <•<'. > ····- .· · ._ · ·•·.. . .· 
Para que se desarrollen sus esquemas\>·a1t~rnbt1Jci~ ~~''6r'9anlzb~lón para el 
trabajo y de mejora de la eficlenciad€l"1a'prodúC:ción';:·i;s:~ . .C•:. , ... 

;·, .. ~:~:. ~;-~· i~·:\ <J~;·:?;,.:~!;:{~ú~?.t-~(. ·-:,:,;,(' 

. ('.:-i1:-i--~-,/ ~~~:{;-~¡:.:;::f~;;:·:·.~:;::·)'.~,:;·;,·,,, ·, 
Derechos culturales .... -..; , .··.,;e; •. -.-.;;-.:":.,,.,.,.·.-..... :.;.,-... ., . 

Para que desarrollen su creatividad '(diversidad cultural y la persistencia de 
"•":··"' sus Identidades. .. ' · ., --

.; .-( . >; ·~¡'· . ;-- : . 

El reconocimiento en la leglsl~CiéÍn'ncic16nal de las comunidades como enti­
dades de derecho público, el derecho a 'asociarse libremente en municipios 
con población mayoritariamente Indígena. así como el derecho de varios mu­
nicipios para asociarse, a fin de coordinar sus acciones como pueblos Indíge­
nas. Las autoridades competentes realizarán la transferencia ordenada y pau-



latina de recursos, para que ellos mismos administren los fondos públicos que 
se les asignen, y para fortalecer la participación indígena en el gobierno. ges­
tión y administración en sus diferentes ámbitos y niveles. Corresponderá a las 
Legislaturas estatales determinar. en su caso. las funciones y facultades que 
pudieran transferírseles. 

El reconocimiento de que en las legislaciones de los estados de la Repú­
blica, deben quedar establecidas las características de libre determinación y 
autonomía que mejor expresen las situaciones y aspiraciones diversas y legíti­
mas de los pueblos indígenas. 

En la determinación del marco jurídico y en la definición de las particula­
ridades de la nueva relación del Estado con los indígenas, el Poder Legislativo 
será decisivo. El Gobierno Federal propondrá al Congreso de la Unión que 
establezca un nuevo marco jurídico nacional para los pueblos Indígenas. y a 
los Congresos de los estados que consagren legalmente las especificidades 
que mejor reflejen las diversas situaciones y aspiraciones de los pueblos indíge­
nas del país. 

En la Constitución de la República deberán reformarse varios artículos. El 
Gobierno Federal se compromete a Impulsar las siguientes reformas: 

Artículo 4° 
Para que las demandas arriba señaladas (puntos 1. y 2.) queden consagradas 
como derechos legítimos. 

Artículo 115 
Para que se fortalezca el pacto federal y se garantice la participación de las 
comunidades indígenas en la Integración de los ayuntamientos y dé lcis muni­
cipios mayoritariamente Indígenas en los asuntos públicos. 

Otros artículos derivados de las anteriores reformas y para expresar en la 
Carta Magna los contenidos de la nueva relación del Estado con los pue­
blos Indígenas. 

En las leyes reglamentarias e Instrumentos jurídicos de carácter federal 
que correspondan. deberán asentarse las disposiciones que las hagan com­
patibles con las reformas constitucionales sobre nuevos derechos indígenas. 

Al respecto, el Gobierno Federal se compromete a impulsar que, a partir 
de las reformas constitucionales, se emita la legislación general que permita 



contar de Inmediato con mecanismos y procedimientos Jurídicos para. que se 
Inicie la revisión y modificación de las diversas leyes federales; que se legisle 
en los estados de la República. 

En la legislación de los estados de la República relativa a las característi­
cas de libre determinación y autonomía indígena, el Gobierno Federal reco­
noce que se deben tomar en consideración los siguientes elementos: 

En donde coexistan diversos pueblos Indígenas. con diferentes culturas y 
situaciones geográficas. con distintos tipos de asentamiento y organización 
política. no cabría adoptar un criterio uniforme sobre las características de 
autonomía indígena a legislar. 

Las modalidades concretas de autonomía deberán definirse con los pro­
pios indígenas. Para determinar de manera flexible las modalidades concretas 
de libre determinación y autonomía en la que cada pueblo indígena encuentre 
mejor reflejada su situación y sus aspiraciones. deberán considerarse diversos 
criterios como: la vigencia de sus sistemas normativos Internos y sus Instituciones 
comunitarias; los grados de relación intercomunitaria. intermunlcipal y estatal; la 
presencia y relación entre indígenas y no indígenas; el patrón de asentamiento 
poblacional y la situación geográfica. los grados de participación en las instan­
cias de representación política y niveles de gobierno, entre otros. 

El Gobierno Federal se compromete. en un marco de pleno respeto repu­
blicano. a Impulsar que los Gobiernos y las legislaturas de los estados de la Repú­
blica consideren, entre otros. estos elementos como criterios en la legislación 
para construir las características de libre determinación y autonomía indígena. 



CONCLUSIÓN 

El conflicto que se Inició el 1° de enero de 1994 en Chiapas. produjo en la 
sociedad mexicana el sentimiento de que es necesaria una nueva relación 
del Estado y la sociedad con los pueblos Indígenas del país. 

El Gobierno Federal asume el compromiso de construir. con los diferentes 
sectores de la sociedad y en un nuevo federalismo. un nuevo pacto social 
que modifique de raíz las relaciones sociales. políticas. económicas y cultura­
les con los pueblos indígenas. El pacto debe erradicar las formas cotidianas y 
de vida pública que generan y reproducen la subordinación, desigualdad y 
discriminación. y debe hacer efectivos los derechos y garantías que les corres­
ponden: derecho a su diferencia cultural; derecho a su hábitat: usa y disfrute 
del territorio. conforme al artículo 13.2. del Convenio 169 de la OIT; derecho a 
su autogestión política comunitaria; derecho al desarrollo de su cultura; dere­
cho a sus sistemas de producción tradicionales: derecho a la gestión y ejecu­
ción de sus propios proyectos de desarrollo. 

La nueva relación entre el Estado mexicano y los pueblos Indígenas se 
basa en el respeto a la diferencia. en el reconocimiento de las Identidades 
indígenas como componentes Intrínsecos de nuestra nacionalidad. y en la 
aceptación de sus particularidades como elementos básicos consustanciales 
a nuestro orden jurídico. basado en la pluriculturalidad. 

La nueva relación entre los pueblos Indígenas y el Estado mexicano debe 
garantizar inclusión. diálogo permanente y consensos para el desarrollo en 
todos sus aspectos. No serón, ni la unilateralidad ni la subestimación sobre las 
capacidades Indígenas para construir su futuro. las que definan tas políticas 
del Estado. Todo lo contrario. serón los Indígenas quienes dentro del marco 
constitucional y en el ejercicio pleno de sus derechos. decidan tos medios y 
formas en que habrán de conducir sus propios procesos de transformación. 



DOCUMENT02 

Propuestas Conjuntas que el Gobierno Federal y el EZLN 
se Comprometen a Enviar a las Instancias de Debate y Decisión Nacional, 

Correspondientes al Punto 1.4 de las Reglas de Procedimiento 

Enero 18, 1996 

Las partes se comprometen a enviar a las Instancias de debate y decisión 
nacional las siguientes propuestas conjuntas acordadas: 

En el marco de la nueva relación del Estado con los pueblos indígenas se 
requiere reconocer. asegurar y garantizar sus derechos, en un esquema federa­
lista renovado. Dicho objetivo Implica la promoción de reformas y adiciones a la 
Constitución Federal y a las leyes que de ella emanan, as! como a las constitu­
ciones estatales y disposiciones jurídicas de carácter local para conciliar, por 
una parte. el establecimiento de bases generales que aseguren la unidad y los 
objetivos nacionales y, al mismo tiempo, permitir que las entidades federativas 
cuenten con la posibilidad real de legislar y actuar en atención a las particulari­
dades que en materia Indígena se presentan en cada una. 

l. 
1. Impulsar una profunda transformación del Estado, así como qe las re­

laciones políticas, sociales, culturales y económicas con los_ pueblos 
indígenas que satisfaga sus demandas de justicia. . . . · .. 

2. Impulsar la celebración de un nuevo pacto social Incluyente; basado 
en la conciencia de la pluralldad fundamental de la socledad.mexl~ 
cana y en la contribución que los pueblos Indígenas pue.den hqcer a 
la unidad nacional, a partir del reconocimiento constitucional.de sus 
derechos y en particular de sus derechos a la libre determinación y a 
la autonomía. 

3. Las reformas legales que se promuevan deberán partir del principio 
jurídico fundamental de la Igualdad de todos los mexicanos ante la 
ley y los órganos jurisdiccionales, y no creación de fueros especiales 
en privilegio de persona alguna, respetando el principio de que la 
Nación Mexicana tiene una composición plurlcultural sustentada ori­
ginalmente en sus pueblos Indígenas. 



4. Las modificaciones constitucionales representan un punto. medular 
para la nueva ielaclÓn de los pueblos Indígenas y el Estado en el mar­
co de la reforma "del Estado. para que sus reivindicaciones encuen­
tren respaldo en el estado de derecho. 

11. 
1. La creación de un nuevo marco jurídico que establezca una nueva 

relación entre los pueblos Indígenas y el Estado. con base en el reco­
nocimiento de su derecho a la Ubre determinación y de los derechos 
jurídicos. políticos. sociales. económicos y culturales que de él se deri­
van. Las nuevas disposiciones constitucionales deben incluir un marco 
de autonomía. 

2. Dicho marco jurídico ha de edificarse a partir de reconocer la libre 
determinación de los pueblos indígenas. que son los que teniendo una 
continuidad histórica con las sociedades anteriores a la Imposición 
del régimen colonial, mantienen Identidades propias. conciencia de 
las mismas y la voluntad de preservarlas. a partir de sus características 
culturales, sociales, políticas y económicas. propias y diferenciadas. 
Esos atributos le dan el carácter de pueblos y como tales se constitu­
yen en sujetos de derecho a la libre determinación. 

La autonomía es la expresión concreta del ejercicio del derecho 
a la libre determinación. expresada como un marco que se conforma 
como parte del Estado Nacional. Los pueblos indígenas podrán. en 
consecuencia, decidir su forma de gobierno Interna y sus maneras de 
organizarse política, social. económica y culturalmente. Dentro del 
nuevo marco constitucional de autonomía se respetará el ejercicio 
de la libre determinación de los pueblos indígenas en cada uno de los 
ámbitos y niveles en que la hagan valer. pudiendo abarcar uno o más 
pueblos indígenas. conforme a las circunstancias particulares y espe­
cíficas de cada entidad federativa. El ejercicio de la autonomía de 
los pueblos Indígenas contribuirá a la unidad y democratización de la 
vida nacional y fortalecerá la soberanía del país. 

Resulta pertinente reconocer. como demanda fundamental de 
los pueblos Indígenas. su derecho a la autonomía •. en tanto colectivi­
dades con cultura diferente y con aptitud para decidir sus asuntos 
fundamentales en el marco del Estado Nacional. Este reconocimiento 



tiene su base en el Convenio 169 de la OIT. ratificado por el Senado de 
la República. En este sentido. el reconocimiento de la' autonomía se 
basa en el concepto de pueblo Indígena fundado en criterios históri­
cos y de Identidad cultural. 

3. La legislación nacional debe reconocer a los pueblos Indígenas como 
los sujetos de los derechos a la libre determinación y autonomía. 

4. Se propone al Congreso de la Unión reconocer, en la legislación 
nacional. a las comunidades como entidades de derecho públi­
co. el derecho de asociarse libremente en municipios con pobla­
ción mayoritariamente indígena, así como el derecho de varios mu­
nicipios para asociarse. a fin de coordinar sus acciones como pue­
blos indígenas. 

Las autoridades competentes realizarán la transferencia ordena­
da y paulatina de recursos. para que ellos mismos administren los fon­
dos públicos que se les asignen. y para fortalecer la participación Indí­
gena en el gobierno. gestión y administración en sus diferentes ámbi­
tos y niveles. Corresponderá a las legislaturas estatales determinar. en 
su caso. las funciones y facultades que pudieran transferírseles. 

Las legislaturas de los estados podrán proceder a la 
remunlcipalizaclón en los territorios en que estén asentados los pue­
blos indígenas. la cual deberá basarse en consulta a las poblaciones 
Involucradas en ella. 

A fin de fortalecer el pacto federal es indispensable revisar a fon­
do no sólo las relaciones entre la Federación y los gobiernos estatales 
sino además, la relación entre éstos y los municipios. 

Se propone la integración del municipio con población 
mayoritariamente indígena no como un tipo diferente de municipio, 
sino como aquel que en el marco del concepto general de esta insti­
tución política permita. por un lado, la participación indígena en su 

· composición e Integración y al mismo tiempo fomente e Incorpore a 
· 1as comunidades Indígenas en la Integración de los ayuntamientos. 

En lo que hace a los municipios con población mayoritariamente 
indígena. reafirmando el pleno significado del municipio libre en que 
se sustenta el federalismo, se estima necesario que sean fortalecidos 
constitucionalmente: de tal manera que: se les dote de funciones para 
garantizar el ejercicio de la autonomía a los pueblos Indígenas; se re-



vise la organización prevista en la Ley Orgánica Municipal, para 
adecuarlos y orientarlos a los nuevos retos del desarrollo y, de manera 
particular. a las necesidades y nuevas formas de organización relacio­
nadas con los pueblos indígenas. 

5. Se propone al Congreso de la Unión y a las Legislaturas de los estados 
de la República reconocer y establecer las características de libre de­
terminación y los niveles y modalidades de autonomía. tomando en 
cuenta que ésta implica: 

Territorio 
Todo pueblo indígena se asienta en un territorio que cubre la totalidad 
del hábitat que los pueblos indígenas ocupan o utilizan de alguna ma­
nera. El territorio es la base material de su reproducción como pueblo 
y expresa la unidad indisoluble hombre-tierra-naturaleza. 

Ambito de aplicación 
La jurisdicción es el ámbito espacial. material y personal de vigencia y 
validez en que los pueblos indígenas aplican sus derechos. El Estado 
Mexicano reconocerá la existencia de los mismos. 

Competencias 
Se necesita configurar una atribución concurrente con las instan­
cias de gobierno federal, estatal y municipal, así como una distri­
bución de competencias políticas. administrativas. económicas, so­
ciales. culturales, educativas. judiciales. de manejo de recursos y 
protección de la naturaleza entre estas instancias políticas de go­
bierno del Estado Mexicano. a efecto de responder de manera 
oportuna a los requerimientos y demandas de los pueblos indíge­
nas. Asimismo. se requerirá especificar las facultades. funciones y 
recursos que sean susceptibles de ser transferidas a las comunida­
des y pueblos indígenas bajo los criterios establecidos en el apar­
tado 5.2. del documento intitulado "Pronunciamientos Conjuntos", 
así como las diversas modalidades de participación de las comu­
nidades y pueblos frente a las instancias de gobierno, a fin de 
Interactuar y coordinar sus acciones con las mismas, particularmen­
te a nivel municipal. 



Autodesarrol/o 
Son las propias comunidades y pueblos indígenas quienes deben de­
terminar sus proyectos y programas de desarrollo. Por eso. se estima 
pertinente Incorporar en las legislaciones local y federal los mecanis­
mos idóneos que propicien la participación de los pueblos indígenas 
en la planeación del desarrollo en todos los niveles; en forma tal que 
ésta se diseñe tomando en consideración sus aspiraciones. necesida­
des y prioridades. 

Participación en /os órganos 
de representación nacional y estatal 

Ha de asegurarse la participación y representación políticas local y 
nocional de los pueblos indígenas en el ámbito legislativo y los niveles 
de gobierno. respetando sus diversos características socioculturales. 
o fin de construir un nuevo federalismo. 

Se propone al Congreso de la Unión el reconocimiento. en refor­
mas constitucionales y políticas que se deriven. del derecho de la mujer 
Indígena para participar. en un plano de igualdad. con el varón en to­
dos los niveles de gobierno y en el desarrollo de los pueblos indígenas. 

6. Se propone al Congreso de lo Unión y o las legislaturas de los estados de 
lo República que. en el reconocimiento de la autonomía indígena y 
para la determinación de sus niveles. tomen en consideración los princi­
pales derechos que son objeto de lo mismo; estableciéndose las moda­
lidades que se requieran para asegurar su libre ejercicio. Entre dichos e 

derechos podrían destacar los siguientes: ejercer el derecho a desarro­
llar sus formas específicas de organización social. cultural. política y eco­
nómica; obtener el reconocimiento de sus sistemas normativos internos 
para la regulación y sanción. en tanto no sean contrarios a las garantías . 
constitucionales y a los derechos humanos. en particular los de las muje­
res; acceder de mejor manero a la jurisdicción del Estado; acceder de 
manero colectiva al uso y disfrute de los recursos naturales. salvo oque~ 
!los cuyo dominio directo correspondo a la Nación; promover el desa­
rrollo de los diversos componentes de su identidad y patrimonio cultural: 
interactuar en los diferentes niveles de representación política. de go-



111. 

blerno y de administración de justicia: concertar con otras comunida­
des de sus pueblos o de otros, la unión de esfuerzos y coordinación de 
acciones para la optimización de sus recursos. el Impulso de proyectos 
de desarrollo regional y en general para la promoción y defensa de sus 
intereses; designar libremente a sus representantes. tanto comunitarios 
como en los órganos de gobierno municipal. y a sus autoridades como 
pueblos indígenas. de conformidad con las instituciones y tradiciones 
propias de cada pueblo; promover y desarrollar sus lenguas y culturas, 
así como sus costumbres y tradiciones tanto políticas como sociales. 
económicas. religiosas y culturales. 

l. Ampliación de la participación y representación políticas. 
Fortalecimiento municipal 
Es conveniente prever a nivel constitucional los mecanismos necesarios que: 

Aseguren una representación política adecuada de las comunida­
des y pueblos indígenas en el Congreso de la Unión y en los congresos 
locales, incorporando nuevos criterios en la delimitación de los distritos 
electorales que correspondan a las comunidades y pueblos indígenas; 

Permitan su participación en los procesos electorales sin la nece­
saria participación de los partidos políticos; 

Garanticen la efectiva participación de los pueblos Indígenas en 
la difusión y vigilancia de dichos procesos; 

Garanticen la organización de los procesos de elección o nom­
bramiento propios de las comunidades o pueblos Indígenas en el 
ámbito interno. 

Reconocer las figuras del sistema de cargos y otras formas de or­
ganización. métodos de designación de representantes. y toma de 
decisiones en asamblea y de consulta popular. 

Establecer que los agentes municipales o figuras afines sean 
electos o. en su caso. nombrados por los pueblos y comunidades 
correspondientes. 

Prever en la legislación a nivel estatal los mecanismos que permlc 
tan la revisión y, en su caso. modificación de los nombres de los muni­
cipios, a propuesta de la población asentada en las c:leinarcaC:lones 
correspondientes. 



2. Garantía de acceso pleno a la justicia 
El Estado debe garantizar el acceso pleno de los pueblos a la jurisdic­
ción del Estado mexicano, con reconocimiento y respeto a sus pro­
pios sistemas normativos internos. garantizando el pleno respeto de 
los derechos humanos. Promoverá que el derecho positivo mexicano 
reconozca las autoridades. normas y procedimientos de resolución de 
conflictos internos. entendiéndose por esto los conflictos de conviven­
cia interna de los pueblos y comunidades. para aplicar justicia sobre 
la base de sus sistemas normativos internos y. que mediante procedi­
mientos simples. sus juicios y decisiones sean convalidados por las au­
toridades jurisdiccionales del Estado. 

El reconocimiento de espacios jurisdiccionales a las autoridades 
designadas en el seno de las comunidades. pueblos indígenas y muni­
cipios. a partir de una redistribución de competencias del fuero esta­
tal. para que dichas autoridades estén en aptitud de dirimir las contro­
versias internas de convivencia, cuyo conocimiento y resolución impli­
quen una mejor procuración e impartición de justicia. 

La marginación en que viven los pueblos indígenas y las condicio­
nes de desventaja en las que acceden al sistema de impartición y 
procuración de justicia. plantean la necesidad de una profunda revi­
sión del marco jurídico federal y estatal. a fin de garantizar el efectivo 
acceso de los pueblos indígenas y, en su caso, de sus integrantes a la 
jurisdicción del Estado. y con ello evitar una parcial impartición de jus­
ticia en detrimento de este sector de la población. 

En las reformas legislativas que enriquezcan los sistemas normati­
vos internos deberá determinarse que, cuando se impongan sancio­
nes a miembros de los pueblos indígenas, deberán tenerse en cuenta 
las características económicas. sociales y culturales de los sanciona­
dos. privilegiando sanciones distintas al encarcelamiento; y que pre­
ferentemente puedan compurgar sus penas en los establecimientos 
más cercanos a su domicilio y, en su caso. se propicie su reintegración 
a la comunidad como mecanismo esencial de readaptación social. 

Se impulsará la inserción de las normas y prácticas jurídicas de las 
comunidades indígenas como fuente de derecho aplicable a los pro­
cedimientos y a las resoluciones de las controversias que estén a car­
go de sus autoridades así como. a título de garantía constitucional, s~ 



tomen en consideración en los juicios federales y locales en que los 
indígenas sean parte. 

3. Conocimiento y respeto a la cultura indígena 
Se estima necesario elevar a rango constitucional el derecho de to­
dos los mexicanos a una educación pluricultural que reconozca, di­
funda y promueva la historia, costumbres, tradiciones y, en general, la 
cultura de los pueblos Indígenas. raíz de nuestra Identidad nacional. 

El Gobierno Federal promoverá las leyes y las políticas necesarias 
para que las lenguas indígenas de cada estado tengan el mismo va­
lor social que el español y promoverá el desarrollo de prácticas que 
impidan su discriminación en los trámites administrativos y legales. 

El Gobierno Federal se obliga a la promoción, desarrollo, preser­
vación y práctica en la educación de las lenguas Indígenas y se pro­
piciará la enseñanza de la escrito-lectura en su propio Idioma; y se 
adoptarán medidas que aseguren a estos pueblos la oportunidad de 
dominar el español. 

El conocimiento de las culturas indígenas es enriquecimiento na­
cional y un paso necesario para eliminar Incomprensiones y discrimi­
naciones hacia los indígenas. 

4. Educación Integral Indígena 
Los gobiernos se comprometen a respetar el que hacer educativo de 
los pueblos indígenas dentro de su propio espacio cultural. La asigna­
ción de los recursos financieros. materiales y humanos deberá ser eón 
equidad para instrumentar y lievar a cabo acciones educativas y cul­
turales que determinen las comunidades y pueblos Indígenas. 

El Estado debe hacer efectivo a los pueblos Indígenas su derecho a 
una educación gratuita y de calidad. así como fomentar la participa­
ción de las comunidades y pueblos indígenas para seleccionar. ratificar 
y remover a sus docentes tomando en cuenta criterios académicos y 
de desempeño profesional previamente convenidos entre los pueblos 
Indígenas y las autoridades correspondientes, y a formar comités de vi­
gilancia de la calidad de la educación en el marco de sus instituciones. 

Se ratifica el derecho a la educación bilingüe e intercuiturai de 
los pueblos indígenas. Se establece como potestad de las entidades 



federativas. en consulta con los pueblos Indígenas. la definición y de­
sarrollo de programas educativos con contenidos regionales. en los 
que deben reconocer su herencia cultural. Por medio de la acción 
educativa será posible asegurar el uso y desarrollo de las lenguas indí­
genas. así como la participación de los pueblos y comunidades de 
conformidad con el espíritu del Convenio 169 de la OIT. 

5. La satisfacción de necesidades básicas 
El Estado debe impulsar mecanismos para garantizar a los pueblos 
indígenas condiciones que les permitan ocuparse de su alimenta­
ción. salud y vivienda. en forma satisfactoria. y por lo menos a un 
nivel de bienestar adecuado. La política social debe impulsar pro­
gramas prioritarios para que la población infantil de los pueblos 
indígenas mejore sus niveles de salud y alimentación. y de apoyo, 
en un plan igualitario. la capacitación de las mujeres, ampliando 
su participación en la organización y el desarrollo de la familia y la 
comunidad. Deber darse prioridad a la intervención de la mujer 
Indígena en las decisiones sobre sus proyectos de desarrollo eco­
nómico. político. social y cultural. 

6. La producción y et empleo 
Históricamente. los modelos de desarrollo no han tomado en cuenta 
los sistemas productivos de los pueblos indígenas. En consecuencia. 
debe fomentarse el aprovechamiento de sus potencialidades. 

Se debe buscar el reconocimiento. en el sistema jurídico mexica­
no, federal y estatal. del derecho de los pueblos Indígenas al uso sos­
tenible y a todos los beneficios derivados del uso y aprovechamiento 
de los recursos naturales de los territorios que ocupan o utilizan de al­
guna manera para que. en un marco de desarrollo global. se supere 
el atraso económico y el aislamiento. lo que implica también un au­
mento y reorientación del gasto social. El Estado debe fomentar el 
desarrollo de la base económica de los pueblos indígenas y garanti­
zar la participación de los mismos en el diseño de las estrategias enca­
minadas a mejorar sus condiciones de vida y su dotación de servicios 
básicos. 



7. Protección a indígenas migrantes 
El Estado debe impulsar políticas sociales específicas para proteger a 
los indígenas migrantes, tanto en el territorio nacional como más allá 
de las fronteras, con acciones interlnstituclonales de apoyo al trabajo 
y educación de las mujeres, y de salud y educación de niños y Jóve­
nes. las que en las regiones rurales deberán estar coordinadas en las 
zonas de aportación y en las de atracción de Jornaleros agrícolas. 

8. Medios de comunicación 
A fin de propiciar un diálogo intercultural desde el nivel comunitario 
hasta el nacional, que permita una nueva y positiva relación entre los 
pueblos indígenas y entre éstos y el resto de la sociedad, es indispen­
sable dotar a estos pueblos de sus propios medios de comunicación, 
los cuales son también instrumentos claves para el desarrollo de sus 
culturas. Por tanto, se propondrá a las instancias nacionales respecti­
vas. la elaboración de una nueva ley de comunicación que permita 
a los pueblos indígenas adquirir. operar y administrar sus propios me­
dios de comunicación. 

Los gobiernos Federal y Estatal promoverán que los medios de 
comunicación indigenistas se conviertan en medios de comunicación 
indígena, a demanda de las comunidades y pueblos indígenas. 

El Gobierno Federal recomendará a las instancias respectivas que 
las 17 radiodifusoras del INI sean entregadas a las comunidades Indí­
genas de sus respectivas regiones, con la transferencias de permisos, 
infraestructura y recursos, cuando exista solicitud expresa de las co­
munidades indígenas en este sentido. 

Asimismo, es necesario un nuevo marco jurídico en materia de 
medios de comunicación que considere los siguientes aspectos: la 
pluriculturalidad nacional; el derecho al uso de las lenguas Indígenas 
en los medios; el derecho de réplica; garantías a los derechos de ex­
presión, información y comunicación; la participación democrática 
de las comunidades y pueblos Indígenas ante las Instancias de deci­
sión en materia de comunicación. La participación de los interesados 
en la ciudadanización de las instancias de decisión en materia de 
comunicación, mediante la creación del Ombudsman de la comuni­
cación o del Consejo ciudadano de la comunicación. 



IV. LA ADOPCIÓN DE LOS SIGUIENTES PRINCIPIOS, QUE DEBEN NORMAR LA 
NUEVA RELACIÓN ENTRE LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y EL ESTADO Y EL RES­
TO DE LA SOCIEDAD: 

l. Pluralismo 
El trato entre los pueblos y culturas que forman la sociedad mexicana 
ha de basarse en el respeto a sus diferencias. bajo el supuesto de su 
igualdad fundamental. Como consecuencia. ha de ser política de Es­
tado normar su acción, fomentando en la sociedad una orientación 
pluralista. que combata activamente toda forma de discriminación y 
corrija las desigualdades económicas y sociales. Igualmente, será ne­
cesario avanzar hacia la conformación de un orden jurídico nutrido 
por la pluriculturalidad. que refleje el diálogo intercullural. con normas 
comunes para lodos los mexicanos y respeto a los sistemas normativos 
internos de los pueblos indígenas. 

2. Libre determinación 
El Estado respetará el ejercicio de la libre determinación de los pueblos 
indíge nas. en cada uno de los ámbitos y niveles en que harán valer y 
practicarán su autonomía diferenciada. sin menoscabo de la sobera­
nía nacional y dentro del nuevo marco normativo para los pueblos indí­
genas. Esto implica respetar sus identidades culturales y formas de orga­
nización social. Respetará asimismo las capacidades de los pueblos y 
comunidades indígenas para determinar su propio desarrollo. en tanto 
se respete el interés nacional y público. Los distintos niveles de gobierno 
e instituciones del Estado Mexicano no Intervendrán unilateralmente en 
los asuntos y decisiones de los pueblos y comunidades indígenas. en sus 
organizaciones y formas de representación y en sus estrategias vigentes 
de aprovechamiento de los recursos. 

3. Sustentabllidad 
Es indispensable y urgente asegurar la perduración de la naturaleza y 
la cultura en los territorios de los pueblos indígenas. Se impulsará el 
reconocimiento, en la legislación. del derecho de los pueblos y comu­
nidades indígenas a recibir la indemnización correspondiente. cuan­
do la explotación de los recursos naturales que el Estado reallce. oca-



sione daños en su hábitat que vulneren su reproducción cultural. Para 
los casos en los que el daño ya se hubiera causado. y los pueblos 
demuestren que las compensaciones otorgadas no permiten su re­
producción cultural. se promoverá el establecimiento de mecanismos 
de revisión que permitan que de manera conjunta. el Estado y los afec­
tados analicen el caso concreto. En ambos casos los mecanismos 
compensatorios buscarán asegurar el desarrollo sustentable de los 
pueblos y comunidades indígenas. 

Asimismo. impulsar. de común acuerdo con los pueblos indíge­
nas. acciones de rehabilitación de esos territorios. y respaldar sus ini­
ciativas para crear condiciones que aseguren la sustentabilidad de 
sus prácticas de producción y de vida. 

4.- Consulta y acuerdo. 
Las políticas. leyes. programas y acciones públicas que tengan rela­
ción con los pueblos indígenas serán consultadas con ellos. El Estado 
deberá impulsar la integridad y concurrencia de todas las institucio­
nes y niveles de gobierno que inciden en la vida de los pueblos indíge­
nas. evitando las prácticas parciales que fraccionen las políticas pú­
blicas. Para asegurar que su acción corresponda a las características 
diferenciadas de los diversos pueblos indígenas. y evitar la imposición 
de políticas y programas uniformadores. deberá garantizarse su parti­
cipación en todas las fases de la acción pública. incluyendo su con­
cepción. planeación y evaluación. 

Asimismo. deberá llevarse a cabo la transferencia paulatina y ordenada 
de facultades. funciones y recursos a los municipios y comunidades para que. 
con la participación de estas últimas. se distribuyan los fondos públicos que se 
les asignen. En cuanto a los recursos. y para el caso que existan. se podrán 
transferir a las formas de organización y asociación previstas en el punto 5.2 
del documento de 

Pronunciamientos Conjuntos. 

Puesto que las políticas en las áreas Indígenas no solo deben ser conce­
bidas con los propios pueblos. sino Implementados con ellos. las actuales lnstl-



tuclones indigenistas y de desarrollo social que operan en ellas deben ser trans­
formadas en otras que conciban y operen conjunta y concertadamente con 
el Estado los propios pueblos Indígenas. 

5.- Fortalecimiento del Sistema Federal y Descentralización democrática 
La nueva relación con los pueblos indígenas comprende un proceso de des­
centralización de las facultades, funciones y recursos de las instancias federa­
les y estatales a los gobiernos municipales, en el espíritu del punto 5.2 del do­
cumento Pronunciamientos Conjuntos. para que con la participación activa 
de las comunidades indígenas y de la población en general asuman las inicia­
tivas de los mismos. 

V. REFORMAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES 

1. El establecimiento de la nueva relación entre los pueblos Indígenas y 
el Estado. tiene como punto de partida necesario la edificación de un 
nuevo marco jurídico nacional y en las entidades federativas. Las re­
formas constitucionales que reconozcan los derechos de los pueblos 
indígenas deben realizarse con un espíritu legislativo creador. que for­
je nuevas políticas y otorgue soluciones reales a los problemas socia­
les de los mismos. Por ello, proponemos que estas reformas deberán 
contener entre otros. los siguientes aspectos generales: 

Legislar sobre la autonomía de las comunidades y pueblos indí­
genas para incluir el reconocimiento de las comunidades como enti­
dades de derecho público; el derecho de asociarse libremente en 
municipios con población mayoritariamente indígena: así como el 
derecho de varios municipios para asociarse a fin de coordinar sus 
acciones como pueblos indígenas: 

Legislar para que se "garantice la protección a la Integridad de 
las tierras de los grupos indígenas·. tomando en consideración las 
especificidades de los pueblos indígenas y las comunidades. en el 
concepto de integridad territorial contenido en el Convenio 169 de la 
OIT. así como el establecimiento de procedimientos y mecanismos para 
la regularización de las formas de la propiedad indígena y de fomen­
to a la cohesión cultural: 



En materia de recursos naturales. reglamentar un orden de prefe­
rencia que privilegie a las comunidades indígenas en el otorgamiento 
de concesiones para obtener los beneficios de la explotación y apro­
vechamiento de los recursos naturales; 

Legislar sobre los derechos de los indígenas. hombres y muje¡es, a 
tener representantes en las instancias legislativas, particularmente en 
el Congreso de la Unión y en los congresos locales: incorporando nue­
vos criterios para la delimitación de los distritos electorales que corro:;­
pondan a las comunidades y pueblos indígenas y permitan la cele­
bración de elecciones conforme a la legislación de la materia; 

Legislar sobre los derechos de los pueblos indígenas a elegir a sus 
autoridades y ejercer la auloridad de acuerdo a sus propias normas 
en el Interior de sus ámbitos de autonomía. garantizando la participa­
ción de las mujeres en condiciones de equidad; 

En el contenido de la legislación. tomar en consideración la 
pluriculturalidad de la Nación Mexicana que refleje el diálogo 
intercultural . con normas comunes para todos los mexicanos y respe­
to a los sistemas normativos internos de los pueblos indígenas: 

En la Carta Magna, asegurar la obligación de no discriminar por 
origen racial o étnico. lengua. sexo. creencia o condición social. posi­
bilitando con ello la 1ipificación de la discriminación como delito. 

Deberá también asegurarse el derecho de los pueblos indígenas a 
la protección de sus sitios sagrados y cenlros ceremoniales. y al uso de 
plantas y animales considerados sagrados de uso estrictamente ritual; 

Legislar para que no se ejerza ninguna forma de coacción en 
contra de las garantías individuales y los derechos y libertades especí­
ficas de los pueblos indígenas; 

Legislar sobre los derechos de los pueblos indígenas al libre ejercicio 
y desarrollo de sus culturas y su acceso a los medios de comunicación. 



DOCUMENTO 3.1 

Compromisos para Chiapas 
del Gobierno del Estado y Federal y el EZLN. 

correspondientes al Punto 1.3. de las Reglas de Procedimiento 

PROPUESTA DE REFORMAS CONSTITUCIONALES 
EN EL ESTADO DE CHIAPAS 

16 de febrero de 1996 

Los derechos Indígenas que se reconocerán en la Constitución General de la 
República deberán hacerse explícitos también en la Constitución del Estado 
de Chiapas. en toda su amplitud política. económica. social y cultural. 

En la nueva relación de los pueblos y comunidades Indígenas con el Es­
tado se requiere asegurar y garantizar nuevos derechos indígenas. Este objeti­
vo implica. además de las reformas constitucionales ya señalados en el mar­
co de la actual fase del Diálogo. la promoción. ante el Congreso local. de 
reformas a la Constitución del estado de Chiapas y a las leyes y disposiciones 
jurídicas que de ella emanan. 

Es entonces necesaria una reforma a diversos Artículos de la Constitu­
ción local. de tal manera que sean reconocidos y garantizados los derechos 
fundamentales de los Pueblos indígenas. A continuación se precisan los ejes 
temáticos de las propuestas de carácter legislativo que. en correspondencia 
con las reformas a la Constitución Federal. es necesario introducir en la legisla­
ción del estado de Chiapas. 

MARCO CONS77TUC!ONAL DE AUTONOMÍA 

Se reconoce el derecho a la libre determinación y a la autonomía de los pue­
blos indígenas. en tanto colectividades con culturo diferente y con capaci­
dad poro decidir sus asuntos fundamentales en el marco del Estado Nacional. 

Se promoverá el reconocimiento de la aut.onomía de los pueblos Indíge­
nas. de acuerdo con las adiciones y modificaciones a la Constitución General 
de la República. 



Se promoverá el reconocimiento de la composición plurlcultural del Esta­
do de Chiapas, que se sustenta originalmente en la existencia de sus pueblos 
Indígenas, entendiendo por pueblos Indígenas aquellos que teniendo una 
continuidad histórica con las sociedades anteriores a la Irrupción europea. 
mantienen Identidades propias y la voluntad de preseNarlas. a partir de un 
territorio y características culturales. sociales, políticas y económicas, propias y 
diferenciadas. 

En la formulación del marco constitucional de autonomía. deberán que­
dar establecidas las características de libre determinación y autonomía que. 
mejor expresen las situaciones y aspiraciones diversas y legítimas de'los pue-
blos indígenas. · 

QUE A LOS PUEBLOS INDÍGENAS SE LES RECON()ZC4:., 

El derecho al uso, promoción y desarrollo de sus lenguas y'¿últGiós. así CómO 
de sus costumbres y tradiciones, tanto políticas. como soclole{ édbnt:imlcas. 
religiosas y culturales. 

El derecho a practicar. ejercer y desarrollar sus forlTlcis específicas de or~ 
ganlzaclón política, económica y social. · . '.' · · :·.· . ... . 

El derecho a que se respeten sus formas propias y autónomas de gobier­
no. en las comunidades y municipios en las que están asent2i'dos.'Las eleccio­
nes de las autoridades indígenas se efectuarán de conformidad con las tradi-
ciones propias de cada pueblo. · .. · · . · · ·· · 

El derecho al uso y disfrute de los recursos naturales de ~us territorios. se­
gún se define en los art. 13.2 y 14 del Convenio 169 de la OIT. a través del 
órgano de gobierno o de la administración que establezcan. exceptuando 
los recursos de las áreas estratégicas y aquellos cuyo dominio pertenece en 
forma exclusiva a la Nación. 

El reconocimiento de las autoridades tradicionales de las comunidades 
y pueblos indígenas. reconociéndoles espacios jurisdiccionales que sEian com~ 
patlbles con el ordenamiento jurídico vigente. . , , , , . . . . . 

El derecho de que en los juicios y procedimientos en qÚe los)ndígenas 
sean parte, se tomen en consideración SUS USOS, COSt.umbresy sist~masiio/ma~ 
tivos Internos de solución de conflictos. · ·. . .. · · · ... ·; '. .· , '<,, 

El derecho a participar en la formulación de los plan¡;s/prograrnas; y 
proyectos de desarrollo de las comunidades y municipios en'los qi:i~'~stán 

'. ~ ', .• '1 . .' ' ' - . ' -. _· - ' . ~.: ·. -. -



asentados. Las autoridades competentes realizarán la transferencia ordena­
da y paulatina de los recursos. para que ellos mismos administren los fondos 
públicos que se les asignen. y para fortalecer la participación Indígena en el 
gobierno. gestión y administración en sus diferentes ámbitos y niveles. 

El derecho a que desarrollen sus esquemas y alternativas de organiza­
ción para el trabajo. 

Establecimiento del derecho y los mecanismos para que la mujer indíge­
na participe en condiciones de igualdad con el vorón. en todo lo concernien­
te al gobierno y al desarrollo de los pueblos indígenas. teniendo intervención 
prioritaria en los proyectos económicos. educativos y de salud que le sean 
específicos. 

Asimismo. el Gobierno del Estado de Chiapas promoverá y protegerá la 
organización y el desarrollo de la familia indígena. incorporando y recono­
ciendo sus formas tradicionales de constituirla. 

De igual manera. promoverá el acceso de los indígenas a la jurisdicción 
del Estado, a través de la incorporación de sus prácticas y métodos de resolu­
ción de conflictos. en juicios agrarios. civiles. penales y administrativos: obli­
gándose el Estado de Chiapas a adecuar su Constitución local al tenor de las 
reformas a la Constitución General de la República que sean aprobadas. 

Como garantía para el ejercicio de los derechos anteriores, es funda­
mental el reconocimiento de la autonomía de los pueblos indígenas basada 
en su derecho a lo libre determinación. Proponemos el reconocimiento del 
derecho de las comunidades de asociarse libremente en municipios con po­
blación mayoritariamente indígena, así como el derecho de varios municipios 
para asociarse a fin de coordinar sus acciones como pueblos indígenas. 

Estas modificaciones implican la reforma del Artículo 4°. de la Constitu­
ción de Chiapas. 

REMUNJCIPALIZACJÓN 

Se promoverá la adecuación de la división municipal del estado de Chiapas, 
a través de una Comisión para la Reforma Municipal. integrada tal como se 
establece en el Capítulo ll de este documento, denominado ACCIONES Y 
MEDIDAS. El Ejecutivo se compromete a respaldar las resoluciones que adop­
te dicha Comisión, que presentará al Poder Legislativo, derogándose el ac­
tual acondicionamiento a la aprobación de la mitad de los Ayuntamientos. 



@--
Estas propuestas Implican la reforma del artículo 3° de la Constitución del 

Estado de Chiapas: · · · · · . · · , , · · · · 

AMPLIACIÓNDE IÁ PARTICIPACIÓN y REPRESE/IÍTACJÓN POLrTICAS 

La base de la organización territorial y de la organización política y administra­
tiva del Estado es el municipio libre. 

Para la administración de los municipios, habrá Ayuntamientos de elec­
ción popular directa y Ayuntamientos Indígenas electos de acuerdo a usos y 
costumbres, previa reglamentación de los mismos e incorporación a la ley elec­
toral vigente en el estado de Chiapas, misma que definirá cuando se conside-
rará como Ayuntamiento Indígena. . 

Figuras de organización como el Consejo Indígena Estatal, deben. ser su­
primidas o reformadas, a partir de las formas de organización de comu.nida­
des Y pueblos indígenas que surjan Como producto del prOC(;1SO de cambios 
constitucionales que se lleven a cabo. , .. :.· .·,, ; 

Estas modificaciones implican la reforma de los artículos 2~,Y;!)8 de la 
Constitución de Chiapas. 

Municipio con población mayoritariamente Indígena 
. . .' . 

En los municipios con población mayoritariamente indígena, se reconocerá el 
derecho de los pueblos y comunidades indígenas para eleglra sus autorida­
des tradicionales y municipales. de acuerdo a sus usos y costumbres, y otorgar 
validez jurídica a sus instituciones y prácticas. 

En particular. se reconocerán las figuras del sistema de cargos, asam­
blea, consulta popular y cabildo abierto. 

Los agentes municipales serán electos y removidos por los pueblos y co­
munidades correspondientes. y no designados por el Presidente Municipal. 

Es conveniente prever mecanismos que permitan la participación de las 
comunidades y los pueblos indígenas en los procesos electorales, sin la nece­
saria participación de los partidos políticos. y que garanticen la efectiva parti­
cipación proporcional de los Indígenas en los consejos ciudadanos electora-
les. y en la difusión y vigilancia de dichos procesos. . 

Las comunidades y los municipios con población mayoritarlalT)~nte indí- · 
geno, en su carácter de sujetos con facultades ya expresas en la ley, J?Odrán 



convenir y asociarse entre ellos para emprender acciones reglonallzadas que 
optimicen los esfuerzos y recursos. aumentando así su capacidad de gestión y 
desarrollo y de coordinación de sus acciones como pueblos Indígenas. Las 
autoridades competentes realizarán la transferencia, ordenada y paulatina· 
de ;..:;c¡_;;sos. para que ellos mismos administren los fondos públicos que se les. 
asignen, y para fortalecer la participación indígena en el gobierno. gestión y 
administración en sus diferentes ámbitos y niveles. 

Deben respetarse los usos y costumbres que. en los pueblos y munici­
pios mayoritariamente indígenas. definan tiempos específicos de duración 
de cargos. 

Los municipios con población mayoritariamente indígena podrán pro­
poner al Congreso Local el nombre que deba llevar su municipio. 

Los municipios con población mayoritariamente indígena. podrán des­
conocer a sus autoridades municipales cuando éstas incurran en responsabi­
lidades y prácticas contrarias a derecho o a sus usos y costumbres. y el Con­
greso Local buscará respetar y aprobar su decisión. 

Estas modificaciones implican la reforma y adición de los artículos 59 y 60 
de la Constitución de Chiapas. 

GARANTÍAS DE ACCESO PLENO A LA]USTJCIA 

Que las autoridades legislativas. administrativas y judiciales. en el ámbito de su 
competencia. en los asuntos en que tengan intervención o al momento de dic­
tar sus resoluciones en relación a indígenas afectados. tomen en consideración 
su condición cultural. su sistema normativo interno y las demás circunstancias 
especiales que concurren en ellas. con el propósito de que se observen las ga­
rantías que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En materia procesal y, en materia penal. desde el Inicio de la averigua­
ción previa. que los indígenas puedan contar con las siguientes garantías: 

Uso de su propia lengua en las declaraciones y testimonios. los cuales 
deben quedar asentados con traducción al castellano. Las declaraciones y 
testimonios en lenguas indígenas se grabarán en audio y estas grabaciones se 
integrarán al expediente para ser consultadas en caso necesario. 

Nombramiento de intérpretes. con su aceptación expresa. que conoz­
can tanto el Idioma indígena como el castellano; compartan y respeten la 
cultura; conozcan el sistema jurídico indígena. 



Que el defensor de oficio a que tiene derecho. conozca la lengua • la 
cultura y el sistema jurídico indígenas. 

La realización. en los casos que se requiera, de peritajes antropológicos 
a fin de tomar en cuenta los usos y costumbres o cualquier elemento cultural 
que pueda influir en la sentencia, dando prioridad a la Intervención de las 
autoridades Indígenas en el nombramiento de los peritos. o para ser conside­
rados como peritos prácticos. 

Estas modificaciones implican la reforma del artículo 10 de la Constitu­
ción de Chiapas. 

Las causas de suspensión de derechos políticos a que se refiere el actual 
artículo 11 de la Constitución Política del Estado se apliquen solamente a los 
derechos de votar en los distintos niveles de elección y al de ser votados en los 
mismos. En el caso de la fracción 11 de dicho artículo. que la suspensión sea por 
haberse impuesto pena privativa de la libertad sin derecho a libertad provisio­
nal; y que el goce pleno de dichos derechos se recobre en el momento de 
haber cesado la causa que haya motivado dicha suspensión. 

Estas modificaciones implican la reforma del artículo 11 de la Constitu­
ción de Chiapas. 

Se promoverá el reconocimiento y el establecimiento del derecho de los 
pueblos indígenas a iniciar leyes o decretos. mediante propuesta al Congreso 
Local, a través de las autoridades municipales o de iniciativa popular. 

Estas modificaciones Implican la reforma del artículo 27 de la Constitu­
ción de Chiapas. 

Que los agentes del Ministerio Público para las comunidades y municipios 
en los que se asientan los pueblos indígenas. sean nombrados de una terna 
propuesta por los ciudadanos de esas entidades. pudiendo ser removidos cuan­
do se prueben comportamientos contrarios a Derecho. que sean denunciados 
por los órganos establecidos por dichas entidades para ese efecto. 

Estas modificaciones implican la reforma del artículo 48 de la Constitu­
ción de Chiapas. 

En el marco de las modificaciones a la Constitución General de la Rep.ú­
blica. en materia de autonomía a las comunidades Indígenas. se proponi;'l 
otorgar competencia específica y espacios jurisdiccionales a las autoridades 
indígenas. 

Estas modificaciones Implican la reforma d.el artículo 56 de la Constitu­
ción de Chiapas. 



EDUCACIÓN INDÍGENA BILINGÜE INTERCULTURAL 

El reconocimiento de la composición pluricultural del estado de Chiapas. así 
como del derecho de los pueblos indígenas a que se respeten. promuevan y 
difundan los elementos significativos que constituyen su cultura, plantea la 
necesidad de que en la Constitución Local se incorpore, por un lado. el dere­
cho de los chiapanecos a recibir una educación conforme a la letra y espíritu 
del artículo 3° constitucional federal y su reglamentaria de la Ley General de 
Educación; por otro lado. en el marco de las reformas que se plantean a la 
Constitución Federal. es necesario que la reforma local considere lo siguiente: 

Que la educación que reciban todos los chiapanecos, difunda y pro­
mueva la historia. costumbres. tradiciones. y todos aquellos valores compo­
nentes de nuestra raíz cultural e identidad nacional. 

LA EDUCACIÓN INDÍGENA DEBE SER BILINGÜE E INTERCULTURAL 

El Estado debe asegurar a los indígenas una educación que respete y aprove­
che sus saberes. tradiciones y formas de organización. 

Respetar el que hacer educativo de los pueblos Indígenas dentro de su 
espacio cultural. 

Que en la organización y formulación de los planes y programas de estu­
dio tengan participación prioritaria los pueblos indígenas. en lo que se refiere 
a contenidos regionales y sobre diversidad cultural. 

Estas modificaciones implican la reforma del artículo 4 de la Constitución 
de Chiapas. 

11. PROPUESTA DE REFORMA A LAS LEYES SECUNDARIAS DEL ESTADO DE CHIAPAS 

En cuanto a las reformas de las leyes secundarias. se solicitará al Congreso del 
Estado. adecuar el marco jurídico normativo a que los cambios constitucionales 
que se generen. El Gobierno del estado de Chiapas se compromete a efectuar 
puntualmente las adecuaciones que sean de su competencia en el momento 
legislativo oportuno. En particular. se requiere reformar el Código Civil para el 
Estado de Chiapas. el Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Chiapas. 
la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Chiapas. la Ley Orgánica Muni­
cipal del Estado de Chiapas. y el Código Electoral de Chiapas. 



De Igual forma el gobierno federal promoverá ante las Instancias legisla­
tivas correspondientes el seguimiento de las reformas que resulten. para que 
sean Incorporadas al derecho positivo mexicano. 

El Gobierno del Estado promoverá ante el Congreso Local una Iniciativa 
de Ley de Justicia y Desarrollo Agrario, que Incluya las disposiciones condu­
centes para el fraccionamiento y sanción de los latifundios y establezca las 
condiciones necesarias para que los núcleos agrarios. comunidades y pue­
blos indígenas. generen su propio desarrollo a través del aprovechamiento de 
los recursos comprendidos en su territorio, en los términos de los artículos 13.2 y 
14 del Convenio 169 de la OIT. Se propone que el aspecto agrario sea revisado 
en función de los consensos y acuerdos a que se llegue en la Mesa de Bienes­
tar y Desarrollo, establecida por las Reglas de Procedimiento de este proceso 
de diálogo. 



DOCUMENTO 3.2 

Acciones y Medidas para· Chiapas 

COMPROMISOS Y. PROPUESTAS CONJ.UNTAS 
DE LOS GOBIERNOS DEL ESTADO Y FEDERALY EL EZLN 

16 de febrero de 1996 

PARTICIPACIÓN Y REPRESENTACIÓN POlÍTICA 

La creación de la Comisión para la Reforma Municipal y la Redistritaclón en 
Chiapas. Esta Comisión se integrará con diputados de todos los partidos re­
presentados en el Congreso local y con representantes del EZLN. del gobierno 
del estado. y de comunidades y municipios indígenas del estado. 

La comisión ha de precisar los métodos mas idóneos. amplios y eficaces 
para incorporar de la manera más auténtica y fiel los contenidos de la diversi­
dad pluriétnica. pluricultural y social del estado de Chiapas. 

La Comisión tendrá como objetivo elaborar una Iniciativa de reforma. 
que será presentada ol Congreso del Estado, a los artículos 3o. y 16 de la 
Constitución local y de los apartados correspondientes de la ley electoral de 
la entidad y la ley orgánica del municipio libre respecto a los municipios y 
distritos electorales en que se divide el mismo. Para ello. se encargará de rea­
lizar los estudios técnicos y trabajos necesarios. 

Esta reforma deberá garantizar condiciones de mayor equidad y trans­
parencia en los procesos electorales. reconocer el derecho de las comuni­
dades para nombrar a sus autoridades tradicionales y municipales de acuer­
do a sus usos y costumbres. y otorgar validez jurídica a las instituciones y prác­
ticas de las comunidades indígenas para nombrar autoridades y realizar con­
sultas bajo esquemas incluyentes y sin la necesaria participación de los parti­
dos políticos. 

Deberá. asimismo. garantizar la representación política de las minorías 
indígenas en los municipios no indígenas del estado. de tal manera que ten­
gan participación proporcional en el cabildo municipal e incluso en la inte­
gración del Congreso local. 



GARANTÍAS DE ACCESO A LA JUSTICIA 

Creación de la Cuarta Visltaduría General. a cargo de asuntos Indígenas, den­
tro de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, en los términos del Artícu­
lo So. de la Ley de la CNDH. Al efecto. se tendrían que hacer las adecuacio­
nes pertinentes a su reglamento interno. 

Esta Visltaduría deberá proceder. inmediatamente. a la revisión de la si­
tuación de los Indígenas privados de su libertad por estar sujetos a proceso o 
sentenciados para. dentro de su ámbito de competencia. recomendar y pro­
mover su inmediata libertad. aceptando la coadyuvancia de los propios afec­
tados. las organizaciones indígenas y campesinas. las Instituciones y organis­
mos gubernamentales y las organizaciones no gubernamentales de defensa 
de derechos humanos. 

Deberá también revisarse la composición y facultades de la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos del estado de Chiapas, para otorgarle mayor Inde­
pendencia del poder ejecutivo y judicial de la entidad. y ampliar su composi­
ción con representantes de las comunidades Indígenas y de la sociedad civil. 

El gobierno del estado de Chiapas y el gobierno federal se comprome­
ten a instalar una Mesa Agraria. para dar una solución justa a los conflictos 
agrarios. En dicha mesa participarán representantes del EZLN y de las organi­
zaciones sociales, así como las autoridades competentes en el ramo. Las au­
toridades agrarias, estatales y federales se comprometen a la realización de 
un censo agrario a cargo de las autoridades civiles y en coordinación con las 
comunidades y pueblos indígenas y las organizaciones sociales, para Identifi­
car la situación de la tenencia de la tierra en el estado. 

Traducción a las lenguas indígenas de las leyes, códigos y reglamentos, 
así como de los convenios y tratados internacionales vigentes, y difusión de 
tales textos mediante procedimientos apropiados. Se propone la instrumenta­
ción de un programa inmediato de distribución y difusión de los textos traduci­
dos, preferentemente a través de las instituciones representativas de la comu­
nidad, y de los medios más efectivos de que se disponga. 

Creación de la Defensoría de Oficio Indígena con abogados y traducto­
res que presten un servicio de asesoría y representación legal a los Indígenas 
que lo requieran. A diferencia de lo que establece la actual Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Chiapas (artículos 64 a 69), los salarios u honora-



rlos de los defensores de oficio deberón sér .cubiertos por el presúpuesto estac 
tal y canalizados de manera que se garantice su actuación honesta e Inde-
pendiente. · ·· · 

Los traductores y defensores de oficio no sólo deben conocer las lenguas 
Indígenas. sino también conocer y·comprender las culturas Indígenas, paro 
que conociéndolas y respetándolas, cumplan con mayor sentido su función.· 

PARA GARANTIZAR EL ACCESO PLENO DE WS IND(GF.NAS 

CHIAPANECOS A LA JUSTICIA, SE CONSIDERA NECESARIO: 

El reconocimiento de las autoridades tradicionales o vigentes en las comuni­
dades Indígenas. así como su derecho a conservar tanto las Instituciones como 
las costumbres propias en la solución de conflictos Internos. 

Reorganización y reestructuración de los órganos de procuración e 
lmpartlclón de justicia, en especial la figura de Ministerio Público y jueces de 
primera Instancia en los distritos judiciales de fuerte presencia Indígena; capa­
citándolos en el conocimiento de las culturas indígenas y en los sistemas y los 
prácticas utilizadas por las comunidades en la solución de conflictos. 

Implementación de programas dirigidos a la población indígena, paro 
propiciar el conocimiento tanto de los leyes vigentes. como del sistema Judi­
cial. su funcionamiento y el de las instituciones que lo integran. 

Integración en el Congreso Local de una comisión legislativo que. con par­
ticipación de las comunidades Indígenas. analice la legislación actual y propon­
ga las reformas necesarias paro garantizar el acceso pleno de los Indígenas a lo 
justicia que proporciona el estado mexicano. y elimine a la vez cualquier dispo­
sición que implique un troto discriminatorio o desigual a los pueblos Indígenas. 

Se debe legislar para asegurar. de manera expresa, la obligación de no 
discriminar por origen racial o étnico. lengua. sexo. creencias o condición so­
cial. posibilitando con ello la tipificación de lo discriminación como delito 
perseguible de oficio. Asimismo. deben tipificarse y sancionarse las prácticas 
laborales discriminatorias y violatorias de los derechos constitucionales, como 
son el pago en especie, el acosillamiento. el enganchamiento forzado o res­
trictivo de los derechos laborales. 

Se promoverá ante las instancias nacionales correspondientes. el reco­
nocimiento y defensa de los derechos de los Indios mlgrantes dentro y fuero 
del país. 



SITUACIÓN,.DERECHOS Y CULTURA DE LA MUJER INDÍGENA 

El problema de los derechos. analizado desde la óptica de las mujeres Indíge­
nas chlapanecas. exige desterrar silencios y olvidos seculares. Para erradicarlos 
es necesario Incidir en la legislación nacional y estatal, para garantizar sus 
derechos fundamentales como seres humanos y como Indígenas. 

Incorporar a la legislación los derechos políticos, así como el respeto a los 
usos y costumbres Indígenas. respetando la dignidad y los derechos humanos 
de las mujeres Indígenas. 

Reconocer en el marco constitucional de autonomía los derechos espe­
cíficos de la mujer Indígena. 

Garantizar los derechos laborales de las trabajadoras Indígenas. sobre 
todo aquellas en condiciones vulnerables como las trabajadoras eventuales y 
domésticas. 

Adicionar los derechos de la trabajadora eventual en la Ley Federal del 
Trabajo. 

Revisar y modificar la penalización que Impone la legislación actual para 
delitos sexuales, de hostigamiento a la mujer y de violencia intrafamlllar. 

Garantizar para las mujeres y los niños indígenas de Chiapas, el derecho 
a la salud, a la educación y cultura. a la alimentación, a una vivienda digna. 
a los servicios básicos, así como su participación en proyectos productivos, 
para desarrollo Integral digno con la participación de las mujeres Indígenas y 
diseñados con sus particularidades. 

Cumplimiento de pactos y convenios Internacionales que el gobierno 
mexicano ha firmado. Especial Importancia reviste el Convenio 169 de la OIT. 
la Declaración de Viena sobre Derechos Humanos. referido a la elimlnaclón 
de toda forma de discriminación a la mujer, Acuerdo de la Conferencia Mun­
dial de Población y Desarrollo referido a la salud y los derechos reproductivos 
de las mujeres. Siempre y cuando no contravengan los principios básicos de la 
Constitución General de la República. 

ACCESO A LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

La naturaleza plurlcultural de la Nación. se reconoce en la Constitución y se 
sustenta en la existencia de los pueblos Indígenas; las. leyes eri materia de 
medios de comunicación ::deben 'garantizar la 'exp.reslón •de' esta 



plurlculturalldad. y los medios de comunicación deben considerar este carác­
ter pluricultural con el fin de fortalecer la Identidad nOclonal y cumplir con sus 
objetivos culturales y sociales. 

A fin de propiciar un diálogo lntercultural. desde el nivel comunitario has­
ta el nacional. que permita una nueva y positiva relación entre los pueblos 
indígenas y entre éstos y el resto de la sociedad, es Indispensable dotar a estos 
pueblos de sus propios medios de comunicación, los cuales son también Ins­
trumentos claves para el desarrollo de las culturas Indígenas. Por tanto, se pro­
pondrá a las instancias nacionales respectivas. la elaboración de una nueva 
ley de medios de comunicación, que permita a los pueblos indígenas adquirir, 
operar y administrar sus propios medios de comunicación. 

Los Gobiernos Federal y estatal promoverán ante las Instancias de deci­
sión y debate nacionales. que los medios de comunicación Indigenistas se 
conviertan en medios de comunicación indígena, a demanda de las comuni­
dades y pueblos indígenas. 

El Gobierno Federal recomendará a las instancias nacionales respecti­
vas, que las 17 radiodifusoras del INI sean entregadas a las comunidades indí­
genas de sus respectivas reglones con la transferencia de permisos, Infraes­
tructura y recursos, cuando exista solicitud expresa de las comunidades Indí­
genas en este sentido. 

Los Gobiernos Federal y estatal promoverán ante las Instancias de deci­
sión nacionales. que los centros de video indígena del INI sean entregados O 
las comunidades indígenas con la transferencia de Infraestructura y recursos. 
Este proceso debe ser validado por las comunidades. 

Los pueblos. comunidades y grupos sociales tienen derecho a acéeder 
a los medios de comunicación existentes, ya sean propiedad del Estado o 
concesionados. Se recomendará a las instancias correspondientes la fijación 
de un espacio para el uso de la sociedad civil y los pueblos Indígenas; en los 
medios de comunicación existentes. 

Se propone la creación del Consejo Ciudadano de la Comunicación y el 
establecimiento de la figura de Ombudsman de la Comunicación, con el ob­
jetivo de hacer de la sociedad civil parte fundamental en el ejercicio y la 
toma de decisiones sobre comunicación social, garantizándose la participa­
ción Indígena en su integración. 

Legislar la obligatoriedad del establecimiento de códigos de ética en los 
medios de comunicación, que ante la especificidad de los pueblos Indígenas, 



anteponga los Intereses de sus culturas y evite lo denigración. racismo e Intole­
rancia. sin menoscabo de lo libertad de expresión. 

Por sus características. requerimientos técnicos. penetración y recepción. 
lo rodio es el Instrumento ideal paro la comunicación y articulación cultural en 
el medio rural e indígena. Es imprescindible garantizar la apropiación por los 
pueblos indígenas de las radiodifusoras de propiedad estatal. que operan en 
municipios y regiones de población principalmente Indígena. El ritmo y tiempo 
de lo apropiación será decidido por los pueblos indígenas. paro lo cual po­
drán adoptar alguna de las figuras jurídicos existentes o aquellas que los pro­
pios pueblos y comunidades indígenas propongan. 

A nivel estatol y en aros de contribuir o lo operotivizoción de esta pro­
puesta. se sugiere que se inicie en lo inmediato el proceso de apropiación de 
lo rodiodifusora XEVFS. Radio La Voz de la Frontera Sur. ubicada en el munici­
pio de las Margaritas. operada fundamentalmente por indígenas; definida la 
apropiación como un proceso de trabajo conjunto entre los instituciones del 
Gobierno y lo representación legítimo de los comunidades indígenas. 

Es necesaria lo creación de centros de producción radiofónica y 
audiovisual. en aquellos regiones. municipios y comunidades indígenas que lo 
soliciten. 

EDUCACIÓN Y CULTURA 

Creación de institutos Indígenas que estudien. divulguen y desarrollen las len­
guas Indígenas y que traduzcan obros científicos. técnicas y culturales. El go­
bierno del Estado de Chiapas creará en el corto plazo. un Centro Estatal de 
Lenguas. Arte y Literatura Indígenas. 

Se recomendará a instancias nacionales la revisión de los programas. 
libros de texto y materiales didácticos destinados o los niños mexicanos, para 
que reflejen y propicien el respeto hacia lo pluralidad cultural de nuestro país. 
Incluir en lo educación de lo población no hablante de lenguas Indígenas. 
elementos básicos de alguno lengua indígena de lo región. Las monografías 
estatales incorporarán elementos básicos de lenguas indígenas característi­
cos de sus regiones. 

Asimismo. se promoverá que los libros de historio ofrezcan uno informa­
ción equitativa. exacto e instructivo de los sociedades y culturas de los pue­
blos indígenas. 



Los Gobiernos Federal y estatal promoverán la revisión a fondo de las 
instancias administradoras del sector educativo que atañen a la educación 
indígena. así como sus asignaciones presupuestales. 

Establecimiento. en el estado de Chiapas. de un sistema de apoyos y 
becas para la terminación de los estudios básicos y específicamente poro 
jóvenes Indígenas que deseen realizar estudios de nivel medio y superior. Se 
recomendará a las instancias nacionales respectivas su extensión al resto de 
la República. 

Creación de centros de estudios superiores en zonas Indígenas con pro­
gramas especiales que fomenten el estudio y la divulgación de la riqueza cul­
tural indígena. así como de las inquietudes y necesidades propias de sus cultu­
ras. Promoción del estudio y la enseñanza de las lenguas indígenas en las uni­
versidades. en especial en el estado de Chiapas. 

SE. RECOMENDARÁ AL INAH QUE. SE REVISEN LAS 01sros1c10NES PARA: 

Reglamentar el acceso gratuito de los Indígenas a los sitios cirqueológli::os. 
Dar a los Indígenas la debida capacitación para poder administrar ellos 

mismos los sitios. . . . . 
Otorgar a los pueblos Indígenas parte de las utilidades turísticas que ge-

neran dichos sitios. · · · .... ·:·: '·' :•: · '· · · 

Dar a los pueblos indígenas la posibilidad de utilizar los sitios como cen-
tros ceremoniales. ' · · · · 

Proteger los sitios cuando estén amenazados por megaproyectos de 
desarrollo turístico o saqueo hormiga. 

Se recomendará a las instancias federales y estatales. la ampiiaclóri del 
concepto de patrimonio para abarcar las expresiones intangibles de la cultu-
ra. tales como la música. el teatro. la danza. etcétera. · 

Creación de espacios para la práctica de la medicina tradiclona!'lhdí- . 
geno y otorgamiento de recursos suficientes. sin que esto supla la obligación 
del Estado de ofrecer una atención adecuada en los tres niveles del sistema 
nacional de salud. 

Los Gobiernos Federal y Estatal promoverán la realización de campañas 
de concientlzactón nacional para eliminar los prejuicios y racismos y para que 
se legitime socialmente la autonomía de los pueblos indígenas y su derecho a 
ta autodeterminación. 

' 



Los Gobiernos Federal y estatal promoverán que haya representación 
Indígena en todas las instituciones que tienen relación con problemáticas Indí­
genas. 

Debe ser reconocido y respetado el derecho al uso del traje indígena en 
todos los ámbitos de la vida nacional. muy especialmente para niñas, niños y 
jóvenes en los espacios educativos. Asimismo. los programas culturales y de 
comunicación informarán sobre el valor espiritual y cultural de los trajes indí­
genas y el respeto que se les debe. 

Una condición fundamental del desarrollo cultural es la relación de los 
pueblos indígenas con la tierra. Atendiendo a la especial significación espiri­
tual de este elemento. y a su altísimo valor simbólico. debe garantizarse plena­
mente el derecho de las comunidades y de los pueblos indígenas a la Integri­
dad de sus tierras y territorios. así como a la preseNación y uso racional de su 
hábitat. 

Los saberes tradicionales de los pueblos indígenas constituyen un aceNo 
importante de su cultura. y son esenciales para el desarrollo de la humanidad 
en muchos ámbitos. como el de la medicina. El gobierno del estado de Chiapas 
y el gobierno federal se comprometen a reconocer. valorar y promover estos 
saberes. con el respeto que merecen. 

Los pueblos y comunidades indígenas. con la participación de los go­
biernos estatal. federal y municipal. se comprometen a fortalecer una cultura 
en materia de salud y bienestar social que permita aceptar auténticamente 
una cosmovisión humanista y plural del proceso salud-enfermedad-ecosistema. 
Con este propósito. se crearán espacios para la práctica de la medicina tradi­
cional indígena. otorgándole recursos útiles para su desarrollo. sin menoscabo 
de la obligación del Estado de ofrecer los seNicios institucionales de salud. 

INSTITUCIONES DE FOMENTO, DESARROLO 
Y DIFUSIÓN DE LAS CULTURAS INDÍGENAS 

Los proyectos culturales y educativos en los pueblos indígenas deben recibir la 
más alta prioridad en la programación y ejercicio del gasto público, tanto 
federal como estatal. requiriendo que se garantice de antemano su. continui­
dad. congruencia y racionalidad. 

El respeto al medio ambiente y. por ende. al hábitat de los puéblos Indí­
genas. debe constituir un criterio fundamental e ineludible en la forrnulación 



de las políticas y programas de desarrollo económico y social. estatales y fe­
derales. en las reglones Indígenas; en su planeaclón e Instrumentación se re­
quiere de la participación de las comunidades Indígenas a fin de garantizar 
un uso racional de los recursos naturales y evitar cualquier afectación a su 
patrimonio natural y cultural. en su sentido más amplio. o a sitios y lugares geo­
gráficos de significación simbólica. como los centros civiles. culturales y cere­
moniales. 

Se impulsará el reconocimiento en la legislación del derecho de los pue­
blos y comunidades indígenas a recibir la indemnización correspondiente, 
cuando la explotación de los recursos naturales que el estado realice. ocasio­
ne daños en su hábitat que vulneren su reproducción cultural. Para los casos 
en que el daño ya se hubiere causado y los pueblos demuestren que las com­
pensaciones otorgadas no permiten su reproducción cultural. se promoverá 
el establecimiento de mecanismos de revisión que permitan que, de manera 
conjunta. el Estado y los afectados analicen el caso concreto. En ambos ca­
sos, los mecanismos compensatorios buscarán asegurar el desarrollo sustenta­
ble de los pueblos y comunidades Indígenas. El Estado Impulsará. de común 
acuerdo con los pueblos indígenas acciones de rehabilitación de sus territo­
rios según lo establece el art. 13.2 de la OIT. 

Los pueblos indígenas. en coordinación con los gobiernos del estado de 
Chiapas y de la República, realizarán una revisión y reestructuración profunda 
de las instituciones y dependencias de desarrollo, educativas y culturales que 
inciden en su medio. de acuerdo o sus intereses y tradiciones y en función de 
fortalecer su participación y dirección en el diseño. planeaclón. programa­
ción, ejecución. manejo y supervisión de las acciones y políticas que Inciden 
en las comunidades. pueblos y regiones Indígenas. 
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